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RESUMEN 

 

 

La presente investigación doctoral tiene como objetivo hacer un estudio general de la 

gestión que realiza la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Sonora (CEDHS), 

poniendo atención de manera particular en el cumplimiento de las recomendaciones que 

emite este organismo a las autoridades públicas del Gobierno del Estado de Sonora. Del 

análisis de las recomendaciones emitidas durante el periodo general 1992-2012, se encontró 

que en el periodo 1992-2004 las autoridades tendieron a cumplir más las recomendaciones 

del tipo ñtotalmente cumplidasò, hecho que coincide con la gestión de los ombudsman 

designados por el Ejecutivo del Estado. Esto contrasta con el porcentaje de cumplimiento 

de las recomendaciones del segundo periodo, 2004-2012, pues las autoridades cumplieron 

más de manera parcial las recomendaciones, lo cual tiene lugar en las administraciones de 

los titulares de la Comisión elegidos por el Legislativo. 

La justificación del estudio que aquí se emprende, obedece en primer lugar a que no 

existen en la entidad ni en el país estudios sobre la gestión que realiza la Comisión Estatal 

de Derechos Humanos de Sonora, menos aún estudios que aborden el cumplimiento de las 

recomendaciones por parte de las autoridades públicas, que es el objeto de estudio de esta 

investigación. Por ello, ésta inquisición representa una aportación importante a las ciencias 

sociales y particularmente a las ciencias políticas, puesto que los derechos humanos son el 

principal factor de legitimidad de un régimen político y parte fundamental de la estructura 

institucional del mismo. A su vez, implica un compromiso que debe ser asumido tanto por 

las autoridades estatales y municipales, como por las organizaciones de la sociedad civil, 

medios de comunicación y la misma ciudadanía. 

El problema central que da origen a las pesquisas que aquí se inician es por qué en el 

primer periodo se cumplieron más las recomendaciones del tipo ñtotalmente cumplidasò, 

mientras que en el segundo se cumplieron más de manera parcial. Los hallazgos muestran 

claramente que existe un fuerte control político de la Comisión por parte del Ejecutivo del 

estado, lo cual merma su autonomía. Este control se evidencia en el recorte presupuestal 

que realiza anualmente el gobernador al monto solicitado por el Organismo en sus 

Anteproyectos de Egresos. Por otro lado, el control político también se ejerce mediante la 
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designación del Presidente de la Comisión y del Consejo Ciudadano, proceso que sólo tiene 

lugar en el Congreso del Estado sin la participación de la ciudadanía en la evaluación de 

candidatos y en la propuesta de ternas al cargo de ombudsman. Esta sujeción al Ejecutivo 

se ha incrementado todavía más en la gestión de Raúl Arturo Ramírez Ramírez, el único 

ombudsman local que ha carecido de Consejo Consultivo durante los cuatro años (2010-

2014) que lleva en funciones. No obstante, ha sido reelegido por el Congreso del Estado 

para un segundo periodo de gestión (2014-2018). 

En respuesta al problema principal de este trabajo de investigación, se encontró 

evidencia suficiente para responder que en el primer periodo se cumplieron más las 

recomendaciones del tipo ñtotalmente cumplidasò que en el segundo, debido a que el 

Organismo Defensor Local negoció políticamente las recomendaciones con el Ejecutivo del 

Estado simulando de modo absoluto el cumplimiento total de las mismas. En cambio, en el 

segundo periodo las resoluciones se cumplieron parcialmente porque la negociación 

política fue fallida al intervenir varios actores en el proceso de negociación, lo cual dio 

lugar a que la simulación fuera parcial. El hallazgo anterior contradice a la teoría 

constitucionalista del derecho representada principalmente por Jorge Carpizo, Miguel 

Carbonell, la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos 

Humanos en México (OACNUDH), la Comisión Nacional de los Derechos Humanos 

(CNDH) y por los Organismos Públicos de Derechos Humanos (OPDH) estatales, quienes 

argumentan que la autoridad moral del ombudsman es la explicación causal de que las 

recomendaciones sean cumplidas totalmente por las autoridades públicas federales, 

estatales y municipales. Los resultados obtenidos en esta investigación demuestran la 

falsedad de esta tesis. 

Por otro lado, se encontró que en el primer periodo se daba un mejor seguimiento a 

las recomendaciones, pues en el primer periodo éstas tienen el estado que guardan en 

relación a su cumplimiento y el detalle de cómo las autoridades las cumplieron al momento 

de la publicación de los informes anuales de actividades por parte del organismo. Sin 

embargo, en este mismo periodo se enviaron a las autoridades públicas de Sonora gran 

cantidad de recomendaciones que no representan casos graves de violaciones a los derechos 

humanos. En una de estas recomendaciones se exponía el caso de una señora a quien la 

autoridad no dio respuesta a su solicitud de vender alcoholes. Un caso más que ejemplifica 



11 
 

nuestra afirmación es el de la empresa hotelera que compró un predio, cuyo cerco fue 

retirado por las autoridades municipales por bloquear el acceso a la vía pública. Los casos 

de recomendaciones que se emiten por violaciones no graves a los derechos humanos 

abundan en los informes anuales de la comisión en este primer periodo; inclusive, buena 

parte de las resoluciones no fueron fundamentadas adecuadamente, por eso no es extraño 

que en los informes emitidos por la Comisión sea reiterativa la frase ñse hicieron las 

precisiones legalesò despu®s de que las autoridades no habían cumplido o aceptado las 

recomendaciones.  

En el segundo periodo las recomendaciones estaban mejor fundamentadas, pero el 

seguimiento que les dio la Comisión fue precario. La mayoría de los informes de este 

periodo dicen cuál es el estado que guardan las recomendaciones al momento de su 

publicación, pero no detallan cómo las autoridades dieron cumplimiento a las resoluciones, 

a excepción de los informes 2005 y 2007, lo cual constituye una omisión grave a los 

deberes que tiene el organismo en materia de transparencia y rendición de cuentas. En estos 

últimos rubros la Comisión presenta serias deficiencias que habrá de atender en un corto 

plazo, pues los informes también omiten información relacionada con las auditorías 

realizadas al ejercicio presupuestal. De no incorporar en los informes este par de elementos, 

el Organismo Local seguirá deslegitimándose socialmente.  

El análisis de las recomendaciones de los informes mostró que las autoridades no 

cumplieron las acciones sugeridas en las recomendaciones, particularmente las que se 

refieren a la investigación y aplicación de sanciones de las autoridades infractoras, y aun así 

la Comisión las califica de cumplidas totalmente. Esto, sin duda, constituye una flagrante 

violación a los derechos humanos de las víctimas cometida por la Comisión en complicidad 

con las autoridades públicas del estado, a saber, el derecho que éstas tienen a ser restituidas 

en el goce de sus derechos. La normatividad establece que la Comisión debe emitir una 

recomendación cuando comprueba en sus investigaciones que se violaron gravemente los 

derechos humanos, pero resulta absurdo que las autoridades competentes (Ministerios 

Públicos, Procuraduría de Justicia del Estado, Jueces) exoneren a los culpables de 

violaciones graves a los derechos fundamentales, como la tortura, la detención ilegal, la 

dilación en la procuración de justicia, el abuso de autoridad, lesiones físicas y la 
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negligencia médica, que en no pocas ocasiones han llegado a poner en riesgo la vida 

humana y a provocar la muerte de varios internos en los centros de detención locales.  

En una recomendación del primer periodo, se narra el incidente sufrido por un interno 

que perdió la vida en un centro penitenciario del estado de Sonora, a causa de la golpiza 

propinada por los custodios y el director del penal. Ninguno de los responsables fue a dar a 

la cárcel y algunos de ellos siguen en la función pública. Esta recomendación fue calificada 

de cumplida totalmente por la Comisión, aunque las autoridades acataron a medias sus 

sugerencias. En el segundo periodo, se halló el caso de una mujer que murió debido a que 

el personal médico adscrito a un instituto de seguridad social del estado, no le proporcionó 

los servicios de salud como era requerido, lo que causó el deceso de la derechohabiente. La 

principal acción sugerida en esa recomendación, demandaba a las autoridades de esa 

institución indemnizar a los beneficiarios legales de la finada. Sin embargo, pese a que no 

fue cumplida la sugerencia de la recomendación, la Comisión optó por calificarla como 

totalmente cumplida. Estos son ejemplos concretos de los procesos que efectúan las 

autoridades del estado y la Comisión, para simular el cumplimiento de las 

recomendaciones.  

Un ejemplo más de simulación, se da en los informes de gobierno en los que se habla 

de los derechos humanos en términos poco realistas. Por ejemplo, en los informes se dice 

que las instituciones de gobierno han cumplido las recomendaciones emitidas por la 

Comisión Estatal de Derechos Humanos, pero no se explica cómo se dio cumplimiento a 

las mismas. Por otro lado, en ellos se habla de las violaciones a los derechos humanos 

como un fenómeno que se da más en otros estados que en el nuestro, al grado que en estos 

documentos el tema sólo ocupa un párrafo. Lo anterior refleja la poca importancia que el 

estado da a los derechos humanos, aunque los informes de gobierno hablen retóricamente 

del Estado de Derecho como un asunto prioritario. Esta retórica fue puesta en evidencia por 

la CEDH de Sonora en dos de sus informes pocos años después de iniciar operaciones, 

denunciando la falta de voluntad de las autoridades públicas para acatar las acciones 

sugeridas en las recomendaciones y castigar a los culpables. 

En las seis recomendaciones analizadas de ambos periodos, se constata que la 

aplicación de sanciones es desproporcional a la falta cometida. Las pocas sanciones que se 

llegan aplicar son meramente administrativas (apercibimiento, amonestación), pues no 
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logran reparar las faltas cometidas en perjuicio de las víctimas, a pesar de ser la reparación 

del daño el objetivo principal de las recomendaciones. Esta simulación da pie a un círculo 

vicioso en el que están inmersas tanto las autoridades encargadas de la procuración de 

justicia del estado, como aquellas que se dedican a la defensa y promoción de los derechos 

humanos desde el ámbito no jurisdiccional. Por esta razón, se requiere que la Comisión se 

convierta en una especie de Ministerio Público, para investigar y emitir resoluciones 

vinculantes y aplicar sanciones simétricas a las faltas. Dejar que las averiguaciones previas 

sean realizadas por los ministerios públicos, sólo acarrea que las autoridades sean juez y 

parte del proceso de restitución de los derechos afectados y que no sean restablecidos los 

derechos humanos de las personas. La creación del servicio profesional de carrera, la 

reforma de la Ley 123 para prohibir la reelección del ombudsman, la ciudadanización de su 

elección y de su Consejo Consultivo, la creación de un Observatorio Ciudadano que evalúe 

constantemente el trabajo del ombudsman, son algunas propuestas que sugerimos para que 

el Organismos Defensor haga un trabajo eficiente, eficaz y equitativo en favor de los 

derechos humanos de los sonorenses.  
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INTRODUCCIÓN GENERAL  

 

 

En México no existe ninguna tesis doctoral sobre las causas que explican el cumplimiento 

de las recomendaciones emitidas por las Comisiones de Derechos Humanos del país. 

Tampoco hay estudio alguno en Sonora a cerca de la gestión de la Comisión Estatal de 

Derechos Humanos (CEDHS). La importancia que tiene la presente investigación para las 

ciencias sociales es determinar el tipo de arreglos y acciones a las que llegan los actores 

responsables de emitir recomendaciones (Comisión) con los que tienen la obligación de 

cumplirlas (gobierno). Es decir, se trata de indagar el proceso de gestión que efectúa la 

Comisión para que las autoridades públicas cumplan una recomendación. Se trata de 

estudiar el papel que juegan la sociedad civil y el Estado en la defensa y promoción de esos 

derechos. La importancia de esta investigación para las Ciencias Políticas radica en que los 

derechos humanos son parte medular ñde la legitimidad de un r®gimen moderno y (é) un 

componente esencial de su entramado institucionalò (Velasco 2010, 26). 

El problema que se plantea de entrada es uno que no se había formulado 

anteriormente. Su planteamiento fue posible gracias al análisis de los datos sobre el estado 

que guardan las recomendaciones que emite la Comisión Estatal de Derechos Humanos de 

Sonora, al momento de la publicación de los informes anuales de actividades de la gestión 

que este organismo realiza. Para su análisis, estos datos fueron divididos en dos periodos, el 

primero de ellos abarca a los ombudsman electos por el gobernador del estado (1992-2004) 

y el segundo engloba a los elegidos por el Legislativo (2005-2012). El problema consiste en 

el hecho de que durante el primer periodo, las autoridades públicas del estado de Sonora 

tendieron a cumplir m§s las recomendaciones del tipo ñtotalmente cumplidasò (TC= 

52.3%/PC= 4.9%) que en el segundo periodo, donde la categor²a ñparcialmente cumplidasò 

obtuvo el mayor porcentaje (PC= 31.3%/TC= 18.1). La literatura sobre el tema sostiene que 

la autoridad moral del organismo explica que una autoridad pública cumpla totalmente una 

recomendación (Carpizo, Carbonell). Sin embargo, nadie había puesto en cuestión la tesis 

de la autoridad moral de la teoría constitucionalista del derecho. Esto último es lo que hace 

el presente trabajo de investigación, a partir de la evidencia empírica hallada durante la 

investigación documental y el trabajo de campo. 
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El presente estudio doctoral, tiene como principal objetivo investigar cuáles son las 

causas que explican que las autoridades públicas del estado de Sonora hayan tendido a 

cumplir más totalmente las recomendaciones del tipo ñtotalmente cumplidasò durante el 

primer periodo y, en cambio, a cumplirlas parcialmente en el segundo. En relación con este 

objetivo, la pregunta principal de esta tesis que problematiza los datos anteriormente 

expuestos es la referente al por qué se da esta diferencia en los niveles de cumplimiento de 

las recomendaciones de un periodo a otro. La respuesta a esta cuestión que sirve de 

hipótesis principal (tesis) a validarse por los resultados finales de la investigación se 

enuncia a continuación.  

En el primer periodo, de acuerdo al análisis empírico, el factor fuerte y exclusivo que 

explica que las recomendaciones sean ñtotalmente cumplidasò es una negociaci·n pol²tica 

(simulación) entre el Titular de la Comisión y el Gobernador del Estado y no la autoridad 

moral del ombudsman, como generalmente señala la literatura en relación al cumplimiento 

de las recomendaciones. Por el contrario, cuando las recomendaciones fueron ñtotalmente 

cumplidasò se dio simulación total en el cumplimiento de las recomendaciones. En el 

segundo periodo, en cambio, las recomendaciones fueron ñparcialmente cumplidasò porque 

se da una negociación política totalmente fallida o una simulación parcial entre el 

ombudsman y el Gobernador del Estado, puesto que la negociación tiene que darse con 

varios actores (Congreso y Ejecutivo). Por lo mismo, cuando las recomendaciones fueron 

ñparcialmente cumplidasò la simulación fue parcial.  

El presente trabajo de investigación se ha estructurado en cinco capítulos con sus 

respectivos anexos. Para los fines investigativos que se persiguen, el capitulado ha quedado 

organizado de la siguiente manera: ñTeor²as y metodolog²as de estudio de las instituciones 

p¼blicas de derechos humanosò (cap²tulo 1), ñEl marco legal sobre la promoción y la 

protecci·n de los Derechos Humanosò (cap²tulo 2), ñLa institucionalizaci·n de los 

Derechos Humanos en M®xicoò (cap²tulo 3), ñLa gesti·n de la Comisi·n Estatal de 

Derechos Humanos de Sonoraò (cap²tulo 4), ñEl cumplimiento de las recomendaciones: 

¿negociación política o fuerza moral?ò (cap²tulo 5). Cada capítulo cuenta con su propia 

introducción y conclusión, para facilitar la comprensión de los mismos. 

La metodología que se ha empleado para realizar el presente estudio es mixta. Por un 

lado, se manejan datos duros y estadísticas de los mismos que permiten analizar 
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cuantitativamente el cumplimiento de las recomendaciones por parte de las autoridades 

públicas del Estado de Sonora y el desempeño general de la Comisión Estatal de Derechos 

Humanos de Sonora. Por el otro, se hace uso de una metodología cualitativa consistente en 

el análisis documental de los informes anuales de actividades que ha emitido este 

organismo defensor, las respuestas a las solicitudes de acceso a la información pública, 

entrevistas a profundidad a presidentes y funcionarios de CEDH de Sonora, así como a 

integrantes de las Organizaciones de la Sociedad Civil involucradas con la defensa de los 

derechos humanos en el estado de Sonora. Los datos cualitativos resultantes fueron 

esenciales para interpretar la información recabada de manera cuantitativa. 

El primer capítulo, ñTeor²as y metodolog²as de estudio de las instituciones p¼blicas 

de derechos humanosò, tiene como objetivo exponer las teorías que servirán para analizar el 

objeto de estudio de la investigación, a saber, el cumplimiento de las recomendaciones por 

parte de las autoridades públicas del gobierno del estado de Sonora. La interrogante que se 

formula hace alusión a qué teorías han tratado de explicar el cumplimiento de las 

recomendaciones emitidas por los Organismos Públicos de Derechos Humanos (OPDH). 

La hipótesis que anticipa la respuesta final a esta pregunta apunta a la idea de que no ha 

sido la autoridad moral del ombudsman la causa del cumplimiento de las recomendaciones 

del organismo defensor estatal sino que son otras las causas que explican este hecho, 

atendiendo al supuesto de que en el país los ombudsman no tienen autoridad moral por su 

subordinación al Ejecutivo. 

El primer capítulo y los cuatros restantes (capítulo 2-5) han sido divididos en tres 

partes cada uno. La primera parte del primer capítulo desarrolla el estado del arte de los 

estudios realizados a nivel nacional a cerca del desempeño de los OPDH, así como la 

metodología que se utiliza en la investigación que nos ocupa. La segunda, habla del origen 

de la figura del ombudsman y su posterior evolución. En el apartado final, se hace una 

síntesis de los enfoques teóricos que han vertido una postura sobre el cumplimiento de las 

recomendaciones. Las teorías que brindan una explicación al problema principal que se 

plantea en esta indagación son la teoría constitucionalista del derecho, la teoría de los 

derechos fundamentales, la teoría del control institucional y las aportaciones teóricas que se 

han hecho desde la sociedad civil.  
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El capítulo segundo, ñEl marco legal sobre la promoci·n y la protecci·n de los 

Derechos Humanosò, contiene el marco normativo de la defensa de los derechos humanos. 

Los componentes de sus apartados son el marco normativo internacional, el marco 

normativo nacional y el marco normativo local, pues son los documentos más importantes 

que rigen el derecho internacional público de los derechos humanos y el derecho interno en 

la misma materia. Aquí el objetivo es describir los principales instrumentos internacionales 

en la materia ratificados por México, al igual que examinar la normatividad nacional y local 

en ese rubro, particularmente la Ley que crea la Comisión Estatal de Derechos Humanos de 

Sonora y su Ordenamiento Interno, para que dicho marco legal sea contrarrestado en los 

capítulos siguientes con la gestión que realiza el organismo sonorense. La pregunta, por lo 

tanto, se refiere a si las normas emitidas en ambos niveles son cumplidas por las 

autoridades estatales y municipales responsables de procurar justicia en nuestro estado y 

por las autoridades de la propia Comisión de Derechos Humanos de Sonora. La hipótesis 

apunta al desacato de las normas en la materia por las autoridades responsables de exigir la 

restitución de un derecho vulnerado (Comisión) y por las que tienen la obligación de 

restablecer ese derecho (Jueces, Ministerios Públicos y Policías). Ello debido a que no se 

disponen de instrumentos efectivos para hacerlas valer coercitivamente. 

El tercer cap²tulo, ñLa institucionalizaci·n de los Derechos Humanos en M®xicoò, 

estudia los procesos político-sociales que antecedieron al surgimiento de los OPDH en el 

nivel nacional y subnacional y se averigua si en Sonora se ha politizado la defensa de los 

derechos humanos. La pregunta de investigación en este capítulo da apertura a la pesquisa 

de cuáles son los casos concretos en los que se ha politizado la defensa de los derechos 

humanos. La hipótesis sostiene que existen casos de politización de estos derechos dado el 

fuerte control político que el gobierno ejerce sobre el Organismo Defensor Local. La 

Comisión se encuentra dentro del campo político que le dio origen, lo que la vuelve 

vulnerable y proclive a tener una actitud omisa ante casos graves de violación a los 

derechos fundamentales. El primer apartado del capítulo es una exposición histórica de la 

institucionalización de la defensa y promoción de los derechos humanos en México y en los 

estados; la aparición de la defensa de los derechos humanos tuvo primeramente lugar en el 

ámbito civil y posteriormente en el ámbito estatal.  
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En la segunda parte de este capítulo, se estudia el proceso de politización de los 

derechos humanos en Sonora haciendo particular énfasis en el fuerte control político al que 

está sujeta la CEDH de Sonora por parte del Ejecutivo Estatal, lo que impide que este 

organismo atienda todos los casos de violaciones graves a los derechos humanos en la 

entidad, particularmente aquellos en los que su seguimiento involucraría al Gobernador del 

Estado. En esta misma sección, se contrasta el discurso político contenido en los informes 

de gobierno locales sobre el tema de los derechos humanos con la información contenida en 

los informes de actividades del Organismo Defensor; asimismo, se hace referencia a la nula 

relación que existe entre el Organismo Local y las organizaciones de la sociedad civil y se 

desarrollan tres casos concretos de politización de los derechos humanos: Guardería ABC, 

Gisela Peraza Villa y la China de Guaymas. Por otro lado, también se trata la relación 

ombudsman-partidos políticos y se estudia comparativamente cómo se da cumplimiento a 

las recomendaciones que emiten las Comisiones de Derechos Humanos del Distrito 

Federal, Jalisco, San Luis Potosí y Sonora. Este apartado cierra con una reflexión final 

entorno a la pregunta ¿a quién deben importar los derechos humanos?, aunando la 

propuesta de un modelo de institucionalidad para Sonora. 

El cuarto capítulo, ñLa gesti·n de la Comisi·n Estatal de Derechos Humanos de 

Sonoraò, persigue el objetivo de estudiar el dise¶o organizacional de la CEDH y el 

desempeño institucional de la misma, para determinar el grado de autonomía que ésta 

posee. La pregunta de investigación que se postula, interroga en qué grado es autónoma la 

Comisión sonorense y qué papel ha jugado a nivel estatal en la defensa y promoción de los 

derechos humanos. La hipótesis que se da como respuesta anticipada es que el Organismo 

Local no posee autonomía funcional, por el control político que sobre ella ejerce el 

Gobernador del Estado, lo cual también es explicativo de su deficiente desempeño. La 

estructuración del capítulo contiene un análisis del diseño institucional de la Comisión, el 

proceso de intervención del organismo, la cooptación económico-política a la que está 

sujeta y el proceso de elección del ombudsman y del Consejo Consultivo. La segunda parte 

del capítulo da cuenta de la evolución del presupuesto y el porcentaje del presupuesto del 

Gobierno del Estado destinado a la Comisión por cada año. La última sección, incorpora un 

diagnóstico de la situación general de los derechos humanos en el estado, informando 

cuáles son las autoridades que más violan derechos humanos, los derechos humanos más 
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violentados por las autoridades públicas y el tipo de sanciones que se les aplica. La última 

sección evalúa en qué medida la Comisión ha cumplido sus obligaciones en materia de 

transparencia y rendición de cuentas. 

El quinto capítulo, ñEl cumplimiento de las recomendaciones: ànegociaci·n pol²tica o 

fuerza moral?ò, busca cumplir el objetivo de encontrar las causas que den explicación al 

mayor cumplimiento de las recomendaciones en el segundo periodo que en el primero, 

mediante la respuesta a la pregunta qué explica que en el periodo (1992-2004) de los 

ombudsman designados por el Ejecutivo se cumplieran más las recomendaciones del tipo 

ñtotalmente cumplidasò en comparaci·n con el periodo (2005-2012) de los ombudsman 

elegidos por el Legislativo, en el cual las autoridades cumplieron más parcialmente las 

recomendaciones. La hipótesis que responde a esta cuestión, sostiene que en el primer 

periodo se cumplieron m§s las recomendaciones del tipo ñtotalmente cumplidasò que en el 

segundo, debido a que el Organismo Defensor Local negoció políticamente las 

recomendaciones con el Ejecutivo del Estado simulando de modo absoluto el cumplimiento 

total de las mismas. En cambio, en el segundo periodo las resoluciones se cumplieron 

parcialmente porque la negociación política fue fallida al intervenir varios actores en el 

proceso de negociación, lo cual dio lugar a que la simulación fuera parcial. 
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CAPÍTULO I  

TEORÍAS Y METODOLOGÍ AS DE ESTUDIO DE LAS INSTITUCIONES 

PÚBLICAS DE DERECHOS HUMANOS 

 

 

Introducción 

 

El objetivo del presente capítulo es desarrollar la base teórica desde la cual se abordará el 

objeto de estudio de la presente tesis que es el cumplimiento de las recomendaciones que 

emite la Comisión Estatal de Derechos Humanos, para ello se revisa la literatura existente 

sobre el desempeño de los Organismos Públicos de Defensa de los Derechos Humanos con 

la finalidad de determinar qué teorías explican mejor el cumplimiento de las 

recomendaciones por parte de estos organismos. La pregunta que guía la investigación en 

este primer capítulo es ¿cuáles son las teorías que ofrecen una explicación adecuada del 

objeto de estudio en cuestión sobre el cumplimiento de las recomendaciones de la CEDHS? 

La hipótesis que se ofrece como respuesta anticipada a la interrogante, sostiene que es falsa 

la teoría de que la autoridad moral del ombudsman incida efectivamente en el 

cumplimiento de las recomendaciones, dado que en nuestro país los ombudsman carecen de 

autonomía moral al estar subordinados a los gobernadores. 

El capítulo se ha divido en tres partes. En la primera de ellas se presenta el estado del 

arte de las investigaciones que se han realizado sobre las Comisiones Estatales de Derechos 

Humanos y la metodología con la que será realizada la presente investigación. En la 

segunda parte, se expone el origen de la institución del ombudsman y su ulterior desarrollo. 

En el último apartado, se desarrollan los enfoques teóricos que hablan sobre el 

cumplimiento de las recomendaciones: la teoría constitucionalista del derecho, la teoría de 

los derechos fundamentales, la teoría del control institucional y los posicionamientos 

teóricos que provienen de la sociedad civil. El capítulo cierra con una conclusión general. 

 

1.1. Estado del arte 

 

En México han sido realizadas desde distintas perspectivas algunas investigaciones 

en el campo de los derechos humanos. Estos estudios son el precedente inmediato de la 
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investigación que aquí se emprende. Lo original de la presente tesis no sólo lo constituye su 

objeto de estudio, sino la búsqueda de corroborar empíricamente que el cumplimiento de 

las recomendaciones obedece a una negociación política (simulación) y no a la autoridad 

moral del ombudsman, como a menudo se sostiene. Para ello, se resumen enseguida 

algunos estudios de caso sobre las Comisiones de Derechos Humanos del país que abordan 

diversos aspectos en relación con el funcionamiento de estos organismos en su tarea de 

defensores de los derechos humanos. Es importante destacar que desde el ámbito 

académico sólo se han hecho investigaciones de diez Comisiones Estatales de Derechos 

Humanos (San Luis Potosí, Jalisco, Veracruz, Distrito Federal, Oaxaca, Guanajuato, 

Puebla, Guerrero, Querétaro y Sinaloa) y una de la Comisión Nacional de los Derechos 

Humanos.1 Esto quiere decir que sigue sin estudiarse la gestión de veintidós Organismos 

Públicos de Derechos Humanos. Este trabajo de investigación se suma al escaso número de 

estudios en ese sentido, pero constituye un aporte que busca generar una ola de interés de 

académicos para incrementar el número de estudios de caso y comparativos. Esto con la 

intención de ejercer el papel de observadores que se interesan por la cosa pública en aras de 

generar conciencia ciudadana, para atender el deber político que todos tenemos de fiscalizar 

el trabajo de estos organismos. 

 

1.1.1. Estudios de caso sobre los Organismos Públicos de Derechos Humanos 

 

Mediante los modelos del bumerán y el de espiral, Emma Maza Calviño en su libro 

Derechos humanos. México: retórica sin compromiso explica que los cambios de las 

políticas en materia de Derechos Humanos en México,  a partir del gobierno de Salinas, se 

dieron gracias a la presión ejercida por los organismos internacionales defensores de 

derechos humanos. Esta presión se intensificó todavía más con el surgimiento del Ejército 

Zapatista de Liberación Nacional en 1994. Este último acontecimiento puso a México en la 

lupa mundial. La autora concluye que tanto la institucionalización como la apropiación del 

discurso de los derechos humanos por el gobierno mexicano son acciones retóricas sin 

                                                           
1 En este apartado sólo se revisan los estudios de casos de cuatro comisiones estatales y uno sobre la nacional. 

(Veracruz, San Luis Potosí, Jalisco, Distrito Federal). Los estudios restantes que aquí, por razón de extensión 

no se analizan, o son de índole comparativa o no abordan a fondo la gestión de las Comisiones Estatales. 

Pueden consultarse estos trabajos coordinados por Ramírez (2007) en un libro que analiza brevemente la 

gestión de las Comisiones Estatal de Derechos Humanos de Guanajuato, Guerrero, Querétaro, Puebla. La de 

Oaxaca se estudia en Lachenal, Martínez y Moguel (2009). 
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compromiso que sólo refuerzan el status quo de los derechos humanos en México (Maza 

2009, 117). 

Desde una perspectiva comparativa en materia de derechos humanos y de la reforma 

del Estado, John Ackerman en su obra Organismos autónomos y democracia: el caso de 

México analiza y estudia tres casos de organismos autónomos en México: el Instituto 

Federal Electoral (IFE), la Comisión Nacional de Derechos Humanos (CNDH) y la 

Auditoría Superior de la Federación (ASF). El autor lleva a cabo su investigación con una 

metodología novedosa, que consiste en  considerar las instituciones políticas no sólo como 

variables independientes, como tradicionalmente se había hecho, sino también como 

variables dependientes. Los politólogos tradicionalmente, al estudiar las instituciones 

políticas, se enfocaban en el ñdise¶o institucionalò (conocido tambi®n como ñingenier²a 

institucionalò), pues pensaban que un buen dise¶o institucional generar²a por s² mismo 

buenos resultados. No obstante, refiere el autor, olvidaron considerar el ñdesarrollo 

históricoò de una instituci·n pol²tica.  El diseño de reglas efectivas, en el primer caso, es 

importante, pero también lo es tener en cuenta c·mo los actores ñresignificanò estas reglas, 

el contexto político en el cual se generan y lo que sucede después del momento fundacional 

(Ackerman 2007, 24-25). 

Los hallazgos conseguidos por este autor respecto a la CNDH fueron que dicho 

organismo no ha logrado consolidarse institucionalmente durante su trayecto de dos 

décadas de existencia, que la gestión de la CNDH ha tenido un desarrollo pobre en 

comparación a su presencia pública, que existe opacidad excesiva en sus procedimientos de 

investigación, seguimiento y priorización de casos concretos. A parte, ñel patrón y la 

calidad de las recomendaciones de la CNDH ha sido algo irregular, por ejemplo con una 

cantidad excesiva de recomendaciones para algunas Secretarías de Estado y estados de la 

República y una presencia mínima en otros estados y áreas clave como el Ministerio 

P¼blicoò (ibíd., 43).  

Alfredo Zavaleta Betancourt en su ensayo ñLos derechos humanos en Veracruz 

(1991-2006)ò emprende un estudio sociológico de la tensión existente en esa entidad entre 

las Organismos Civiles de Derechos Humanos y la Comisión Estatal de Derechos 

Humanos. Para explicar dicha tensi·n, el autor utiliza el concepto de ñcampoò de Bourdieu. 

A partir de este enfoque teórico nuestro autor sostiene que mientras la CEDH denuncia la 
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violación a los derechos humanos de los ciudadanos perpetrada por funcionarios públicos, 

las Organizaciones Civiles Defensoras de Derechos Humanos en el Estado ponen en 

evidencia no sólo las violaciones que contra dichos derechos cometen los funcionarios de 

gobierno, sino también aquellas cometidas por funcionarios de la propia Comisión 

(Zavaleta 2010, 410). 

Zavaleta argumenta también que los conceptos de derechos humanos son distintos 

entre la CEDH de Veracruz y  las ONGôs defensoras de derechos, debido a que mientras la 

primera reduce los derechos humanos a las garantías individuales previstas por la 

Constitución, los Organismos No Gubernamentales nacionales y locales los definen en un 

sentido más amplio, igual que lo hacen los organismos internacionales defensores de 

derechos humanos. Sostiene, además, que la Comisión como institución sufre un retroceso 

institucional, pues el nombramiento de sus presidentes es un proceso burocrático que ha 

corrido siempre a cargo del gobernador en turno a través del Congreso y que tanto éstos 

como los demás funcionarios de la misma están vinculados con el Partido Revolucionario 

Institucional (PRI) (ibíd., 408, 417-419). 

En relación con lo anterior, Zavaleta resalta el caso de los presidentes de la Comisión 

Estatal de Derechos Humanos de Veracruz, José Luis Rivera Huesca (2001-2003) y Noemí 

Quirasco Hernández (2003) quienes otrora se desempeñaran como funcionarios públicos, el 

primero como Director de la Policía Judicial y la segunda como Secretaria de Gobierno 

durante la administración de Miguel Alemán Velasco. Por esta razón, el autor afirma que la 

Comisión enfrenta un proceso de desinstitucionalización, puesto que carece de autonomía y 

de credibilidad. A decir del investigador de la Universidad Veracruzana, los resultados que 

arrojó el análisis de los datos de los informes de la Comisión son que los jueces y policías 

recibieron de la CEDH el mayor número de recomendaciones en el periodo 2001-2006 

(ibíd., 424). 

Alejandro Monsiváis Carrillo en su capítulo de libro ñLa Comisión de Derechos 

Humanos del Distrito Federal (2001-2008): desarrollo institucional y desempe¶o pol²ticoò 

hace un análisis sociológico-político del desarrollo institucional y político de la Comisión 

de Derechos Humanos del Distrito Federal. El autor analiza el modelo de gestión 

implementado por dicha Comisión en ese periodo y concluye que su desempeño es muy 

sobresaliente ñen el marco no-jurisdiccional de derechos humanos en M®xico. [éy que] es 
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difícil encontrar un paralelo en otros organismos estatales de derechos humanos del pa²sò 

(Monsiváis 2010, 293). Destaca, además, que lo que ha permitido a la Comisión de 

Derechos Humanos del Distrito Federal (CDHDF) tener un notable desempeño en su 

gestión es precisamente la innovación en sus programas dentro de una concepción integral 

y extensa de los derechos humanos. Monsiváis termina su investigación indicando que para 

la CDHDF los derechos humanos deben ser la Columba vertebral del diseño e 

implementación de las políticas públicas dentro un régimen democrático (ibíd., 312-313). 

Entre las innovaciones de la CDHDF se encuentran el establecimiento legal del 

servicio profesional de carrera en la ley del 2003, Art. 70°, que es un sistema para asignar y 

evaluar de manera justa y eficiente a quienes conforman su plantilla de trabajo. Una 

segunda innovación implementada por la comisión es la capacitación de algunos de sus 

funcionarios en el extranjero, gracias al convenio que tiene con la American University. 

Una tercera, editar una serie de publicaciones de carácter normativo e instrumentos para la 

defensa y educación en materia derechos humanos. Destaca la calidad editorial de la revista 

DFensor y el interés que ha puesto dicha Comisión por la investigación sobre el tema de los 

derechos humanos. 

Una cuarta innovación, agrega el autor, es el estricto apego de sus programas y 

lineamientos a los estándares internacionales. En esta línea resalta el cambio que ha hecho 

el organismo respecto de dos términos que se usan comúnmente en el discurso de los 

Organismos Estatales de Derechos Humanos (OEDH). El t®rmino ñquejosoò refiri®ndose a 

quien registra una queja ante la comisi·n cambia a ñpeticionarioò; el de ñombudsmanò que 

suele designar al presidente de una Comisión de Derechos Humanos pasa a connotar al 

organismo entero como el defensor de derechos humanos. Finalmente, una de las causas 

que son indispensables para explicar el éxito de la CDHDF es la autonomía que tiene esta 

institución en relación al Estado (ibíd., 315). Esta autonomía está vinculada a la 

ciudanización, que es el primero de tres ejes del proyecto institucional de este organismo. 

La ciudanización implica introducir contrapesos a los partidos políticos representados en 

los órganos estatales con la finalidad de alcanzar imparcialidad, puesto que los intereses 

políticos deben ser apartidistas. Dos ejes más se unen al anterior para sumar tres en total los 

que caracterizan el proceder de la comisión: la profesionalización del personal y la 

incorporación de estándares internacionales (ibíd., 314). 
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La tesis de grado de Martín Faz Mora (2008) titulada Evaluación integral de la 

estructura y desempeño de Comisión Estatal de Derechos Humanos (CEDH) de San Luis 

Potosí bajo parámetros internacionales representa, según el autor, la primera evaluación 

integral del desempeño institucional de un Organismo Público de Derechos Humanos 

(OPDH) en México. En este trabajo se examina la gestión de La Comisión Estatal de 

Derechos Humanos de San Luis Potosí desde el punto de vista de su nivel de adecuación a 

los estándares internacionales. Sostiene el autor que en los análisis nacionales de la 

estructura y desempeño de las comisiones ñexiste una marcada tendencia a considerar 

primordialmente indicadores relativos a su mandato y muy particularmente a algunos de sus 

productos como las quejas, recomendaciones, conciliaciones, informes, etc., desde una 

perspectiva cuantitativa, sin explorar ni su impacto ni las causas de dicho desempe¶oò(Faz 

2008, 4-5). 

Jorge Regalado y Marcos Moloeznik en su texto ñDerechos humanos y alternancia 

política (1993-2006): el caso de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Jaliscoò 

hacen un balance de esta comisión desde su fundación hasta la conclusión del año 2006. 

Según estos autores, la Comisión jalisciense, creada el 23 de febrero de 1993, fue ñpionera 

en la cuestión procesal de los derechos humanos en la República Mexicana, por lo que 

sirvió incluso de modelo para la CNDH y sus pares en las entidades federativasò (Regalado 

y Moloeznik 2010, 373). 

Los autores señalan, desde el inicio de su estudio, el contexto político en que surge 

ese organismo: la crisis política del partido en poder (el PRI) de la gubernatura y la 

alternancia en el gobierno (desde febrero de 1995) que durante tres administraciones 

continuas ha marcado el proceso de desarrollo del ombudsman. Ellos apuntan que la crisis 

política es una crisis de los derechos humanos, pues una sociedad se harta de la forma de 

gobernar de un partido precisamente cuando percibe que su seguridad, su patrimonio y su 

vida están en juego (ibíd., 360-365). 

El tema de una mejor cultura de los derechos humanos y el de mejores métodos de 

combate a la seguridad pública acompañaron las campañas de los gobiernos de la 

alternancia, en particular las administraciones de Alberto Cárdenas Jiménez y la de 

Francisco Acuña. Una de las hipótesis mantenidas por Regalado y Moloeznik es que ñla 

alternancia partidaria en el gobierno significó un marcado descenso del activismo social 
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respecto de los asuntos de los DH y la seguridad p¼blicaò (ibíd., 366). Los partidos de 

oposición y la oposición social no politizaron las violaciones de derechos humanos y la 

inseguridad pública acaecidas en el Estado durante las administraciones panistas, sino con 

el ñproceso de ódesciudadanizaci·nô del Consejo y la Pol²tica gubernamental secundada 

tanto por algunos organismos empresariales como por la jerarquía católica, de permanente 

desprestigio y descalificaci·n del trabajo de la CEDHJò (Ídem).  

Desde la Redacción de la Iniciativa de Ley para la creación de la CEDHJ existían 

dudas entre los redactores en ese estado del documento fundacional sobre la necesidad de 

crear un organismo defensor de derechos en la entidad, puesto que ñla reforma al Artículo 

102° constitucional ni la creación de la Comisión Nacional de Derechos Humanos, resultan 

suficientes para salvaguardar los derechos fundamentalesò (ibíd., 367). 

Para dichos redactores de la Ley, la CNDH no dejaba de ser una instancia de carácter 

político como lo son también La Procuraduría General de la República (PGR) y las 

Procuradurías de Justicia de las entidades federativas. Estas dependencias de gobierno 

figuran en las estadísticas de la Comisión Nacional de Derechos Humanos (CNDH) como 

las autoridades que más violan derechos humanos, pues mostraron haber recibido el mayor 

número de recomendaciones sin haber sido sancionadas por su incumplimiento. Las 

Comisiones en realidad no combaten la verdadera causa de la violación de los derechos 

humanos (ibíd., 367-368). 

Las recomendaciones son el último recurso del que se vale un organismo público 

defensor de derechos humanos para perseguir de oficio las violaciones de derechos 

humanos cometidas por los servidores públicos. Las recomendaciones se formulan cuando 

existe una violación grave a los derechos humanos que no puede resolverse vía 

conciliación. El problema, afirman los autores, es que las recomendaciones no son 

vinculatorias, por lo que es indispensable observar si la Comisión les da seguimiento. En el 

periodo 2001 al 2006 las autoridades tendieron a aceptar las recomendaciones. Sin 

embargo, importa conocer si las autoridades atienden las recomendaciones como lo 

establece la ley; y en caso de que no lo hagan, indagar si son sancionadas y qué tipo de 

sanciones se les aplica (ibíd., 397). 
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1.1.2. Estudios comparativos sobre los Organismos Públicos de Derechos Humanos 

 

Entorno a las Comisiones de Derechos Humanos Estatales son todavía escasos los 

estudios que se han publicado desde una perspectiva comparada. En este rubro son de 

destacar dos estudios diagnósticos al desempeño de los Organismos Públicos de Derechos 

Humanos (OPDH). El primer de estos estudios diagnósticos fue realizado por la Oficina en 

México del Alto Comisionado, publicado en el 2003 con el título de Diagnóstico sobre la 

situación de los Derechos Humanos en México (OACNUDH 2003). Un segundo 

diagnóstico lo realizó la Fundación Konrad bajo el nombre de La política de derechos 

humanos en México. Balance de la última década (1998-2008) (Huber 2009). Además de 

estos diagnósticos, destacan cuatro publicaciones, de las cuales tres de ellas fueron hechas 

por Fundar Centro de Análisis e Investigación AC con los títulos de Los Organismos 

Públicos Defensores de Derechos Humanos. Nuevas Instituciones, Viejas Prácticas 

(Rodríguez y Cano 2006), Un ombudsman modelo. Propuesta para un estándar de elección 

y perfil de los titulares de organismos públicos de derechos humanos (Lachenal et al. 2009) 

y El acceso a la información es un derecho humano. Propuesta para un estándar de acceso 

a la información de organismos públicos de derechos humanos (Pulido 2006a). Finalmente, 

la cuarta publicación fue auspiciada por el Centro de Investigación y Docencia Económicas 

AC (CIDE) intitulada Nuestros caros defensores de los derechos humanos: el caso de la 

Comisión Nacional de Derechos Humanos (Mayer-Serra y Magaloni 2010). 

Además de los estudios académicos precedentes destacan dos publicaciones más que 

no son libros. La primera de ellas fue elaborada por el Centro de Estudios Sociales y 

Opinión Pública de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, publicada en el 

documento En Contexto (No. 11, 1 de noviembre del 2011) con el tema ñLas Comisiones 

Estatales de Derechos Humanosò (CESOP 2011). La segunda publicación es el artículo de 

Monsiváis y Brena (2011) que se llama ñLos ombudsman en las entidades federativas en 

M®xico: àc·mo explicar su desempe¶o?ò. Todos estos trabajos se enfocan al estudio de 

algún aspecto en particular de los OPDH, pero no pretenden ser evaluaciones integrales al 

desempeño de las Comisiones, como de hecho sucede con los estudios diagnósticos 

anteriormente señalados. En seguida, se expone de manera breve el contenido de los ocho 

trabajos publicados para el análisis y estudio de las Comisiones de Derechos Humanos. 
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El Diagnóstico sobre la Situación de los Derechos Humanos en México de la Oficina 

en México del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos 

(OACNUDH 2003) fue elaborado con el objetivo de detectar las causas estructurales que 

generan violaciones a los derechos humanos en nuestro país, a partir de un análisis no 

coyuntural. La intención del diagnóstico es realizar propuestas realistas y factibles. 

Pretende, además, colaborar para que en el país rija un Estado democrático de Derecho 

(EDD). Esta es una aspiración comúnmente compartida por todos los ciudadanos. Un EDD 

es aquel que se autosomete al imperio de la ley y éste último a su vez al ordenamiento 

constitucional, donde el principio de la dignidad humana sea una práctica común y en el 

que se imponga la justicia social y la equidad económica, no sólo la legalidad y la 

seguridad jurídica. Un segundo propósito que persigue el diagnóstico es que las 31 

recomendaciones generales y las propuestas que de ellas deriven se incorporen a un 

Programa Nacional de Derechos Humanos (PNDH), con el fin de quitar aquellas limitantes 

estructurales que se han ido fortaleciendo desde siglos atrás, como sucede con la 

discriminación y la desigualdad social, gestados a partir de añejos patrones culturales. De 

hecho, el diagnóstico sirvió como base para la redacción del PNDH 2004, con el ideal de 

que los derechos humanos se conviertan en una política de Estado exigible por los 

ciudadanos (ibíd., v). 

 Entre las recomendaciones más sobresalientes que propone la Oficina del Alto 

Comisionado al Estado Mexicano se encuentran: a) hacer reformas a la constitución para 

introducir el concepto de derechos humanos como columna vertebral de la misma en la que 

se otorgue a los tratados internacionales una jerarquía superior al marco normativo federal 

y local y se señale expresamente el principio pro persona como criterio para aplicar la 

normatividad en materia de derechos humanos. b) Otorgar autonomía a todas las 

Comisiones de Derechos Humanos dotándolas de facultades que les permitan presentar 

iniciativas de ley, interponer acciones de anticonstitucionalidad y extender su competencia 

a asuntos electorales, laborales y administrativos dentro del campo jurisdiccional. También 

es necesario erradicar las barreras legales que impidan una transparencia en su gestión. c) 

Garantizar métodos de consulta para que la sociedad participe en la selección de quienes 

integrarán los Consejos Ciudadanos y promover la transparencia y rendición de cuentas de 

los organismos públicos dependientes del Ejecutivo que tengan injerencia en los derechos 
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humanos. d) Buscar la transformación del sistema de justicia que haga posible el Estado de 

Derecho en todos los órdenes del entramado social en el cual se reconozcan sus derechos a 

la víctima, se abandone el modelo de enjuiciamiento penal inquisitorio, se instale la justicia 

penitenciaria; por otra parte, es menester mejorar los actuales mecanismos de indagación de 

los crímenes cometidos en el pasado y se esclarezcan las violaciones a los derechos 

humanos del pasado y se repare integralmente el daño. e) Dar mayor fortaleza a los 

mecanismos públicos que tienen la función de promover la equidad de género y propiciar el 

establecimiento de programas institucionales que busquen eliminar la violencia de género 

(ibíd., VII -VIII) .  

Otras recomendaciones que presenta el diagnóstico hablan de duplicar el presupuesto 

asignado a la salud pública (del 1 al 2 por ciento del PIB); cambiar el sistema legal que 

impide la libertad de asociación en sindicatos, el voto libre y secreto de los trabajadores y el 

derecho de huelga; crear ñun sistema aut·nomo de radio y televisi·n p¼blicasò; establecer 

un órgano público y autónomo que otorgue concesiones para operar estaciones de radio y 

televisión a través de procesos transparentes; diseño y ejecución de programas a nivel 

nacional de empleo digno; modificar de manera inmediata las políticas salariales para 

reponer dentro de un plazo de cinco a¶os ñel deterioro del poder adquisitivo de los salarios 

m²nimos legales experimentados en los ¼ltimos 25 a¶osò por causa de la inflación; cambiar 

la política alimentaria que incentive la producción para el mercado interno y garantice una 

adecuada distribución de los alimentos; reformar el marco legal en materia de educación 

para hacer efectiva una ñeducaci·n de calidad desde la equidadò al incorporar los  

ñest§ndares internaciones de derechos humanosò; y finalmente, que el Estado Mexicano 

retire las reservas e interpretaciones hechas a los Tratados Internacionales de los que forme 

parte (ibíd., IX). 

El estudio diagnóstico analiza también el estado que guardan los derechos en México, 

de manera específica los derechos civiles, los derechos políticos, los derechos económicos, 

sociales y culturales, los derechos humanos de las mujeres, los derechos de los pueblos 

indígenas, los grupos en condición de vulnerabilidad y discriminación. De este estudio se 

extrajeron las recomendaciones que fueron resumidas anteriormente. Es menester indicar 

que dicho estudio resalta el papel fundamental que han desempeñado las Organizaciones de 

la Sociedad Civil (OSC) para hacer efectivo el respeto de los derechos humanos en México. 
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Sin embargo, los Defensores de los Derechos Humanos han sido objeto de una serie de 

violaciones a sus derechos humanos. También el diagnóstico reconoce que los Ombudsman 

locales no gozan de la autonomía que tiene la CNDH, situación que limita su independencia 

respecto del Poder Ejecutivo estatal en asuntos presupuestarios y en la facultad para 

proponer o designar sus integrantes y de sus consejeros ciudadanos. Por otro lado, la 

competencia de las Comisiones estatales está restringida al no poder conocer de asuntos 

laborales y electorales, pero esta restricción resulta anacrónica porque el ombudsman 

debiera tener la posibilidad de intervenir en la defensa de los derechos electorales cuando 

sea necesario. En cuanto a la materia laboral, las comisiones tendrían que tener la capacidad 

de conocer de asuntos no jurisdiccionales (ibíd., 4, 6-7). 

Ante el hecho de un creciente número de violaciones a los derechos humanos, la 

tensión en la que se encuentra el ombudsman de cara al gobierno y a la sociedad civil 

tiende a incrementarse todavía más. Las víctimas y grupos en situaciones de vulnerabilidad 

reclaman al gobierno resultados y éste último trata de controlar a las dependencias que le 

son incómodas. Tal tensión puede notarse en los mecanismos de elección de sus 

presidentes. Los organismos especializados son nombrados por el Ejecutivo, lo ideal sería 

que la elección de éstos fuera el resultado de un proceso democrático, transparente y 

público, pero por desgracia el mecanismo de elección que rige no incluye la consulta 

ciudadana. Los ombudsman, en cambio, son elegidos vía legislativa. Se ha detectado una 

problemática en la elección de los titulares de los OPDH que consiste en los obstáculos que 

encuentran los ombudsman al intentar relegirse. Cuando un ombudsman se conduce con 

excesiva independencia frente al Ejecutivo, la oposición que encuentra de parte de éste es 

tanta que su relección se hace imposible. Este fue el caso de Mireille Roccatti, despedida de 

su cargo de presidenta de la CNDH en 1999, de Guadalupe Morfín de Jalisco y de Raúl 

Ramírez de Baja California. Es evidente que no está totalmente garantizada la autonomía de 

los ombudsman. Incluso en la prensa ha habido declaraciones en las que los ombudsman 

descalifican mutuamente sus actuaciones. Es probable que el origen del problema se deba a 

las diferencias que existen entre el perfil y el mandato de los Defensores del Pueblo (ibíd., 

186-187). 

En relación a la situación descrita en el párrafo anterior, se hicieron varias propuestas 

para mejorar el trabajo de los ombudsman. a) reformar la Constitución para que se 
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estableciera la autonomía presupuestaria y de gestión de las Comisiones de Derechos 

Humanos y contar con amplias facultades que les permitieran presentar iniciativas de ley y 

ejercer acción de anticonstitucionalidad dentro de su ámbito de competencia. b) Realizar 

reformas a los reglamentos internos de estas Comisiones para adecuarlos con la Ley 

Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental. c) Promover 

en la normatividad de estos organismos el carácter formativo y pedagógico que deberán 

tener las recomendaciones (ibíd., 7). 

El trabajo publicado por la Fundación Konrad, La política de derechos humanos en 

México. Balance de la última década (1998-2008) fue el resultado del Seminario de 

Evaluación de la Política de Derechos Humanos en México celebrado en ocasión del 

sexagésimo aniversario de la Declaración Universal de los Derechos Humanos. El estudio 

concluye que las acciones emprendidas por México no han trascendido el ámbito formal de 

la defensa de los derechos humanos a pesar de la llegada de la alternancia a nuestro país en 

el año 2000, lo cual genera dudas sobre la profundidad del cambio democrático y la eficacia 

de los avances formales-legales e institucionales en materia de derechos humanos (Huber 

2009, 14). 

 Las políticas emprendidas por México no han conseguido revertir la tendencia de 

violaciones a los derechos humanos que caracterizara al régimen autoritario durante la 

segunda mitad del siglo XX. Es más, se pone en duda de que México tenga políticas serias 

entorno a los derechos humanos, pues a pesar de los esfuerzos emprendidos por este país 

como la creación de normas y organismos, éstas no han reducido la gravedad ni la 

frecuencia de las violaciones de los derechos humanos. Para lograr avanzar de modo 

sustantivo y alcanzar un verdadero cambio cualitativo en materia de derechos humanos se 

necesita promover y consolidar una Pol²tica de Estado ñcomo eje conductor del resto de las 

políticas, armonizador de criterios y parámetro para fijar objetivos y estrategiasò (ibíd., 14).  

El primer Programa Nacional de Derechos Humanos fue elaborado en 1998 sin que 

incluyera una política clara y adoptara los derechos humanos como una política de Estado. 

El segundo Programa Nacional de Derechos Humanos tuvo lugar en el 2004 con la 

inclusión de la propuesta hecha por el Diagnóstico del 2003 de hacer de los derechos 

humanos la columna vertebral de las políticas públicas implementadas por el Estado 

Mexicano. No obstante, lo contenido en este segundo programa no pasó más allá del papel. 
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En México no existe una idea clara por parte del gobierno del rumbo a seguir en materia de 

derechos humanos, es decir, no existe una política de Estado clara a nivel nacional y 

subnacional en este rubro, a tal grado que en el nivel subnacional no existen programas 

estatales de derechos humanos. Por el contrario, se han detectado actitudes regresivas por 

parte del Estado Mexicano en relación a los derechos humanos, como la desaparición en el 

2006 de la Fiscalía Especial para Movimientos Sociales y Políticos del Pasado que en el 

2001 fuera creada por disposición presidencial.2 Por si fuera poco, se dejaron sin efecto los 

Programas Nacionales de Derechos Humanos de diciembre del 2006 a octubre del 2008. Lo 

anterior indica que el Estado Mexicano no ha dado continuidad a sus políticas de derechos 

humanos (ibíd., 15). 

Además de lo dicho antes, el trabajo de la Fundación Konrad da cuenta del doble 

discurso que ha mantenido México en materia de derechos humanos. La política exterior en 

materia de derechos humanos ha sido representativa con la participación formal de nuestro 

país, pero la política interior en ese mismo rubro ha sido pobre con graves rezagos y 

violaciones. En pocas palabras, México no ha practicado como política interior los 

compromisos internacionales contraídos, al exterior dice que las cosas van muy bien pero 

las Organizaciones de la Sociedad Civil denuncian lo opuesto. En México persisten como 

prácticas sistemáticas en la procuración de justicia la tortura y la detención arbitraria, al 

grado de que se les sigue dando valor probatorio a las pruebas obtenidas por medio de la 

tortura. Por eso se ha llegado a decir que la impartición de justicia es la barrera más grande 

que tiene el país para el desarrollo de los derechos humanos. Se advierte también que aún 

existe la represión de la protesta social. Un hecho que se considera como regresivo fue la 

reforma en materia de justicia penal del 2007, pues se crea un ñr®gimen de excepci·nò 

respecto a las ñgarant²as individuales b§sicasò por motivo de delincuencia organizada, 

mismo que es violatorio del ñprincipio de igualdad ante la ley y el debido procesoò (ibíd., 

25-27). 

                                                           
2 Esta fiscalía fue creada por el ex Presidente de la República, Vicente Fox Quezada, para dar cumplimiento a 

una de sus promesas electorales: la de castigar a los responsables de los crímenes cometidos en el pasado. Sin 

embargo, la fiscalía nunca castigó a nadie, pero sí reconoció oficialmente las violaciones cometidas por el 

Estado Mexicano a los derechos humanos. Esta fue la primera vez que el gobierno mexicano reconoce de 

manera oficial las violaciones a los derechos humanos perpetradas por el Estado Mexicano a nivel interno. La 

desaparición de esta fiscalía nunca se publicó en el Diario Oficial, por lo que se puede decir que se hizo de 

manera arbitraria e ilegal. 
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La militarización del país para combatir el narcotráfico, política implementada por 

Felipe Calderón, ha conducido a generar muchos obstáculos en materia de derechos 

humanos, pues el incremento de estas bandas criminales es responsabilidad de quienes las 

dejaron desarrollarse, pudiendo detenerlas a tiempo para no tener que sacrificar después los 

derechos fundamentales con miras de ñgarantizar la seguridad de los habitantesò; pero 

parece que nadie advierte que ñlos derechos humanosò no son contrarios a ñla seguridad 

p¼blicaò. Destacan, a parte, las iniciativas retrógradas que ha emprendido el Congreso de 

Coahuila para rehabilitar la Pena de Muerte en caso de secuestro (ibíd., 27). 

Los estudios de Rodríguez y Cano (2006) y de Lachenal et al. (2009) son el resultado 

del proyecto de monitoreo que hizo Fundar (Centro de Análisis e Investigación) del 2005 al 

2008 a los Organismos Públicos de Derechos Humanos, entre los que se encuentran la 

CNDH y las Comisiones Estatales de Derechos Humanos de San Luis Potosí, Veracruz, 

Distrito Federal, Oaxaca y Jalisco. Este proyecto se llamó Proyecto Monitor Ciudadano del 

Sistema Ombudsman, cuyo objetivo principal es fortalecer institucionalmente la Red de 

Procuradurías y Comisiones encargadas de la promoción y la protección de los derechos 

humanos en México. Otro de los objetivos del proyecto es investigar cuáles son las 

dificultades estructurales que enfrentan los Organismos Públicos de Derechos Humanos. La 

principal aportación del proyecto de monitoreo fue ñel desarrollo de iniciativas que 

promuevan un modelo de institución de Ombudsman más eficaz; entendiendo por ello 

instituciones proactivas, transparentes y pluralesò (Lachenal et al. 2009, 15). 

Lachenal et al. (2009) refieren que para el 2008 se analizaron las leyes fundacionales 

de las comisiones de los estados mencionados y se compararon sus estructuras internas, sus 

atribuciones, la forma de elección del ombudsman, la duración en el cargo y ratificación del 

presidente de la Comisión,  la asignación y uso del presupuesto, los mandatos, la autonomía 

presupuestaria, cómo se integran y sesionan sus Consejos ciudadanos, entre otros puntos de 

comparación. Uno de los datos interesantes que pueden hallarse en el texto aludido, es que 

todavía para el 2008 siete de treinta y dos comisiones locales aún no gozaban de autonomía 

jurídica: Colima, Chihuahua, Nuevo León, Puebla, Querétaro, Sinaloa y Tabasco. No 

obstante, esto ya no es así pues en la normatividad más reciente todos los organismos tienen 

patrimonio y personalidad jurídica propios y autonomía presupuestaria y de gestión 

(CESOP 2011). 
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Los autores proponen un mecanismo ideal de elección de ombudsman que consiste en 

asegurar que los candidatos a presidentes de las Comisiones de Derechos Humanos gocen 

de independencia respecto a los partidos políticos, tengan un amplio conocimiento y 

práctica comprobada socialmente en la defensa de los derechos humanos, demuestren 

buena reputación moral; y, además, que su elección esté ciudadanizada, es decir, que se 

tome en cuenta a la ciudadanía en el proceso de designación. Rodríguez y Cano hacen 

varias críticas a los requisitos establecidos en los marcos legales de las entidades 

federativas para aspirar al puesto de ombudsman. Una de estas críticas es al requisito de 

residencia preceptuado en algunos de los ordenamientos locales. Se trata, a juicio de ellos, 

de un requisito que es violatorio del derecho que tiene todo ciudadano mexicano de 

transitar libremente a lo largo del territorio nacional; además, es discriminatorio al rechazar 

a alguien por no ser ciudadano de un determinado Estado (Rodríguez y Cano 2006).  

Un requisito más que es sometido a tela de juicio es el de tener la carreta de 

licenciado en derecho como marca la ley federal, pues hay estados que ni siquiera hacen 

mención explícita de la exigencia de una carrera determinada. Algunas entidades 

federativas se inclinan por las carreras afines a las ciencias sociales o humanísticas; en 

cambio, otras aceptan a cualquier profesionista siempre y cuando demuestre conocimientos 

suficientes en materia de derechos humanos. Los casos en los que se presentan problemas 

de constitucionalidad son aquellos en los que se exige al aspirante a ombudsman 

preferentemente la carrera de abogado o demostrar conocimiento y experiencia en el rubro 

de los derechos humanos, como sucede con Sonora, Baja California y Aguascalientes. Sin 

embargo, los casos extremos de inconstitucionalidad están representados por aquellos 

estados en los que se exige exclusivamente la carrera de abogado para aspirar al cargo de 

titular de la comisión estatal como sucede en ñChiapas, Durango, Guerrero, Hidalgo, 

Michoac§n, Nayarit, Nuevo Le·n, Tamaulipas y Veracruzò (ibíd., 16). 

El trabajo de investigación de Pulido se refiere al proceso en el cual las legislaturas 

locales han ido emitiendo su propia legislación en materia de transparencia y acceso a la 

información pública, a partir de la aparición de la Ley Federal de Transparencia en el 2002. 

En este estudio se hace una propuesta estándar para que los Organismos Públicos de 

Derechos Humanos transparenten su información y rindan cuentas de una manera más 

efectiva y apegada a la normatividad federal. Se hace, además, hincapié en la importancia 
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que tienen estos organismos para la vida pública del país, por ello su actuar debe adecuarse 

con los lineamientos de una sociedad democrática al fomentar el acceso a la información y 

a la participaci·n ciudadana. Dice Pulido que ñel ejercicio de los derechos es de particular 

relevancia cuando éste se ejerce frente al organismo que fue conformado precisamente para 

defenderlosò (Pulido 2006a, 7). Lo anterior, porque el ejercicio del derecho al acceso de la 

información pública habilita el goce de otros derechos; se trata, entonces, de un derecho de 

carácter instrumental. 

El Centro de Estudios Sociales y de Opinión Pública de la Cámara de Diputados del 

Congreso de la Unión elaboró un documento llamado En contexto (No. 11, 1 de noviembre 

del 2011) en el que se manej· el tema de las ñComisiones Estatales de Derechos 

Humanosò. Es una investigaci·n en la que se arrojan datos duros de todas las comisiones 

estatales del país. Se establecen una serie de indicadores para medir, por ejemplo, si las 

comisiones poseen independencia presupuestaria y de gestión, la duración del mandato de 

los titulares de las comisiones, si se puede relegir, si se consulta a la sociedad para su 

elección, si la convocatoria es abierta o cerrada para organizaciones sociales, si el candidato 

es propuesto por el gobernador, etc. El documento parte analizando el contexto actual de 

violencia que vive el país con el problema del narcotráfico y las políticas calderonistas para 

combatirlo. Este problema generalizado de violencia ha sido denunciado por 

organizaciones internacionales como la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 

(CIDH), Amnistía Internacional (AI) y la Human Rights Watch (HRW) en los reportes que 

emiten anualmente sobre México. En especial, estos informes han señalado como grupos 

vulnerables a los inmigrantes centroamericanos, los periodistas, las mujeres y los 

defensores de derechos humanos (CESOP 2011, 5-13). 

En esta publicación del CESOP también se analizan al 2011 los presupuestos de los 

OPDH en México y se comparan con los presupuestos de los Organismos de Derechos 

Humanos de los Estados Americanos (ibíd., 10-13). La conclusión es una sola: los 

presupuestos de los OPDH mexicanos incrementan cada año sin que ello repercuta 

positivamente sobre la situación de los derechos humanos en el país, a pesar de que estas 

comisiones recibieron 2 mil millones de pesos en el 2011. En cambio, la suma de los 

presupuestos asignados a las comisiones estatales de las OPDH de los Estados Americanos 
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fue inferior al de aquéllos, apenas 151 millones de pesos. Es decir, estos últimos reciben 

trece veces menos recursos que los OPDH en México (ibíd., 12-13). 

El documento termina con el análisis de la reciente reforma constitucional en materia 

de derechos humanos del 10 de junio del 2011, que modifica tanto el nombre del Capítulo I 

del Título Primero y varios artículos de la Constitución federal. Las novedades que presenta 

esa reforma son relevantes para que las comisiones cumplan efectivamente con su mandato. 

Se renueva el t²tulo del Cap²tulo I del T²tulo Primero quedando como ñDe los Derechos 

Humanos y sus garant²asò. La Constitución en su art²culo 1 ñreconoceò derechos, ya no los 

ñotorgaò como lo hacía antes de la reforma. Gracias a la modificación constitucional, las 

personas no sólo deberán gozar de los derechos contemplados en la Constitución y de los 

mecanismos para garantizarlos, sino, además, de aquellos reconocidos por los Tratados 

Internacionales de Protección de los Derechos Humanos. Cualquier ley que se emita en 

materia de derechos humanos tendrá que interpretarse bajo ambas normatividades (ibíd., 

13). 

Por otro lado, la reforma obliga a las autoridades públicas de la CNDH y de las 

comisiones estatales de derechos humanos a explicar el motivo por el cual no aceptaron una 

recomendación y lo deberán hacer público. En el caso de que las autoridades públicas 

rechacen una recomendación de las comisiones, el Senado, la Comisión Permanente y las 

legislaturas locales, a petición de las Comisiones Estatales y de la Federal, podrán citarlos 

para que expliquen los motivos de su rechazo. Las comisiones están facultadas para 

conocer quejas en materia laboral, aunque todavía no las de carácter jurisdiccional o 

electoral. Además, se crea un mecanismo de consulta pública para la elección de los 

ombudsman mexicanos y para los integrantes del Consejo Consultivo (ibíd., 14).  

Hay un estudio comparativo reciente de Mayer-Serra y Magaloni (2010) que analiza 

las Comisiones de Derechos Humanos estatales y la nacional en México desde una 

perspectiva económica. Este estudio demuestra que México es el país que más gasta en 

derechos humanos al comparársele con el gasto operativo de sus contrapartes en América 

Latina. El costo operativo de la CNDH es superior a las de sus homólogas en Australia, 

Holanda, Bolivia, Colombia, Costa Rica, Perú, Europa, Reino Unido, Irlanda y Guatemala. 

De tal manera que para el 2010 el gasto total en derechos humanos realizado por la CNDH, 

las comisiones locales, las entidades y unidades en derechos humanos del gobierno federal 
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fue de 2 mil 344 millones 570 mil pesos. Esta comparaci·n ñmuestra que estamos gastando 

de más y contribuyendo a tener instituciones obesas y con gasto crecienteò (Mayer-Serra y 

Magaloni 2010, 2). A pesar del enorme gasto que representa la defensa de los derechos 

humanos en nuestro país, el desempeño de la CNDH y de los organismos estatales en las 32 

entidades federativas ha sido deficiente operativa y administrativamente. De esta manera lo 

han expuesto en numerosas observaciones algunas organizaciones de la sociedad civil, 

tanto nacionales como extranjeras, y también los organismos internaciones defensores de 

derechos humanos.  

Las instituciones encargadas de velar por los derechos humanos en México no 

cuentan con autoridad para promoverlos efectivamente. Esta es una de las razones por las 

cuales las instituciones defensoras deben ser ejemplos a seguir en relación a su 

responsabilidad normativa y social, para que puedan ejercer su autoridad moral ante las 

autoridades públicas y generar confianza social. Desafortunadamente ñno se han 

desarrollado mecanismos de rendición de cuentas que generen circuitos de confianza y 

participación ciudadana para el ejercicio y protección efectivos de los derechos 

fundamentalesò, para que los organismos públicos de derechos humanos tengan autoridad, 

la cual ñse construye no sólo por medio de la consistencia de sus recomendaciones, sino en 

toda la operaci·n, incluido el c·mo y cu§nto se gastaò (ibíd., 2). 

En una encuesta nacional realizada en agosto del 2010 por BGC Asociados y Beltrán 

sobre acontecer nacional y opinión pública, la CNDH se mantenía en la segunda posición 

(mucha/regular: 56%/38%) del ranking de instituciones públicas, tan sólo abajo del 

Ejército, que gozan de mayor confianza en la sociedad. Como dato relevante, y eso 

explicaría por qué la Comisión ocupa ese segundo puesto, las instituciones públicas en 

nuestro país se encuentran sumergidas en el descrédito y la desconfianza social. Las 

instituciones en las que menos confían las personas son, en primer lugar, los Partidos 

Políticos, en el segundo sitio están los Diputados y Senadores, el tercer lugar lo ocupa la 

Policía Judicial y en el último peldaño se ubican los Sindicatos. Por otra parte, la encuesta 

también revela que la CNDH es conformista en la defensa de los derechos humanos (66%), 

que cuenta con demasiados empleados con un deficiente desempeño (57%) y que recibe 

mucho presupuesto en comparación con la labor que hace (57%) (ibíd., 14-15). 
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Finalmente, destaca el estudio realizado por Monsiváis y Brena (2011) denominado 

ñLos ombudsman en las entidades federativas en M®xico: àc·mo explicar su desempe¶o?ò 

Este estudio es importante, porque presenta un modelo de evaluación del desempeño de los 

Organismos Públicos de Derechos Humanos (OPDH). Para ello, estos autores desarrollan 

un Índice de desarrollo formal del Ombudsman (IO) que proporciona evidencia empírica de 

que las OPDH en México tienen capacidades legales distintas, lo cual explica la disparidad 

en el desempeño de los 32 ombudsman locales. Aunque aclaran que de lo precedente no 

puede deducirse que exista correlación positiva entre mejores capacidades legales y el 

desempeño de una OPDH. El IO estudia las capacidades normativas de autodeterminación 

que poseen los OPDH hasta agosto del 2009, pues estos organismos no podrán fungir como 

instancia de vigilancia o contra pesos efectivos si adolecen de autonomía frente a los 

poderes públicos, es decir, si no son independientes de quienes vigilan. La autonomía de 

estas instancias de vigilancia se mide mediante el proceso de designación del ombudsman, 

su duración en el cargo y el papel consignado en la ley de los Consejos Consultivos, los 

recursos financieros y las capacidades organizacionales de los organismos. Los OPDH 

tendrán mejores capacidades institucionales cuando la ley prevea un servicio profesional de 

carrera, los faculte para impulsar iniciativas de ley y dispongan de una amplia plantilla 

laboral (Monsiváis y Brena 2011, 464-466). 

Los resultados obtenidos por el IO muestran que las capacidades legales son débiles 

para los OPDH, con excepción de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal 

(CDHDF). Tomando como referencia gráfica 0.60 (umbral) sobre 1, donde 1 equivale a los 

ombudsman con las facultades normativas más fuertes (autonomía formal y desarrollo 

institucional formal) y 0.60 es el valor bajo el cual están los ombudsman con las facultades 

más débiles. En esta escala evaluativa, Monsiváis y Brena encontraron que Hidalgo, Baja 

California Sur, Nayarit, Sonora, Nuevo León, Tabasco, Guanajuato, Tlaxcala, Tamaulipas y 

Colima son los estados donde los ombudsman tienen las facultades legales más débiles.  

En cambio, por arriba del umbral en cuanto a la autonomía formal y por debajo de 

éste respecto al desarrollo institucional formal se ubican los ombudsman de San Luis 

Potosí, Chiapas, Durango, Quintana Roo, Yucatán, Puebla, Zacatecas, Baja California, 

Michoacán, Aguascalientes, Jalisco, México, Veracruz. El Estado de Guerrero se ubica 

debajo del umbral en la autonomía formal, mientras que está por arriba del mismo en 
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relación al desarrollo institucional formal. Coahuila y el Distrito Federal son los únicos 

estados donde la autonomía formal  y el desarrollo institucional formal de los ombudsman 

se encuentran por encima del umbral. Uno de los resultados importantes que arrojó el IO es 

que la CDHDF mostró ser el organismo autónomo con mejores facultades normativas. Por 

otro lado, señalan los autores que existen algunos estados en los que no se reconoce 

legalmente la autonomía política y de gestión de los ombudsman como sucede en Puebla y 

Baja California, donde los OPDH s·lo alcanzan el grado de ñorganismos descentralizados 

de la administraci·n p¼blica localò (ibíd., 467-469). 

 

1.1.3.  Metodología 

 

En relación con la metodología que será aplicada al objeto de estudio, en este caso, el 

cumplimiento de las recomendaciones de la CEDH de Sonora, parece ser más adecuada una 

metodología de carácter mixto en la que se combinen las técnicas de investigación 

cualitativa y cuantitativa. En el caso de los estudios que se han hecho sobre el desempeño y, 

en general, sobre la gestión que realizan los Organismos Públicos de Derechos Humanos la 

tendencia ha sido considerar indicadores de carácter cuantitativo sobre su desempeño y su 

mandato (número de quejas recibidas, aceptadas, resueltas, número de quejas emitidas, 

número de conciliaciones, etc.), pero sin jamás poner atención sobre las causas que 

explican que una autoridad cumpla o no una recomendación y el impacto social que esto 

representa. 

 Es decir, hasta ahora no se ha investigado cuantitativa y cualitativamente a qué se 

debe el cumplimiento total o el incumplimiento de las recomendaciones, ni tampoco si 

dicho cumplimiento logra restituir a la víctima los derechos que le han sido vulnerados. 

Especial interés en este trabajo es si la autoridad moral del ombudsman explica el 

cumplimiento total de las recomendaciones o, más bien, éste es fruto de un arreglo político 

entre la comisión y las autoridades que negocian políticamente para simular que se cumplen 

totalmente las recomendaciones emitidas por el organismo defensor de los derechos 

humanos. 

La propuesta para realizar trabajos también de carácter cualitativo sobre el 

desempeño de las comisiones surgió desde el seno mismo del Consejo Internacional para 

Estudios de Derechos Humanos  (CIEDH 2005) con el documento Evaluar la Eficacia de 
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las Instituciones Nacionales de Derechos Humanos. El primer estudio en México que 

aplicó las recomendaciones de ese documento a una Comisión Estatal fue la tesis de 

maestría de Martín Faz Mora resumida anteriormente. Esta investigación representó el 

primer estudio en México de carácter mixto para evaluar omnicomprensivamente el 

desempeño de una Comisión Estatal de Derechos Humanos (Faz 2008).  

La investigación cualitativa que se utilizará en esta tesis consiste en entrevistar a los 

principales actores involucrados en la defensa de los derechos humanos en la entidad, para 

que den sus versiones sobre qué es lo que posibilita o imposibilita el cumplimiento de las 

recomendaciones. Esto es, si el cumplimiento total de las recomendaciones es el resultado 

de una simulación con pretensiones políticas, producto de la negociación entre ombudsman 

y autoridades públicas o, más bien, el cumplimiento de las recomendaciones se relaciona 

intrínsecamente con la autoridad moral de quien detenta el cargo de defensor del pueblo. 

Las entrevistas se harán a los tres ex ombudsman de la Comisión Estatal de Derechos 

Humanos de Sonora, o en su defecto, a un visitador de cada gestión, y a organizaciones de 

la sociedad civil defensoras de Derechos Humanos en nuestro Estado, para que den sus 

aportaciones sobre aquello que debería hacerse para que las recomendaciones sean 

cumplidas.  

La investigación cuantitativa parte de aplicar análisis estadísticos sobre al número de 

quejas recibidas, aceptadas y cumplidas y número de recomendaciones emitidas por año 

como parte de los datos duros que se presentarán en la sección de datos de este trabajo de 

investigación. Este mismo procedimiento se empleará para analizar porcentualmente el 

grado de cumplimiento de las recomendaciones y el estado en el que se encontraban las 

mismas en el momento de su publicación en los Informes Anuales de la Comisión Estatal 

de Derechos Humanos de Sonora. Con este procedimiento, se intenta determinar el tipo de 

relación que hay entre el cumplimiento de las recomendaciones y la elección del 

ombudsman.  

El análisis permitirá seleccionar seis recomendaciones como muestra de estudio, para 

indagar en qué medida se cumplen totalmente, qué seguimiento se les da, qué sanciones se 

aplican y si el cumplimiento de las recomendaciones repara los derechos vulnerados. La 

selección de las seis recomendaciones, se hará de acuerdo a cuatro criterios: a) que sean las 

violaciones más graves a los derechos humanos, 2) que tengan el estatus de totalmente 
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cumplidas, 3) que se hayan iniciado como quejas de oficio a partir de notas periodísticas, 4) 

en  caso de que no se logre completar las seis recomendaciones muestra de análisis, se  

pueden seleccionar recomendaciones que se hayan iniciado a petición de parte, que al 

menos cumplan con los tres criterios anteriores. 

Por último se realizarán solicitudes de información a la CEDH-SON sobre el estado 

en el que se encuentran las recomendaciones seleccionadas que no fueron cumplidas al 

momento de la publicación de los informes anuales. Para conocer si se desprendieron 

sanciones a raíz del incumplimiento de las mismas por parte de las autoridades públicas, se 

harán solicitudes de información a la Contraloría General del Estado. 

Del estudio de las metodologías aplicadas en los trabajos de investigaciones 

expuestos con antelación, se tomaron elementos de estas que son útiles para el objeto de 

estudio que nos ocupa. De Ackerman, se retoma la idea de que las instituciones se deben de 

estudiar como variables independientes. En la presente investigación se incorpora este 

punto de partida metodológico, para estudiar a la CEDH como variable independiente en 

relación al cumplimiento de las recomendaciones, que es la variable dependiente a explicar. 

En cambio, del trabajo de Zavaleta se toma la relación entre poder político y los organismos 

públicos defensores de los derechos humanos, para encontrar el vínculo entre los 

presidentes de la CEDH y el partido en el poder de la gubernatura del Estado. El concepto 

ñdesarrollo institucionalò de Monsiváis, aparece constantemente en el cuerpo de este 

trabajo de investigación.  

 

1.1.4. Definiciones de los Derechos Humanos 

 

Las definiciones existentes sobre los derechos humanos ponen de manifiesto que no 

existe un consenso general sobre cuál es su naturaleza, puesto que las definiciones que se 

pueden encontrar sobre ellos son formuladas desde una determinada posición teórica e 

ideológica. La lectura de lo que son los derechos humanos regularmente se hace a partir de 

tres líneas principales: 1) el derecho natural3, que los entiende como inherentes a cada 

                                                           
3 El iusnaturalismo es una doctrina que se inserta dentro de la filosofía del derecho; también es conocida con 

el nombre de teoría del derecho natural que explica el origen del derecho. La teoría iusnaturalista sostiene que 

las normas tienen su origen en la naturaleza de las cosas. Es decir, el orden jurídico tiene su fundamento en la 

naturaleza humana. Desde esta perspectiva, la sociedad tiene un origen natural y no convencional. El ser 

humano forma parte del conglomerado social por naturaleza como queda evidenciado por el pensamiento y el 

lenguaje. El ñdeber serò (las normas, incluyendo la normas ®ticas) y el ñvalorò tienen su origen en la 
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persona por el hecho de ser persona, 2) el derecho positivo4, como una concesión del 

Estado a los ciudadanos por medios de leyes y 3) el historicismo y el multiculturalismo que 

los interpreta como producto de la historia y un creación cultural respectivamente. Estas 

dos últimas teorías conducen al problema del relativismo de los derechos humanos cuando 

afirman que no existen parámetros absolutos entorno a los valores humanos, lo cual 

equivale a negar la universalidad de los derechos universales. La posición teórica más 

afianzada en nuestros días sobre la naturaleza de los derechos humano sigue siendo la del 

derecho natural. 

Castro y Agramón definen los derechos humanos como un ñconjunto de facultades, 

prerrogativas, libertades y pretensiones de carácter civil, político, económico social y 

cultural, incluidos los recursos y mecanismos de garantía de todas ellas, que reconocen al 

ser humano, considerado individual y colectivamenteò (2010, 82). Algunas concepciones 

de los derechos humanos siguen la línea del derecho natural como consta en el documento 

de la Declaración Universal de los Derechos Humanos (ONU, 1948), la cual dice que 

ñtodos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como 

est§n de raz·n y conciencia, deben comportarse fraternamente los unos con los otrosò (Art. 

1). No es propiamente una definición, pero describe lo que la Asamblea de las Naciones 

Unidas entendía en su momento por derechos humanos. En cambio, la Oficina en México 

del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (OACDUDH) 

los describe a partir de ambas vertientes, la del derecho natural y la del derecho positivo, 

pues primero los describe como ñgarantías jurídicas universales que protegen a las 

personas y los grupos contra acciones y omisiones que interfieren con las libertades, los 

derechos fundamentales y la dignidad humanaò y luego como ñel conjunto de derechos y 

libertades fundamentales para el disfrute de la vida humana en condiciones de plena 

                                                                                                                                                                                 
naturaleza del ser humano. El derecho natural, entonces, considera que los derechos humanos se desprenden 

de la misma naturaleza del hombre, por lo que estos derechos no son un añadido artificial/accidental a su ser, 

sino que se desprenden de su ser. El Estado no da derechos a los ciudadanos, sino que su papel es reconocer, 

hacer valer y garantizar esos derechos como un aspecto esencial del ser humano. Esta es la postura de la ONU 

cuando define a los derechos humanos como dados e inalienables (Brugger 1995, 162). 
4 El derecho positivo o iuspositivismo es una teoría contraria al derecho natural. Su planteamiento central es 

negar que exista alguna conexión entre las leyes (jurídicas y morales) y la naturaleza. Las leyes son positivas 

(artificiales) porque son el resultado de convencionalismos humanos, es decir, acuerdos a los que llegan los 

hombres para asegurar la convivencia humana y el orden social, pero jamás estas leyes reflejan algo esencial 

subyacente a la naturaleza de las cosas y del hombre. 
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dignidad y se definen como intrínsecos a toda persona por el mero hecho de pertenecer al 

género humanoò (OACNUDH 2012a, 5 y 7).5 

La Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal (CDHDF) los define como 

ñuna cultura que implica valores, actitudes, conductas y leyes. Tienen como finalidad 

proteger y promover el desarrollo de la integridad y dignidad de todo ser humano para 

alcanzar el bienestar de la persona, el progreso social y una convivencia pacífica entre 

individuos, grupos y nacionesò (CDHDF 2007a, 3).6 Esta definición es más amplia que 

aquéllas que pueden encontrarse en los documentos editados por las Comisiones Estatales, 

incluida la nacional, porque reconoce a los derechos humanos como una ñculturaò y no sólo 

como una cuestión legal. En los informes de esta comisión aparece una concepción de los 

derechos humanos acorde a la de los organismos internacionales defensores de derechos 

humanos.7 

De nada serviría que a las personas se les reconozcan sus derechos sólo de palabra, 

puesto que sería un mero reconocimiento moral. Es necesario también que los derechos 

humanos sean reconocidos jurídicamente, pues de esta manera el Estado queda obligado a 

garantizarlos y hacerlos efectivos mediante coerción y así los ciudadanos tienen la 

posibilidad de hacerlos exigibles. Los derechos humanos están contenidos en las normas 

jurídicas precisamente porque son esenciales al ser humano, pero el número de derechos 

humanos tiende a crecer con el correr del tiempo de acuerdo a las vicisitudes que enfrenta 

el ser humano en cada época. Esta característica de los derechos humanos es conocida 

como progresividad.  

De acuerdo con García se puede encontrar un ñn¼cleo duroò de derechos humanos 

siempre presente desde que hay seres humanos, el cual se mantiene estable, y una 

ñexpansi·n o desarrollo de ese n¼cleo duroò (García 1998, 40). Las circunstancias o el 

entorno social evolucionan con el paso del tiempo, por lo cual aparecen nuevos derechos 

que protegen la dignidad de la persona humana ante cualquier abuso de la autoridad, pero el 

núcleo duro de los derechos humanos revela que la dignidad humana es un valor intrínseco 

por el cual la persona humana no es un valor intercambiable o un objeto más, sino un valor 

en sí mismo (Guerra 2003).  

                                                           
5 Las cursivas son nuestras. 
6 Las cursivas son nuestras. 
7 Al respecto, véase Monsiváis (2010). 
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Para la promoción, protección y difusión de los derechos humanos es necesaria una 

concepción extensa de éstos que los entienda no sólo como normas sino también como 

contenido. Es decir, una definición que conjugue teoría y praxis, a pesar de que la tendencia 

actual entorno a los derechos humanos sea más cómo hacerlos efectivos que 

fundamentarlos teóricamente. Sin embargo, no debe olvidarse que sin el conocimiento de la 

parte teórica y normativa de cuáles son nuestros derechos, la praxis de los derechos 

humanos es restringida. Es más, una buena definición de los derechos humanos debe 

incorporar la integralidad como uno de sus aspectos esenciales, porque la defensa de un 

derecho posibilita la realización de otros derechos8. Por ejemplo, los Organismos Públicos 

de Derechos Humanos deberán garantizar el derecho al acceso a la información pública, 

derecho que no cumplen con frecuencia, cuando se les solicita información sobre su 

gestión. El derecho a la información es un derecho que conduce a hacer realidad otros 

derechos. Este derecho también debiera ser defendido por los OPDH y no sólo por los 

institutos de transparencia estatales. La praxis de los derechos humanos en México difiere 

abismalmente de la teoría, por eso es necesario reducir esta brecha. 

La defensa de los derechos humanos no sólo es una obligación del Estado, sino 

también de cada uno de los ciudadanos que habitan un país. Por tanto, una concepción 

amplia de los derechos humanos tiene que hacer referencia al aspecto social de la defensa 

de los mismos. Es necesaria y urgente la elaboración de un concepto amplio e integral de 

los derechos humanos, para superar el concepto estrecho y deficiente que tienen los 

Organismos Públicos de Derechos Humanos (OPDH) en México, incluida la Comisión 

Nacional de Derechos Humanos (CNDH). Una definición amplia de los derechos humanos, 

en contraposición a la definición estrecha de estos derechos, debería adoptar tanto el núcleo 

duro de los derechos humanos como el de la ampliación de ese núcleo. Esta concepción 

amplia de los Derechos Humanos consiste en reconocer que éstos no se reducen a los 

derechos constitucionalmente reconocidos por cada país, sino que se extienden a los 

                                                           
8 La defensa de estos derechos tiene que ser integral, porque actualmente los Organismos Públicos de 

Derechos Humanos (OPDH) sólo se centran en los derechos civiles y políticos (los llamados derechos de 

primera generación), pero hace falta que las Comisiones de Derechos Humanos se enfoquen también en la 

defensa de los derechos de segunda generación: los derechos económicos, sociales, culturares (DESC). La 

Reforma del 10 de junio del 2011 a la Constitución federal incorporó, como facultad de los OPDH, la defensa 

de los derechos laborales, pero siguen quedando fuera de su competencia los derechos electorales. Ni qué 

decir de los llamados derechos de tercera generación, también conocidos como los Derechos de los Pueblos o 

los Derechos de Solidaridad. Los derechos humanos que conciernen a este grupo son: el derecho a la paz, el 

derecho al desarrollo, derecho al medio ambiente y derecho a la coexistencia pacífica. 
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contenidos en los Tratados Internacionales de Derechos Humanos. Las Comisiones de 

Derechos Humanos ofrecen una definición estrecha de los derechos humanos, es decir, 

garantista, puesto que quedan reducidos a las garantías individuales prescritas por la 

Constitución, sin que reconozcan los derechos enlistados por los Tratados Internacionales.  

Con la reforma del 10 de junio del 2011 en materia de derechos humanos, los 

Congresos de los Estados tendrán que adaptar esos cambios a las constituciones locales. La 

concepción de los derechos humanos de los OPDH tendrá que ser lo más amplia posible y 

en plena correspondencia con aquélla concepción del derecho público internacional 

contenido en las declaraciones, convenios y pactos internacionales. Desde luego que esto ha 

generado críticas como aquella de que se pone en juego la soberanía nacional cuando se 

sujeta la Constitución de cada país a la normatividad internacional.  

 

1.2. Los modelos de ombudsman en el mundo 

 

En este apartado se estudia el origen de la figura del ombudsman y su evolución. 

Originada en Suecia a principios del siglo XIX, la figura se expandió por Escandinavia y 

Europa 107 años después, justamente después de terminar la Segunda Conflagración 

Mundial. De esta evolución que ha tenido el ombudsman se desprenden tres modelos de 

ombudsman: el ombudsman escandinavo, el ombudsman europeo y el ombudsman 

latinoamericano. Es hasta la década de los 80 cuando llega la figura a nuestro continente y 

comienza un proceso de institucionalización del modelo sueco adaptado a las 

peculiaridades propias de la región.  

Este suceso acaeció dentro del contexto político de la caída de las dictaduras militares 

en América Latina y el consecuente proceso de democratización de la región a partir de esa 

misma década. A pesar de que el modelo Latinoamericano del Defensor del Pueblo guarda 

estrecha relación con el modelo original escandinavo, las facultades de los Defensores del 

Pueblo de nuestra región en comparación con las del ombudsman escandinavo son 

demasiado limitadas. Mientras en Suecia el Ombudsman ha tenido un éxito asombroso por 

ser una institución con eficiente desempeño, los Defensores del Pueblo en América Latina 

han desempeñado un pobre papel en la defensa de los derechos humanos, que muchas veces 

ponen en duda la utilidad y permanencia de estas instituciones en el continente.  
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1.2.1. El ombudsman escandinavo: naturaleza y evolución 

 

La historia de las ideas muestra que desde la antigüedad existían mecanismos de 

control gubernamental semejantes a los que hoy desempeñan los Ombudsman. Estos 

mecanismos bien pueden ser considerados como precursores de la institución que aquí nos 

ocupa. Los primeros indicios de este cargo se ubican en Esparta y Atenas, ciudades de la 

antigua Grecia que se encontraban unificadas durante los años 800 y 600 A. C. En Esparta, 

los llamados ñEflorenò (Consejo de los Éforos) estaban integrados por cinco ciudadanos y 

eran elegidos por la Asamblea (Consejo de la Ciudad) con la facultad de ejercer control 

sobre las actividades municipales, incluyendo la real, vigilando que estos funcionarios 

cumplieran la ley9. Ellos podían ejercer acción disciplinaria sobre el rey y funcionarios con 

cargos jurisdiccionales. Además, disponían de instrumentos que utilizaban como facultades, 

tales como la coercitio que gracias a la summa coercendi potestas les permitía poner multas 

e infringir penas, incluso, a otros magistrados. En Atenas, los ñEuthynoiò eran elegidos por 

El Consejo de los Quinientos con la encomienda de que los funcionarios gubernamentales 

hicieran efectivos los acuerdos emitidos por este consejo. Ellos fungían como jueces 

responsables de inspeccionar las cuentas de los magistrados que dejaban sus cargos. 

También hacían investigaciones por cuenta propia y a partir de denuncias ciudadanas 

sometiendo a los infractores al juicio popular (Quinzio 1992). 

En la República Romana, los Tribuni Plebis (El tribunado de la Plebe) tenían la 

función de velar por los derechos fundamentales de los ciudadanos romanos. La institución 

surge aproximadamente hacia el año 400 AC, a la par que iniciaba la República y moría  la 

Monarquía. Ante este hecho, las clases sociales se hicieron más visibles, particularmente 

entre patricios y plebeyos. Estos últimos lucharon para lograr mejores condiciones de 

igualdad social o, por los menos, mejorar su situación de vida; consiguieron que los 

patricios les permitieran nombrar dos Magistrados plebeyos para que los representaran en la 

defensa de sus propios intereses. Los tribunos de la Plebe eran el contrapeso de los cónsules 

y del Senado Romano, pues tenían derecho a veto para oponerse a las decisiones de todos 

los magistrados (Martín 2010). 

                                                           
9 Su labor consistía en defender los derechos de la nobleza en contra del poder real y de los ilotas. 
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Durante la Dinastía Han en China, el Emperador tiene un funcionario denominado 

Yan que se encargaba de recibir denuncias populares por injusticias de carácter 

administrativo y hacerlas llegar al monarca. Los Persas contaban con el O Olho do Rei (Ojo 

del Rey) que tenía también funciones parecidas al Yan. Los antecedentes más cercanos a la 

figura del actual ombudsman se encuentran en la Europa del siglo XV con el Consejo de los 

Diez de Venecia, el cual ejercía un control eficaz sobre los funcionarios de la ciudad. En 

América Latina, a comienzos del Imperio Inca, existió la figura del Trucuyricuy (El que 

todo lo ve) con la consigna de observar la administración del Concejo Imperial. Durante el 

periodo Colonial fue creado el cargo de Protector de los Indios por iniciativa de Fray 

Bartolomé de las Casas. En el Derecho de las Indias existen antecedentes históricos que 

hablan del ñVeedor del Reyò, un personaje cuya función consistía en informarle al Rey de 

las injusticias cometidas por los virreyes (González 2004). 

El ombudsman es una institución de origen escandinavo.10 El primer país que 

institucionalizó este modelo fue Suecia a comienzos del siglo XIX. Ningún país adoptaría 

este modelo sino 107 años después. Su nacimiento se sitúa en el contexto de los cambios en 

el régimen democrático que caracterizó a la Europa decimonónica y la consecuente 

aparición de los derechos subjetivos o derechos individuales. El ombudsman surge en 

respuesta a la necesidad de poner pesos y contrapesos al poder político (entre la Corona y el 

Parlamento) y vigilar el cumplimiento de las leyes en la administración pública. Además, 

nace como un órgano de control independiente a la administración pública que había 

asumido un papel interventor al concluir la Segunda Guerra Mundial. 

En los países escandinavos, Suecia y Finlandia, a finales del siglo XVI apareció la 

figura del Preboste de la Corona que fungía como el fiscal principal del Rey. Esta función 

consistía en vigilar a los fiscales públicos. Posteriormente, el Rey Carlos XII de Suecia 

mediante el Decreto del 26 de octubre de 1713 creó el cargo de Konungens Högste 

Ombudsmannen (Procurador Supremo) para supervisar que los funcionarios de gobierno 

cumplieran sus responsabilidades legales y de manera general la aplicación de la ley. 

Cuatro años más tarde (1719), el nombre de este cargo cambió al de Justitie kansler 

(Canciller de Justicia) con las mismas funciones (Venegas 1988).  

                                                           
10 Suecia, Finlandia, Dinamarca, Noruega e Islandia conforman el bloque de los países llamados nórdicos o 

escandinavos. 
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Desde su creación hasta 1719, el Justitie Kansler era designado por el Rey sueco. Sin 

embargo, a partir del período denominado de la libertad, que da inicio con la expedición de 

la Constitución de 1720, el parlamento adquiere más poder que el rey y su Consejo. Por 

esta razón, desde 1766 hasta 1789 el nombramiento del Canciller de Justicia pasa a manos 

del Parlamento Sueco. En 1789 retorna al Rey Gustavo III el nombramiento del Canciller 

de Justicia; pero ahora el Canciller de Justicia obtendría tanta relevancia como el Ministro 

de Justicia. Sin embargo, la creación jurídica de la figura del ombudsman (Justitie 

Ombudsman) sólo tendría lugar con la promulgación de la Constitución Sueca de 1809, 

específicamente en el artículo 96 que reconoce la figura y atribuciones de este honorable 

cargo (Venegas 1988). 

Los siguientes países en seguir el ejemplo de Suecia fueron los del bloque 

escandinavo. Después, el modelo se aplicó en los países europeos y Latinoamericanos. El 

país escandinavo que siguió a Suecia en la creación de la citada figura fue Finlandia, una 

vez que se hiciera independiente en 191911 al finalizar la Primera Guerra Mundial. En la 

Constitución finlandesa de 1919 no se modificó la Figura del Procurador de justicia, propia 

de la Tradición Sueca, sino que se restituyó el nombre clásico de Canciller de Justicia.  

Noruega dio ese mismo paso en 1952 después de terminar la Segunda Guerra 

Mundial. El primer ombudsman noruego estaba destinado a las fuerzas armadas 

apoyándose en el modelo del ombudsman militar sueco. El ombudsman noruego 

responsable de los asuntos civiles sería instituido hasta 1962. El cuarto país en establecer 

esta figura en su ordenamiento jurídico fue Dinamarca con la entrada y puesta en vigor de 

la Ley del Ombudsman el 1 de diciembre de 1954. A diferencia de sus homólogos suecos y 

finlandeses, el ombudsman danés no tiene competencia para conocer asuntos relacionados 

con la burocracia judicial (Venegas 1988). 

Los países Europeos en reconocer la figura del ombudsman en sus constituciones 

fueron la República Federal Alemana en 1959, Nueva Zelanda y Noruega en 1962. La Gran 

Bretaña hizo lo propio mediante la creación del Parliamentary Commissioner for 

Administration (PCA) (el Comisionado Parlamentario para la Administración) el 22 de 

marzo de 1967. En este país al tiempo presente, el cargo recibe el nombre de Parlamentary 

and Health Service Ombudsman (PHSO) (El Comisionado para el servicio Parlamentario y 

                                                           
11 Finlandia se independizó de Rusia en esta fecha. 
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de la Salud), por lo que el titular de este puesto realiza una doble función: vigilar la correcta 

prestación de servicios por parte del personal adscrito a las agencias y departamentos de 

gobierno y la eficiente prestación de servicios de salud (Bombillar 2011).12  

Inglaterra cuenta con un Local Government Ombudsman (LGO) (Ombudsman Local) 

que se encarga de las quejas por mala administración de los entes públicos pertenecientes al 

ámbito local. Miguel Bombillar asegura que el acceso al Ombudsman británico en su 

calidad de PCA presenta una serie de trabas (filtros) que dificultan su actuación en la 

resolución de quejas, ya que ñrechaza m§s del 50% (de plano todas aquellas para las que 

exista una vía de recurso, administrativo o judicial, alternativa). Si la queja supera todos 

estos filtros, el ombudsman dar§ respuesta a la misma en un plazo de 40 semanasò 

(Bombillar 2011, 146). Estas particularidades del ombudsman británico que lo diferencian 

del ombudsman tradicional (nórdico) ha llevado a algunos estudiosos del tema a 

preguntarse si verdaderamente ñEl Comisionado Parlamentario británico es un auténtico 

Ombudsmanò (Martín 2010, 438). 

En 1809 la Constitución sueca institucionaliza la Oficina del Ombudsman, el 

Ombudsman Parlamentario o justitieombudsman (OP), como una figura independiente del 

Parlamento y del Gobierno. Dicha Constitución lo define de acuerdo a su finalidad: como 

Delegado Parlamentario, su responsabilidad es vigilar el respeto de las leyes y reglamentos 

ejerciendo control sobre el Poder  Ejecutivo. El 1915, el Parlamento sueco instituye el 

Militieombudsman, un Ombudsman Militar (OM) para supervisar la Administración 

Militar . Se trataba de un puesto paralelo al ombudsman parlamentario. Esta dualidad de 

cargos desapareció en 1968, fecha en que se fusionan ambas dependencias. En 1976 y 1981 

se hicieron modificaciones a la Constitución sueca que facilitaron la introducción de cuatro 

ombudsman elegidos por el Parlamento para un lapso de cuatro años con la posibilidad de 

relegirse.  

El primero de ellos es el Ombudsman Jefe, pues es Jefe de la Administración y su 

responsabilidad es la supervisión del cumplimiento del marco legal y facilitar a los 

ciudadanos el acceso a la información pública de cualquier instancia de gobierno. El 

segundo ombudsman tiene la función de supervisar las cárceles, las policías, los fiscales 

                                                           
12 Esta doble función del Ombudsman Inglés comenzó en 1993 cuando se establece el cargo de Health Service 

Commisioner for Englant (HSC). 
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públicos y los Tribunales de Justicia. El tercero se encarga de asuntos relacionados con los 

Impuestos, Hacienda y la Seguridad Social. Finalmente, el cuarto ombudsman tiene por 

encomienda vigilar al Ejército y aquellos asuntos civiles que caen fuera del ámbito 

competencial de los otros ombudsman. Éste tiene como laborar principal hacer que todos 

los miembros de la administración militar respeten los ordenamientos correspondientes en 

el ejercicio de sus funciones (Quinzio 1992, 29-30; Ruíz 1983, 4).13 

Por otro lado, se crearon en Suecia los ombudsman sectoriales para complementar los 

trabajos de los cuatro ombudsman nacionales existentes. La legitimidad de estas nuevas 

figuras ya no dependería del Parlamento. El éxito que ha tenido el ombudsman a nivel 

internacional obligó a que la institución original sufriera algunas transformaciones en su 

propio país, sin que por ello mermara su eficacia práctica en la protección de los derechos 

de los gobernados. Los ombudsman sectoriales son iguales en número que los nacionales: 

a) el ombudsman Antitrust fue instaurado en 1954 por el Gobierno para vigilar que se 

cumpla la ley de competencia entre las empresas. b) El ombudsman del Consumidor, 

también designado por el Gobierno, se estableció el 1 de enero de 1971 con el objetivo de 

tutelar el cumplimiento de las leyes que protegen al Consumidor. c) El ombudsman de 

Prensa fue electo por un comité especial el 1 de noviembre de 1969. Este Comité estaba 

integrado por tres personas, una de las cuales representaba a la prensa y su función consiste 

en defender el respeto de la ética periodística (Ruíz 1983).  

 

1.2.2. El ombudsman Latinoamericano 

 

En Portugal se introduce este modelo bajo la denominaci·n de ñPromotor de la 

Justiciaò (provedor da  justicia) en el año de 1976. España incorpora este mismo modelo a 

su constitución en 1978 con el nombre de Defensor del Pueblo, según consta en el artículo 

54 del referido ordenamiento. En la perspectiva de Fix-Zamudio, la buena experiencia de la 

institucionalización del ombudsman en España y Portugal ñson importantes por su 

proximidad hist·rica y cultural con las legislaciones latinoamericanasò (Fix-Zamudio 1986, 

34). La adaptación del modelo de ombudsman escandinavo a las peculiaridades propias de 

                                                           
13 El alcance de la acción ejercida por estos ombudsman suecos se extiende a todas las dependencias de 

gobierno, locales y estatales, a excepción de los miembros del Gobierno y del Parlamento. Ellos pueden 

actuar ex officio o ex parte decidiendo ñlibremente los casos a investigar y remite sus informes a una 

Comisión Parlamentaria, a la que, a su vez, los traslada, con juicio de valor al Parlamentoò (Ruiz 1983, 4). 
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nuestros países latinoamericanos origina un nuevo modelo de ombudsman que, de acuerdo 

con Casta¶eda, est§ ñenfocada principalmente a ser un ·rgano protector de los derechos 

humanos y ello se evidencia hasta en la denominaci·n por la que han optadoò (IIDH 2006, 

2).14 La denominación que predomina en Latinoamérica de quien encabeza la institución 

del ombudsman es la de Defensor del Pueblo como sucede en el caso de España.15 En 

segundo lugar de importancia está el nombre de Procuraduría (o Procurador) de los 

Derechos Humanos.16 En tercer lugar se encuentra el de Comisión de Derechos Humanos 

para los países de México y Honduras (Islas 2001).  

En palabras de José Luis Soberanes, ñacompañando al proceso de transición 

democrática de los países latinoamericanos, la figura del ombudsman empezó a hacerse 

presente en los regímenes constitucionales de la región en el periodo que corre de 1985 

hasta la fechaò (Soberanes 2010, 458).17 Este periodo de transición democrática tuvo lugar 

en la década de los noventa al tiempo que terminaban en el mundo la Guerra Fría, la 

doctrina de la seguridad nacional y el mundo bipolar que ejercieron control sobre nuestra 

región durante la segunda mitad del siglo XX (González 2009). El ombudsman en 

Latinoamérica, dice Lorena González, surge en respuesta a las debilidades institucionales 

que mostraban aquellos estados latinoamericanos que tenían una forma de gobierno 

dictatorial. Los conflictos políticos al interior de estos estados durante la década de los 70 y 

80 provocaron gravísimas violaciones a los derechos humanos, razón por la cual se le 

asignó al ombudsman latinoamericano la importante tarea ñde proteger los derechos 

fundamentalesò (González 2004, 223).18 Este es el contexto de expansión del ombudsman 

en Latinoamérica, una figura que surge para defender los derechos de los administrados y 

                                                           
14 De acuerdo con Héctor Fix-Zamudio, la recepción tardía del Ombudsman en las legislaciones de los países 

latinoamericanos es explicable si se tiene en cuenta que los estudios sobre esta figura son recientes  y escasos. 

La falta de estudios sobre el Ombudsman impidi· que ñlos titulares de los poderes p¼blicos latinoamericanosò 

conocieran el rol fundamental que juega el ombudsman para la defensa de los derechos fundamentales de los 

gobernados y lo incorporaran a sus respectivas constituciones. Por otro lado, sostiene este autor, que el retraso 

en la incorporación de la figura en nuestras legislaciones se debe también a que la expresión Ombudsman 

ñresulta extra¶a a la tradici·n y al lenguaje jur²dicos de nuestros pa²sesò (Fix-Zamudio 1986). 
15 Esta es la denominación empleada en Colombia, Costa Rica, Argentina, Perú, Bolivia, Ecuador y Panamá. 
16 Nombre utilizado en Guatemala, El Salvador, Nicaragua y Puerto Rico. 
17 Se refiere al proceso de democratización de los países latinoamericanos que da inicio con la caída de las 

dictaduras militares en Chile y Argentina. La llegada del ombudsman en Latinoamérica coincide con la 

llegada de los regímenes democráticos a estos países, lo que algunos autores llaman la tercera ola de la 

democracia. 
18 Durante la década de los noventas en países como Paraguay, Nicaragua, Bolivia, Perú, Colombia y México 

fue sistémica la violación a los derechos humanos: desapariciones forzadas y asesinatos fueron perpetrados 

contra los defensores de los derechos humanos. 
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para corregir las deficiencias administrativas de los poderes públicos. Pero, ¿cuáles fueron 

los países que incorporaron este modelo a sus respectivos ordenamientos jurídicos?  

Antes de que se constitucionalizara el ombudsman en los países de América Latina 

diversos estudios favorecieron la adopción de este modelo, entre los que cabe mencionar las 

contribuciones hechas por los mexicanos Lucio Cabrera Acevedo, Héctor Fiz-Zamudio, 

Sonia Venegas y por el canadiense Donald C. Rowat.19 A este proyecto también se sumaron 

las reuniones hechas en nuestra región, la primera de ellas realizada en la ciudad de 

Caracas: Primer Coloquio sobre el Proyecto Ombudsman para América Latina del 2 al 4 de 

julio de 1983 y las siguientes en el mismo orden cronológico: Primer Simposio 

Latinoamericano del Ombudsman celebrado en Buenos Aires del 14 al 15 de noviembre de 

1985; Primer Taller de Defensores del Pueblo y Procuradores de Derechos Humanos de 

América Latina realizado en San José de Costa Rica en junio de 1994; VI Conferencia 

Mundial del Ombudsman llevada a cabo en Argentina 1996 (Castañeda 1997). 

Relacionado con lo anterior y como resultado de estas primeras acciones en pro de 

instaurar el ombudsman en nuestra región, surgieron algunas organizaciones para dar 

cumplimiento a este mismo objetivo: el Instituto Latinoamericano del Ombudsman-

Defensor del Pueblo creado en Caracas (junio de 1983), la Asociación Iberoamericana del 

Ombudsman-Defensor del Pueblo establecida en Buenos Aires (agosto de 1992), el 

Instituto Interamericano de Derechos Humanos y la Comisión Andina de Juristas 

Ombudsman, la Federación Iberoamericana de Defensores del Pueblo (FIO) con sede en 

Cartagena de Indias, Colombia, en 1995, que reúne Defensores del pueblo, comisionados o 

Presidentes de Comisiones Públicas de Derechos Humanos de los tres niveles de gobierno y 

a organismos autónomos. La finalidad de esta institución es fungir como foro de discusión 

e intercambio de experiencias para el fortalecimiento del ombudsman en Latinoamérica 

(FIO 2012). 

                                                           
19 Rowat, Donald C. (editor). 1965. The Ombudsman: Citizen's Defender. Toronto: University of Toronto 

Press. La primera versión al castellano de esta obra fue realizada por Eduardo L. Suárez, véase Rowat, Donald 

C. (editor). 1973. El ombudsman, defensor del ciudadano. México: FCE. Este trabajo contiene estudios de 

expertos sobre el ombudsman y el texto íntegro de algunos ordenamientos legales y proyectos para crear la 

figura del ombudsman que estaban siendo discutidos al interior de los parlamentos. En relación a los estudios 

sobre la figura, Canadá instituye al ombudsman en sus provincias a partir de 1967 y es en este país donde se 

han realizado los más importantes estudios sobre el ombudsman. 
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Los países que  siguieron a España en la institucionalización el Ombudsman20 en 

orden cronológico fueron Tanzania y Guyana 1966, Trinidad y Tobago 1976, Puerto Rico 

1977, Jamaica 1978, Santa Lucía 1979, Barbados 1980, Antigua y Bermuda 1981, 

Guatemala 1985, El Salvador y Colombia 1991, México 1990/1992, Costa Rica 1992, 

Paraguay 1992 y Honduras 1992/1994, Perú 199321, Argentina 1993/1994, Bolivia 

1994, Nicaragua 1995, Panamá 1996/2004, Ecuador 1998/2008 y Venezuela 1999, 

República Dominicana 2001/2010 (Castañeda 1997; Santistevan de Noriega 2004; 

González 2009).22 Hasta hace poco Uruguay y República Dominicana no tenían 

constitucionalizada la figura del ombudsman, proceso que llegaría más tarde: Uruguay 

2008, República Dominicana 2010. Generalmente en estos países la designación de dicha 

figura pública es prerrogativa del Jefe del Poder Ejecutivo, hecho que contrasta con la 

elección parlamentaria del ombudsman propio del modelo escandinavo (Venegas 1988; 

Fix-Zamudio 1986). 

Según un estudio publicado por el Instituto Interamericano de Derechos Humanos 

todavía para el 2006, Brasil, República Dominicana, Uruguay y Chile no contaban con la 

figura del ombudsman (IIDH 2006). Esta situación ha cambiado para abril del 2014, pues 

sólo Chile carece de un Defensor del Pueblo. El 24 de diciembre del 2008, mediante la 

promulgaci·n del Poder Ejecutivo de la Ley ˉ 18.446, Uruguay cuenta con la Institución 

Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo (INDDHH). Desde el 14 de 

septiembre del 2011, el INDDHH se encuentra presidido por un Consejo Directivo, un 

órgano Colegiado integrado por cinco miembros (Ley ˉ 18.806, Art. 36). Sin embargo, en 

este país sólo existe ombudsman en el nivel nacional, mas no en el subnacional como en el 

caso de los demás países de Latinoamérica (Constenla 2010). Por lo que se refiere a Chile, 

la Cámara de Diputados aprobó en marzo del 2009 el proyecto de reforma constitucional 

para crear la Defensoría de las Personas. A pesar de este avance en los intentos de instaurar 

el ombudsman en aquel país, el proyecto sigue sin ser aprobado. 

                                                           
20 En negritas están señalados los países en los que el ombudsman tiene rango constitucional. Las fechas en 

negritas se refiere a la instauración constitucional de la figura y las fechas sin realce corresponden a la 

institucionalización no constitucional del ombudsman en cada uno de los países enlistados. 
21 El primer ombudsman peruano fue electo hasta 1996, tres años después de que el cargo obtuviera el 

reconocimiento constitucional. Pese a la creación constitucional del Ombudsman en Paraguay en 1992, el 

Primer Ombudsman Paraguayo sería nombrado hasta el 2011, es decir, nueve años después. 
22 Los países en los que el ombudsman no tiene todavía el estatuto constitucional son Costa Rica, Puerto Rico 

y República Dominicana. Guatemala fue el primer país latinoamericano en introducir la figura del 

ombudsman a su constitución en 1985 (Martín 2010). 
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En la República Dominicana, la figura fue instaurada por la Ley 19-01 que instituyó 

al Defensor del Pueblo el 1 de febrero del 2001, pero sólo sería elevado a rango 

constitucional en enero del 2010 con la promulgación de la reforma de la Carta Magna 

(artículos 190-192). Pese a esta reforma, el primer ombudsman sería nombrado por el 

Congreso hasta el 15 de mayo del 2013, tres años después de la reforma constitucional 

(Martínez de Medina 2013). Por lo que respecta a Brasil, la Constitución de 1988 (art. 129, 

II)  confirió al Ministerio Público, un organismo independiente del Estado, la facultad de 

garantizar el respeto de los derechos reconocidos por la Constitución por parte de los 

poderes públicos y servicios de interés públicos. Esta función es ejercida por la 

Procuraduria Federal dos Dereitos do Cidadão (MPF 2010).  

En la actualidad, la figura del ombudsman se ha difundido en más de 70 países. Por lo 

general, con este nombre se designa a las instituciones protectoras y promotoras de derecho 

humanos; es así como el concepto ha traspasado las fronteras. Siguiendo a Per-Erick 

Nilsson, en el lenguaje sueco, el t®rmino ombudsman suele emplearse denotando ña una 

persona que actúa por cuenta de otra y sin tener interés personal propio en el asunto en que 

intervieneò (Nilsson 1986, 9).23 En palabras de Susana Castañeda, se trata de un agente que 

tiene dos funciones principales: ñla de supervisar el funcionamiento de la administraci·n 

[pública] y la de defender los derechos públicos subjetivos y [los] legítimos intereses 

p¼blicos de los ciudadanos frente a aquellaò (Castañeda 1997, 2). 

La importancia que tienen estos organismos para América Latina es que su trabajo en 

la protección de los derechos humanos suele ser más eficaz que el que se realiza por la vía 

judicial. Por si fuera poco, también fungen como mediadores entre autoridades y 

particulares solucionando los conflictos. Lo precedente, gracias a la simplicidad y rapidez 

para interponer denuncias por casos de violación de derechos humanos, a que sus servicios 

son gratuitos y también a que son entidades autónomas en relación al Estado. Además, han 

incidido en la formación de buenos gobiernos, entendiendo por tales aquellos que cumplen 

cuatro requisitos básicos: 1) eficacia, eficiencia y responsabilidad en sus funciones, 2) 

transparencia, rendición de cuentas, 3) atención incluyente a las demandas ciudadanas y 4) 

fomentar mecanismos de control político y la participación ciudadana (González 2009). 

                                                           
23 Dice Per-Erick Nilsson en uno de sus artículos que la contribución de Suecia al léxico internacional es 

paup®rrima, ñse trata ïcomo máximoï de tres vocablos, de los cuales sólo uno no hace referencia a comida y 

bebida. Se trata de la palabra Ombudsmanò (Nilsson 1986, 9). 
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Jorge Luis Maiorano afirma que el ombudsman en Latinoamérica enfrenta nuevas 

vicisitudes que ponen en peligro el futuro de la institución: las amenazas de eliminar al 

organismo, recortar sus presupuestos y facultades. Según este autor, hay un dato revelador 

nunca antes publicado: que en América Latina ningún Defensor del Pueblo ha sido 

reelegido aunque lo permitan las leyes. Esto se debe, por un lado, a los intereses partidistas 

de utilizar la institución para sus propios fines; por el otro, a que los defensores que hacen 

bien su trabajo son un verdadero dolor de cabeza para los gobiernos, por ello terminan 

sustituyéndolos. Asegura Maiorano que no fue ñla necesidad de controlar las meras 

disfuncionalidades administrativas la causa inmediata que movilizó su inter®sò, sino de 

adaptar las experiencias ajenas a la realidad latinoamericana con el modelo de ombudsman 

criollo ñcon funciones de defensa y protección de los derechos humanos y de control del 

ejercicio en sus facetas p¼blica y privadaò (Maiorano 2001, 193). En otras palabras, las 

funciones del ombudsman van más allá de las atribuidas en el momento creacional de esta 

figura en nuestros países durante la década de los 90, pues como dice Mireille Roccatti: 

 

Hoy en día la participación del Ombudsman en los procesos de transformación social 

de los Estados latinoamericanos es de vital trascendencia. Su función ya no se 

circunscribe exclusivamente al conocimiento de quejas derivadas de una deficiente 

administración pública, como lo hacía la figura del Ombudsman tradicional, que 

actuaba en defensa de los derechos civiles básicos, sino que su actuación por la 

defensa de los derechos fundamentales que le asisten a la persona humana, la 

institución interviene en otras esferas de la vida pública de cada país, como es el caso 

de impulsar la transformación del Estado para una mejor prestación de los servicios 

públicos y contribuir a la consolidación de una democracia en la que se garanticen a 

plenitud los derechos fundamentales, tanto los civiles y políticos como los sociales, 

económicos y culturales (Roccatti 1998, citada por Maiorano 2001, 194). 

 

Los ombudsman en Iberoamérica tienen amplias atribuciones. Están facultados para 

ejercer acción de anticonstitucional contra aquellas reformas a las leyes locales y la 

aprobación de leyes secundarias que estén en disonancia con la constitución federal e 

inclusive con los Tratados Internacionales sobre Derechos Humanos reconocidos 

constitucionalmente. Poseen también la capacidad de proponer proyectos de leyes que 
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armonicen las constituciones nacionales, locales y las leyes creacionales de las comisiones 

de derechos humanos con dichos Tratados. Incluso tienen la atribución de utilizar los 

medios judiciales para obligar a que una autoridad restituya los derechos vulnerados a la 

ciudadanía. Su posibilidad de intervenir en la elaboración de políticas públicas con enfoque 

en derechos humanos hace de esta institución única en su género.  

Aunado a lo anterior, su contribución a la democratización de la vida pública de los 

países es uno de los aspectos más importantes de su labor. A propósito de este tema, Susana 

Castañeda atribuye como propósito primordial del ombudsman el ñser un factor de 

democratización. [é], considerando la fragilidad de nuestras incipientes democracias, en 

las que subsisten graves violaciones a los derechos humanos y en las cuales la sociedad 

civil aún no ha logrado participar plenamente en la vida política, a través de una 

democracia participativaò (Castañeda 1997, 7). Alejandro Monsiváis y Lena Brena están de 

acuerdo con este aspecto del ombudsman y sostienen, además, que esto puede hacerse 

promoviendo un cambio en la manera en que se relacionan Estado y Gobierno con la 

sociedad. Es decir, los Ombudsman deben ser ñagentes que impulsen iniciativas legislativas 

o políticas y programas gubernamentales con perspectiva de derechos humanosò 

(Monsiváis y Brena 2011, 475). 

Hay notables diferencias entre los ombudsman nórdicos, europeos y 

latinoamericanos. Los ombudsman europeos son unipersonales mientras que en 

Latinoamérica el Defensor del Pueblo o Procurador tienen una estructura colegiada, salvo 

los organismos defensores de derechos humanos en el nivel regional o seccional que sí son 

órganos unipersonales. Mientras en Europa predomina el nombre ombudsman, para quien 

defiende los derechos humanos de los ciudadanos frente a los abusos cometidos por la 

administración pública, en los países latinoamericanos son de uso común los nombres de 

Defensor del Pueblo o Procurador del Ciudadano.  

 A diferencia de las características expuestas anteriormente de los ombudsman 

nórdicos o escandinavos, señala Martín que los principales rasgos comunes a todos los 

ombudsman europeos es que a) tienen por cometido garantizar los derechos humanos frente  

a la administración pública; por si fuera poco, b) son instituciones que tienen independencia 

funcional, no sólo estructural, que garantiza a los ciudadanos el cumplimiento efectivo de 

sus derechos; además, c) se trata de una institución ligada al Poder Legislativo; a excepción 
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de Francia y Gran Bretaña que están vinculadas al Poder Ejecutivo. En relación a este 

último rasgo, la autora se cuestiona si la independencia funcional del ombudsman podría 

ser afectada por su vinculación al Poder Ejecutivo, a lo que responde que la mayor parte de 

la doctrina sobre el tema niega que la vinculación del ombudsman a uno de los dos poderes 

o a ambos afecte su independencia funcional, pero advierte que un sector doctrinal sí 

sostiene que cuando la designación del titular de la oficina del ombudsman es hecha por el 

Poder Ejecutivo despierta dudas en la ciudadanía acerca de su imparcialidad a la hora de 

resolver quejas y emitir recomendaciones (Martín 2010, 437-438). 

En adición a los anteriores rasgos del ombudsman europeo, nuestra autora adjudica 

cinco características más de esta figura en ese continente: d) el acceso a los ombudsman 

europeos es directo, pero no lo es en aquellos países que tienen un ombudsman 

parlamentario como es el caso de Francia y el Reino Unido, pues se realiza por mediación 

de un miembro del Parlamento; e) todos los servicios que presta a los ciudadanos son 

gratuitos; f) puede recabar información que requiera para cumplir con sus funciones 

haciendo públicas sus apreciaciones; g) la publicidad de sus actuaciones es una fuente de 

presión para que sus recomendaciones sean tenidas en cuenta; h) actúan de parte y algunos 

también lo hacen de oficio. Además, la actividad del ombudsman en Suecia no se reduce a 

supervisar s·lo parte de la administraci·n p¼blica, su actuaci·n se extiende a ñsupervisar la 

actividad de jueces y tribunales y junto con Dinamarca su actividad fiscalizadora se 

extiende a la Iglesia luterana. En este último país, si bien el Parlamento no puede darle 

instrucciones, sí puede remitirle directrices de carácter general y no es un órgano 

unipersonal en la actualidadò (Martín 2010, 438).  

Una peculiaridad común tanto de los ombudsman nórdicos como de los europeos 

consiste en que la duración promedio del cargo es de cuatro años. En Suecia, por ejemplo, 

la duración del ombudsman en el cargo es de 4 años, mientras que la renovación del 

parlamento tiene lugar cada 3 años. Esta variación en los periodos, argumentan Venegas 

(1988) e Islas (2001), remarca la independencia del ombudsman. Los criterios para la 

remoción del titular del cargo varían de una nación a otra. En el caso sueco, podrá ser 

destituido por el parlamento sueco si no es de su confianza, por cometer un delito y sea 

condenado. Los ombudsman nórdicos generalmente pueden ser reelectos para un segundo 

periodo. Esta posibilidad también es contemplada en los ordenamientos constitucionales de 
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los países europeos, por ejemplo, Australia, Portugal, con excepción de Francia, pues en 

este país el cargo del Medietur dura seis años sin derecho a relección (Venegas 1988, 64-

65). 

Mayela Ruiz encuentra que la principal diferencia entre el ombudsman sueco y el 

latinoamericano es que aquél es totalmente independiente al gobierno, mientras que éste 

último se encuentra más vinculados al Poder Ejecutivo. Es decir, los ombudsman nórdicos 

son designados por el Poder Legislativo sin intervención del Ejecutivo. En los países 

Europeos, como es el caso de Alemania y en algunos estados miembros de Norteamérica 

(Hawai, Nebraska, Iowa), la designación corre a cargo del Parlamento en sesión plenaria 

con sus respectivas cámaras (Ruiz 1983). Esta diferencia en el grado de independencia 

entre el ombudsman sueco y el latinoamericano se encuentra principalmente en los 

antecedentes del ombudsman ibérico que, como explica Constenla, tiene la peculiaridad de 

no poder hacer nada, pero sí impedirlo todo. Si no tiene poder para hacer nada como lo 

tiene el sueco, ¿cómo es entonces que tiene poder para evitarlo todo? La respuesta es que 

no se trata de un poder sino de un contrapoder, o lo que es lo mismo, el ombudsman ibérico 

está facultado para ejercer un poder negativo, lo cual ñes natural que as² sea porque los 

derechos humanos no se pueden proteger, ejerciendo solamente una magistratura de 

persuasi·nò (Constenla 2009, 9). Ello implica que el Defensor del Pueblo cuente con los 

recursos que le otorga la misma ley para interponer amparos, ejercer acciones de 

anticonstitucionalidad y proteger los derechos humanos mediante el uso de este poder 

negativo. 

En México se realizó una de las innovaciones más trascendentales en toda 

Latinoamérica de la figura del Ombudsman, cuando en el año de 1990 fue constituida como 

un cuerpo colegiado, un presidente que fungiría como el titular del organismo y los 

Consejeros que toman decisiones importantes, para la realización del mandado 

constitucional que es la razón de ser de la Comisión Nacional de Derechos Humanos. Hasta 

el 2004, México era el único país de Iberoamérica que no tenía una figura unipersonal 

como sucedía en el resto de los países de la región (CNDH 2004, 104). Es más, según 

atestigua Jorge Carpizo ñantes de 1990, ning¼n ombudsman en el mundo contaba con un 

Consejoò, puesto que ñel ombudsman es siempre una personaò, de manera que ñun 

Consejo, un órgano colegiado, integrado por miembros externos a la Oficina del 
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Ombudsman, fue una verdadera novedadò (Carpizo 2009, 92). Constituirse en cuerpo 

colegiado no fue la única innovación de la figura del ombudsman en nuestro país, 

adicionalmente se hicieron otras innovaciones como la de divulgar y difundir la enseñanza 

y promoción de los derechos fundamentales en escuelas y universidades, para ampliar la 

cultura de los derechos humanos entre los mexicanos (ibíd., 100).  

En México muchos trabajos analíticos sobre el ombudsman desde el campo del 

derecho comparado antecedieron a la creación de la figura del ombudsman en nuestro país. 

Estos estudios hablaban de la relevancia que tendría en México la consagración de dicha 

figura y proponían un modelo especial para toda Latinoamérica. La instauración de este 

modelo en nuestro país se llevó a cabo en el nivel subnacional. En la ciudad de Colima fue 

creada la primer figura de Ombudsman bajo la denominación de procurador de vecinos el 

21 de noviembre de 1983. Dos años más tarde, el 29 de mayo de 1985 fue creado el 

defensor de los derechos universitarios dentro del Estatuto aprobado por el Consejo 

Universitario de la Universidad Nacional Autónoma de México. 

 

1.2.3. Las funciones del ombudsman 

 

En relación al significado de la expresi·n ñombudsmanò pueden distinguirse un 

significado etimológico y un sentido funcional, es decir, por lo que el cargo significa. 

Etimológicamente hablando, asegura Jorge Mario Quinzio, proviene de las palabras 

inglesas ombuds (protector) y man (hombre) que quieren decir ñprotector del hombreò y en 

un sentido funcional  es el ñprotector de los administrados frente a la administración 

p¼blicaò (Quinzio 1992, 14). Hernando Morales sostiene que la expresión escandinava es 

de origen alemán de difícil traducción con varios significados, entre los que destacan el de 

agente, guardi§n, mediador, pero ñcuya traducci·n formal podr²a ser la de óparlamentario 

comisionadoô, o de acuerdo a sus funciones, la de ódefensor del ciudadanoôò (Morales 1993, 

159).24  

En la mayoría de países europeos es muy común emplear el término Ombudsman y 

en América Latina como en España suele ser ordinaria la expresión Defensor del Pueblo. A 

menudo se piensa que Ombudsman y Defensor del Pueblo son dos palabras que tienen el 

                                                           
24 De acuerdo a Constenla (2010), la palabra ñombudsmanò fue acu¶ada por el jurista sueco Hans Harta que 

participó en la comisión que redactó la Constitución Sueca de 1809. 
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mismo sentido, pero no es así. Siguiendo a Carlos R. Constenla, ñel ombudsman está 

concebido como un órgano de control en tanto que el Defensor del Pueblo es una 

magistratura de garantías y protección de derechos, sin perjuicio de que también es un 

órgano de control externo de la Administraci·nò (Castenla 2010, 4). Es decir, el primero 

ejerce una magistratura de opinión, el segundo una magistratura procesal que ejerciendo un 

poder negativo puede impedir que se apliquen leyes, reglamentos, procedimientos 

administrativos interpretados por éste como contrarias al derecho. Se trata de dos nombres 

que señalan tradiciones culturares e históricas distintas, la nórdica y la Latinoamericana. 

Se pasa ahora a analizar tres definiciones de Ombudsman para dar luego con aquellos 

elementos que son esenciales a su labor. Este ejercicio comparativo ayuda a obtener una 

visión más completa de la naturaleza del cargo y las principales funciones atribuibles a la 

figura. Las definiciones que aquí se examinan son las de Islas (2001), Carpizo (2009) y 

Monsiváis y Brena (2011), sin que con ello se pretenda decir que son las únicas o las más 

plausibles; más bien, se consideran en razón de su utilidad para aproximarse a una idea más 

profunda y amplia de la naturaleza de la figura del ombudsman. Antes de pasar al análisis 

hay que tener cuenta que el primer par de autores proponen una definición desde el derecho 

comparado, mientras que el segundo par hace lo propio desde la ciencia política. La 

descripción de Islas sostiene que el ombudsman es 

  

un organismo autónomo cuyo titular, designado por el poder legislativo o por el 

ejecutivo o por ambos, tiene como función la vigilancia de la actividad de la 

administración, la recepción de quejas de los administrados en contra del 

funcionamiento de algunos servicios administrativos; él interviene para resolver las 

controversias en los plazos más breves, investiga para verificar la lesión a los 

derechos de los administrados y en vista de los resultados de las mismas dirige 

recomendaciones a las autoridades administrativas a efecto de restablecer las 

prerrogativas de los administrados (Islas 2001, 1). 

 

Además, el autor añade al ombudsman cinco características básicas para que éste 

cumpla bien su función. La primera de ellas es la 1) independencia funcional y orgánica, es 

decir, debe ser independiente frente al gobierno, pues su función es ejercer control sobre la 

burocracia y debe ser independiente de la autoridad que lo designa; 2) corregir la mala 
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administración a través de consejos, iniciativas de reformas, recomendaciones, etc.; 3) no 

debe tener formalidades; 4) buscar una solución amistosa entre las partes en conflicto; y 5) 

evitar que los funcionarios públicos cometan los mismos errores u otras equivocaciones 

(ibíd., 2). 

La definición y las características que proporciona Islas carecen de otros aspectos 

centrales que debe poseer todo ombudsman como la rendición de cuentas, la transparencia 

en las solicitudes de acceso a la información; asumir una actitud proactiva ante violaciones 

de derechos humanos que se denuncien en la prensa, más que quedarse pasivamente 

esperando a recibir las quejas del público para luego iniciar el proceso de investigación; 

elaborar proyectos de iniciativas de ley que brinden la protección más amplia de los 

derechos humanos. En este punto, las definiciones que se transcriben enseguida contienen 

algunos aspectos faltantes en la definición de Islas. Estas definiciones complementan la 

primera definición y son más amplias, porque asignan al ombudsman otros elementos que 

son esenciales a su labor.  

De acuerdo con Carpizo el Ombudsman es ñel organismo en el cual su titular es un 

funcionario público de alto nivel, quien actúa con independencia, pero es responsable ante 

el Poder Legislativo; recibe quejas en contra de autoridades y funcionarios, las investiga y 

emite recomendaciones, y periódicamente rinde cuentas sobre el cumplimiento de estasò 

(Carpizo 2009, 87). Esta definición agrega la rendición de cuentas en el cumplimiento de 

las recomendaciones, como un aspecto central en las funciones del ombudsman no incluido 

en la definición de Islas. Sin embargo, Carpizo soslaya que el ombudsman no sólo debe 

rendir cuentas sobre el cumplimiento de las recomendaciones que emite, sino también sobre 

toda su labor, a los ciudadanos y no únicamente al Congreso. Además, es necesario añadir a 

la definición de Carpizo el deber de todo ombudsman de actuar con transparencia; esto es, 

facilitar y tener disponible para su consulta la información que por ley es pública. La 

definición ideal de ombudsman debe hacer mención explícita del proceso de elección en el 

que es responsable el Congreso, pero en el que deberá asegurarse también la participación 

ciudadana.  

Por esta razón, las dos definiciones revisadas resaltan la independencia del 

ombudsman como un factor determinante en la eficacia del desempeño del ombudsman. 

Como señala la Asociación para la Prevención de la Tortura (APT), la independencia total 
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del Defensor del Pueblo deberá garantizarse por el proceso de su nombramiento, un salario 

de acuerdo a su renombre dentro de un sistema democrático, no afiliación partidista, la 

autonomía presupuestal, disponer de recursos suficientes y el personal necesario para 

cumplir el mandato constitucional del organismo (APT 2000, 11). 

La tercera descripción, a diferencia de las definiciones precedentes, es todavía más 

amplia, pues Monsiváis y Brena introducen rasgos del ombudsman que dan respuesta a las 

exigencias que la sociedad demanda de este organismo y que de llevarse a la práctica 

traerían profundos cambios institucionales en el sistema mexicano de protección no 

jurisdiccional de los derechos humanos, mejorando y ennobleciendo aún más la figura del 

ombudsman. Estos autores afirman categóricamente que:  

 

la función distintiva de los ombudsman es fungir como contrapesos institucionales y 

como instancias de supervisión y vigilancia, para lograr que el Estado y las políticas 

de gobierno se conduzcan con apego a los derechos humanos, aplicando de manera 

eficaz e imparcial las leyes emanadas de un orden constitucional garantista; esto 

implica, al mismo tiempo promover que el gobierno y las políticas públicas hagan 

efectivos los distintos tipos de derechos: civiles, políticos, socioeconómicos, 

medioambientales, etc. A la par, los ombudsman deben dar origen a cambios 

constitucionales, legales y de política que consagren y hagan efectivos tales derechos 

(Monsiváis y Brena 2011, 472-473). 

 

Esta descripción de las funciones del ombudsman, por un lado, no restringe su trabajo 

a supervisar la administración pública para evitar errores o fallas que lesionan los derechos 

de los administrados, sino que amplía el abanico de posibilidades de su acción en pro de 

políticas públicas con perspectiva de derechos humanos. Por el otro, está la responsabilidad 

que tiene el ombudsman para proponer reformas a la constitución nacional, local y al 

reglamento interno. Todo esto con el objetivo de lograr que la ciudadanía tenga acceso a 

una amplia gama de derechos humanos. Sin embargo, las tres definiciones analizadas no 

hacen alusión a la función proactiva, que de acuerdo a la Asociación para la Prevención de 

la Tortura (APT), deben tener los ombudsman para desempeñen mejor su trabajo. Esta 

función consiste en la capacidad que debe tener el Defensor del Pueblo, para prevenir 

posibles violaciones a los derechos humanos, de modo que no debe sólo quedarse con la 
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función reactiva que le permite corregir errores y vicios en la administración pública. El 

ombudsman, entonces, debe poseer ambas funciones, reactiva y proactiva para prevenir y 

corregir posibles violaciones a los derechos humanos (APT 2000, 11). 

Por último, las primeras dos definiciones presentan un elemento común que es 

relevante en el concepto de ombudsman. Se trata de considerar al ombudsman no como una 

persona sino como un organismo (colegiado), porque aunque una sola persona preside al 

organismo como titular, las decisiones que éste tome en los asuntos concernientes a los 

derechos humanos deberán estar abaladas por un Consejo. La ciudadanía está representada 

en los Consejeros Ciudadanos que integran el cuerpo colegiado del ombudsman; su función 

es defender, junto con el presidente del organismo, los intereses de la ciudadanía frente al 

poder de la burocracia gubernamental y apoyar al titular del organismo en la dirección que 

habrá de seguirse ante las problemáticas que se presenten por violaciones de derechos 

humanos. Es oportuno proponer una definición que contenga los rasgos ausentes, aquéllas 

que apuntalan un desempeño más eficiente de su labor. Sin pretender una definición 

exhaustiva, sino más bien una que sea más práctica y útil a los fines que se persiguen en la 

presente investigación, se pasa a ensayar una nueva definición de ombudsman. 

El ombudsman es un organismo creado para defender y promover los derechos 

humanos de las personas ante los abusos generados por las deficiencias burocráticas del 

Estado. Para cumplir con el mandato constitucional que lo erige, deberá ser independiente 

de los poderes que lo designan y también de los partidos políticos. Esta independencia 

deberá ser garantizada en la carta fundacional, en el mecanismo de elección del cargo, en la 

autonomía presupuestal (disponer de recursos suficientes) en su gestión, en el patrimonio 

de la institución que debe ser propio, en el personal necesario, en el respeto del servicio 

profesional de carrera (personal capacitado y eficiente) y en el trabajo conjunto con los 

Consejeros Ciudadanos que conformen el Consejo Consultivo. Por si fuera poco, tiene, 

además, la responsabilidad de rendir cuentas de manera periódica ante el Estado y la 

ciudadanía, publicitar al máximo las recomendaciones y darles seguimiento hasta ser 

cumplidas. Su trabajo deberá ser transparente en todos los aspectos de su gestión, en los 

programas implementados, los logros alcanzados, el manejo que hace del presupuesto y en 

responder oportuna y verazmente todas las solicitudes de acceso a la información pública.  
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En tanto que su deber es ser defensor de la legalidad, deberá trabajar para prevenir y 

corregir aquellos errores y vicios de la burocracia que lesionan los derechos de los 

administrados; su tarea en este rubro consiste también en proponer reformas a la 

normatividad vigente, presentar iniciativas de ley que amplíen la protección de los derechos 

humanos y hacer uso de todas sus facultades como la de ejercer acción de recurso de 

anticonstitucionalidad cuando se aprueban reformas de ley o leyes que son contrarias a los 

derechos consagrados en la Constitución y en los Tratados Internacionales. Deberá trabajar, 

finalmente, en colaboración con las organizaciones de la sociedad civil y del gobierno, para 

que las políticas públicas sean elaboradas desde la perspectiva de los derechos humanos y, 

de este modo, su trabajo contribuya a la democratización de la vida pública.25 

 

1.3. Discusiones teóricas sobre las recomendaciones  

 

¿Deben ser cumplidas las recomendaciones para que tengan razón de ser? ¿Deberían 

ser vinculantes las recomendaciones para que las autoridades las cumplan? Estas son sólo 

algunas de las interrogantes, entre otras, a las que se intentará dar respuesta con el apoyo de 

varios autores que teorizan en la materia. Es importante aclarar de entrada que no existe una 

sola posición al respecto. Esto por un lado, por el otro, que el término ñrecomendaciónò es 

empleado en el derecho internacional con cierta ambigüedad, lo que exige primeramente 

analizar el sentido dado a la expresión en el derecho internacional y en el derecho interno. 

El Diccionario de la Real Academia Española define el t®rmino ñrecomendaci·nò como ñun 

encargo o súplica que se hace a alguien, poniendo algo a su cuidado y diligenciaò. Este es 

su sentido coloquial, digamos general, no obstante en el lenguaje jurídico del derecho 

público internacional de los derechos humanos, se le concibe como un ñpronunciamientoò 

del ombudsman que pone al tanto del asunto en cuestión tanto al agraviado como a la 

autoridad pública denunciada para restituir los derechos vulnerados a la parte afectada 

(IIDH 2006, 12). En el derecho interno, las recomendaciones son las resoluciones que emite 

                                                           
25 En este último punto de la definición aquí propuesta, Monsiváis y Brena hacen una importante observación 

cuando dicen que se debe reconocer que la violación de los derechos humanos es provocada por deficiencias 

estructurales del Estado. Entonces, si la labor del ombudsman aporta a la democratización de la vida pública, 

estas deficiencias estructurales del Estado irán reduciéndose al grado que habrán cada vez menos violaciones 

a los derechos humanos y florecerá una verdadera cultura del respeto hacia ellos (Monsiváis y Brena 2011, 

475). 
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el ombudsman después de haber concluido un proceso de investigación sobre una presunta 

violación a los derechos humanos (Venegas 1988, 46-47). 

Desde el lenguaje jurídico interno, López explica que las recomendaciones son 

entendidas como un instrumento eficaz, el más importante a disposición del ombudsman, 

reconocidas en la Constitución y en las leyes fundacionales de las Comisiones de Derechos 

Humanos del país, para poner en evidencia las violaciones perpetradas en contra de los 

derechos humanos por las autoridades públicas y señalar la responsabilidad que deberán 

asumir aquéllas para dar inicio al proceso legal correspondiente que establecerá las medidas 

conducentes a la restitución de los derechos vulnerados de las víctimas. Y aunque no 

tengan fuerza obligatoria, por ser públicas impactan positivamente al ser conocidas por la 

sociedad. La sanción es de tipo moral, pues se ejerce presión desde los sectores civiles y 

políticos para que las autoridades adecúen su conducta hacía el respeto de los derechos 

humanos. En definitiva, las recomendaciones son ñverdaderas piezas de construcci·n 

jurídica equivalentes a las sentencias que emiten los tribunales judiciales, las cuales, para 

su emisión exigen un escrupuloso y detallado manejo de técnica jurídica, además de un 

sólido criterio ético que en su conjunto constituyen la base de los pronunciamientos que en 

ella se encuentren vertidosò (López 2007, 231-232). 

Hay dos tesis antagónicas en relación al tema de las recomendaciones que emiten los 

Organismos Públicos Defensores de Derechos Humanos. La primera de ellas es defendida 

por los representantes de la teoría constitucionalista del derecho, la cual apoya el carácter 

no vinculatorio de las recomendaciones. Entre sus principales representantes se encuentran 

reconocidos juristas del país como Miguel Carbonell, Jorge Carpizo y Sonia Venegas. Esta 

tesis es defendida también por la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 

para los Derechos Humanos en México y la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 

Los autores de la teoría constitucionalista sostienen que las recomendaciones no pueden 

tener carácter vinculante debido a la naturaleza no jurisdiccional del ombudsman. 

La segunda tesis es planteada también por dos enfoques teóricos pertenecientes al 

campo del derecho como son la Teoría de los Derechos Fundamentales y la Teoría del 

Control Constitucional; asimismo, también es sostenida por las Organizaciones de la 

Sociedad Civil y Organizaciones No Gubernamentales, académicos e intelectuales 

pertenecientes al ámbito interdisciplinario de las Ciencias Sociales que están a favor del 
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carácter vinculatorio de las recomendaciones. De manera contraria a lo sostenido por los 

representantes de la primera tesis, los autores de la segunda tesis afirman que las 

recomendaciones sólo serán cumplidas por las autoridades cuando éstas adquieran un 

carácter vinculante. Es sabido que las recomendaciones son el instrumento más fuerte con 

que cuenta un ombudsman para la tutela de los derechos humanos, junto a las 

conciliaciones o la amigable composición. Sin embargo, este valioso instrumento no ha 

sido aprovechado de la mejor manera, por lo cual sigue sobre la mesa el debate de qué 

hacer para que las autoridades las cumplan.    

 

1.3.1. Teoría constitucionalista del derecho  
 

El carácter no vinculatorio de las recomendaciones que emiten los Organismos 

Públicos de Derechos es visto por Carbonell como un asunto que disgusta a más de la mitad 

de los juristas de raigambre tradicional, pues éstos no conciben cómo es que una autoridad 

expida ñsimples recomendacionesò en tanto que ser²a semejante a hacer meros ñllamados a 

misaò si ®stas no son actos de autoridad, impuestas coercitivamente, es decir, con la 

amenaza de aplicar sanción si no se acata lo que manda cumplir el acto de autoridad. No 

obstante, rebate nuestro autor, las recomendaciones jamás podrían ser vinculatorias porque 

la lógica del trabajo del ombudsman no se basa en la fuerza (coerción), sino en su autoridad 

moral propia de los estados con régimen democrático. La fuerza moral de la Comisión 

Nacional de los Derechos Humanos descansa en la creación de confianza ciudadana y no en 

el imperio que pudieran llegar a tener sus recomendaciones. Para lograr confianza 

ciudadana, sus resoluciones tienen que estar fundamentadas en hechos irrefutables, para 

que las autoridades que no acepten su contenido se hagan acreedoras a un profundo 

descrédito ante la opinión pública. A muchos juristas tradicionales puede parecerles poco 

dicho descrédito, pero ñen un estado democrático es muy importante, puesto que una 

reprobación de la opinión pública puede tener efectos mayores incluso a los que tendría el 

imponer una sanci·n contra un determinado funcionarioò (Carbonell 2011, 94).  

El planteamiento de Carbonell a favor del carácter no vinculante de las resoluciones 

que emite la CNDH, no proporciona argumentos sólidos para apoyar su tesis. En primer 

lugar de manera implícita da por hecho que en México existe una democracia en la que 

tendría lugar la autoridad moral del ombudsman. Sin embargo, existen trabajos serios que 
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hablan de que en México no existe una verdadera democracia, sino una democracia-

autoritaria (Meyer 2013). La pregunta obligada aquí es ¿cómo puede hablarse de autoridad 

moral del ombudsman en un régimen que no es plenamente democrático, sino que conserva 

todavía muchos rasgos autoritarios? Un segundo argumento fallido que proporciona el 

autor, ligado al anterior, es que parte nuevamente de la presunción de que México es un 

Estado democrático y que en un Estado con tal régimen de gobierno el ñdescréditoò de las 

autoridades públicas por no cumplir las recomendaciones tendría efectos más severos que 

ñsancionarò a estas autoridades. Carbonell no da referencia alguna para fundamentar su 

segundo argumento, por lo que sus argumentos carecen de seriedad. 

En la perspectiva de Carpizo, la solidez jurídica o base jurídica es uno de los factores 

sustanciales que influyen en gran medida para que las recomendaciones sean cumplidas. 

Esto significa que la columna vertebral de este instrumento es la argumentación jurídica, 

pues debe contar con las debidas pruebas vinculadas en cada punto de la recomendación. 

La estructura formal de este instrumento es similar a la de una sentencia. La falta de solidez 

jurídica de una recomendación (lo cual daría pie a recomendaciones light) es causa de que 

una autoridad rechace la recomendaci·n, inclusive ñle puede ganar la batalla de la opini·n 

pública al ombudsman, lo cual es grave, porque su labor se basa en su autoridad moral y en 

el costo pol²tico que representa para el funcionario no aceptar la recomendaci·nò (Carpizo 

2009, 104). 

Parafraseando a Carpizo, un segundo factor para que las recomendaciones hallen 

cumplimiento es el seguimiento que se les dé a las mismas. Cuando éstas carecen de un 

adecuado seguimiento, la consecuencia inevitable es su incumplimiento porque la autoridad 

no se siente presionada ni con el temor de hacerse acreedor a la desaprobación pública que 

pudiera afectar sus aspiraciones políticas. Es esencial al ombudsman el seguimiento de las 

recomendaciones, pues de lo contrario su trabajo carecería de valor convirtiéndose en mera 

farsa su defensa de los derechos humanos. Por otro lado, el ombudsman debe realizar a 

través de la opinión pública excelentes campañas de información que presionen a las 

autoridades que no cumplen las recomendaciones (Carpizo 2009, 106). 

En opinión de Sonia Venegas, uno de los factores que son clave para la eficacia del 

trabajo del ombudsman es la independencia que éste debe tener en relación al Poder 

Ejecutivo y de cualquier influencia política. En efecto, una institución pública de derechos 
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humanos que es independiente tiene resultados eficaces en la defensa y promoción de los 

derechos humanos. Por el contrario, un organismo no independiente sino subordinado al 

gobernador o a la injerencia partidista tiene resultados ineficaces en relación a su mandato. 

La independencia de una Comisión no sólo deberá estar plasmada en los ordenamientos 

jurídicos federal y local, sino también ïy principalmenteï tendrá que manifestarse en la 

práctica. En resumen, dice Venegas, ñindependencia significa que el Ombudsman decide 

por sí mismo los problemas que investigará, las acciones que practicará y las resoluciones 

que emitirá. Esta independencia debe ser asegurada a través de las disposiciones jurídicas 

que regulen su nombramiento, inamovilidad, salario, personal y presupuestoò (Venegas 

1988, 42). 

Esta independencia del ombudsman debe reflejarse también en la emisión de 

recomendaciones, las cuales deben ser autónomas y apartidistas. Las recomendaciones 

deben ser autónomas en el sentido de que en su redacción no deben intervenir ninguno de 

los tres poderes de gobierno, ni el ombudsman recibir instrucciones de las autoridades 

adscritas a las dependencias de gobierno. Las recomendaciones deben ser apartidistas, 

porque la finalidad de este instrumento no es política, es decir, no tienen como objetivo 

favorecer a un partido político, sino restituir los derechos vulnerados de las personas. Por 

todo lo anterior, el ombudsman debe ser alguien que no ejerza militancia activa en algún 

partido político e independiente de los poderes públicos y de los poderes fácticos (CNDH 

2003, 38). 

De acuerdo con Venegas, las recomendaciones tienen una aceptación muy amplia por 

las autoridades a quienes son dirigidas en virtud del respeto que éstas otorgan al 

ombudsman por sus conocimientos y por su autoridad moral no legal.26 La autoridad 

(auctoritas) moral y social del ombudsman, aunada a la publicidad que éste dé al trabajo y 

actividades que realiza el organismo a su mando, así como al manejo que haga de las 

recomendaciones son cruciales para asegurar la eficacia de su trabajo. La autoridad moral, 

la publicidad, la rendición de cuentas y la transparencia son factores clave que aseguran el 

éxito de una institución, éxito que depende, además, de la persona nombrada (Venegas 

1988, 41-53, 123). 

                                                           
26 Por no ser vinculantes, las resoluciones del ombudsman no pueden ser impugnadas ni  podrán contravenir 

las resoluciones emitidas por órganos del poder judicial. 
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Empero, prosigue la autora, que las recomendaciones no tengan un carácter 

vinculante, no implica de ninguna manera: 

  

que el Ombudsman se encuentra desprovisto de medios jurídicos para imponerlas de 

manera indirecta, cuando el destinario no quiere aceptarlas; así por ejemplo, en varios 

países esta institución disfruta de facultades para acusar penalmente a un funcionario, 

en caso de existir indicios delictivos; asimismo, está en actitud de interponer el juicio 

de amparo, o para denunciar ante las autoridades administrativas jerárquicamente 

superiores cuando algún funcionario o empleado ha cometido una infracción 

disciplinaria (Venegas 1988, 47). 

 

González coincide con Venegas al asegurar que la fuerza ética, moral y jurídica de los 

actos del ombudsman proviene del hecho de ser una institución legalmente reconocida. Ello 

está intrínsecamente relacionado con la persona que está al frente de la institución, es decir, 

que su actuar sea independiente frente al gobierno y de toda influencia política. El 

ombudsman tiene como principal instrumento la persuasión que deberá estar respaldada por 

su excelente trayectoria en la defensa y promoción de los derechos humanos y que instará a 

que la autoridad incorpore el enfoque de derechos humanos en todas las decisiones públicas 

(González 2009, 2 y 8). 

Los informes anuales que cada año presentan los ombúdsmanes ante los tres poderes 

constituyen el principal instrumento de rendición de cuentas ante el Estado y ante la 

sociedad civil. Estos informes exhiben a los servidores públicos que violan derechos 

humanos en el ejercicio de sus obligaciones, razón por la cual evitarán a toda costa que sus 

nombres aparezcan en dicho documento en la sección de las recomendaciones. Un 

ombudsman que publicita las recomendaciones constantemente hasta lograr que la 

autoridad la cumpla gana la confianza de la ciudadanía. Lo mismo sucede cuando el 

ombudsman da cuentas claras del trabajo realizado sin inflar los logros alcanzados.  

El ombudsman gozará de la autoridad moral y social que le confiere la ciudadanía y 

sus opiniones, amonestaciones y recomendaciones serán acatadas sólo si la sociedad 

perciba que se conduce con independencia del Estado, que sus acciones son transparentes, 

que rinde cuentas claras y que además da seguimiento a las recomendaciones emitidas hasta 

su cumplimiento. Lo opuesto sucede si la sociedad percibe que el ombudsman carece de 
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independencia, que no rinde cuentas y que es opaco para proporcionar la información 

solicitada; no posee autoridad moral y social, por lo que su trabajo será deficiente y sus 

recomendaciones difícilmente serán acatadas.  

La Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 

Humanos en México sigue la línea de aquellos que se oponen a que las recomendaciones 

tengan carácter vinculatorio. Según esta Oficina, dotar de carácter vinculatorio a las 

recomendaciones llevaría a invadir los ámbitos de competencia de otras autoridades (Poder 

Judicial) y estaría en contra del principio de legalidad y del principio de seguridad jurídica 

al conceder que dos órganos distintos conozcan del mismo asunto, llegándolo a resolver, 

incluso, de manera contradictoria. La mayoría de los constitucionalistas y especialistas en la 

materia están de acuerdo en el carácter no vinculatorio de las recomendaciones. Aunque en 

sensu stricto jurídico las recomendaciones no obliguen a los servidores públicos a 

cumplirlas representan una ñimportante llamada de atenci·n para ®stos, que debe ser 

atendida y cumplidaò (OACNUDH 2003, 7). 

La Comisión Nacional de Derechos Humanos (CNDH) es del mismo parecer que la 

Oficina en México del Alto Comisionado de las Naciones para los Derechos Humanos, 

cuando refiriéndose a las recomendaciones que expide el ombudsman argumenta 

categóricamente que pese a que ñsus resoluciones no son obligatorias como las de los 

jueces, tienen una eficacia comprobada, dada su autoridad moral y la publicación de sus 

Recomendaciones, de tal forma que la opinión pública ejerce presión para que éstas se 

cumplanò (CNDH 2003a, 38). Puede advertirse que para la CNDH es suficiente la 

autoridad moral, la publicidad de las recomendaciones y la presión que ejerce la opinión 

pública sobre las autoridades que conllevan a su cumplimiento, pues no hace alusión alguna 

a otros elementos como la solidez jurídica de la que habla Carpizo. Sin embargo, la 

posición de diversas autoridades en el tema sugiere una pluralidad de elementos que deben 

reunir las recomendaciones para que sean cumplidas por una autoridad.  

 

1.3.2. Teoría de los derechos fundamentales y teoría del control constitucional 

 

Los partidarios de la teoría constitucionalista defienden el carácter no vinculatorio de 

las recomendaciones, el hecho de que las recomendaciones no tengan fuerza coercitiva, 

sino sólo por la fuerza moral del ombudsman. Desde el ámbito del derecho existen teorías 
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que apoyan el carácter vinculatorio de las recomendaciones. También en el campo de las 

ciencias sociales se han dado aportaciones dignas de consideración que enriquecen las 

discusiones teóricas sobre las recomendaciones. El principal problema entorno a las 

recomendaciones es que su cumplimiento sigue siendo opcional, sin que por ello existan 

castigos para quienes no acatan las resoluciones del ombudsman. 

Robert Alexy, autor de la Teoría de los Derechos Fundamentales, argumenta que el 

rol que desempeñan los derechos constitucionales reconocidos dentro de un sistema 

jurídico tiene que ver con cuatro elementos que se relacionan entre sí. El primer de estos 

elementos es su fuerza vinculante, el segundo es su institucionalización, el tercero su 

contenido y el cuarto su estructura (Alexy 2007, 72). Tanto en la constitución general como 

en las particulares se encuentran reconocidos estos derechos, pero el problema es que el 

sistema jurídico mexicano no cumple con el primer de estos elementos (su fuerza 

vinculante), pues las instituciones creadas para garantizarlos no emiten recomendaciones 

vinculatorias. Desgraciadamente, afirma Mora, no hay órgano de control constitucional, un 

Tribunal Constitucional u otro órgano que garantice la fuerza de los Derechos 

Constitucionales, por lo que resulta incoherente que se les reconozca dogmáticamente en 

nuestra Carta Magna y que, en cambio, no se estructure ñun medio eficaz de control 

constitucional, de tal manera que la protecci·n y respeto de ®stos no sea nugatoriaò (Mora 

2013, 111).27 

Desde la Teoría del Control Constitucional, Arteaga enfatiza que los medios de 

control constitucional sólo pueden emerger desde el interior de un régimen democrático, 

entre los cuales juegan un papel fundamental los organismos no jurisdiccionales de 

Derechos Humanos, pues ña trav®s de las Comisiones de Derechos Humanos, 

indirectamente, al procurar su respeto a ellos también se defiende la constituci·nò (Arteaga 

2002, 205). Empero, observa el autor, ñse corre el riesgo de que los sistemas de defensa en 

vigor se conviertan en una simple fachada que legitimen sistemas de dominación, 

antidemocráticos, arbitrarios e injustosò (ib²d., 224). En el caso de que el procedimiento de 

protección de los derechos fundamentales siga desprovisto de fuerza vinculatoria; es decir, 

de no lograrse establecer un sistema eficaz de control constitucional con resoluciones 

                                                           
27 Esto significa que en México la defensa y promoción de los derechos humanos es una ficción, algo ilusorio, 

precisamente porque en nuestro país no se ha instaurado un medio de control constitucional eficaz que 

garantice su cumplimiento en todas las esferas de la vida pública. 
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obligatorias para las autoridades que violentan Derechos Humanos, llegará el momento en 

que o desaparezcan las Comisiones de Derechos Humanos o simplemente se dediquen a 

otra tarea (Mora 2013, 115). 

Se coincide con Mora cuando sugiera la creación de un organismo jurisdiccional de 

protección de derechos humanos que expida resoluciones vinculatorias.28 No obstante, para 

evitar que se dupliquen funciones al existir dos organismos defensores de derechos 

humanos, las Comisiones tendrán que desempeñar el papel de procurador en la defensa de 

los derechos fundamentales, con una actuación semejante a la que realizan los Ministerios 

Públicos. El procedimiento de queja sería el equivalente a la etapa de investigación 

ministerial en materia penal. En el caso de que se compruebe la existencia o probable 

existencia de una lesión a los derechos humanos, la Comisión fungiría como representante 

legal del peticionario y presentaría la demanda correspondiente ante dicho organismo 

jurisdiccional. Esto permitirá un equilibro (que actualmente no existe) de fuerzas entre el 

quejoso y el Estado al contar el peticionario con los recursos materiales, humanos, técnicos 

y legales para buscar que se le restituyan sus derechos vulnerados. Lo importante de contar 

con un órgano de control que emita resoluciones vinculantes es que obliga a la autoridad a 

resarcirle a la víctima sus derechos vulnerados mediante la reparación del daño físico, 

moral y patrimonial (Mora 2013, 115-136). 

En nuestro Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos (SIPDH) 

se encuentra la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) que se comporta 

como un organismo cuasi jurisdiccional (aunque estatutariamente no lo sea), pues sus 

resoluciones reúnen todas las condiciones para ser vinculantes (O'Donnell 1989, 487-490; 

Hitters 2008, 136-141). 29 En este sentido, autores como Gamero (2007) señalan que las 

                                                           
28 El autor aquí plantea la necesidad de crear un organismo jurisdiccional de protección de los Derechos 

Humanos que emita resoluciones vinculatorias, un nuevo medio de control constitucional que venga ña derruir 

el paradigma de que los derechos humanos deben ser protegidos y garantizados a través de un organismo 

autónomoò (Mora 2013, 14). Este autor estudia el caso de la Sala Constitucional del Tribunal Superior de 

Justicia del Estado de Veracruz creada en el año 2000 como organismo jurisdiccional de protección de los 

derechos humanos. La creación de este organismo se sitúa en el contexto de la reforma integral llevada a cabo 

en el Estado durante ese mismo año. Veracruz fue el primer estado en establecer este sistema de control 

constitucional local de protección de los derechos humanos. 
29 La CIDH y la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) son ambas instituciones que forman 

parte del SIPDH, las cuales tienen el objetivo de garantizar el cumplimiento de los Tratados Internacionales 

de Derechos Humanos ratificados por los Estados miembros de la Organización de Estados Americanos 

(OEA).  
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recomendaciones de la CIDH son vinculatorias al mirárseles teleológicamente, dado que las 

recomendaciones que emite la CIDH deben ser cumplidas de manera obligatoria aunque sea 

de modo indirecto, pues la Corte IDH es la única que emite fallos vinculatorios por ser un 

organismo jurisdiccional de protección de los derechos humanos. Pero que no sean 

vinculatorias en sentido estricto, no quiere decir que su cumplimiento por parte de los 

Estados sea opcional, como suele interpretarse en sentido corriente el término 

ñrecomendaci·nò. En sentido opuesto, Varón argumenta que cuando la CIDH dirige 

recomendaciones a los Estados lo hace con carácter de obligatoriedad, por lo que debe 

informar a este organismo de los avances de las medidas adaptadas para remediar ñla 

situaci·n examinadaò (Varón 2006, 196). 

Siguiendo a Gamero (2007), el problema no es tanto la discusión teórica sobre el 

carácter vinculatorio o no de las recomendaciones de la CIDH, sino la falta de mecanismos 

eficientes para que las recomendaciones sean cumplidas de manera coercitiva. Lo antes 

dicho también tiene valor para las recomendaciones que emiten los organismos públicos de 

derechos humanos al aplicarles la interpretación teleológica que describe Gamero (2007), 

pues en la práctica continúa imperando la interpretación corriente de las recomendaciones 

que las reduce a consejos, invitaciones o meras orientaciones que la autoridad pública 

puede tomar en cuenta o no, sin que su no aceptación e incumplimiento derive en una 

sanción administrativa o penal. En esta misma línea argumentativa advierte Hitters que 

ñresulta por dem§s sabido, es posible la actividad contenciosa de un cuerpo no 

jurisdiccional, ya que ïpor ejemploï algunos entes de naturaleza no judicial, pueden 

ejercitar ciertas actividades de aquel tipo. Tal sería el encuadre de la Comisión en los casos 

en los que actúa a través de un verdadero proceso, ejerciendo la misión jurígena de 

individualizaci·n del derechoò (Hitters 2008, 136). 

Para Alejandro Monsiváis y Lena A. Brena, el hecho de que los Organismos 

Defensores de Derechos Humanos (OPDH) no cuenten con la facultad de sancionar 

administrativa y legalmente a los servidores públicos que no cumplen sus responsabilidades 

legales, esto es, la falta de dientes de estos organismos para castigar ñha generado 

escepticismo acerca de su relevancia p¼blicaò (Monsiváis y Brena 2011, 472). Esta 

incapacidad de las Comisiones para imponer sanciones ha provocado la existencia de 

ombúdsmanes debilitados, de bajo perfil, reacios a defender los derechos humanos, pues el 
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desarrollo formal de los ombudsman nacionales es bajo con normas débiles y dispares; 

bajas son también sus capacidades institucionales manifiestas en la falta de autonomía 

funcional y en la ausencia de un servicio profesional de carrera.  

Por si fuera poco, prosiguen los autores, los ombudsman en nuestro país se 

caracterizan por una precaria promoción de la legalidad que se evidencia en su negativa por 

la transparencia y la rendición de cuentas y por una deficiente contribución a la vida 

democrática del país constatada en la escasez de iniciativas de reformas legislativas. Todo 

lo anterior logra entenderse si se toma en cuenta que en México el diseño de las 

instituciones políticas se circunscribe a la lógica clientelar que premia las fidelidades 

partidistas. Los gobernantes y sus partidos tratarán de asegurarse de que encontrarán pocos 

contrapesos institucionales (ibíd., 480-481). 

 

1.3.3. La postura de la sociedad civil 

 

Es innegable el rol que ha desempeñado la Sociedad Civil en la defensa de los 

derechos humanos en México. El proceso de democratización política en México y la 

consagración constitucional de estos derechos es impensable sin la influencia que han 

ejercido los grupos sociales. La lucha de los movimientos sociales por el reconocimiento de 

estos derechos ha generado cambios positivos que los han llevado a su institucionalización 

política y jurídica. Los grupos de la sociedad civil cuyos derechos no forman parte del 

consenso social presionan al Estado para el reconocimiento de sus derechos y exigencias. 

Se puede decir que estos grupos sociales son el motor del cambio, la base para demandar y 

exigir los derechos humanos. 

Las Organizaciones de la Sociedad, por su parte, tienen un enfoque distinto al 

defendido por los representantes de la Teoría Constitucionalista, pero coincidente, en 

cambio, con la Teoría de los Derechos Fundamentales y la Teoría del Control 

Constitucional en lo tocante al carácter obligatorio que deben tener las recomendaciones. 

Estas organizaciones defienden diversas posiciones, todas ellas con miras a hacer cumplir 

las recomendaciones. Algunas defienden la tesis de que las recomendaciones sólo serán 

cumplidas por las autoridades cuando adquieran el estatus de obligatorias, es decir, cuando 

desemboquen en una situación legal, de lo contrario las Comisiones de Derechos Humanos 

simularían que promueven y defienden derechos humanos. No obstante, enfatizan que el 
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problema estriba en el control que ejerce el Estado sobre las Comisiones de Derechos 

Humanos, pues éstas han sufrido una cooptación en su autonomía y la limitación de las 

atribuciones de su titular.  

De acuerdo con la postura del actual Director de Sonora Ciudadana AC, Guillermo 

Noriega, las recomendaciones que emiten las Comisiones de Derechos Humanos sólo son 

cumplidas por las autoridades cuando aqu®llas act¼an de acuerdo al ñprincipio de máxima 

difusiónò. A menudo los ombudsman no dan la debida difusión a sus recomendaciones, lo 

que conduce a que éstas terminen siendo meros llamados a misa. La difusión no sólo 

consiste en publicar la lista de recomendaciones en la página de internet de la Comisión 

(mínima difusión que muchas veces tampoco se da), sino, lo que es todavía mejor, el deber 

social del Defensor del Pueblo que al momento de emitir una recomendación debe llamar a 

conferencia de prensa y explicar ante los medios de comunicación el caso para que la 

sociedad se entere de la violación perpetrada por la autoridad. La presión pública será tan 

fuerte que terminará haciendo que la autoridad cumpla la recomendación. 

A parte de este principio, sostiene Noriega, es necesario otro elemento adicional, un 

segundo principio que bien pudiera llamarse ñprincipio de intolerancia socialò. Este 

principio consiste en la capacidad que tiene una sociedad para indignarse y ser intolerante a 

toda violación de los derechos humanos. Desafortunadamente no se tiene todavía una 

sociedad que ejerza este principio. Porque no se cuenta con una sociedad de este tipo es 

menester que la Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH) promueva una ética 

pública de los derechos humanos. Sin embargo, el problema es que la CNDH realmente 

cree que en México existe una cultura de los derechos humanos, soslayando que el objetivo 

principalmente es generar modificaciones culturales en favor de dichos derechos. Una 

sociedad intolerante a las violaciones de los derechos humanos es el principal aliado frente 

a la autoridad. Por esta razón, ñel titular de la Comisión regularmente tiene que ser una 

persona de alto prestigio y renombre social. Porque la mancuerna es medios de 

comunicación, sociedad civil y ombudsman frente a la autoridad para obligarla a cumplir 

una recomendaciónò.30  

                                                           
30 Entrevista a Guillermo Noriega Esparza, Director de Sonora Ciudadana A. C., 4 de octubre de 2013 (Anexo 

25). 
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En cambio, Monserrat Díaz, Directora de El Colectivo Feminista de Xalapa, asevera 

que el problema no es tanto cuántas recomendaciones cumplen las autoridades, sino de qué 

manera las cumplen. Se suele decir que las autoridades cumplen el noventa por ciento de 

las recomendaciones, pero resulta obvio que de ese universo de recomendaciones 

cumplidas, un sesenta por ciento, o incluso más, no desemboca en desalentar las 

violaciones a los derechos humanos. Aparentemente se aplican sanciones, pero no para que 

las autoridades públicas dejen de repetir esas mismas violaciones. Por ejemplo, cuando un 

maestro es acusado de pederastia la sanción que se le aplica es cambiarlo de escuela, lo cual 

no propicia un cambio de comportamiento en el profesor porque irá a cometer los mismos 

latrocinios a otro lugar. Lo importante de las recomendaciones que son cumplidas es la 

calidad del cumplimiento y si éste genera un resultado para el Estado; es decir, si el 

cumplimiento de las recomendaciones genera sanciones que inhiban conductas violatorias 

de derechos humanos. Además, las recomendaciones tienen que ser vinculatorias y por ley 

deben tener seguimiento de cumplimiento, de lo contrario la calidad del cumplimiento será 

mala y no propiciará cambios en pro de una cultura de los derechos humanos.31 

Francisco Domínguez, Coordinador del Centro de Servicios Municipales Heriberto 

Jara A. C. (CESEM), considera que el problema del cumplimiento o no de las 

recomendaciones es de carácter legal, puesto que la Comisión emite recomendaciones que 

las autoridades no están obligadas legalmente a cumplir. Si una autoridad viola los derechos 

humanos de un ciudadano, las recomendaciones que ésta recibe son morales y no tienen 

vinculación legal. Más que recomendaciones tendrían que ser mandatos, lo que implicaría 

modificar la ley para que las resoluciones que expide la Comisión sean aplicadas. Una 

persona que se le compruebe haber cometido actos violatorios de derechos humanos tendría 

que ser inmediatamente destituida de su cargo, no alcanzar fianza y no volver a ocupar 

jamás otro cargo de carácter público.  

En un país como el nuestro donde la cultura de la legalidad es tan débil, no basta la 

amonestación pública de un funcionario público. Cuando no existe una cultura de la ley, de 

aplicación y respeto de la misma, la violación a los derechos humanos es su consecuencia. 

¿Cuántos jueces meten a la cárcel a gente inocente y en vez de ser depuestos del cargo 

                                                           
31 Entrevista a Monserrat Díaz, Directora del Colectivo Feminista de Xalapa, con fecha del 29 de agosto de 

2013. 
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siguen haciendo resoluciones y aplicando la ley de manera arbitraria? El problema es de 

fondo y la recomendación no es suficiente. La labor de las comisiones es muy limitada. 

Mientras las recomendaciones que éstas emiten no causen algún castigo ejemplar y no 

tengan consecuencias legales, no dejarán de ser meros llamados a misa.32 

 Para Patricia Benítez, Encargada de la Oficina del CESEM, Xalapa, para que las 

autoridades cumplan las recomendaciones es necesario implementar un Sistema de 

Monitoreo y Evaluación (SME) que contemple amonestaciones públicas, además de los 

tiempos que tendrían los servidores públicos para acatar las recomendaciones y que 

especificara el tipo de seguimiento dado a las recomendación. Por otro lado, se tendría que 

promover que las Comisiones de Derechos Humanos sean organismos autónomos y 

ciudadanos.33  

En la Opinión del Samuel Hernández Apodaca, Director General Ejecutivo de 

Paideia, Consultoría para el Conocimiento y ex miembro del Instituto de Investigaciones 

Jur²dicas de la Universidad Veracruzana (UV), ñDado que la figura de la Comisión solo 

tiene la capacidad para emitir una recomendación y que esta tiene un carácter moral; es 

necesario promover reformas que permitan hacer exigibles las recomendaciones que emiten 

las comisiones de derechos humanos, no obstante el riesgo es judicializar los derechos 

humanos en este intento por protegerlosò.34 

Según Rodríguez y Cano, el hecho de que las Comisiones sean organismos 

autónomos no las exonera del mandato constitucional de los poderes públicos que indica 

que han sido creadas para beneficio de la sociedad. Se diferencian del Poder Judicial en la 

falta de formalismos para interponer una denuncia, su cercanía con la ciudadanía y del 

carácter no vinculante de sus resoluciones. Los autores arguyen que la existencia de 

vínculos entre dichos organismos y la sociedad civil determina la autonomía de éstos; en 

cambio, la ausencia de tal relación los priva de su autoridad. Si los organismos no tienen 

autoridad moral, por carecer de autonomía, las recomendaciones que emitan no impactarán 

                                                           
32 Entrevista a Francisco Domínguez Canseco, Coordinador del Centro de Servicios Municipales Heriberto 

Jara Corona (CESEM), 16 de agosto de 2013. 
33 Entrevista a Patricia Benítez Pérez, Encargada de Oficina del Centro de Estudios Municipales Heriberto 

Jara AC (CESEM), 19 de agosto de 2014. 
34 Entrevista a Samuel Hernández Apodaca, Director General de PAIDEIA, Consultoría para el conocimiento, 

18 de agosto de 2013. 
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en la opinión pública por más que las publiciten. De esta manera, las comisiones quedarían 

desprovistas tanto de fuerza legal como moral (Rodríguez y Cano 2006, 8). 

Diversas autoridades académicas y promotores en materia de derechos humanos del 

país han resaltado la necesidad de la instrumentación de una política de Estado en derechos 

humanos que genere una verdadera cultura de los derechos humanos en México.35 Esta 

tarea es responsabilidad del Estado, pero debe ser realizada en estricta colaboración con los 

Organismos Públicos Defensores de Derechos Humanos y la Sociedad Civil, del gobierno 

federal y local, para que se elaboren políticas públicas con perspectiva en Derechos 

Humanos. Esta política de Estado en relación con los Derechos Humanos deberá estar 

contenida en los Programas Nacionales de Derechos Humanos (PNDH) que habrían de ser 

implementados a nivel nacional y a nivel local. México debe disponer de mecanismos que 

permitan hacer eficiente el actual sistema de protección de los derechos humanos y que 

ayude al Estado mexicano a cumplir las recomendaciones que recibe de los organismos 

internacionales, en particular ñde los mecanismos de Naciones Unidas y de las propias 

instituciones internas como lo es la CNDHò (Huber 2009, 29). 

 

Conclusión 

 

Como conclusión de este capítulo, puede decirse que es necesario ver el problema de la 

violación a los derechos humanos como una problemática estructural del sistema político 

que rige en nuestro país y en los países de América Latina. La precaria defensa de los 

derechos humanos por parte de los organismos públicos garantes obedece al débil Estado 

de Derecho que impera en México y a la fragilidad del diseño institucional de tales 

organismos. Es preciso dotar de mayores atribuciones a las Comisiones de Derechos 

Humanos para que su trabajo no se reduzca a desempeñar un pobre papel en la esfera de los 

derechos humanos, sino que dotadas de dientes puedan ejercer un papel proactivo a favor 

                                                           
35 Aquí se hace referencia a aquellas personalidades que participaron en el Seminario Balance de la Política de 

Derechos Humanos en México 1998-2008. Las aportaciones de estos académicos que participaron en los 

diferentes paneles temáticos en las que se estructuró este foro de discusión fueron recogidas en una obra 

publicada por el Centro Jurídico para los Derechos Humanos y la Fundación Konrad Adenauer. Todo esto con 

ocasión del sexagésimo aniversario de la Declaración Universal de los Derechos Humanos. La obra editada 

por Rudolf Huber se titula La política de derechos humanos en México. Balance de la última década (1998-

2008). 
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de estos derechos, como sucede en los países nórdicos donde existe una verdadera cultura 

de respeto a los derechos humanos. 

Las teorías anteriormente expuestas brindan una panorámica general del problema de 

fondo que propicia el incumplimiento de las recomendaciones por parte de las autoridades 

públicas. En México no existen a nivel federal, ni tampoco a nivel estatal, organismos 

jurisdiccionales que tutelen jurídicamente los Derechos Humanos contenidos en la 

Constitución y en los Tratados Internacionales. Estas Comisiones sólo emiten 

recomendaciones no vinculatorias, lo cual hace que el cumplimiento de las mismas dependa 

exclusivamente de la buena fe de las autoridades públicas y de la autoridad moral del 

Ombudsman.  

Sin embargo, las instituciones gubernamentales no aplican en la práctica una ética 

pública de los derechos humanos, ni tampoco fomentan una cultura de respeto hacia los 

mismos. La escasa cultura de la legalidad que hay en México y la corrupción de todo el 

aparato burocrático son sólo dos causas de la desacreditación moral de las instituciones 

públicas en nuestro país y, particularmente, en Sonora. En consecuencia, ¿cómo es que 

todavía a nivel teórico se recurre a explicar el cumplimiento de las recomendaciones 

atendiendo a la autoridad moral del ombudsman? ¿A caso puede tener autoridad moral un 

ombudsman que no tiene autonomía? ¿La autoridad moral es parte de un discurso 

mediático? 

La creación de un organismo jurisdiccional de derechos humanos que sea una de las 

salas del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Sonora que emita resoluciones 

vinculatorias, junto con la nueva tarea de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de 

fungir como Ministerio Público en la realización de toda la investigación procesal penal es 

una propuesta que busca solucionar el problema del incumplimiento de las 

recomendaciones y de la calidad de las mismas. Esta es una de las propuestas concretas que 

se han generado a partir de los planteamientos teóricos analizados y que vale la pena 

discutir, porque coincide con lo planteado por las organizaciones de la sociedad civil que 

sostienen que en México la defensa de los derechos humanos no sólo se debe hacer 

mediante la protesta social, sino también con la ley en la mano. Los movimientos sociales 

que demandan cambios estructurales dentro del sistema político actual en relación a los 

derechos humanos, deben centrar su activismo social en la búsqueda de iniciativas de ley y 



80 
 

la evaluación crítica del desempeño de estos organismos públicos, a la vez que generar 

conciencia colectiva de cara a una ciudadanía más participativa y comprometida con los 

derechos humanos.  
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CAPÍTULO II  

EL MARCO LEGAL SOBRE LA  PROMOCIÓN Y LA PROTECCIÓN DE LOS 

DERECHOS HUMANOS 

 

 

Introducción 

 

El presente capítulo tiene como objetivo describir los Instrumentos Internacionales de 

Derechos Humanos ratificados por México y las Leyes Nacionales de Derechos Humanos, 

para determinar cuáles de estos instrumentos son aplicados por la Comisión Estatal de 

Derechos Humanos de Sonora y contrastar dicho marco legal con el proceder práctico de 

los sujetos obligados en la entidad. Este marco normativo comprende los documentos 

normativos más importantes del derecho internacional y los documentos más relevantes del 

derecho interno. La pregunta de investigación que guía lo expuesto en este capítulo es la 

siguiente: ¿qué Instrumentos Internacionales de Derechos Humanos han sido ratificados por 

México y cuál es la normatividad nacional y local en materia de Derechos Humanos que 

rige a la Comisión de Derechos humanos local? La hipótesis que se vierte como respuesta 

tentativa es que los instrumentos Internacionales de Derechos Humanos ratificados por 

México no son llevados en la práctica por los poderes del Estado. Por otro lado, las leyes 

nacionales y subnacionales en materia de derechos humanos son ambiguas y débiles, en 

tanto que no cuentan con instrumentos efectivos para hacerlas cumplir mediante vía 

coercitiva como consta por las débiles sanciones que se aplican. Todo lo anterior conduce a 

que los sujetos obligados tiendan a no cumplirlas. 

 

2.1. Marco normativo internacional 

 

En el siglo XVII dio inicio la protección jurídica-sistemática de los derechos 

humanos y desde el principio ñse consideraban que ®stos constitu²an un aspecto de la 

condici·n de ciudadano de un determinado Estadoò (Neier 2009, 82). Es decir, los derechos 

humanos se reducían a derechos ciudadanos, por lo que su alcance no rebasaba las fronteras 

del país donde se promulgaron. Lo anterior consta en la Gran Bretaña con el Bill of Rights 

inglés (1688), en Estados Unidos con la ñDeclaración de Derechos del Buen Pueblo de 
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Virginiaò (1776)36 y en Francia con la ñDeclaración de los Derechos del Hombre y del 

Ciudadanoò (1789)37. La importancia de estas declaraciones radica en que por primera vez 

los derechos humanos aparecen como prerrogativa político-social; representan, sin duda, la 

base de las posteriores declaraciones y la normatividad internacional en materia de 

derechos humanos.  

La cobertura de los derechos humanos más allá de las fronteras nacionales sólo 

tendría lugar durante la posguerra. Después de la Segunda Guerra Mundial y con la 

experiencia de los horrores derivados por la guerra, los países aliados, encabezados por 

Estados Unidos, en total 51 países, crearon en 1945 la Organización de las Naciones Unidas 

(ONU). Esta organización, tiene a los Derechos Humanos entre sus tres pilares 

fundamentales para evitar otra guerra mundial, junto al Desarrollo, la Paz y la Seguridad 

(OACNUDH 2008). El primer documento emitido por este organismo fue la Carta de las 

Naciones Unidas o ñCarta de San Franciscoò (1945)38, el cual contiene la idea de que los 

derechos humanos deben ir más allá de las fronteras nacionales y de que, por ello, tales 

derechos deben ser universales (Neier 2009).  

En América Latina, la ñDeclaración Americana de los Derechos y Deberes del 

Hombreò (DADDH), adoptada el 2 de mayo de 1948, es el antecedente inmediato de la 

Declaración Universal de los Derechos Humanos (DUDH). La DADDH es fundamental 

porque en ella se consagran los derechos humanos como inherentes a toda persona y, 

adem§s, avanz· ñuna visi·n integral de los derechos humanos (civiles, políticos, 

econ·micos, sociales y culturales), y se¶al· la correlatividad entre derechos y deberesò 

(Trindade 1996, 49). Las similitudes que tienen estas declaraciones se deben, por un lado, a 

que son contemporáneas y, por el otro, a que en la década de los cincuentas el derecho 

internacional estaba aún marcado por su contenido eurocéntrico y occidental al momento en 

que ambas declaraciones fueron adoptadas (Salvioli 1999). 

En 1948, tres años después de la ñCarta de San Franciscoò, la Asamblea General de la 

ONU proclamó y aprobó el 10 de diciembre de 1948 la DUDH, que tiene por cometido que 

cada país firmante promueva una cultura de los derechos humanos por medio de la 

educación y la enseñanza de estos derechos para que toda persona reconozca su dignidad, 

                                                           
36 Del 12 de junio de 1776. 
37 Del 26 de agosto de 1789 
38 Se firmó en San Francisco el 26 de junio de 1945 y entró en vigor el 24 de octubre de ese mismo año. 
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así como los valores de igualdad y libertad que derivan de ese reconocimiento. Lo que la 

ONU entiende por derechos humanos está expresado de manera clara en esta declaración. 

La mayoría de artículos que la componen refleja lo ya contenido en las constituciones de  

los pa²ses, entre ellos ñla igualdad ante la leyò. No obstante, la DUDH no era una ley 

internacional de car§cter vinculante, sino m§s bien un documento orientativo. Por eso ñen 

los años siguientes la ONU aprobó una serie de tratados con el fin de dar a las disposiciones 

de la Declaración Universal de los Derechos Humanos el valor de ley internacional 

vinculanteò (Neier 2009, 83). 

 

2.1.1. La Declaración Universal de los Derechos Humanos 

 

La idea de la ONU de difundir los Derechos Humanos por todo el mundo y hacerlos 

respetar por todos los países, se concretó con esta declaración que tiene un carácter 

universal (ONU 1948). En cambio, los Tratados Internacionales sí tienen un carácter 

prescriptivo o normativo, ya que obligan a los países firmantes a cumplir con cada uno de 

los artículos contenidos en ellos. Los Tratados Internaciones son una de las cuatro fuentes 

de los derechos humanos en México, las otras tres fuentes son la Constitución, la reforma 

constitucional y la jurisprudencia (Carbonell 2011). De acuerdo con Miguel Carbonell, un 

problema no menor en relación a la aplicación de los Tratados Internacionales ñes el 

profundo desconocimiento que de su contenido tienen los abogados mexicanos, incluyendo 

a los juecesò (Carbonell 2011, 65). En total son 181 los Tratos Internacionales que México 

ha firmado y ratificado en materia de Derechos Humanos. La ñConvención de Vienaò que 

establece el derecho sobre los Tratados Internacionales en el Art. 2, inciso b, precisa que 

debe entenderse ñpor ótratadoô un acuerdo internacional celebrado por escrito entre Estados 

y regido por el Derecho Internacional, ya conste por un instrumento único o en dos o más 

instrumentos conexos y cualquiera que sea su denominación particularò.  

Los Tratados Internacionales, que generalmente se les encuentra con la denominación 

de Convenios o Pactos, pueden clasificarse en dos grupos: los generales y los sectoriales. 

Los primeros regulan los derechos concernientes a toda persona; los segundos, en cambio, 

los derechos de personas específicas (Carbonell 2011). Entre los tratados generales pueden 

destacarse el ñPacto Internacional de Derechos Civiles y Políticosò (ICCPR) (1966), el 

ñPacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturalesò (ICESCR) (1966) y 
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la ñConvención Americana sobre Derechos Humanosò o ñPacto de San Jos® de Costa Ricaò 

(CADH) (1969), que es el tratado más importante para América Latina. Entre los tratados 

sectoriales pueden citarse los ñPrincipios Básicos para el Tratamiento de los Reclusosò 

(PBTR) (1990), la ñConvención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, 

Inhumanos o Degradantesò (CAT) (1984) y la ñConvención sobre la eliminación de todas 

las formas de discriminación contra la mujerò (CEDAW) (1979).39  

Uno de los instrumentos internacionales sobre derechos humanos recientemente 

aprobados que reglamenta y establece los principios fundamentales para el buen 

funcionamiento de las Instituciones Nacionales de Derechos Humanos (INDH) son los 

ñPrincipios de Parísò (PP) o ñPrincipios relativos al Estatuto de las Instituciones Nacionales 

de Promoción y Protección de los Derechos Humanosò (1993). No es propiamente un 

tratado, pero por su importancia en materia de defensa y promoción institucional de 

derechos humanos debe tenerse en cuenta, ya que la CNDH y los Organismos Públicos de 

Derechos Humanos están obligados a su cumplimiento. Más adelante (2.1.3), se 

desglosarán de manera sumaria los principios elementales de este instrumento internacional 

de Derechos Humanos. 

Existen, además, otros documentos normativos que complementan a los Tratados, los 

llamados Protocolos. Por ejemplo, El ñProtocolo Facultativo de la Convención contra la 

Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantesò (OPCAT) (2002) y el 

ñManual para la Investigación y Documentación Eficaces de la Tortura y otros Tratos o 

Penas crueles, Inhumanos y Degradantesò (Protocolo de Estambul) (2001). Estos dos 

últimos protocolos complementan normativamente al CAT. El ñProtocolo Facultativo de la 

Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujerò 

(OP-CEDAW) (1999) complementa a la CEDAW. En cambio, el ñProtocolo Adicional a la 

                                                           
39 El ICCPR fue adoptado el 16 de diciembre de 1966, México se adhirió al tratado el 23 de marzo de 1981; 

entró en vigor el 23 de junio de 1981, luego de haber sido publicado en el Diario Oficial de la Federación 

(DOF) el 20 de mayo de 1981. El ICESCR fue adoptado el 16 de diciembre de 1966; México se adhirió a este 

tratado el 23 de marzo de 1981 y entró en vigor el 23 de junio de 1981, posterior a su publicación en el DOF 

el 12 de mayo de 1981. El CADH fue adoptado el 22 de noviembre de 1969; México se adhirió al tratado el 

24 de marzo de 1981 y entró en vigor el 24 de marzo de 1981, después de ser publicado en el DOF el 7 de 

mayo de 1981. El OPCAT fue firmado por México el 18 de diciembre de 2002, ratificado el 11 de abril de 

2005, y entró en vigor el 22 de junio del 2006, después de su publicación en DOF el 15 de junio de 2006. El 

CAT fue firmado por México el 10 de diciembre de 1984, ratificado el 23 de enero de 1986, entró en vigor el 

26 de junio de 1987, después de publicarse en el DOF el 6 de marzo de 1986. México se adhirió al CADH el 

16 de abril de 1996, misma fecha de ratificación; y entró en vigor el 16 de noviembre de 1999, después de 

publicarse en el DOF el 1° de septiembre de 1998.  

http://www2.ohchr.org/spanish/law/cedaw.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/law/cedaw.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/law/cedaw-one.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/law/cedaw-one.htm
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Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturalesò (Protocolo de San Salvador) (1988) adiciona la normatividad de la 

CADH.40  

Es relevante señalar que los Estados que se adhieren, ratifican, aceptan y firman los 

Tratados Internacionales de Derechos Humanos asumen jurídica y moralmente la 

responsabilidad de aplicar las disposiciones en materia de derechos contenidas en ellos. 

Empero, de nada servirían estos Tratados si no contaran con un ñcomit® internacional de 

expertos independientesò, que son órganos creados por los mismos tratados de derechos 

humanos, para velar que los Estados que forman parte cumplan cabalmente lo pactado en 

dichos convenios o acuerdos. Estos Comités Internacionales tienen en común el mandato de 

ñsupervisar la aplicación de cada tratado mediante la revisión de informes que reciben 

peri·dicamente de los Estados Partesò (OACNUDH 2008, 34).41  

Estos comit®s de expertos emiten observaciones generales que son ñuna 

interpretación generalò que dictan a los Estados Partes en relación con el contenido del 

Tratado o del Pacto. La importancia de las observaciones generales, especialmente para los 

estudiosos de los derechos fundamentales, radica en que ampl²an ñel significado de las 

disposiciones de los pactos y tratados, precisando las obligaciones de los Estados y las 

tareas concretas que deben de llevar a cabo para cumplir con lo que disponen los 

instrumentos internacionalesò (Carbonell 2011, 62). Estos comentarios han sido tomados 

como una fuente más de los derechos humanos porque son parecidos a un tipo particular de 

jurisprudencia, aunque no son emitidos por órganos jurisdiccionales sino por órganos de 

carácter consultivo. Cualquier particular puede anteponer una denuncia ante estos comités 

por presunta violación de los Pactos por los Estados que son parte. 

El Comité responsable en vigilar la aplicación del Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos (1996) se llama Comité de Derechos Humanos; el correspondiente a 

velar por el cumplimiento del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales (1996) se denomina Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. En 

                                                           
40 El CADH fue adoptado el 17 de noviembre de 1988, ratificado por México el 16 de abril de 1996 y entró en 

vigor el 16 de noviembre de 1999, posterior a su publicación en el DOF el 1° de septiembre de 1998.  
41 Los Estados Partes tienen la obligación de presentar al Comité informes periódicos; un año después de su 

adhesión al Pacto y posteriormente cada cuatro años. El comité estudia el informe y emite sus 

recomendaciones en forma de ñobservaciones finalesò (v®ase  http://www2.ohchr.org/spanish/bodies/hrc/ 

consultado el 1 de noviembre del 2013). Como ejemplo y referencia de observaciones generales que emiten 

estos comités, véase (OHCHR-CDH 2005). 

http://www2.ohchr.org/spanish/bodies/hrc/
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el Caso de América Latina, los organismos encargados de interpretar la CADH son la 

Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos (CorteIDH), creadas en el artículo 34 y 52 correspondientemente de esa 

Convención. La siguiente tabla muestra la lista de los Instrumentos Internacionales de 

Derechos Humanos existentes en la actualidad, así como los comités que corresponde a 

cada uno de estos tratados.  

Cuadro 1 

Instrumentos Internacionales de Derechos Humanos 

 
Siglas en 

Inglés  Nombre del Instrumento Internacional 

Fecha de 

aprobación 

 Comité 

vigilante 

ICERD 
Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las 

Formas de Discriminación Racial 

21 dic. 1965 CERD 

ICCPR Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 16 dic. 1966 HRC 

ICESCR 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales 

16 dic. 1966 CESCR 

CEDAW 
Convención sobre la eliminación de todas las formas de 

discriminación contra la mujer 

18 dic. 1979 CEDAW 

CAT 
Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 

Inhumanos o Degradantes 

10 dic. 1984 CAT 

CRC Convención sobre los Derechos del Niño 20 nov. 1989 CRC 

ICRMW 
Convención internacional sobre la protección de los derechos 

de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares 

18 dic. 1990 CMW  

ICPED 
Convención Internacional para la protección de todas las 

personas contra las desapariciones forzadas 

18 dic. 1992 CED 

ICRPD 
Convención sobre los derechos de las personas con 

discapacidad 

13 dic. 2006 CRPD 

ICCPR-OP1 
Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos 
16 dic. 1966 HRC 

ICCPR-OP2 

Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos,  destinado a abolir la pena de 

muerte 

15 dic. 1989 HRC 

OP-

CEDAW 

Protocolo Facultativo de la Convención sobre la eliminación 

de todas las formas de discriminación contra la mujer 

10 dic. 1999 CEDAW 

OP-CRC-

AC 

Protocolo facultativo de la Convención sobre los Derechos 

del Niño relativo a la participación de niños en los conflictos 

armados 

25-may-00 CRC 

OP-CRC-

SC 

Protocolo facultativo de la Convención sobre los Derechos 

del Niño relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y 

la utilización de niños en la pornografía 

25-may-00 CRC 

OP-CAT 
Protocolo facultativo de la Convención contra la Tortura y 

Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes 

18 dic. 2002 CAT 

OP-CRPD 
Protocolo facultativo de la Convención sobre los derechos de 

las personas con discapacidad 

12 dic. 2006 CRPD 

ICESCR - 

OP 

Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales 10 dic. 2008 OP-ICESCR 

        Fuente: Elaboración propia en base a la página web de la Oficina en México del Alto  

                      Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (OACNUDH 2012b). 

http://www2.ohchr.org/spanish/law/cerd.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/law/cerd.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/bodies/cerd/index.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/law/ccpr.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/bodies/hrc/index.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/law/cescr.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/law/cescr.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/bodies/cescr/index.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/law/cedaw.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/law/cedaw.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/bodies/cedaw/index.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/law/cat.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/law/cat.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/bodies/cat/index.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/law/crc.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/bodies/crc/index.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/law/cmw.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/law/cmw.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/bodies/cmw/index.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/law/disappearance-convention.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/law/disappearance-convention.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/law/disabilities-convention.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/law/disabilities-convention.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/bodies/cmw/index.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/law/ccpr-one.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/law/ccpr-one.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/bodies/hrc/index.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/law/ccpr-death.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/law/ccpr-death.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/law/ccpr-death.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/bodies/hrc/index.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/law/cedaw-one.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/law/cedaw-one.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/bodies/cedaw/index.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/law/crc-conflict.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/law/crc-conflict.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/law/crc-conflict.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/bodies/crc/index.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/law/crc-sale.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/law/crc-sale.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/law/crc-sale.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/bodies/crc/index.htm
http://daccess-ods.un.org/access.nsf/Get?Open&DS=A/RES/57/199&Lang=S
http://daccess-ods.un.org/access.nsf/Get?Open&DS=A/RES/57/199&Lang=S
http://www2.ohchr.org/spanish/bodies/cat/index.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/law/disabilities-op.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/law/disabilities-op.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/bodies/cmw/index.htm
http://www2.ohchr.org/spanish/law/docs/A.RES.63.117_sp.pdf
http://www2.ohchr.org/spanish/law/docs/A.RES.63.117_sp.pdf
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La DUDH incluye tanto los derechos de primera como los de segunda generación. En 

los artículos 1-21 están comprendidos los derechos civiles y políticos o derechos de la 

primera generación; los derechos civiles se ubican en los artículos 1-18 y los derechos 

políticos abarcan los artículos 19-21. Los artículos 22-30 comprenden los derechos 

económicos, políticos, sociales y culturales, también conocidos como derechos de segunda 

generación. En los artículos 22-26 figuran los derechos económicos, sociales; y los 

derechos culturales se localizan en los artículos 26-30 (Saccucci 2009). 

Entre los principales derechos civiles y políticos de esta Declaración destacan el 

artículo 1 que resalta el aspecto pre-político y pre-jurídico de los derechos humanos al 

declarar que ñtodos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, 

dotados como están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con 

los otrosò. El artículo 2 matiza que todas las personas gozarán de estos derechos 

proclamados por la DUDH sin importar el color de piel, la raza, la religión, afiliación 

política, posición económica, el país y por cualquier otro aspecto discriminatorio. El 

artículo 9 dice que nadie puede ser detenido, preso o desterrado de manera arbitraria, el 

artículo 13, párrafo 1, habla sobre el derecho que tiene toda persona ña circular libremente 

y a elegir su residencia dentro de un Estadoò. El art²culo 16, párrafo 3, dice a la letra: ñla 

familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a protección de 

la sociedad y del Estadoò. 

El derecho a la propiedad privada, tanto individual como colectiva, está expresado en 

el artículo 17, párrafo 1. La libertad de conciencia, de pensamiento y de religión, así como a 

la práctica pública y privada de ésta son derechos reconocidos en el artículo 18. La libertad 

de opinión y expresión están declaradas por el artículo 19. La ñlibertad de reuni·n y 

asociaci·n pac²ficasò son derechos reconocidos por el art²culo 20, p§rrafo 1. El derecho a 

participar en el gobierno de modo directo o por medio de representantes libremente 

elegidos está contemplado en el artículo 21, párrafo 1. En este último artículo, párrafo 3, se 

hace alusión al derecho de tener un gobierno democr§ticamente elegido. A la letra dice: ñla 

voluntad del pueblo es la base de la autoridad del poder público; esta voluntad se expresará 

mediante elecciones auténticas que habrán de celebrarse periódicamente, por sufragio 

universal e igual y por voto secreto u otro procedimiento equivalente que garantice la 

libertad del votoò. 
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Entre los más importantes Derechos Económicos, Políticos y Sociales establecidos en 

la DUDH se enlistan el artículo 22 que habla sobre el derecho que tiene toda persona a la 

seguridad social y a ñla satisfacci·n de los derechos econ·micos, sociales y culturales, 

indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de su personalidadò. El art²culo 23, 

párrafo 1, se refiere al derecho al trabajo, a la elecci·n libre del mismo, ña condiciones 

equitativas y satisfactorias de trabajo y a la protecci·n contra el desempleoò. El p§rrafo 2 

indica que cada persona tiene derecho ña igual salario por trabajo igualò. El derecho a la 

remuneración por la realización de un trabajo está indicado en el párrafo 3, mientras que el 

derecho que tiene toda persona a sindicalizarse y a formar sindicatos están asentados en el 

párrafo 4.  

El derecho al descanso, a gozar del tiempo libre, ña una limitaci·n razonable de la 

duración del trabajo y a vacaciones periódicas pagadasò está contemplado en el artículo 24. 

El derecho a una vida adecuada en el que queden asegurados la salud, el bienestar, la 

alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica, el seguro en caso de desempleo, 

viudez, enfermedad, vejez, invalidez están garantizados en el artículo 25, párrafo 1. El 

derecho a la educación está contemplado en el artículo 26, párrafo 1. De igual manera, se 

especifica en este mismo artículo y mismo párrafo que la educación deberá ser impartida de 

forma gratuita, por lo menos, la educación elemental o fundamental, misma que deberá de 

ser, además, obligatoria. El párrafo 3 del artículo 26 versa sobre el derecho que tienen los 

padres ña escoger el tipo de educaci·n que habr§ de darse a sus hijosò.  

En relación a los derechos culturales que señala la Declaración Universal, el artículo 

27, párrafo 1, señala el derecho que tiene toda persona a formar parte de la vida cultural de 

su comunidad, a disfrutar de las artes y a ser parte del progreso científico y de los 

beneficios que de él deriven. El párrafo 2 de este mismo artículo habla sobre los derechos 

de autor ña la protecci·n de los intereses morales o materialesò por producción de obras 

científicas, artísticas y literarias. El artículo 28, resalta como derecho la instauración de un 

orden social e internacional para hacer efectivos los derechos de la Declaración Universal. 

La DUDH concluye con dos artículos que sirven de contrapeso a las libertades ahí 

enlistadas. El artículo 29, párrafo 1, subraya que ñtoda persona tiene deberes respecto a la 

comunidadò y, párrafo 2, que en el ñejercicio de sus derechos y en el disfrute de sus 

libertades toda persona estar§ solamente sujeta a las limitaciones establecidas por la leyò 
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con la finalidad de ñasegurar el reconocimiento y el respeto de los derechos y libertades de 

los demás, y de satisfacer las justas exigencias de la moral, del orden público y del 

bienestar general en una sociedad democr§ticaò. El artículo 30 advierte que no se podrá 

interpretar el contenido de la Declaraci·n ñen el sentido de que confiere derecho alguno al 

Estado, a un grupo o a una persona, para emprender y desarrollar actividades o realizar 

actos tendientes a la supresión de cualquiera de los derechos y libertades proclamadas en 

esta Declaraci·nò (Saccucci 2009). 

 

2.1.2. Convención Americana sobre Derechos Humanos 

 

La CADH tambi®n es conocida como ñPacto de San José de Costa Ricaò (OEA 

1969). Se trata, como se dijo anteriormente, del Tratado más importante para América 

Latina, puesto que da origen al sistema interamericano de Derechos Humanos que es, 

incluso, anterior a la DUDH. 21 países del continente americano se reunieron el 30 de abril 

de 1948 en la Ciudad de Bogotá, Colombia para la celebración de la IX Conferencia 

Interamericana, misma que dio origen a la Organización de Estados Americanos (OEA) con 

la aprobación de la Carta de la Organización de los Estados Americanos (Unión 

Panamericana 1956). Por otro lado, ñesta Conferencia fue la Novena de la serie iniciada en 

1889-1890 en Washington. Debía celebrarse en 1943, es decir, cinco años después de la 

Octava celebrada en Lima en 1938, pero debido principalmente a la Segunda Guerra 

Mundial, se aplazó hasta 1948ò (Unión Panamericana 1956, 109). 

 La CADH fue aprobada el 22 de noviembre de 1969 en San José, Costa Rica, en la 

Conferencia Especializada Interamericana de Derechos Humanos organizada por la OEA, 

pero sólo entraría en vigor hasta el 18 de junio de 1978, es decir, 9 años después de su 

aprobación (Saccucci 2009). Este Tratado Internacional tomó como base el modelo de otros 

tratados como el de la Convención Europea de Derechos Humanos en relación al marco 

institucional, que es semejante, al de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 

del Hombre y al del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Pol²ticos, sobre todo ñal 

enumerar los derechos que la Convenci·n incorporaò (Castro y Agramón 2010, 42) 

En relación a la composición del sistema interamericano de Derechos Humanos, cabe 

decir que está conformado por dos organismos: la Comisión Interamericana de Derechos 
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Humanos (CIDH) y la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CoIDH).42 El primero 

está encargado de proteger y promover los derechos humanos en los países miembros; y, el 

segundo, de interpretar el contenido de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 

en los casos concretos en los que ésta sea aplicada. En la actualidad sólo 25 países 

signatarios han ratificado el Tratado, entre ellos México, país que se adhirió el 24 de marzo 

de 1981; mientras que otros países como Trinidad y Tobago y Venezuela renunciaron al 

tratado. Es decir, retiraron su ratificación, el 26 de mayo de 1998 el primero y el 10 de 

septiembre del 2013 el segundo, según lo dispuesto en el artículo 78, parte 1, de la 

Convención, misma que tendrá efecto al siguiente año. La denuncia de estos países fue 

puesta ñcomo protesta contra reiteradas censuras de la CADH y de la Corte Interamericana 

respecto de las condenas capitales aplicadas en violaci·n del principio del juicio justoò 

(Saccucci 2009, 46).43   

Estados Unidos y Canadá que han firmado la CADH no la han ratificado, a pesar de 

que fue suscrita por aquel país el 1 de junio de 1977. La no adhesión de Canadá al Tratado 

se explica en parte porque la incorporación de Canadá a la OEA (1989) es más reciente en 

relación a los demás países miembros de esta organización. En el caso de Estados Unidos 

es  ñcurioso, en efecto, porque Estados Unidos bajo la presidencia de Carter, desempeñó 

una acción diplomática fundamental en los años 1977-1978 para convencer a algunos 

países del centro y sur de América ratificar la CADH, lo que permitió su entrada en vigor 

en el §mbito internacionalò (Saccucci 2009, 46). Estados Unidos, Canadá, Trinidad y 

Tobago y Venezuela siguen sin ratificar la Convención porque consideran que sus 

resoluciones violan la soberanía nacional (EFE 2013b). Sin embargo, la postura de la CIDH 

alega otra serie de argumentos que apuntan a la irresponsabilidad de Estados Unidos de no 

cumplir con las comparecencias que estaban previstas por la CIDH, para responder a 

algunos asuntos de violación de derechos humanos ante esa instancia (EFE 2013a). 

                                                           
42 La Comisión Interamericana de Derechos Humanos es un órgano de la OEA que tiene su sede en la ciudad 

de Washington.  Su creaci·n tuvo lugar en 1959 mediante la aprobaci·n de la VIII Resoluci·n ñpor los 

ministros de Asuntos Exteriores de los Estados miembros de la OEA en la reunión celebrada en Santiago de 

Chileò (Saccucci 2009, 47). La Corte Interamericana de Derechos Humanos, en cambio, tiene su sede en la 

ciudad de San Jos®, Costa Rica, seg¼n el ñconvenio de sede firmado el 10 de septiembre de 1981 por la Corte 

y el gobierno de Costa Ricaò (Saccucci 2009, 48). 
43 La información más actualizada de los países signatarios que han ratificado y denunciado la CADH se ha 

tomado del sitio web de la Organización de los Estados Americanos (OEA). 
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En lo que se refiere a la adhesión al Tratado por parte de México, cabe decir que ésta 

fue realizada con algunas declaraciones interpretativas y reservas. Éstas, como se verá en 

seguida, tienen que ver con diferencias e incompatibilidad entre los derechos ciudadanos y 

los derechos humanos. Existen sendos debates sobre esta cuestión, porque el contraponer 

los derechos humanos a los derechos ciudadanos contenidos en las constituciones de los 

países, significa que no todos los derechos humanos son reconocidos como derechos 

ciudadanos īlo cual implicaría una restricción del Estado en la ampliación de estos 

derechosī por México o que los derechos humanos que México reconoce son sólo aquellos 

que no contravienen lo estipulado en su Constitución Política.  

Las reservas que México hace en relación a los derechos que la CADH reconoce a lo 

largo de sus artículos están asociadas a la anterior cuestión. Estas declaraciones 

interpretativas y reservas hechas por México a lo preceptuado en la Convención al 

momento de adoptarla en 1981 han sido retiradas parcialmente por el Gobierno de México 

mediante la aprobación del 9 de enero del 2002 por el Senado de la República. Se 

transcriben en seguida las declaraciones interpretativas y la reserva de 1981. Las enmiendas 

hechas en el 2002 a las declaraciones interpretativas y reservas aparecen en cursivas. En 

ellas se retira el segundo párrafo de las declaraciones y se suprime de la reserva la 

prohibición del voto activo de los ministros de culto, lo cual significa que a partir de la 

enmienda éstos tienen derecho al voto activo (véase el art. 130, apartado d de la 

Constitución Federal). 

 

Declaraciones interpretativas 

Con respecto al p§rrafo 1 del Art²culo 4, considera que la expresi·n ñen generalò, 

usada en el citado párrafo, no constituye obligación de adoptar o mantener en vigor 

legislaci·n que proteja la vida ña partir del momento de la concepci·nò ya que esta 

materia pertenece al dominio reservado de los Estados. 

Por otra parte, en concepto del gobierno de México que la limitación que establece 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el sentido de que todo 

acto público de culto religioso deberá celebrarse precisamente dentro de los templos, 

es de las comprendidas en el párrafo 3 del Artículo 12. 

Reserva: 
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El gobierno de México hace Reserva en cuanto al párrafo 2 del Artículo 23 ya que la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su Artículo 130, dispone 

que los Ministros de los cultos no tendrán voto activo, ni pasivo, ni derecho para 

asociarse con fines políticos (OEA 1969, 170).44 

 

Después se le añadieron a la CADH una serie de protocolos y convenciones como 

instrumentos coadyuvantes de su cumplimiento. El primer instrumento que se agrega a la 

Convención Americana es el Protocolo de San Salvador o Protocolo Adicional a la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales, adoptado por México el 17 de noviembre de 1988, ratificado el 16 de 

abril de 1996 y su entrada en vigor en este país tuvo lugar el 16 de noviembre de 1999, 

ratificado a la fecha sólo por 12 Estados (OEA 2013a). Además, se adicionó el Protocolo a 

la Convención Americana sobre Derechos Humanos Relativo a la Abolición de la Pena de 

Muerte, adoptado en Asunción, Paraguay, el 8 de junio de 1990 y ratificado por México el 

28 de junio del 2007 (OEA 2013b). En este último protocolo los estados firmantes, a la 

fecha 8 Estados, se comprometen a no aplicar en su territorio la pena capital ñsin 

posibilidad de oponer reservas, salvo en tiempos de guerra óconforme al derecho 

internacional por delitos sumamente graves de car§cter militarôò(Saccucci 2009, 47). 

En su preámbulo, la CADH describe a los derechos humanos como ñesenciales al 

hombreò, porque ñno nacen del hecho de ser nacional de determinado Estado, sino que 

tienen como fundamento los atributos de la persona humanaò; a esto agrega que ñs·lo 

puede realizarse el ideal del ser humano libre, exento del temor y de la miseria, si se crean 

condiciones que permitan a cada persona gozar de sus derechos económicos, sociales, 

culturales, tanto como de sus derechos civiles y pol²ticosò. Las 2 partes que componen la 

CADH y en las que están distribuidos sus 66 art²culos son los ñdeberes de los Estados y 

derechos protegidosò y los ñmedios de la protecci·nò. En seguida se presenta una síntesis 

del contenido de la CADH. 

Los principales derechos civiles están agrupados en los artículos 1-23. El principal 

derecho civil, el derecho a la vida, está prescrito en el artículo 4, primer párrafo, mismo en 

el que queda claro cuál es la postura de la OEA sobre el controvertido tema del momento 

                                                           
44 Las cursivas son nuestras. 
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en que surge la vida humana. La postura de este organismo es que la vida humana ocurre a 

partir de la concepción del embrión, tema que ha sido objeto de múltiples debates. Dice el 

artículo 4, primer párrafo, de manera textual que ñtoda persona tiene derecho a que se 

respete su vida. Este derecho estará protegido por la ley y, en general, a partir del momento 

de la concepción. Nadie puede ser privado de la vida arbitrariamenteò. Según se dijo 

anteriormente, México no aceptó la expresión ñen generalò, porque este país considera que 

defender la vida humana desde el momento de la concepción es competencia de cada 

Estado.  

El artículo 5, párrafo 1, prohíbe la tortura, los tratos crueles o inhumanos y al buen 

trato al que debe ser sometida toda persona que ha sido privado de su libertad. El artículo 5, 

párrafo 6, hace alusión a la finalidad que tienen las penas privativas: readaptar socialmente 

a los condenados. El artículo 7 se refiere a otro de los más importantes derechos civiles, el 

derecho a la libertad y a la seguridad personal. De acuerdo a este derecho, ninguna persona 

puede ser privada de su libertad física, salvo lo previsto por la Constitución de cada Estado 

(párrafo 1), detenido o encarcelado arbitrariamente (párrafo 2).  

Por su parte, el artículo 8, inciso d y e del párrafo 2, habla sobre el derecho que tiene 

todo inculpado de defenderse de manera personal, de recibir asistencia por un defensor de 

su propia elección, mantener comunicación libre y privada con éste o, en caso de no contar 

con los medios, el derecho a ser asistido por un defensor otorgado por el Estado. El párrafo 

3 del art²culo 8 enfatiza que ñla confesi·n del inculpado solamente es v§lida si es hecha sin 

coacci·n de ninguna naturalezaò.  

El artículo 10 habla sobre el derecho a la indemnización que tiene toda persona que 

haya sido ñcondenada en sentencia firme por error judicialò. El derecho a la protecci·n de 

la honra es el tema del artículo 11. El artículo 12 consiste en el derecho de libertad de 

conciencia y de religión, que además implicaría que los padres puedan dar a sus hijos o 

pupilos la educación moral y religiosa de acuerdo a sus creencias (párrafo 4). 

El reconocimiento de la familia como elemento natural y fundamental de la sociedad, 

así como el derecho del hombre y la mujer a contraer matrimonio está estipulado en el 

artículo 17, párrafo 1 y 2 correspondientemente. Este artículo no contempla el matrimonio 

entre personas del mismo sexo como un derecho humano, ni se les reconoce explícitamente 

como familia. Este derecho, entonces, quedaría reservado al ámbito de los Estados que 
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pueden legislar en la materia. Es decir, el derecho a contraer matrimonio entre personas del 

mismo sexo queda confinado al ámbito del Estado, como un derecho ciudadano que no 

tiene, por tanto, alcance universal. Otros derechos civiles que también figuran en el 

documento son los derechos del niño (Art. 19), el derecho a la nacionalidad (Art. 20), el 

derecho a la propiedad privada (art. 21), el derecho de circulación de residencia (Art. 22). 

Los derechos políticos forman parte de los artículos 23-25. Estos derechos políticos 

son el derecho a participar ñen la direcci·n de los asuntos p¼blicosò (inciso a), de votar y 

ser votados en elecciones periódicas en la búsqueda cargos públicos (inciso b) y ñde tener 

acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones p¼blicas de su pa²sò (inciso 

c). El artículo 24 alude al derecho a la igualdad ante la ley y a recibir igual protección de la 

ley. El artículo 25 está dedicado al derecho de la protección jurídica. El artículo 26 

comprende los llamados derechos económicos, sociales y culturales. Éste dice a la letra 

que:  

 

los Estados Partes se comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel interno como 

mediante la cooperación internacional, especialmente económica y técnica, para 

lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos que se derivan de las 

normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en la 

carta de la Organización de los Estados Americanos, reformada en el Protocolo de 

Buenos Aires, en la medida de los recursos disponibles, por vía legislativa u otros 

medios apropiados. 

 

El artículo 27 refiere que las obligaciones contraídas por los Estados mediante esta 

Convención, sólo podrán suspenderse en caso de guerra o de cualquier emergencia o 

peligro p¼blico ñque amenace la independencia o seguridad del Estado Parteò (párrafo 1), a 

excepción de los derechos preceptuados en los artículos 3-9, 12, 17-20, 23 y ñde las 

garantías judiciales indispensables para la protecci·n de tales derechosò (párrafo 2). El 

Estado que haga uso del derecho de suspensión deberá informar de manera inmediata a 

todos los demás Estados que forman parte de la presente Convención de aquellas 

ñdisposiciones cuya disposici·n haya suspendidoò, as² como los motivos de la suspensi·n y 

de la fecha en que termine la suspensión. 
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Los art²culos 32 al 66 constituyen lo que la Convenci·n denomina ñDeberes de la 

personasò. El primer deber que tiene toda persona es con la familia, la comunidad y con la 

humanidad (art. 32, p§rrafo 1). No obstante, ñlos derechos de cada persona est§n limitados 

por los derechos y deberes de los demás, por la seguridad de todos y por las justas 

exigencias del bien com¼n, en una sociedad democr§ticaò (art. P§rrafo 2). La convenci·n a 

diferencia de la DUDH señala cuáles son los deberes de toda persona, deberes u 

obligaciones que a su vez se convierten en los límites en el actuar de todas las personas.  

El artículo 33 señala cuáles son los órganos encargados de conocer aquellos asuntos 

relacionados con el cumplimiento de lo establecido en la CADH. Estos órganos son la 

Comisión Interamericana de Derechos Humanos (inciso a) y la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos. La CIDH estará integrada por siete miembros, ñque deber§n ser 

personas de alta autoridad moral y reconocida versaci·n en materia de derechos humanosò 

(Art. 34). Esta Comisi·n ñrepresenta a todos los Miembros que integran la Organizaci·n de 

los Estados Americanosò. Los integrantes o miembros de la Comisi·n ñser§n elegidos a 

título personal por la Asamblea General de la Organización de una lista de candidatos 

propuestos por los gobiernos de los Estados miembrosò (Art. 36, párrafo 1).  

Cada gobierno ñpuede proponer hasta tres candidatos, nacionales del Estado que los 

proponga o de cualquier otro Estado miembro de la Organización de los Estados 

Americanosò (art. 36, p§rrafo 2). Las funciones de esta Comisión están indicadas en los 

artículos 41-43. Las atribuciones o competencias de la misma están enumeradas en el 

artículo 41. Los artículos 44-47 describen cuáles son las competencias de los Estados y de 

los particulares en relación a la presentación de informes y denuncias sobre violación de los 

derechos humanos defendidos por la Convención. Los artículos 48-51 explican los 

procedimientos que debe seguir la Comisi·n ñal recibir una petici·n o comunicaci·n en la 

que se alegue la violaci·n de cualquiera de los derechos que consagra esta Convenci·nò 

(art. 48, p§rrafo 1). El art²culo 51 se¶ala que ñla Comisi·n har§ las recomendaciones 

pertinentes y fijará un plazo dentro del cual el Estado debe tomar las medidas que le 

competan para remediar la situaci·n examinadaò.  

El artículo 52 habla sobre la composición de la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos. Esta Corte estará compuesta por siete jueces de los Estados que forman parte de 

la Organizaci·n, ñelegidos a t²tulo personal entre juristas de la m§s alta autoridad moral, de 
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reconocida competencia en materia de derechos humanosò (art. 52, p§rrafo 1). La duración 

de los jueces en su cargo será de 6 años y podrán ser reelegidos una sola vez  (art. 54, 

párrafo 1). El art²culo 57 establece que ñla Comisi·n comparecerá en todos los casos ante la 

Corteò. Los artículos 61-65 especifican sus competencias y funciones. Entre estas 

competencias destacan que la Comisi·n y los miembros de la OEA tienen ñderecho a 

someter un caso a la decisi·n de la Corteò (Art. 61, p§rrafo 1), ñconocer de cualquier casoò 

de violación de derechos humanos, siempre y cuando hayan sido ñagotados los 

procedimientos previstos en los artículos 48-50ò.  

El Estado que haya ratificado su adhesión a la CADH puede, en cualquier momento, 

ñdeclarar que reconoce como obligatoria de pleno derecho y sin convención especial, la 

competencia de la Corte sobre todos los casos relativos a la interpretación o aplicación de 

esta convenciónò (Art. 62, p§rrafo 1).45 En el caso de que la Corte decida que se violó una 

libertad o un derecho humano protegido por la Convención, cuenta con la facultad de exigir 

ñque se garantice al lesionado en el goce de su derecho o libertad conculcadosò y si fuera 

procedente, ñque se reparen las consecuencias de la medida o situaci·n que ha configurado 

la vulneración de esos derechos y el pago de una justa indemnizaci·n a la parte lesionadaò. 

 

2.1.3. Los Principios de París 

 

Las Instituciones Nacionales de Derechos Humanos (INDH) que se encuentran 

clasificadas en la categoría A por el Comité Internacional de Coordinación de Instituciones 

Nacionales para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos (CIC) son aquellas 

que cumplen plenamente con los Principios de París (PP) (OACNUDH 2010).46 Estos 

principios también deben regir a las Comisiones Estatales de Derechos Humanos de cada 

país. En el caso de México, la adhesión a los PP está contemplada implícitamente en la 

                                                           
45 La CoIDH es la única instancia responsable en la interpretación de la Convención Americana de Derechos 

Humanos. Los Estados que la ratifiquen se obligan a reconocer sus competencias y las interpretaciones 

(jurisprudencia) que deriven de la aplicación de la Convención a los casos particulares en los que sean 

vulnerados los derechos humanos.  
46 El CIC fue fundado por las INDH mediante una Conferencia celebrada en Túnez en el año de 1993. El CIC, 

a través del Subcomité de Acreditación, es el encargado de acreditar una INDH. Éste último está subordinado 

a la Oficina del Alto comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, mismo que funge 

como Observador Permanente del Subcomité de Acreditación y que, además,  realiza las funciones de 

secretaría del CIC (OACNUDH 2010, 53). Una INDH puede estar clasificada en tres categorías: A, si cumple 

con los principios de París (participa como votante); B, cuando no cumple plenamente con los Principios de 

París (participa sólo como observador); y C, cuando no cumple con los Principios de París (no es miembro) 

(Faz 2008, OACNUDH 2010).  
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Constitución Política Federal47, en las constituciones locales y en los reglamentos internos 

de los 32 Organismos Públicos de Derechos Humanos (OPDH).  

Los PP son Los Principios relativos al Estatuto de las Instituciones Nacionales de 

Promoción y Protección de los Derechos Humanos. Fueron redactados en un Taller 

Internacional de Instituciones Nacionales de Derechos Humanos organizado por el Centro 

de Derechos Humanos de la ONU en 1991, pero la adopción y aprobación de estos 

principios por parte de la Asamblea General de las Naciones Unidas tuvo lugar dos años 

después, el 20 de diciembre de 1993. Estos principios son el marco normativo mínimo que 

deben seguir todas las INDH clasificadas en la categoría A del CIC, razón por la cual se 

presentan a continuación los elementos más esenciales de su contenido. 

Los PP reconocen la competencia de las INDH ñen el §mbito de la promoci·n y 

protecci·n de los derechos humanosò y deber§n tener ñel mandato más amplio posible, 

claramente enunciado en un texto constitucional o legislativo, que establezca su 

composición y su ámbito de competenciaò (ONU 2012, 1311). Este documento enumera 

cinco atribuciones relevantes de las instituciones públicas de derechos humanos. La 

principal atribución que deberán tener estas instituciones son ñpresentar, a t²tulo consultivo, 

al gobierno, al parlamento y a cualquier otro órgano pertinente, a instancia de las 

autoridades interesadas o en ejercicio de su facultad de actuar de oficio, opiniones, 

recomendaciones, propuestas e informes sobre todas las cuestiones relativas a la promoción 

y protecci·n de los derechos humanosò, quedando reservada a cada institución nacional la 

libertad para hacerlas públicas (ONU 2012, 1311). 

Estos documentos que tienen la facultad de presentar las instituciones nacionales 

pueden ser de cuatro tipos. 1) Las disposiciones legislativas, administrativas y de 

organización judicial que tienen por finalidad preservar y a su vez ampliar la protección de 

los derechos humanos, para ello evaluar§ la legislaci·n, los ñtextos administrativos en 

vigorò y los proyectos de ley haciendo las recomendaciones que sean necesarias para que 

esos textos ñrespeten los principios fundamentales en materia de derechos humanosò. 2. 

Cualquier situación de oficio de violación de derechos humanos que decida conocer de 

oficio. 3. Redactar informes que den cuenta de manera general o de manera específica de la 

                                                           
47 Véase la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Artículo 1; la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Sonora, Artículo 1 y el Reglamento Interior de la CEDH-SON, Artículo 5. 
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situación nacional de los derechos humanos. 4. Señalar al gobierno sobre la situación de los 

derechos humanos en el país e indicarle las medidas que permitan dar solución a esas 

situaciones ñy, en su caso, emitir una opini·n sobre la posici·n y reacci·n del gobiernoò 

(ONU 2012, 1311-1312).  

La segunda atribución de las INDH es ñpromover y asegurar que la legislaci·n, los 

reglamentos y las prácticas nacionales se armonicen con los instrumentos internacionales 

de derechos humanos en los que el Estado sea parte, y que su aplicación sea efectivaò 

(ONU 2012, 1312). La tercera atribución es alentar que los países ratifiquen o se adhieran a 

los instrumentos internacionales de derechos humanos y asegurarse que estos instrumentos 

sean aplicados. La cuarta atribución se refiere a la obligaci·n de ñcontribuir a elaboraci·n 

de los informes que los Estados deben presentar a los órganos y comités de las Naciones 

Unidas, así como a las instituciones nacionales en cumplimiento de las obligaciones que les 

imponen los tratadosò (ONU 2012, 1312). La quinta atribución es colaborar con el sistema 

de organizaciones de las Naciones Unidas, así como también con las instituciones 

regionales y la de otros pa²ses que tengan competencia dentro de ñlas esferas de la 

promoción y protección de los derechos humanosò.  

La penúltima atribución es ñla de colaborar en la elaboraci·n de programas relativos a 

la enseñanza e investigación en la esfera de los derechos humanos y participar en su 

aplicación en el ámbito escolar, universitario y profesionalò. Una última atribución habla 

sobre la facultad de las instituciones nacionales de derechos humanos para dar a conocer los 

derechos humanos y el combate a toda forma de discriminaci·n, ñsensibilizando a la 

opini·n p¼blicaò, de manera concreta, por medio de ñla información y la enseñanza, 

recurriendo por ello a todas los medios de comunicaci·nò (ONU 2012, 1312-1313). 

En relación a la composición, la independencia y pluralismo que deberá tener toda 

institución pública que defienda y promueva los derechos humanos, los Principios de París 

mencionan tres elementos que son indispensables para que estas instituciones funcionen 

adecuadamente. El primer elemento se refiere a la composición de la institución nacional y 

al nombramiento de sus integrantes. La designación de sus miembros mediante elección o 

de cualquier otra manera, deberá ser un proceso que proporcione las garantizas 

indispensables para asegurar una  ñrepresentaci·n pluralista de las fuerzas sociales (de la 

sociedad civil) interesadas en la promoción y protección de los derechos humanos, en 
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particular mediante facultades que permitan lograr la cooperación eficaz o la participación 

de los representantes deò a) las organizaciones no gubernamentales, los sindicatos, las 

sociedades denominadas socio profesionalizadas como los médicos, los juristas, los 

científicos y los periodistas, b) las distintas doctrinas filosóficas y religiosas, c) los 

estudiantes universitarios, d) el parlamento y las administraciones, únicamente a título 

consultivo en los debates públicos (ONU 2012, 1313-1314). . 

El segundo elemento consiste en la infraestructura que deberá tener toda institución 

nacional. La estructura deberá ser la más adecuada para un desempeño óptimo de sus 

funciones; en específico dispondrá de presupuesto suficiente. Este presupuesto será 

destinado en primer lugar a dotarlas de personal y de inmuebles propios, para que ñla 

institución sea autónoma respecto del gobierno y no esté sujeta a un control financiero que 

pueda afectar su independenciaò. Los principios marcan bien la importancia de mantener la 

independencia para asegurar la autonomía de las instituciones nacionales de derechos 

humanos, que es uno de los talones de Aquiles de las comisiones nacionales y de sus 

homólogas en los estados. El tercer elemento versa sobre las modalidades de 

funcionamiento de estas instituciones, entre las que se pueden seleccionar como las más 

importantes: a) examinar de manera libre los asuntos de su competencia, b) recoger los 

testimonios, documentos y toda información relacionada con los asuntos de su 

competencia, c) ñdirigirse a la opini·n p¼blicaò de modo directa o v²a medios de 

comunicaci·n ñpara dar a conocer sus opiniones y recomendacionesò, d) relacionarse con 

las organizaciones de la sociedad civil que trabajen los derechos humanos ñhabida cuenta 

del papel fundamental que desempeñan esas organizaciones como medio de ampliar la 

acci·n de las instituciones nacionalesò, e) utilizar los medios de comunicación y las redes 

sociales (ONU 2012, 1313-1314). 

La Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas realiza un importante 

comentario e interpretación de los Principios de París (PP) en torno a su aplicación. En 

particular, explica cómo deberán aplicar estos principios las Instituciones Nacionales de 

Derechos Humanos (INDH); además, sintetiza su contenido haciéndolos más 

comprensibles, a la vez que queda enmarcado el alcance de su contenido y el resultado que 

podría esperarse de su puesta en práctica. De esta manera, las INDH están obligadas a 

proteger los derechos humanos, recibiendo denuncias, investigándolas, mediando entre las 
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partes en conflicto y supervisando estas actividades; también deberán promover los 

derechos humanos formando, proyectándose al exterior, utilizando los medios de 

comunicación, capacitando y asesorando a los gobiernos.   

El comentario de la Oficina del Alto Comisiones explica que el éxito de las INDH 

depende de seguir seis principios básicos. El primero de estos principios es cumplir con un 

mandato amplio fundado en las normas universales de los derechos humanos. El segundo, 

se refiera a que sean organismos autónomos en relación al gobierno. El tercero, es la  

independencia que deberá establecerse por la Constitución o por la ley fundacional de las 

INDH. El cuarto es el pluralismo en la composición o en la cooperación efectiva de la 

institución. El quinto principio indica que deben contar con recursos suficientes. El sexto 

describe cuáles deberán ser las facultades de investigación de estas instituciones 

(OACNUDH 2010).  

El mandato debe dejar asentado la composición de un organismo público no-

jurisdiccional, así como el ámbito de su competencia. Este mandato debe ser el más amplio 

posible, para poder garantizar los derechos humanos y elegir las medidas pertinentes para 

su promoción y defensa. Las actividades encaminadas a la promoción de derechos 

propician conductas favorables a los derechos humanos. Las INDH que tienen un mandado 

derivado de los tratados internaciones y que, además, se encargan de todos los derechos, 

son consideradas como el mejor modelo. El mandato de algunas instituciones sólo abarca 

los derechos civiles y políticos, por lo que excluye (sólo de su mandato de investigación, 

mas no de su mandato de promoción) a los derechos sociales, económicos y culturales 

(OACNUDH 2010). 

La autonomía e independencia respecto al Estado, significa que los INDH dispondrán 

de su propia infraestructura (locales propios) y de un presupuesto suficiente que no esté 

sometido al control del Estado. Esta independencia es esencial para la eficacia y el éxito de 

una institución. Si no son independientes o si no se les percibe como tales difícilmente 

lograrán buenos resultados. En esta línea, el nombramiento de los miembros de estas 

instituciones deberá hacerse mediante acto oficial donde se indique un plazo de duración 

del mandato, ya que el mandato estable es conditio sine qua non para la independencia. La 

independencia se ve reflejada en el actuar de las instituciones, así como de sus 

compromisos (OACNUDH 2010). 
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Los nombramientos y las remociones del personal estarán previstos en la 

Constitución o en la ley fundacional de la institución. El personal deberá contar con el 

perfil idóneo para desempeñar las funciones que el puesto exige; es decir, contar con la 

experiencia y el conocimiento reconocidos en el ámbito de los derechos humanos. El 

nombramiento de los miembros, el método de elección y los criterios de nombramiento 

deberán ser transparentes, esto es, estar especificados en la ley fundacional o en la 

Constitución (OACNUDH 2010). 

Por otro lado, los Principios de París explicitan seis atribuciones que deberán tener las 

Instituciones Nacionales de Derechos Humanos, entre las cuales destaca ñPromover y 

asegurar que la legislación, los reglamentos y las prácticas nacionales se armonicen con los 

instrumentos internacionales de derechos humanos en los que el Estado sea parte, y que su 

aplicaci·n sea efectivaò (ONU 2012, 1312). 

 

2.2. Marco normativo nacional 

 

El ordenamiento legal establecido en México en materia de Derechos Humanos está 

integrado, en primer lugar, por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o 

La Constitución de 1917 y, en segundo lugar, por la Ley de la Comisión Nacional de 

Derechos Humanos, publicada en el Diario Oficial el 29 de junio de 1992. Esta ley ha 

tenido diez reformas, la primera publicada en el DOF el 23 de enero de 1998; la última 

reforma publicada el 10 de junio del 2013. La Constitución Federal ha tenido en su haber 

552 reformas, lo cual habla del continuo proceso de cambio y de adaptación de las leyes a 

las necesidades y exigencias que demanda la realidad social, económica y política de 

nuestro país. Dos de las más importantes reformas que ha tenido la Carta Magna en las 

últimas décadas son la reforma en materia de amparo del 6 de junio de 2011 y la reforma en 

materia de Derechos Humanos del 10 de junio del 2011.  

 

2.2.1. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

 

Anteriormente a la reforma del 10 de junio del 2011, la Constitución no contenía 

expresamente el término derechos humanos, sino el de garantías individuales. Suele haber 

muchas confusiones al hablar de derechos humanos, derechos fundamentales y garantías. 
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De hecho, estos términos se han usado confusamente como sinónimos, pero no significan lo 

mismo. Los derechos humanos son valores inherentes al ser de toda persona, la mayoría de 

ellos reconocidos universalmente en las declaraciones relativas a esta materia. El concepto 

de derechos humanos es un término comúnmente empleado en el derecho internacional. Un 

derecho fundamental, en cambio, es todo derecho subjetivo o individual reconocido por los 

tratados internacionales o por la Constitución política de un país. La garantía individual, se 

refiere al instrumento jurídico para garantizar el respeto de ese derecho (Carbonell 2011). 

Las garantías que se encuentran dentro de los artículo 1-29 constituyen la parte 

dogmática central de nuestra Constitución política, pues en ellas están contenidos aquellos 

principios que son esenciales para la vida en sociedad; expresan de manera fiel el nivel de 

progreso de nuestra sociedad y también como seres humanos. La Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos de 1917 fue la primera carta fundamental en el mundo en 

incluir los derechos y las garantías sociales. La expresi·n ñgarant²aò fue tomada de la 

Declaración francesa de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789, porque no se 

encuentra en la Declaración del Buen Pueblo de Virginia de 1776. El primer texto 

constitucional mexicano en el que aparece el t®rmino ñgarant²aò fue el Reglamento 

Provisional Político del Imperio Mexicano de 1822 (artículos 9 y 10). La expresión 

ñgarant²as individualesò tiene su primera aparici·n en el primer y segundo proyecto del 

Congreso Constituyente de 1842 y finalmente en la Constitución de 1917. Las garantías son 

ñas² el primer elemento de tutela jur²dico-constitucional de los derechos individualesò 

(Martínez 1998, 8).  

Las garantías reducidas a las comprendidas por los primeros 29 artículos de la 

constitución, por sí mismas no pueden ir más allá de aquellos derechos que tutelan 

expresamente. Esto significa que las garantías no comprenden la protección de otros 

derechos que ellas no contemplan, es decir, no podrían. El concepto de garantía hace 

alusión a una idea concreta, particular sobre un derecho humano, mientras que con el 

término de derechos humanos se hace referencia a una idea abstracta. Por eso, según 

Martínez (1998), no puede aceptarse la tesis defendida por Burgoa (1991) de que las 

garantías deben ser extensivas a la protección de otros derechos no incluidos en ellas, 

porque implicaría reducir a una sola idea los derechos humanos y las garantías individuales 
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como si fueran términos sinónimos. Enseguida, se presenta una lista de las principales 

garantías individuales y colectivas de nuestra Carta Magna (cuadro 2). 

 

Cuadro 2 

Las garantías individuales previstas en el Constitución 

 
Artículo Principales garantías Comentario 

1 Todas las personas gozaran de los derechos 

contemplados en esta Constitución y en los 

tratados internacionales, así como de las 

garantías para su protección.  

No discriminación. 

 

 

Los principales derechos están clasificados en 

derechos de igualdad y derechos de libertad.  

2 Derecho a la libertad. Se prohíbe toda forma 

esclavitud. 

 

3 Derecho a la educación. Libertad de 

enseñanza. La educación debe ser laica y 

gratuita. 

El Estado está obligado a ofrecer educación 

gratuita a todo ciudadano mexicano hasta el 

nivel medio (secundaria). 

4 Derecho a la igualdad entre el hombre y la 

mujer. Derecho a decidir de manera libre y 

responsablemente sobre el número y 

espaciamiento de los hijos. Derecho de los 

niños a que los padres satisfagan sus 

necesidades básicas y a un sano 

esparcimiento para su desarrollo. Derecho a 

un medio ambiente adecuado para el 

desarrollo y bienestar. Derecho a la salud. 

Derechos a la vivienda. Derecho al acceso a 

la cultura y a disfrutar de los bienes y 

servicios que presta el Estado en ese rubro. 

 

 

En el ámbito laboral. Mismos sueldos para 

hombres y mujeres que ocupen el mismo 

cargo. La cuota de género en los congresos 

locales. 

5 Libertad de trabajo siendo legal.  

6 Libertad de expresión y derecho a la 

información. Derecho de réplica. Principio de 

máxima publicidad. 

El Estado está obligado a hacer pública toda 

información que posea toda autoridad, sólo 

será reservada temporalmente por cuestiones 

de interés público. Los sujetos obligados (que 

manejen recursos públicos) están obligados a 

hacer pública sus indicadores de gestión y el 

ejercicio de recursos públicos. 

7 Libertad de imprenta. Si la prensa publica una información falsa 

dañando la imagen y el honor de una persona, 

éste debe rectificar la información haciéndola 

pública. 

8 Derecho de petición. En materia política, este derecho es exclusivo 

de los ciudadanos. Este derecho se ejercitará 

por escrito y estará dirigido a los funcionarios 

públicos. Los funcionarios están obligados a 

responder en un plazo no mayor a cuatro 

meses. 

9 Libertad de asociación y reunión de manera Libertad para crear partidos políticos, formar 
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pacífica para cualquier objeto lícito.  asociaciones civiles, etc. Se podrán hacer 

protestas públicas contra autoridades, pero sin 

ejercer violencia ni proferir injurias contra 

éstas. 

10 Derecho a poseer armas en el hogar para 

legítima defensa y seguridad. 

Excepto aquellas armas que se prohíben en la 

Ley Federal en la materia. Se prohíbe a toda 

persona la portación de armas, salvo aquellos 

casos en que lo permita el Estado. 

11 Libertad de tránsito y residencia. Derecho de 

solicitar Asilo por motivos de orden 

políticos. 

Toda persona tiene derecho a transitar por todo 

el país de manera libre sin ser detenido (salvo 

en las excepciones que establezca la ley) y a 

residir en el lugar que mejor le acomode. 

12 Están prohibidos los títulos nobiliarios en 

nuestro país. Tampoco se reconocerán los 

títulos nobiliarios que concedan otros países. 

Se refiere este artículo a los títulos de nobleza 

característicos de los gobiernos imperiales. 

13 Ninguna persona podrá ser juzgada por leyes 

privativas o por tribunales especiales. 

Los delitos cometidos por un militar dentro del 

orden civil serán juzgados por un tribunal civil. 

Un ciudadano o civil no podrá ser juzgado por 

un tribunal militar. 

14 A nadie se le aplicará una ley 

retroactivamente. A nadie se la podrá privar 

de su libertad, de sus propiedades, derechos o 

posesiones, sino mediante juicio seguido ante 

los tribunales establecidos y siempre 

respetando el debido proceso. 

 

15 Se prohíbe la extradición de reos políticos. Un preso extranjero por delitos de delincuencia 

organizada cometidos en nuestro país no puede 

ser traslado a purgar una pena en su país de 

origen o en otro país en el cual no se haya 

cometido el delito. Nuestro país tampoco podrá 

extraditar mexicanos que hayan infringido 

leyes en otros países para que cumplan su 

condena. 

16 Ninguna persona puede ser molestada en su 

persona, en su domicilio, familia, papeles o 

posesiones, sino por mandato escrito de la 

autoridad competente. Toda persona tiene 

derechos a la protección de sus datos 

personales y a la rectificación de los mismos. 

Esto significa que ninguna persona podrá 

recibir amenazas, ser allanada en su hogar 

arbitrariamente, es decir, sin una orden de 

cateo, ser privado de la libertad sin una orden 

de arresto que refiera el ilícito cometido, 

despojada de una propiedad sin un juicio 

previo y mediante la resolución de un juez. 

Cualquier persona puede detener a alguien en 

el acto mismo de cometer un delito y ponerlo a 

disposición de las autoridades públicas. 

Ningún indiciado podrá ser detenido por el 

Ministerio por más de 48 horas. Son 

inviolables las comunicaciones privadas. 

17 Derecho a la justicia. Ninguna persona podrá 

hacerse justicia por su propia cuenta ni 

ejercer la violencia para reclamar su derecho. 

Los linchamientos, el despojo violento de 

bienes que se reclaman propios son ilegales. 

Este derecho tiene que ser proporcionado por 

el Estado de manera gratuita. Nadie puede ser 

encarcelado por deudas de carácter civil. 

18 La prisión preventiva sólo tendrá lugar por 

delito que merezca la pena privativa de la 

libertad. 

El sistema penitenciario se organizará sobre la 

base de los derechos humanos. 

19 Las detenciones no pueden exceder de 72 

horas (3 días) sin que se acredite al inculpado 

Ningún preso será maltratado durante su 

detención, al momento de su detención o en la 
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el delito cometido o se justifique el auto de 

formal prisión. 

prisión definitiva. 

20 Garantías de los acusados: I. A que se  

presuma su inocencia mientras no se declare 

su responsabilidad mediante sentencia del 

Juez. II. A declarar o guardar silencio, así 

como a saber los motivos de detención. III. 

En audiencia pública se le hará saber de qué 

se le acusa y quién lo acusa y los derechos 

que le asisten. IV. Será careado con los 

testigos. V. Será juzgado en audiencia 

pública ente un juez o Tribunal VI. Les serán 

facilitados los datos que necesite para su 

defensa. VII. Será juzgado antes de los 4 

meses si se trata de penas cuya pena máxima 

no exceda de dos años. VIII. Tendrá derecho 

a una defensa adecuada por un abogado de su 

confianza o por uno del Ministerio Público. 

IX. La prisión preventiva no podrá exceder el 

tiempo máximo fijado por la ley. 

 

Cualquier prueba obtenida con violación de los 

derechos humanos es nula. Se prohíbe la 

tortura para obtención de pruebas o cualquier 

clase de intimidación psicológica o física y la 

incomunicación de éste con sus familiares. La 

declaración rendida sin presencia del defensor 

será inválida como prueba de su culpabilidad. 

El inculpado tiene derecho a que se le informe 

tanto en el momento de su detención como 

también durante su comparecencia ante el 

Ministerio Público y el Juez de qué se le acusa 

y quién lo acusa y cuáles son los derechos que 

le asisten ante esas circunstancias. 

21 La imposición de penas es prerrogativa 

exclusiva de la autoridad judicial.  

 

22 Quedan prohibidas la pena de muerte, la 

mutilación, la confiscación de bienes salvo 

cuando lo prevea la ley, la infamia, la marca, 

los palos y azotes, cualquier clase de 

tormento, la multa excesiva y otras penas de 

la misma especie. Toda pena deberá ser 

proporcional al delito cometido.  

 

23 Ningún juicio criminal será llevado a cabo 

por tres instancias. A nadie se le deberá 

juzgar dos veces por el mismo delito. 

 

24 Derecho a profesar la religión que más 

agrade y a participar en su culto.  

El culto público tendrá lugar en los templos. 

En caso de que se celebre fuera de los templos 

aplicará la Ley Federal en materia religiosa. 

25 Corresponde al Estado la rectoría del 

desarrollo nacional para garantizar que éste 

sea integral y sustentable, que fortalezca la 

Soberanía de la Nación y su régimen 

democrático y que, mediante el fomento del 

crecimiento económico y el empleo y una 

más justa distribución del ingreso y la 

riqueza, permita el pleno ejercicio de la 

libertad y la dignidad de los individuos, 

grupos y clases sociales, cuya seguridad 

protege esta Constitución. 

 

26 El Estado organizará un sistema de 

planeación democrática del Desarrollo 

Nacional que imprima solidez, dinamismo, 

permanencia y equidad al crecimiento de la 

economía para la independencia y la 

democratización política, social y cultural de 

la Nación.  

 

27 La propiedad de las tierras y aguas 

comprendidas dentro de los límites del 
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territorio nacional, corresponden 

originalmente a la Nación.  

28 Están prohibidos los monopolios, las 

prácticas monopólicas, los estancos y las 

exenciones de impuestos en los términos y 

condiciones que fijan las leyes. 

 

29 En caso de invasión o de perturbación 

pública el Ejecutivo Federal podrá suspender 

restringir o suspender en todo el país o en un 

lugar determinado las garantías y derechos 

que fueran obstáculo para hacer frente de 

manera inmediata y fácil a aquella situación. 

 

                 Fuentes: Elaboración propia con base en Congreso Constituyente (2011) y  Carbonell (2011).  

 

2.2.2. La reciente reforma constitucional en materia de Derechos Humanos  

 

La reforma constitucional en materia de Derechos Humanos, publicada en el Diario 

Oficial de la Federación el 10 de junio del 2011, presenta una serie de novedades que, sin 

duda, permitirán concebir, interpretar y aplicar los derechos humanos en nuestro país 

(Carbonell 2012). Se trata de la más importante reforma del último siglo, del México 

contemporáneo, pues ñrepresenta un nuevo paradigma para el respeto, protección, garantía 

y satisfacci·n de los derechos humanosò (Carmona 2011, 39).  

Esta reforma fortalece el concepto de derechos humanos en nuestra Carta Magna y 

denota la ñapertura al derecho internacional de los derechos humanos, no s·lo por el 

primero y segundo párrafo, que admiten expresamente los tratados como fuente de 

derechos constitucionalizados, sino también por las obligaciones puntuales del Estado 

frente a ellos, así como los principios de derecho internacional que acompañan su 

reconocimiento y protecci·nò (Caballero 2011, 104-105). La Constitución al reconocer los 

tratados internacionales como fuente de derechos humanos extiende el significado de 

derechos humanos más allá de las fronteras constitucionales y somete al Estado mexicano a 

un compromiso más riguroso con la tutela de los mismos.  

Las partes de la Constitución que fueron modificadas (11 artículos en total) son la 

denominación del capítulo I del Título primero, los artículos 1, 3, 11, 15, 18, 29, 30,  33, 

89, 97, Apartado B del 102, Fracción II del artículo 105 (Carmona 2011). Los principales 

cambios que trajo consigo la reforma se detallan a continuación de manera sumaria 

siguiendo, principalmente, lo expuesto por Carbonell (2012), Correa, Rodríguez y Vergara 

(2011) y la SCJN (2012).  
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a) Cambio a la denominación del título I del Título primero que previo a la reforma 

llevaba por nombre ñLas garant²as individualesò, despu®s de ®sta cambi· a ñDe los 

Derechos Humanos y sus garant²asò. La expresi·n Derechos Humanos es la que se 

emplea en los documentos de Derechos Internacional, es un término más actual que 

el de garantías, aunque para Carbonell hubiera sido más adecuado y preciso utilizar 

el t®rmino ñDerechos fundamentalesò. 

b) En el art²culo 1 el verbo ñotorgarò es reemplazado por el verbo ñreconocerò, en el 

sentido de que la Constitución ya no ñotorgaò derechos sino que los ñreconoceò. A 

partir de esta modificación, la Constitución reconoce, ya no otorga, los derechos 

contenidos tanto en ella como en los tratados internacionales. Este hecho muestra la 

apertura de la Constitución al derecho internacional de los derechos humanos. 

Además, con la sustitución del verbo otorgar se reabre nuevamente la polémica 

entre el derecho natural y el derecho positivo. El cambio del verbo representa el 

aparente triunfo del derecho natural sobre el derecho positivo, después de casi un 

centenar de años de predominio de éste último.  

c) La figura de la ñinterpretaci·n conformeò se recoge en el artículo 1 para señalar que 

toda norma relativa a los derechos humanos será interpretada de acuerdo a la 

Constitución y a los tratados internacionales de los que México forme parte. El 

ordenamiento jurídico mexicano en materia de derechos humanos deberá ser 

interpretado según los tratados internacionales firmados por México. 

d) Además, en el párrafo 2 del artículo 1 se introduce el ñprincipio pro personaò que 

consiste en lo siguiente: cuando existan varias interpretaciones sobre una norma 

jurídica, se elegirá aquella interpretación que más proteja al titular de un derecho 

humano. Este principio es utilizado por los tribunales internacionales de Derechos 

Humanos y por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos. 

e) En el párrafo 3 del artículo 1 señala la responsabilidad que tienen las autoridades 

públicas de todos los niveles de gobierno, en el marco de sus competencias 

jurídicas, de promover, respetar y garantizar los derechos humanos de acuerdo a los 

principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad, así 

como de prevenir, investigar y reparar las violaciones a los mismos. Lo anterior 

según lo establecido por la Constitución y los tratados internacionales.  
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f) El artículo 3 que anteriormente sólo subrayaba que la educación que imparta el 

Estado tenderá a fomentar el desarrollo armónico de las facultades de los seres 

humanos y el amor a la patria, la conciencia de la solidaridad internacional, ahora 

incluye también la obligación del Estado a fomentar el respeto a los derechos 

humanos a través de la educación. 

g) El artículo 5 deja asentado claramente la prohibición a ser discriminado por las 

ñpreferencias sexualesò. Previo a esta modificaci·n constitucional, s·lo se prohibía 

la discriminaci·n por ñpreferenciasò, lo cual generaba ambig¿edad sobre el alcance 

de esta prohibición. Las preferencias sexuales de las personas no pueden ser nunca 

un criterio para que se les prive o niegue sus derechos humanos o se les dé un trato 

diferenciado.  

h) Se cambia en el artículo 11 el término ñtodo hombreò por el de ñtoda personaò en el 

contexto del derecho que tiene (ya no todo hombre) toda persona para entrar, 

mudarse dentro del territorio nacional, permanecer en él y salir de la República 

Mexicana sin pasaporte o documento semejante, salvo las excepciones que 

especifica la ley por delitos de carácter civil o administrativo, las limitaciones en 

materia de emigración e inmigración y salubridad y sobre extranjeros perniciosos 

que residan en México. 

i) Se adiciona un segundo párrafo al artículo 11 que eleva el asilo político a rango 

constitucional cuando reconoce al asilo político y al refugio por razones 

humanitarias como un derecho humano. El territorio nacional siempre estará abierto 

para aquellas personas que soliciten asilo político o refugio por motivos de 

persecución política en sus propios países o refugio por causas de carácter 

humanitario. Con esta reforma se extiende aún más la solidaridad internacional que 

históricamente México ha mostrado con las personas extranjeras que sufren 

violación a sus derechos. 

j) El artículo 15 no autoriza la celebración de tratados para la extradición de presos 

políticos, ni para delincuentes que hayan cometidos delitos del orden común en los 

países donde éstos tengan la condición de esclavos; tampoco se autoriza convenios 

o tratados en los que se alteren los derechos humanos reconocidos por la 

Constitución y por los tratados internacionales de los cuales México forma parte. 
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k) Se adiciona un segundo párrafo al artículo 18 en el que se explicita que todo el 

sistema penitenciario deberá estar organizado teniendo como base el respeto a los 

derechos humanos, la capacitación para el trabajo, el trabajo mismo, el deporte, la 

salud, la educación para que el sentenciado al salir de la cárcel se reintegre 

exitosamente a la sociedad. Por el hecho de estar privados de su libertad, los presos 

en las cárceles o centros penitenciarios nacionales no podrán ser objeto, ni por 

acción ni omisión de las autoridades, de transgresiones a sus derechos humanos por 

los regímenes penitenciarios de los estados y de la federación.   

l) El primer p§rrafo del art²culo 29 prev® no s·lo la ñsuspensi·nò de las garant²as sino 

el de ñrestricci·nò del ejercicio de los derechos humanos y de las garantías en todo 

el país o en lugar específico cuando por invasión o por cualquier acto que altere la 

paz pública se ponga en riesgo a la sociedad. La facultad de llevar a cabo esta 

acción es exclusiva del Presidente de la República con la aprobación del Congreso o 

de la Comisión Permanente. Estas restricciones serán por un tiempo determinado sin 

que se contraigan a una sola persona. Al artículo 29 se le agregan cuatro párrafos 

más en los que se hacen algunas aclaraciones sobre la suspensión de garantías y 

derechos. El segundo párrafo afirma que en los decretos que sean expedidos no se 

podrán suspender ni restringir los derechos a la personalidad jurídica, a la vida, a la 

integridad personal, a la no discriminación, a tener un nombre propio, a la 

nacionalidad, a la protección de la familia; los derechos de la niñez, los derechos 

políticos, la libertad de conciencia, de pensamiento, de profesar cualquier credo 

religioso; la prohibición de la esclavitud y servidumbre, la pena de muerte, la tortura 

y la desaparición forzada; ni las garantías judiciales que protejan estos derechos. El 

párrafo tercero habla sobre la proporcionalidad que debe haber entre las garantías y 

los derechos suspendidos o restringidos con el peligro al que se hace frente 

siguiendo los principios de legalidad, racionalidad, proclamación y no publicidad.  

m) El artículo 33 que previo a la reforma lamentablemente otorgaba la facultad al 

Ejecutivo de la Unión para expulsar (arbitrariamente) de manera inmediata del país 

a todo extranjero sin previa audiencia fue modificado (añadiendo un segundo 

párrafo) siguiendo como base lo que indica la Convención Americana de Derechos 

Humanos estableciendo ahora que todo extranjero tendrá derecho a audiencia cuyo 
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dictamen será determinante para su expulsión o permanencia en el país. También 

esta ley establece el tiempo y el lugar que durará la detención del extranjero con 

miras a su posible expulsión del territorio nacional. Además, el primer párrafo de 

este artículo agrega el término persona al hablarse de los extranjeros (se habla 

ahora de personas extranjeras y ya no de extranjeros a secas) que residen en el país, 

para definir a todo extranjero como aquellas personas que no posean las calidades 

descritas en el artículo 30 constitucional.  

n) Se reforma la Fracción X del artículo 89, en la que se consignan los principios 

normativos que el titular del Poder Ejecutivo deberá observar en la conducción de la 

política exterior del país entre los que se destaca como reciente añadido de la 

reforma el respeto, la promoción y protección de los derechos humanos, la lucha por 

la paz y la seguridad internacionales. Este principio se convierte así en eje rector de 

la diplomacia mexicana, porque quiere decir que el Estado mexicano no puede 

continuar siendo neutral ante las violaciones a los derechos humanos por él 

cometidas. Las violaciones que se acrediten tendrán que ser condenadas por México 

y aplicar las sanciones diplomáticas de acuerdo al marco jurídico vigente.  

o) La facultad que tenía la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) de 

investigar por violaciones graves a los derechos humanos, como lo estipulaba el 

párrafo 2 del artículo 97, pasa a la Comisión Nacional de los Derechos Humanos 

(CNDH), facultad consignada ahora en el Apartado B del artículo 102 

Constitucional. La misma SCJN había solicitado, en varias ocasiones, que se le 

retirara dicha facultad, porque consideraba que se salía del ámbito jurisdiccional, 

situación que provocaba muchas dificultades al interior y al exterior de la Corte. 

p) El segundo párrafo del artículo 102, Apartado B, que indica la facultad que tienen 

los Organismos Públicos de Derechos Humanos (OPDH) de emitir 

recomendaciones públicas, no vinculatorias, ante las autoridades públicas que 

violen derechos humanos, recibe una adición importante para el trabajo que realizan 

estos organismos, la cual establece la obligación que tiene toda autoridad pública de 

responder las recomendaciones que les envían estos organismos, tanto si son 

aceptadas o si son rechazadas. La Cámara de Senadores o las Legislaturas de las 

entidades federativas, según se trate de recomendaciones que envíe la Comisión 
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Nacional o las Comisiones Estatales, podrán llamar, a petición de las Comisiones de 

Derechos Humanos, a aquellos funcionarios o autoridades públicas que no hayan 

aceptado o que hayan incumplido aquellas recomendaciones que les fueron 

enviadas, a fin de que expliquen la razón de su rechazo. 

q) El párrafo tercero, artículo 102, Apartado B, añadido por la reforma, faculta a los 

OPDH para conocer de quejas en materia laborar, lo que antes no sucedía, aunque 

las comisiones, a pesar de la reforma, siguen sin poder conocer de quejas relativas a 

asuntos electorales y jurisdiccionales.  

r)  La adición del párrafo quinto de artículo 102, Apartado B, subraya que las 

constituciones locales y el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal deben 

establecer normas que garanticen la autonomía de las Comisiones Estatales de 

Derechos Humanos. 

s) El octavo párrafo del artículo 102, Apartado B, señala que el proceso de elección de 

los titulares (los ombudsman) de las Comisiones de Derechos Humanos nacional y 

estatales, así como de los integrantes del Consejo Consultivo de la CNDH deberá 

incluir la consulta pública y transparente siguiendo los requerimientos que para ello 

fija la ley.48  

t) La adición del párrafo once, artículo 102, Apartado B, que indica que la facultad de 

la Comisión Nacional de Derechos Humanos para investigar violaciones graves a 

los derechos humanos podrá ser ejercida cuando así lo considere la propia 

Comisión, a solicitud del Presidente de la República, los Gobernadores de los 

Estados, cualquiera de las Cámaras del Congreso de la Unión, los Congresos de los 

Estados o por el Jefe del Gobierno del Distrito Federal.  

u) El artículo 105, Fracción II, inciso g, que faculta a la Comisión Nacional de 

Derechos Humanos para presentar acción de inconstitucionalidad por leyes estatales 

y federales y del Distrito Federal, o tratados internacionales firmados por el 

Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República que transgredan los 

derechos humanos reconocidos por nuestra Constitución y por los tratados 

                                                           
48 En el comentario número 17 a la reforma del 10 de junio del 2011, Carbonell (2012) omite erróneamente 

que el párrafo del artículo 102, Apartado B, también contempla la consulta pública para la elección de los 

ombudsman de los estados, como bien lo advierte Sánchez (2012), y no sólo para el presidente de la Comisión 

Nacional de los Derechos Humanos y de los integrantes del Consejo de ésta, como equívocamente lo da a 

entender. Este mismo error lo cometen Correa, Rodríguez y Vergara (2011, 439). 
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internacionales de los que México forme parte. Esta última parte del subrayado fue 

la que se añadió en la reforma. La misma facultad se le concede a las Comisiones 

Estatales de Derechos Humanos en contra de leyes aprobadas en las legislaturas 

locales y a la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal contra leyes 

emitidas por la Asamblea Legislativa del Distrito Federal. Las acciones de 

anticonstitucionalidad podrán ser presentadas dentro de los treinta días naturales 

posteriores a la fecha de publicación de la norma.  

v) En el segundo artículo transitorio (la reforma presenta 9 artículos transitorios) se 

establece que la reparación de los derechos humanos violados por parte del Estado 

(autoridades de todos los niveles de gobierno) a la que hace referencia el artículo 1, 

tercer párrafo, tendrá lugar en un plazo no mayor a un año a partir de que entre en 

vigor el Decreto de la reforma. Los siguientes artículos transitorios hablan de la 

expedición de una serie de leyes que deberán ir complementando la reforma. La 

expedición de estas leyes tendrá como plazo máximo un año a partir de la 

publicación de reforma. Entre estas leyes que deberán expedirse se encuentran la 

Ley de Asilo (artículo 3 transitorio), una Ley Reglamentaria del artículo 29 

constitucional en materia de suspensión de Derechos (artículo 4 transitorio), la Ley 

Reglamentaria del artículo 33 constitucional (artículo 5 transitorio), decretos para 

adecuar los ordenamiento de los Organismos Públicos de Derechos Humanos a 

nivel local y nacional a la disposiciones que marca la reciente reforma federal 

(artículos 7 y 8 transitorios). 

 

Carbonell (2012) observa que la reforma en materia de Derechos Humanos llega en 

un momento delicado para el país, particularmente porque México ha sufrido una 

degradación en materia de derechos humanos por la excesiva violencia ilegal que ejerce un 

sector de las fuerzas armadas. Por otro lado, continúa nuestro autor, la reforma aparece 

cuando México suma cuatro sentencias condenatorias de la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos que han confirmado lo que era conocido: las profundas deficiencias que 

muestra el Estado Mexicano en la  protección de los Derechos Humanos. No es casual que 

el Anuario Estadístico 2010 del INEGI informe que durante el sexenio de Felipe Calderón 

Hinojosa el número de expedientes abiertos en la CNDH por violaciones a los derechos 

humanos se haya incrementado dramáticamente (INEGI 2010). 
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Silva (2012) comenta que esta reforma significa ahora lo que en su momento 

representó la Constitución de 1917 al introducir los derechos sociales. Sin embargo, aún no 

son estos derechos exigibles en la praxis diaria ni se pone en práctica su justiciabilidad de 

manera permanente en los tribunales del país. Para nuestro autor, la esencia de toda la 

reforma se encuentra en los tres primeros párrafos del artículo 1 constitucional que se 

caracteriza por la apertura de la Constitución al derecho internacional de los derechos 

humanos, la interpretación conforme y la obligación de las autoridades para reparar los 

derechos humanos violados. 

Por su parte, Sánchez (2012) refiere que un factor determinante en el cambio de 

paradigma constitucional īque rigi· durante m§s de 150 a¶os en M®xico respecto al 

concepto y tutela de los derechos humanosī fueron los pronunciamientos del Alto Tribunal 

de Justicia de la Nación sobre la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos en relación al Caso Rosendo Radilla Pacheco. Los momentos más complicados 

por los que pasa México en su historia se caracterizan por altos niveles de delincuencia, la 

lucha contra el crimen organizado, los cuales explican la crisis de seguridad nacional. Esto 

demanda que el Estado tome las debidas acciones para recuperar la paz social tomando 

como eje la protección de los Derechos Humanos.  

El cambio de paradigma que representa la Reforma del 10 junio del 2011 pone a la 

vanguardia la normatividad interna con la establecida en tratados internacionales. Con estas 

adecuaciones, los OPDH de nuestro país alcanzarán plena autonomía en la medida en que 

se vayan desvinculando de los intereses del gobierno. No obstante, objeta Sánchez, algunas 

facultades concedidas a las Comisiones siguen siendo cuestionables como la de conocer de 

asuntos laborales, porque éstos siguen pertenecientes al ámbito jurisdiccional o el de 

investigar hechos que constituyan violaciones graves a los derechos humanos, ya que 

excluye a los ciudadanos de la posibilidad de instar a estos organismos a interponer 

denuncias para iniciar el proceso de investigación. 

Algunas otras críticas a la reforma, sin que dejen de señalar lo positivo de la misma, 

van en la línea de dotar a las Comisiones de autonomía plena, lo que implicaría un cambio 

en las reglas de juego que rigen actualmente a los organismos estatales de defensa de los 

derechos humanos. Esta es la posición seguida por los líderes de varias organizaciones 

civiles que pugnan en México por el predominio del respecto de los derechos humanos de 



114 
 

las personas, entre los que cabría mencionar a Monserrat Díaz del Colectivo Feminista de 

Xalapa, Patricia Benítez y Francisco Canseco del CESEM y Guillermo Noriega de Sonora 

Ciudadana.  

Es de advertir que a pesar de que la reforma cumplió dos años de su publicación el 

pasado 10 de junio, a la fecha no se han adecuado la mayoría de leyes fundacionales de los 

Organismos Públicos de los Derechos Humanos con la presente reforma, pese a que ésta 

establece que dichas adecuaciones deberán hacerse dentro de un plazo no mayor a un año 

contando a partir de su entrada en vigor.49 La única Legislatura estatal, que adecuó el 

ordenamiento fundacional de su Comisión dentro del plazo previsto por la reforma fue la de 

Oaxaca50. Las Legislaturas de Campeche51, Guanajuato52, Chihuahua53, Hidalgo54 lo 

hicieron meses después de vencer el plazo de vigencia para expedir el decreto de reforma, 

aunque dentro del mismo año. Las Legislaturas de Coahuila55 y Chiapas56 emprendieron las 

adaptaciones tardíamente, la primera a casi dos años de haber entrado en vigor la reforma 

federal y la segunda a dos años dos meses de la fecha de vencimiento para adaptarla.57  

                                                           
49 La reforma del 10 de junio del 2011, entró en vigor un día después de su publicación en el Diario Oficial de 

la Federación, el 11 de junio del 2011. Los datos que se presentan son el resultado de revisar las leyes 

fundacionales de los Organismos Públicos de Derechos Humanos de las 31 entidades federativas más la del 

Distrito Federal, así como la ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Al mes de diciembre del 

2013 sólo 8 Legislaturas Locales habían reformado las leyes fundaciones de sus Comisiones Estatales de 

Derechos Humanos.  
50 Decreto S/N publicado en el Boletín Oficial (BO) el 14 de febrero del 2012. La Legislatura del Oaxaca fue 

la primera que adecúo el ordenamiento de la Comisión con la reforma. 
51 Decreto No. 248 publicado en el BO el 30 de agosto del 2012. 
52 Decreto No. 369 publicado en el BO el 14 de septiembre del 2012. 
53 Decreto No. 807/2012 II publicado en el BO el 22 de septiembre del 2012. 
54 Decreto No. 34 publicado en el BO el 22 de octubre del 2012. 
55 Decreto No. 288 publicado en el BO el 12 de abril del 2013. 
56 Decreto No. 233 publicado en el BO el 19 de agosto del 2013. 
57 La vigencia para hacer las reformas en las legislaturas locales y en la federal venció e1 11 de junio del 

2012. Los diputados y senadores del Congreso de la Unión y los diputados de los Congresos Locales 

incumplieron esta disposición constitucional, porque no hay sanciones para ellos por incumplimiento de lo 

establecido en los artículos transitorios 2-8 de la Constitución Federal. De nada sirve poner un plazo para 

expedir leyes complementarias para adecuar el marco normativo local de las comisiones con la reforma en 

materia de derechos humanos, si no existen mecanismos de sanción que permitan asegurar su cumplimiento 

dentro del plazo señalado. Al 8 de noviembre de 2014, doce comisiones estatales de derechos humanos siguen 

sin armonizar su ley fundacional con la citada reforma federal: Guerrero (22-12-1992), Jalisco (24-06-1999), 

Sinaloa (04-07-2001), Baja California Sur (20-03-2005), Baja California (25-08-2005), Tlaxcala (25-09-

2006), Durango (11-09-2008), Morelos (20-05-2009), Veracruz (01-04-2010), Querétaro (03-09-2010), 

Distrito Federal (14-05-2014), Nuevo León (11-06-2014). Las comisiones estatales de derechos humanos 

(veinte en total) que cuentan con leyes homologadas con la última reforma federal son las del Estado de 

México (30-03-2011), Michoacán (20-12-2011), Oaxaca (14-02-2012), Campeche (30-08-2012), Chihuahua 

(22-09-2012), Hidalgo (22-10-2012), Zacatecas (17-02-2013), Coahuila (12-04-2013), Tamaulipas (15-05-

2013), Aguascalientes (10-06-2013), Chiapas (27-12-2013), Sonora (09-01-2014), Colima (01-02-2014), 

Yucatán (25-02-2014), Quintana Roo (27-02-2014), Nayarit (08-03-2014), Puebla (19-03-2014), Tabasco 
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Al mes de diciembre del 2013, 22 legislaturas locales se encontraban sin poner al 

corriente el marco normativo de sus respectivas Comisiones. La Cámara de Senadores 

armonizó la ley de la CNDH con la reforma 4 días después de vencerse el plazo.58 El 

Congreso del Estado de Jalisco está en vías de aprobar su decreto de reforma a la ley 

fundacional de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Jalisco. Por su parte, la LX 

Legislatura del Estado de Sonora, aprobó el 14 de diciembre del 2013 la reforma a la Ley 

123 que crea la Comisión Estatal de Derechos Humanos Sonora, la cual fue publicada en el 

Boletín Oficial del Estado el 9 de enero del 2014. La iniciativa de reforma a la ley 

fundacional del organismo fue presentada el 11 de diciembre del 2013 por el diputado José 

Abraham Mendívil López, del grupo parlamentario del Partido Revolucionario Institucional 

de la LX Legislatura, a la Comisión de Justicia y Derechos Humanos del Congreso para su 

discusión y aprobación.59 

En relación con las leyes complementarias que la reforma ordena expedirse están el 

Proyecto de Decreto para reformar diversos artículos, así como la denominación de la Ley 

sobre Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político que fue presentado en la 

Cámara de Senadores por el vicepresidente de la Cámara, el Senador José Rosas Aispuro, el 

martes 3 de septiembre del 2013.60 El Proyecto de la Ley Reglamentaria del Artículo 29 

constitucional, en Materia de Suspensión del Ejercicio de los Derechos y Garantías fue 

presentado en la Cámara de Diputados por la Diputada Loretta Ortiza Ahlf del Grupo 

Parlamentario del Partido del Trabajo (PT) el 23 de abril del 2013.61 El Proyecto de la Ley 

Reglamentaria del artículo 33 constitucional en materia de expulsión de extranjeros fue 

presentado por el Presidente de la República, Enrique Peña Nieto, ante la Cámara de 

Senadores del Congreso de la Unión el 21 de octubre del 2013. Todos estos proyectos de 

decretos fueron presentados extemporáneamente, un año después de vencer el plazo 

                                                                                                                                                                                 
(14-05-2014), San Luis Potosí (28-06-2914) y Guanajuato (14-09-2014). Nota: las fechas entre paréntesis 

indican la última vez que fue reformada la ley fundacional de las comisiones de cada entidad federativa. Se 

observa que después de dos años cinco meses de vencerse el plazo para hacer las reformas de las leyes de las 

comisiones locales, más de la mitad de las legislaturas locales (el 62.5 por ciento) cumplió con esta exigencia, 

aunque lo hicieron de manera extemporánea. Sin embargo, el 37.5 por ciento de las legislaturas locales sigue 

sin aplicar el mandato constitucional. 
58 15 de junio del 2012. Otras reformas se han efectuado a la ley a partir de esa fecha. 
59 Gaceta-A7-N637. Véase el punto 15 de la lista del orden del día. El punto de acuerdo 15 íntegro se 

encuentra en http://www.congresoson.gob.mx/gaceta/Gaceta-A7-N637/15.pdf (obtenido el 22 de mayo de 

2014). 
60 Véase Gaceta Parlamentaria, Núm. 3853-I. 
61 Véase Gaceta Parlamentaria, Núm. 3755-X. 
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indicado por la reforma; además, todos estos proyectos de decretos siguen sin ser aprobados 

por el Congreso de la Unión. 

En una entrevista mantenida con el Maestro Jorge Sáenz Félix, otrora presidente de la 

Comisión Estatal de Derechos Humanos de Sonora (2004-2009), reveló que el proyecto de 

reforma que se concretizó a nivel federal el 10 de junio del 2011 había sido originalmente 

una iniciativa de ley que la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Sonora envío al 

Congreso de Sonora durante su último año de gestión, para reformar la ley fundacional de 

este organismo. La reforma que propuso al Congreso fue ñque fueran sancionadas las 

autoridades que incumplían las recomendaciones por el Congreso del Estado, que las 

llamaran a cuentas. [Pero] aquí de donde nació resulta que no se ha hecho nada todavía, no 

se ha reformado la ley.ò62    

 

2.3. Marco normativo local 

 

La normatividad local se integra por la Constitución Política del Estado de Sonora 

(1917), la Ley 123 que funda la Comisión Estatal de Derechos Humanos (1992) y por el 

Reglamento Interior de la Comisión (1992). La Constitución Local fue publicada el 22 de 

marzo de 1917 y ha sido reformada 96 veces. Entre las últimas modificaciones que ha 

recibido se encuentran la adición de un nuevo requisito para ser Diputado Propietario o 

Suplente del 30 de junio del 2001, el aditamento de una nueva facultad al Instituto Superior 

de Auditoría y Fiscalización (ISAF) del 26 de diciembre del 2011, la reforma electoral del 

27 de septiembre del 2012 y la reforma en materia de Derechos Humanos del 19 junio del 

2014. La Ley 123, publicada el 8 de octubre de 1992, ha sido reformada seis veces. Tanto 

las reformas a esta Ley como al Reglamento Interior serán expuestos en el apartado 

correspondiente.  

 

2.3.1. La Constitución Política del Estado de Sonora 

 

La Constitución Política del Estado de Sonora y la Ley 123, que crea la Comisión 

Estatal de Derechos Humanos, fueron recientemente reformadas para armonizarlas con la 

reforma de la Constitución federal del 10 de junio del 2011 en materia de Derechos 

                                                           
62 Entrevista a Jorge Sáenz Félix, ex Presidente de la CEDHSON, Oscar N. Lagunes López, 17 de octubre de 

2013. 
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Humanos. La iniciativa de reforma, para ambos documentos normativos, fue presentada el 

día 19 de septiembre ante las Comisiones de Gobernación y Puntos Constitucionales y de 

Justicia y Derechos Humanos por el Diputado José Abraham Mendívil López, integrante 

del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional (PRI) de la LX 

Legislatura. La reforma del artículo 1, primer párrafo, de la Constitución local fue aprobada 

por el Congreso del Estado en la sesión del 13 de diciembre del 2013 y publicada en el 

Boletín Oficial del Estado el 9 de enero de 2014.63  

Para adecuar la Constitución Local con la Constitución Federal, la reforma amplió su 

concepto de derechos humanos, pasando de una concepción restringida o garantista, a una 

más extensa reconocida en el derecho internacional. A partir de los cambios que ésta 

introdujo, cualquier persona podrá gozar, no sólo de los derechos humanos reconocidos por 

la Constitución Local, como de hecho sucedía anteriormente, sino también los 

contemplados en los tratados internacionales. Con esta modificación, la CEDH no sólo 

debe promover y garantizar los derechos humanos de primera y segunda generación, sino 

que ahora su trabajo debe extenderse a los derechos de tercera generación.  

 

Los derechos del Hombre son la base y el objeto de las instituciones sociales. En el 

Estado de Sonora toda persona gozará de los derechos humanos reconocidos en la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los tratados 

internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías 

para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los 

casos y bajo las condiciones que la propia Constitución Federal establezca (Artículo 

1, primer párrafo).64 

 

Por otro lado, también puede notarse que la Constitución Local difiere notablemente 

con la Federal en relación al derecho a la vida, derecho que debe defender toda institución 

política del Estado y cuyo respeto es la base del respeto a todos los demás derechos 

humanos. La diferencia entorno al derecho a la vida entre ambas constituciones radica en 

que la Constitución Política del Estado de Sonora defiende la vida humana a partir del 

                                                           
63 Véase Decreto No. 81, B. O. No. 3, sección IX, 9 de enero de 2014; Gaceta Parlamentaria, A7-N637, 13 de 

diciembre del 2013. 
64 Se resalta en letra cursiva la adición que se hizo a la Constitución Política del Estado de Sonora mediante la 

reforma en materia de derechos humanos aprobada el 13 de diciembre del 2013.  
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momento de la concepción, mientras que la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicano no especifica a partir de cuándo el Estado Mexicano defenderá ese derecho. La 

Constitución Local dice que: 

 

En el Estado de Sonora todo individuo gozará de las garantías que otorga la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. El Estado de Sonora tutela el 

derecho a la vida, al sustentar que desde el momento de la fecundación de un 

individuo, entra bajo la protección de la ley y se le reputa como nacido para todos los 

efectos legales correspondientes, hasta su muerte natural. Se exceptúa de este 

reconocimiento, el aborto causado por culpa de la mujer embarazada o cuando el 

embarazo sea resultado de una violación o cuando, de no provocarse el aborto, la 

mujer embarazada corra peligro de muerte a juicio del médico que la asista, oyendo 

éste el dictamen de otro médico, siempre que esto fuere posible y no sea peligrosa la 

demora, así como los casos de donación de órganos humanos en los términos de las 

disposiciones legales aplicables (Artículo 1).65 

 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a propósito del derecho a 

la vida, sostiene que ñtoda persona tiene derecho a decidir de manera libre, responsable e 

informada sobre el n¼mero y el espaciamiento de sus hijosò (Art²culo 4). La aprobación y 

publicación de una ley de reforma al artículo 1 de la Constitución Política del Estado de 

Sonora generó una serie de controversias entre grupos de la sociedad civil y el Presidente 

de la Comisión Estatal de Derechos Humanos del Estado de Sonora, Jorge Sáenz Félix.  

Algunas agrupaciones de la Sociedad Civil encabezadas por la Red Feminista de 

Sonora solicitaron por escrito al ombudsman que ejerciera una acción de 

anticonstitucionalidad ante el Congreso del Estado por la Criminalización del Aborto en la 

entidad, a raíz de la aprobación de la ley de reforma del artículo 1 de la Constitución Local 

que defiende la vida humana desde el momento de la concepción. De acuerdo a estos 

grupos inconformes, la reforma a la Constitución Local contraviene lo dispuesto en los 

artículos 1, párrafo 2 y el artículo 4 constitucionales que establecen el derecho a decidir y el 

derecho a no ser discriminadas, así como aquellas disposiciones previstas por los tratados 

internacionales, como la ñConvención para la Eliminación de todas las Formas de 

                                                           
65 Las cursivas son nuestras. 
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Discriminación hacia las Mujeresò y la ñConvención Interamericana contra la Violencia 

hacia las Mujeres Belén Do Paráò y demás tratados internacionales sobre la no 

discriminación (Red Feminista 2009). 

La respuesta del ombudsman, según refiere en una entrevista que se le realizó, fue 

que actuó conforme a derecho, que inclusive ese grupo inició un juicio político en su 

contra, a causa de que no contestó la carta escrita por las inconformes ni tampoco respondió 

favorablemente lo que le solicitaron en una audiencia privada. En esa audiencia, Sáenz 

Félix dijo que su respuesta no era una negativa a la solicitud que ellas planteaban, sino que 

ésta tenía que ser estudiada desde el punto de vista jurídico, porque no se trataba de 

caprichos, preferencias religiosas e ideológicas, sino estrictamente de un asunto jurídico. 

Después de haber hecho una encuesta donde el 99% de los encuestados dijeron no a la 

legalización del aborto en Sonora, la posición que debía mantenerse era la de las mayorías 

que son las que mandan en una democracia, porque una minoría tiene derecho a ser 

escuchada pero jamás  imponerse sobre las mayorías.66  

Además, en la entrevista, Sáenz Félix dio su particular punto de vista sobre el tema de 

la reforma en defensa de la vida a partir del momento de la fecundación. La vida humana 

aparece desde el momento de la fecundación, porque si la persona aborta no hay nada 

después, pero si se deja que el embri·n siga creciendo se convierte en una persona, ñlo que 

pone de manifiesto que la vida naci· all²ò. En la audiencia, ellas argumentaban que la 

reforma era anticonstitucional, porque atentaba contra sus libertades, particularmente contra 

el derecho a decidir sobre sus cuerpos.  

Contra esta tesis, prosigue el ex ombudsman, habría que añadir que el feto que crece 

en sus vientres es un cuerpo distinto al de la madre. Es verdad que crece en sus vientres, 

pero esto no quiere decir que sean dueñas del embrión. Se trata de un ser humano que tiene 

derechos en la Constitución, el derecho a la vida. Si las hubieran abortado no habría 

necesidad de pelearse con ellas. Ese mismo derecho que querían revocar permitió que 

mantuviéramos una conversación y discutiéramos sobre el tema. El misterio de la vida 

aparece en el mismo instante de la concepción. Toda ley que niega el derecho a la vida 

desde que ésta aparece es injusta. Podrían preguntarse qué van a hacer con los hijos que 

                                                           
66 Véase Entrevista a Jorge Sáenz Félix, ex Presidente de la CEDHSON, Oscar N. Lagunes López, 17 de 

octubre de 2013. 
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llevan en su vientre, porque cometieron la tontería de hacerlos, pero el gozo de haber 

mantenido relaciones sexuales nadie se los quitará, ni reclamarán por haberlo tenido. 

No se interpuso acción de anticonstitucionalidad porque jurídicamente no había 

elementos para hacerlo. Las declaraciones de prensa que se hicieron sobre el tema fueron 

públicas. La mayoría de organizaciones de la sociedad civil de Sonora apoyaron la postura 

de la Comisión. Hasta una página sacaron en El Imparcial para apoyarla. Pero el Obispo no 

tuvo nada que ver en relación a la postura mantenida por la Comisión Estatal de Derechos 

Humanos de Sonora en contra de la despenalización del aborto. 

 

El Obispo no hizo nada, no me llamó ni nada. Me lo encontré después. No me echó 

una llamada ni para sí ni para no. Los que firmaron ese documento no dudo que 

hayan ido con el Señor Arzobispo y sí es cierto que yo fui de sus primeros amigos. 

Entonces salió el gobernador a decir, el Congreso votó por el Maestro Jorge Sáenz. 

¡Déjenlo trabajar!67 

Por otro lado, cabe decir que la posición del ombudsman estuvo sujeta a lo prescrito 

por los tratados internacionales en relación al momento a partir del cual el Estado debe 

defender la vida humana, de manera particular por la Convención Americana de Derechos 

Humanos que a la letra dice ñtoda persona tiene derecho a que se respete su vida. Este 

derecho estará protegido por la ley y, en general, a partir del momento de la concepci·nò 

(artículo 4, párrafo 1).  

Sin embargo, la Constitución local aún no establece expresamente la igualdad entre el 

hombre y la mujer, ni hace alusión a la interpretación conforme con la cual deberá ser 

interpretada toda norma jurídica. Estas deficiencias hacen necesarias más reformas a la 

normatividad local en materia de derechos humanos. Por otro lado, el problema del aborto 

en México no es un tema que deba ser desechado como un tema sin importancia. El aborto 

es un problema público que deberá ser estudiado a fondo, de manera que las reformas 

futuras a la legislación deberán tomar en cuenta los estudios que se han hecho sobre el tema 

y las experiencias obtenidas por otros países que han despenalizado el aborto.   

 

                                                           
67 Entrevista a Jorge Sáenz Félix, ex Presidente de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Sonora, 17 

de octubre de 2013. 
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2.3.2. La Ley 123 que funda la Comisión y el Reglamento Interno68 

 

En octubre de 1992 se publicó en el Boletín Oficial del Estado de Sonora la Ley 12369 

que crea a la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Sonora, misma que la define, 

regula y otorga facultades necesarias para cumplir con su mandato (CESON 1992). Las seis 

reformas que ha recibido la Ley 123 son: a) la publicada el 28 de diciembre de 1998, que 

reforma y adiciona los artículos 11, 16, fracción V y 53;70 b) la que está fechada el 15 de 

diciembre del 2003, que reforma la fracción II del artículo 10; 71 c) la del 31 de marzo del 

2005, que reforma los artículos 16, fracción V, 18, 19, 20 y 53, párrafo primero;72 d) la que 

data del 15 de mayo del 2006, que modificó el primer párrafo del artículo 6º;73 e) la del 16 

de diciembre del 2006, que añadió un segundo párrafo al artículo 19, recorriéndose los 

siguientes párrafos del mismo para quedar como párrafos tercero y cuarto;74 f) la del 16 de 

diciembre del 2010;75 g) y la del 9 de enero del 2014.76 Esta última reforma fue aprobada 

por la LX Legislatura del Estado, el 13 de diciembre del 201377. 

La Ley 123 crea la Comisi·n Estatal de Derechos Humanos ñcomo un organismo 

público, de carácter autónomo, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propios, que 

tiene por objeto la protección, observancia, promoción, estudio y divulgación de los 

derechos humanos establecidos por el orden jurídico mexicano, así como combatir toda 

forma de discriminación y exclusión, consecuencia de un acto de autoridad a cualquier 

persona o grupo socialò (Artículo 2).78 Este objetivo fue ampliado mediante la reforma del 

9 de enero del 2014, en el que además de añadirse al objetivo original la nueva tarea de 

combatir todo forma de discriminación y exclusión, se establecieron tres objetivos más: 

 

                                                           
68 Esta sección es una actualización y modificación del documento ñLa Comisi·n Estatal de Derechos 

Humanosò de Guillermo Noriega Esparza, que nos fue proporcionado por el autor como coautor del art²culo 

ñDiagn·stico al Desempe¶o de la Comisi·n Estatal de Derechos Humanos de Sonoraò. El art²culo est§ en 

borrador. 
69 Véase BO, No. 29, Sección I, 8 de octubre de 1992. 
70 Ley No. 101, BO, No. 52, Sección I, 28 de diciembre de 1998. 
71 Decreto No. 48, BO. No. 48, Sección I, 15 de diciembre 2003. 
72 Decreto No. 202, BO. No. 26, Sección II, 31 de marzo de 2005.  
73 Decreto No. 271, BO. No. 39, Sección I, 15 de mayo de 2006. 
74 Ley No. 80, BO. No. 49, Sección V, 16 de diciembre de 2010. 
75 Ley No. 80, BO, No. 49, Sección V, 16 de diciembre de 2010. 
76 Decreto No. 81, BO. No. 3, Sección IX, 9 de enero de 2014. 
77 Gaceta Parlamentaria, A7-N637, 13 de diciembre del 2013. 
78 Es organismo tiene la tarea de proteger y promover los derechos humanos de cualquier persona que habite o 

transite por el estado de Sonora, sin consideración de nacionalidad o estatus legal. 
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I. Estudiar, promover, divulgar y proteger, con base en los principios que rigen su 

actuación, los Derechos Humanos de todas las personas que se encuentren en el 

territorio del Estado;    

II.  Contribuir al fortalecimiento de las convicciones humanistas, sociales y 

democráticas del estado constitucional de derecho; y   

III.  Coadyuvar al establecimiento de las garantías necesarias para asegurar que los 

Derechos Humanos de las personas que se encuentren en el territorio del Estado 

de Sonora, sean reales, equitativos y efectivos (Artículo 2 Bis.). 

 

Los Principios de París prescriben que las INDH deben contar con patrimonio propio, 

entendiendo por tal los bienes muebles e inmuebles que éstas posean, la partida 

presupuestaria que anualmente les apruebe el Legislativo y los donativos que reciban de 

personas físicas, morales o de organismos nacionales o internaciones. No obstante, la Ley 

123 no reglamenta aquellos bienes inmuebles o muebles que tenga en préstamo, puesto que 

podrían ser propiedad del estado, de partidos políticos y de grupo privados, lo cual 

comprometería su autonomía. Aún con la reforma del 9 de enero del 2014, no se ha 

reglamentado este tema. El artículo 64 de la Ley 123 da la lista de los conceptos que 

integrarán el patrimonio de la Comisión Estatal de Derechos Humanos: 

 

I. Los bienes muebles o inmuebles, derechos y obligaciones de los que sea titular;   

II. El presupuesto que anualmente le asigne el Congreso del Estado;   

III. Herencias y legados que se hicieren a favor del organismo;   

IV.  Los donativos económicos o en especie otorgadas por terceras personas físicas y 

morales, nacionales o extranjeras, siempre que sean de reconocida solvencia 

moral.   

V. Las percepciones derivadas de suscripciones, pagos de cuotas de inscripción por 

la participación en cursos, seminarios, programas de estudio o análogos;   

VI.  Créditos que solicite a cualquier institución financiera.   

VII.  Los subsidios y aportaciones, permanentes, periódicas o eventuales, que reciba 

del gobierno federal, estatal y municipal y los que obtenga de instituciones 

públicas o privadas, así como de personas físicas o morales; y   

VIII.  Los demás bienes que adquiera por otro medio legal.   
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Por patrimonio propio, no sólo debe entenderse que la CEDH cuenta con su propio 

presupuesto, sino también contar con un inmueble, base de sus operaciones. No obstante, el 

edificio que actualmente alberga a la Comisión Estatal de Derechos Humanos es propiedad 

del Gobierno del Estado de Sonora. Este edificio ha sido dado en comodato, a préstamo, al 

organismo. Este hecho pone en riesgo la institucionalidad del organismo, pues queda 

sometido a intereses políticos y a un fuerte control por parte del gobierno estatal.79 

 

a) De la Comisión Estatal de Derechos Humanos 

 

La Comisión Estatal de Derechos Humanos es un organismo de carácter no 

jurisdiccional que tiene como función principal mediar entre los ciudadanos y las 

autoridades de gobierno, denunciando públicamente a éstas últimas por hechos u omisiones 

que vulneren  los derechos humanos de las personas. Cualquier persona puede acudir ante 

esta instancia para presentar quejas contra autoridades o servidores públicos estatales o 

municipales que hayan violentado sus derechos humanos. Después de que la queja ha sido 

aceptada, se procede a calificarla; es decir, se abre el expediente de queja para iniciar las 

investigaciones pertinentes hasta comprobar que se trata de un hecho violatorio a los 

derechos humanos. En el caso de que se califique la queja en términos de que no violenta 

gravemente los derechos humanos, se procede a la conciliación de las partes en conflicto. 

Por el contrario, si se trata de una violación grave a los derechos humanos, el organismo 

emite la recomendación correspondiente. Todo el proceso anterior tiene la finalidad de 

restituir a los ciudadanos sus derechos vulnerados. 

Los procedimientos que realice la Comisión para el resarcimiento de violaciones a los 

derechos humanos deben caracterizarse por ser breves, sencillos y estar sujetos a las 

formalidades que exijan la documentación de los expedientes. Estos procedimientos 

deberán seguir los principios de inmediatez, concentración y rapidez. En la medida de lo 

posible, se deberá procurar mantener un contacto directo tanto con los denunciantes o 

quejosos como con las autoridades implicadas, para no que exista dilación en las 

                                                           
79 En relación al edificio que actualmente ocupa la CEDH, el informe 1994 dice a la letra lo siguiente: ñen 

abril del presente año [1994], el Gobierno del Estado, representado por el señor Gobernador y el Secretario de 

Gobierno, constituyó en favor de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Sonora, un usufructo vitalicio 

que garantiza el uso y goce del inmueble que ocupa el organismo durante el tiempo que subsista su 

funcionamiento; lo cual pone de manifiesto la determinación del Titular del Poder Ejecutivo en favor de la 

causa de los derechos humanosò (CEDH-SON 1994, 115). 
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comunicaciones puestas por escrito (artículo 5). La Comisión estará integrada por un 

Presidente, una Secretaría Ejecutiva, la Secretaría técnica del Consejo, los Visitadores 

Generales que fije el Consejo, además del personal administrativo y técnico que se requiera 

para su funcionamiento. La Comisión también dispondrá de un Consejo para asegurar su 

buen desempeño en sus responsabilidades (artículo 6). 

Las principales atribuciones o facultades que dispone la Comisión para cumplir con 

su mandato legal son amplias y variadas, pero todavía no cuenta con la facultad de 

sancionar administrativamente a las autoridades públicas por negarse a aceptar o a cumplir 

una recomendación. En total son treinta las atribuciones que tiene la Comisión para 

prevenir y hacer frente al problema de violación a los derechos humanos en el Estado de 

Sonora (Ley 123, artículo 7). Esta lista fue modificada con la reforma del 9 de enero del 

2014, ya que antes de esta reforma el organismo sólo contaba con trece atribuciones. Las 

atribuciones más importantes de la Comisión son las siguientes: 

 

I. Recibir quejas de presuntas violaciones a derechos humanos; 

II.  Conocer e investigar a petición de parte, o de oficio, presuntas violaciones de 

derechos humanos: 

a) Por actos y omisiones de autoridades administrativas de carácter estatal o 

municipal. 

b) Cuando los particulares o algún otros agente social comentan ilícitos con la 

tolerancia o anuencia de algún servidor públicos o autoridad, o bien cuando 

estos últimos se nieguen infundadamente a ejercer atribuciones que 

legalmente les correspondan en relación con dichos ilícitos, particularmente 

tratándose de conductas que afecten la integridad física de las personas. 

III.  Formular recomendaciones públicas autónomas, no vinculatorias, y denuncias y 

quejas ante las autoridades respectivas, en los términos establecidos por el 

artículo 102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 

IV.  Procurar la conciliación entre los quejosos y las autoridades señaladas como 

responsables, así como la inmediata solución de un conflicto planteado, cuando la 

naturaleza del caso lo permita; 

V. Impulsar la observancia de los derechos humanos en el Estado; 
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VI.  Proponer a las diversas autoridades del Estado y de los Municipios, que en el 

ámbito de su competencia, promuevan los cambios y modificaciones de 

disposiciones legislativas y reglamentarias, así como de prácticas administrativas, 

que a juicio de la Comisión redunden en una mejor protección de los derechos 

humanos; 

VII.  Promover el estudio, la enseñanza y divulgación de los derechos humanos en los 

ámbitos estatal y municipal; 

VIII.  Expedir su reglamento interno; 

IX.  Elaborar y ejecutar programas preventivos en materia de derechos humanos; 

X. Supervisar el respeto a los derechos humanos en el sistema penitenciario y de 

readaptación social del Estado; 

XI.  Formular programas y proponer acciones, en coordinación con las dependencias 

competentes, que impulsen el cumplimiento en el Estado de los tratados, 

convenciones y acuerdos internacionales signados y ratificados por México en 

materia de derechos humanos; 

XII.  Proponer al Ejecutivo Estatal, en los términos de la legislación aplicable, la 

suscripción de acuerdos interinstitucionales, en materia de derechos humanos; 

XIII.  Representar y asesorar legalmente al quejoso cuando éste lo solicite, en los 

procedimientos sobre protección de los derechos humanos. 

 

La Comisión podrá resolver el recurso de exhibición de personas, interponer 

denuncias administrativas o penas que considere proceden conforme a derecho, revisar las 

instituciones de salud para verificar que las personas internadas gocen de todos sus 

derechos. Podrá, además, vigilar las condiciones de internamiento de las instituciones que 

dan hospedaje a personas que se encuentran en situación de desamparo, para corroborar que 

se cumplan sus objetivos humanitarios que les dio origen. Otra de sus facultades consiste en 

participar en los operativos que realicen las autoridades encargadas de la Seguridad Pública 

y Procuración de justicia, para tutelar que se respeten los derechos humanos de la población 

(Ley 123, artículo 47, fracciones XIV-XVIII).  

El organismo también actuará como receptor de quejas que sean competencia de la 

CNDH, previa celebración de convenios, realizando las investigaciones pertinentes, una 

vez concluidas éstas, las turnará al organismo nacional. Por otro lado, tiene la atribución de 
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formular recomendaciones generales e informes especiales a las autoridades públicas 

municipales o estatales, una vez de estudiar cada caso, que mostraran deficiencia en los 

servicios públicos o violaciones a los derechos humanos. Estos informes tienen la finalidad 

de proponer cambios legislativos, reglamentarios y mejorar las prácticas administrativas 

necesarias para una mejorar tutela de los derechos humanos de los gobernados. Por si fuera 

poco, tiene la capacidad de formular programas y proponer acciones conjuntamente con 

instituciones privadas y públicas que impulsen el cumplimiento, al interior del estado, de 

los tratados, convenciones y acuerdos internacionales firmados por México (Ley 123, 

artículo 47, fracciones IXX-XXI).  

 Deberá, entre otras cosas, velar por el respecto de la dignidad humana en contra de 

cualquier tipo de práctica discriminatoria que obedezca a motivos religiosos, raciales, 

estado civil, género, preferencias sexuales, discapacidad, condición sexual, estado de salud 

o cualquier otra que sea contraria a los derechos humanos. La Comisión elaborará 

programas que prevengan la violación a los derechos humanos, especialmente aquellos que 

estudien, promuevan y difundan los derechos de los grupos en situación de vulnerabilidad y 

de toda la sociedad. Estos programas tendrán bien especificados sus objetivos, estrategias, 

metas y acciones. Ante las dependencias de gobierno y entidades adscritas a la 

administración estatal, promoverá aquellas acciones que tiendan a garantizar el ejercicio 

real y equitativo de los derechos humanos y les sugerirá impulsar y operar una cultura de 

respeto a los derechos humanos. Aunado a lo anterior, propondrá a las autoridades del 

Estado adecuar sus reglamentos y mecanismos jurídicos locales con los instrumentos 

nacionales e internacionales en materia de derechos humanos (Ley 123, fracciones XXII-

XXVII).  

 

XXVIII. Impulsar a los organismos de la sociedad civil para que incluyan dentro de 

sus objetivos, la promoción y difusión de los Derechos Humanos, así como 

estimular su participación activa;   

XXIX. Establecer los mecanismos de vinculación que estime necesarios con 

organizaciones u organismos promotores de los Derechos Humanos 

internacionales, nacionales y/o locales;   

XXX. Emitir las opiniones que le sean solicitadas por instituciones públicas o 

privadas, en la materia de su competencia;    
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XXXI. Promover y velar porque todas las personas disfruten de todos los derechos 

que les están reconocidos en los ordenamientos e instrumentos jurídicos 

internacionales, nacionales y/o locales;   

XXXII. Coordinar la organización y capacitación de voluntarios para la difusión y 

promoción de los Derechos Humanos;   

XXXIII. Promover, ante las autoridades competentes que, dentro de los programas de 

estudio, en todos los niveles y modalidades de la educación, así como en los 

materiales educativos y sus contenidos, se fomente el respeto a los Derechos 

Humanos;   

XXXIV. Proponer, ante las instituciones de educación superior, públicas o privadas, 

la adopción curricular de materias relacionadas con los Derechos Humanos;   

XXXV. Impulsar en los medios de comunicación, una cultura de respeto y 

dignificación de las personas;   

XXXVI. Promover propuestas de orden legislativo ante el Congreso del Estado, en 

materia de su competencia; y   

XXXVII. Las demás que le otorguen la presente ley y otros ordenamientos legales. 

 

El Organismo Defensor de Derechos Humanos sólo tiene competencia para conocer 

presuntas violaciones a los derechos humanos que hayan cometido funcionarios públicos o 

autoridades del gobierno de los ámbitos a nivel municipal o estatal. Sin embargo, la 

Comisión no tendrá competencia para conocer de asuntos electorales y jurisdiccionales, o 

ñconsultas formuladas por autoridades, particulares u otras entidades, sobre la 

interpretación de las disposiciones constitucionales y legalesò, pero s² podrá conocer de 

asuntos laborales (artículo 8).   

 

b) Del presidente 
 

El Presidente u Ombudsman es quien encabezará los trabajos realizados por la 

Comisión. La Ley 123, artículo 10, señala como requisitos indispensables para ocupar este 

cargo ser ciudadano mexicano de nacimiento, poseer título profesional legalmente 

expedido, con una antigüedad mínima de cinco años al momento de su nombramiento, que 

lo acredite como Licenciado en Derecho o demuestre que tiene la capacidad y la 

experiencia en la promoción y defensa de los derechos humanos; gozar de reconocido 
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prestigio personal o profesional en la entidad; no tener antecedentes penales o historial 

delictivo, ni haber desempeñado cargo público, por lo menos los cuatros años anteriores al 

nombramiento o inscripción al proceso de elección, a excepción de cargos que tengan 

intrínseco vínculo con los derechos humanos. Otro de los requisitos es no haber contendido 

por un puesto de elección popular, fungir o haber fungido como dirigente de algún partido 

político. Durará en su encargo cuatro años y podrá ser ratificado exclusivamente para un 

segundo período (artículo 12). 

El Congreso del Estado es el único que podrá nombrar al Presidente de la Comisión, 

mediante la aprobación de dos terceras partes de los diputados del poder legislativo, sólo 

después de haber consultado la opinión de sociedad civil sobre los aspirantes registrados, 

previa convocatoria pública en los diarios de mayor circulación de la entidad (artículo 11). 

Las propuestas de candidatos deberán estar abiertas también a toda la sociedad civil y no 

sólo limitarse a algunas instituciones y agrupaciones.  

El Presidente durará en su cargo 4 años, pero podrá ser ñratificadoò para un segundo 

periodo, pero si al ñvencerse el t®rmino del mandato no se hace el nombramiento respectivo 

o el designado no se presenta al desempeño de su cargo, continuará en funciones hasta en 

tanto se haga la nueva designaci·nò. En el caso de que el Congreso del Estado no ratifique 

al titular de la Comisión, éste durará en su puesto hasta que se realice la designación del 

nuevo Presidente del Organismo (artículo 12).  

El Presidente y los Visitadores no podrán ser detenidos o ser sancionados civil, penal 

o administrativamente por motivo de las recomendaciones que envíen o por cualquier 

opinión que expresen públicamente (Artículo 14). De acuerdo a la Ley 123, artículo 16, son 

trece las atribuciones del Presidente de la Comisión Estatal de Derechos Humanos: 

 

I.   Ejercer la representación legal de la Comisión; 

II.  Formular los lineamientos generales a los que se sujetarán las actividades  

administrativas de la Comisión, así como nombrar, dirigir y coordinar a los 

funcionarios y al personal bajo su autoridad; 

III.  Dictar las medidas específicas que juzgue convenientes para el mejor desempeño 

de las funciones de la Comisión; 

IV.  Distribuir y delegar funciones a los Visitadores, en los términos del Reglamento 

Interno; 
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V.   Presentar directamente un informe anual al Congreso del Estado y a los titulares 

de los poderes Ejecutivo y Judicial sobre las actividades de la Comisión.  

VI.  Celebrar, en los términos de la legislación aplicable, acuerdos, bases de 

coordinación y convenios de colaboración con autoridades y organismos de 

defensa de los derechos humanos, así como con instituciones académicas y 

asociaciones culturales, para el mejor cumplimiento de sus fines; 

VII.  Aprobar y emitir las recomendaciones públicas autónomas y acuerdos que 

resulten de las investigaciones realizadas por los Visitadores; 

VIII.  Formular las propuestas generales conducentes a una mejor protección de los 

derechos humanos en el Estado; 

IX.    Elaborar el anteproyecto de presupuesto de egresos de la Comisión y el 

respectivo  informe sobre su ejercicio para presentarse al Consejo de la misma;  

X. Otorgar poder general o especial, a la persona que él designe;   

XI.  Otorgar al Director General de Asuntos Jurídicos y a los Visitadores Generales, 

la facultad para interponer las denuncias penales que estime procedentes y, en 

su caso, para realizar y dar seguimiento a las actuaciones y diligencias en las 

averiguaciones previas, procedimientos penales y administrativos;   

XII.  Aprobar y emitir los informes especiales y acuerdos que resulten de las 

investigaciones realizadas por los visitadores y la Secretaría Ejecutiva; y   

XIII. - Las demás que le señalen la presente ley y otros ordenamientos legales.    

 

Una atribución más del presidente de la Comisión fue agregada mediante una reforma 

al Reglamento Interior de la Comisión en la que se reformaron doce artículos y que fue 

publicada el 26 de mayo del 2010.80 La reforma al Reglamento añade como nueva 

atribución del presidente de la Comisi·n ñnombrar y remover libremente a todo el personal, 

con apego a lo dispuesto en la Ley del Servicio Civil del Estado de Sonoraò81. Esta nueva 

atribución subsana una de las deficiencias contenidas en el Reglamento Interior y en la Ley 

123, que dejaba en la informalidad el nombramiento y la remoción del personal del 

organismo.  

                                                           
80 Véase Boletín Oficial, Tomo CLXXXV, Número 36, Sección I. Se reformaron los artículos 17, 21, 32, 34, 

35, 36, 37, 38, 40, 42, 43 y 44 del Reglamento Interior de la CEDH-SON. 
81 Tomando en cuenta las excepciones prescritas en dicho Reglamento y en la Ley 123. 
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Además, la Ley 123 otorga al Presidente de la Comisión Estatal de Derechos 

Humanos y a los Visitadores Generales ñfe p¼blica para certificar la veracidad de los 

hechos que le consten en el desempeño de sus labores o el actuar de cualquier autoridad o 

funcionario público en el ejercicio de sus funciones, que pueda derivarse de una violación a 

los derechos humanosò (artículo 17). 

La reforma a La ley 123 del día 17 de diciembre de 1998, publicada el 28 de 

diciembre de ese mismo año82, introdujo un cambio sustancial para el proceso de elección 

del ombudsman. El Ejecutivo del estado pierde la prerrogativa de proponer al Presidente 

del Comisión, el cual será nombrado de manera exclusiva por los representantes directos de 

la población (diputados), quienes est§n obligados a ñvalorarò previamente las opiniones de 

la sociedad sonorense para tomar tal decisión.  

El Presidente de la Comisión, además, deberá remitir mensualmente al Congreso 

copia certificada de la o las actas y documentos relacionados con las sesiones celebradas 

por el Consejo, para que conozca del avance de las estrategias de la Comisión en materia de 

protección a los derechos humanos, así como del estado que guardan las quejas presentadas 

ante el organismo.  

Por otro lado, el Presidente de la CEDH también deberá rendir un informe ante los 

tres poderes del Estado durante la primera semana del mes de febrero de cada año. El 

informe deberá celebrarse en sesión pública solemne dentro del recinto del Congreso con la 

presencia de los representantes de los tres poderes: los legisladores y los titulares de los 

poderes Ejecutivo y Judicial (Ley 123, artículo 20, Fracc. X).83  

Las direcciones que ayudarán a la presidencia son la Dirección General 

Administrativa y la Dirección General de Comunicación (Reglamento Interior, artículo 41-

44). 

 

 

 

                                                           
82 Véase Boletín Oficial No. 52, Sección I. 
83 Anteriormente se presentaba un informe al Legislativo a través de la Comisión de Justicia y Derechos 

Humanos. Con la reforma del día 11 de marzo del 2005, se le otorgó una relevancia sin precedentes en la 

entidad, ya que es la única sesión solemne en la que se reúnen los tres poderes del Estado para recibir un 

informe.  
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c) Del Consejo Consultivo 

 

El Consejo Consultivo debe ser el espacio de representación ciudadana dentro de la 

Comisión.84 Para formar parte de él es necesario ser mexicano en pleno ejercicio de sus 

derechos y no desempeñar cargo, empleo o comisión como servidor público (Ley 123, 

Artículo 19). Estará integrado por el titular de la Comisión y por ñseis personas de prestigio 

reconocidas en la sociedad sonorenseò (Ley 123, artículo 18).  

En plena contradicción con lo sostenido teóricamente de que la CEDH debe ser por 

naturaleza independiente de la autoridad vigilada, el  Ejecutivo es quien designa y somete a 

ratificación del Congreso a aquellos ciudadanos que habrán de integrar el Consejo 

Consultivo del Presidente de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Sonora.85 Esta 

situación no ha cambiado, pues ninguna de las reformas hechas a la Ley 123 ha modificado 

el proceso de elección del Consejo, pese haber transcurrido 21 años desde la creación de la 

Comisión. El artículo 19 de la citada ley prescribe un procedimiento complejo y 

disfuncional para la designación del Consejo, mismo que se transcribe a continuación: 

 

El nombramiento de los miembros del Consejo será formulado por el Titular 

del Poder Ejecutivo sometiéndolo a la ratificación del Congreso. Para dicho 

particular se efectuarán las designaciones correspondientes procurando un 

equilibrio entre las diversas regiones y actividades del Estado en relación con 

trayectorias de honorabilidad y presencia en los ámbitos del ejercicio 

ciudadano.   

También habrá un representante indígena como miembro del Consejo, el cual 

será designado en los términos establecidos en el artículo 13 de la Ley de 

Derechos de los Pueblos y Comunidades Indígenas de Sonora.    

Si el Congreso niega total o parcialmente la ratificación precitada, 

permanecerán en el cargo el o los consejeros que no se hayan substituido, hasta 

por tres meses adicionales, en cuyo lapso el Gobernador formulará nuevas 

propuestas para el efecto de la integración correspondiente.    

                                                           
84 El cambio de denominación del Consejo por el de Consejo Consultivo se realizó mediante la reforma del 9 

de enero del 2014.  
85 La CEDH es una institución creada para poner pesos y contrapesos (checks and balances) a los poderes del 

Estado, con el objetivo de mantener un equilibrio en el ejercicio del poder por parte de éstos y evitar sus 

excesos. 
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Si el Titular del Poder Ejecutivo dejare de formular los nombramientos que se 

indican en este artículo dentro de un plazo de treinta días posterior al 

vencimiento de las designaciones que deben ser substituidas, el Congreso del 

Estado lo requerirá para que presente dichos nombramientos dentro de los siete 

días siguientes a la notificación respectiva y, si pasare este plazo sin respuesta 

del Gobernador, el Congreso hará el nombramiento directamente. 

 

Gracias a la reforma del artículo 19 de la Ley 123 en el 2010, publicada el 16 de 

diciembre en el Boletín Oficial Número 49, Sección V, se adicionó un párrafo segundo en 

el que se hace obligatoria la introducci·n de ñun representante ind²gena como miembro del 

Consejo, el cual será designado en los términos establecidos en el artículo 13 de la Ley de 

Derechos de los Pueblos y Comunidades Ind²genas de Sonoraò. Esta modificación permite 

la representación de las comunidades indígenas y sus derechos dentro del Consejo de la 

CEDH. Lamentablemente según el artículo 19 de la citada ley también el representante 

indígena tendría que ser designado por el Ejecutivo del Estado. 

El procedimiento, además de confuso, permite al Ejecutivo tener injerencia en la vida 

interna de la Comisión, sin que se encuentren motivos fundados y suficientes para que no 

sea el propio Congreso quien haga el nombramiento directamente de acuerdo a los 

procedimientos democráticos que éste determine. Las atribuciones del Consejo establecidas 

en el artículo 20 de la Ley 123 son las siguientes: 

 

I. Definir anualmente, a propuesta del Presidente, y revisar cuando lo considere 

prudente, los lineamientos generales que regirán la actuación de la Comisión 

durante dicho período, con especificación de las acciones que se consideren 

prioritarias para la protección de los derechos humanos y las estrategias que deban 

implementarse para atenderlos, así como la designación de los funcionarios de la 

Comisión que deberán asumir responsabilidades correspondientes. 

II.  Conocer mensualmente el informe que deberá rendir el Presidente sobre los 

avances de las estrategias referidas en la fracción anterior. 

III.  Conocer mensualmente un informe ejecutivo que deberá rendir el Presidente 

sobre el estado de las quejas de violación de derechos humanos que se encuentren 

en trámite.  
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IV.  Obtener del Presidente, en cualquier momento, toda clase de información sobre 

los asuntos que se encuentren en trámite o haya resuelto la Comisión.  

V. Recibir anualmente un informe general que deberá rendir el Presidente sobre el 

cumplimiento de las estrategias referidas en la fracción I de este artículo, junto a 

una evaluación de los costos que haya generado su ejecución.  

VI.  Conocer anualmente el informe que deberá rendir el Presidente sobre el ejercicio 

presupuestal respectivo junto con opinión de auditor externo sobre dicho gasto, 

así como recibir, por trimestres vencidos dentro de los treinta días siguientes a 

cada trimestre natural, información detallada sobre los avances del mismo. 

VII.  Opinar sobre el proyecto del informe que el Presidente deberá rendir anualmente 

ante los tres poderes del Estado, debiendo incluirse en dicho informe, en apartado 

específico y separado, cualquier opinión contraria al mismo que sea sostenida por 

un mínimo de tres consejeros.  

VIII.  Opinar previamente sobre el nombramiento o remoción del titular de la 

Secretaría Ejecutiva y los visitadores. 

IX.  Opinar previamente a su resolución, sobre aquellos casos que por su importancia 

o trascendencia, a juicio del Presidente o de los consejeros, pueden generar 

consecuencias especiales en la consolidación de la cultura de los derechos 

humanos. 

X. Aprobar, revisar y modificar el reglamento interior y todas las normas 

administrativas de carácter interno de la Comisión. 

 

De acuerdo a la Ley 123, el Consejo Consultivo ñfuncionar§ en sesiones ordinarias y 

extraordinariasò. Las sesiones ordinarias se realizar§n por lo menos una vez al mes. No 

existirá esta obligación si aún no han sido nombrados los miembros de este cuerpo 

colegiado. Las sesiones extraordinarias por el Presidente de la Comisión, o a solicitud que a 

éste hagan llegar mínimo tres miembros del Consejo, cuando las necesidades demanden 

convocar a reunión extraordinaria (Artículo 21, párrafo 2). Las decisiones que se tomen al 

interior del Consejo Consultivo se harán por mayoría de votos de sus integrantes presentes 

(Ley 123, artículo 21, párrafo 1). En el caso de que no esté debidamente constituido el 

Consejo Consultivo, ni se haya designados a sus miembros, por causas ajenas al Presidente 

de la Comisión Estatal de Derechos Humanos, éste último, como Presidente del Consejo, 
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asumirá las facultades de aquél y tomará las decisiones correspondientes sobre los asuntos 

que correspondan al Consejo (artículo 21, párrafo 3). 

El Consejo cuenta con atribuciones importantes para el ejercicio de un contrapeso 

interno, como lo es aprobar, revisar y modificar el reglamento interior y las normas 

administrativas de la Comisión. No obstante, está limitado sólo a conocer anualmente el 

ejercicio del gasto y sus avances trimestrales, pero no cuenta con facultades para la 

elaboración y la aprobación del proyecto de presupuesto de la Comisión, lo que amplía la 

discrecionalidad en la definición de las prioridades institucionales. A esto último hay que 

sumarle que el Consejo debiera ser nombrado por el Presidente de la Comisión y no por el 

Gobernador, como de hecho sucede, para que realmente represente los interés ciudadanos 

contra el abuso del poder del Estado (véase Reglamento Interior, artículos 24-31).   

d) De la Secretaría Ejecutiva 

 

La Secretaría Ejecutiva es un cargo operativo sumamente estratégico para el ejercicio 

de la Comisión. Quien ostenta este puesto es nombrado directamente por el Ombudsman y 

requiere, de acuerdo al artículo 22 de la Ley, ser ciudadano mexicano en pleno uso de sus 

derechos, licenciado en derecho con título expedido cuando menos tres años anteriores a su 

designación y mayor de treinta años de edad. Las facultades de la Secretaría Ejecutiva 

prescritas en la Ley 123, artículo 23 son: 

 

I. Proponer al Consejo y al Presidente de la Comisión, las políticas generales que en 

materia de derechos humanos habrá de seguir la Comisión ante los organismos 

gubernamentales y no gubernamentales;   

II.   Promover y fortalecer las relaciones de la Comisión, con organismos públicos, 

sociales o privados, estatales, nacionales e internacionales, en materia de derechos 

humanos;   

III.   Realizar estudios sobre los tratados, convenciones y acuerdos internacionales en 

materia de derechos humanos;   

IV.  Preparar los anteproyectos de iniciativas de leyes y reglamentos que la Comisión 

haya de entregar a los órganos competentes, así como los estudios que los 

sustenten;   
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V. Colaborar con la presidencia de la Comisión en la elaboración de los informes 

anuales, así como de los especiales;   

VI.  Enriquecer, mantener y custodiar el acervo documental de la Comisión;  

VII.  Elaborar informes especiales que le sean encomendados por el Presidente, 

solicitar informes de autoridad y realizar visitas a todas las dependencias públicas 

y privadas de cualquier índole, en especial aquellas que brinden atención a 

personas vulnerables y presten un servicio público de salud, reclusión e 

internamiento de personas. Para la substanciación de la investigación serán 

aplicables las reglas y procedimientos contemplados en el Título III de esta ley; y   

VIII.  Las demás que le sean conferidas por la presente ley, su Reglamento y el 

Presidente de la Comisión, necesarias para el mejor cumplimiento de sus 

funciones.   

 

Resaltan las atribuciones I y II de la Secretaría Ejecutiva para hacer estudios que 

permitan realizar las debidas adecuaciones de la normatividad local a los instrumentos 

internacionales del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y la elaboración de los 

anteproyectos de iniciativas de ley y reglamentos necesarios. También se subraya la 

estrecha relación que deberá tener la Comisión con los organismos de la sociedad civil 

(OSC) y Organizaciones no Gubernamentales (ONG´s), mediante la elaboración de 

políticas públicas para un trabajo conjunto. 

e) De las visitadurías 

 

Son aquellas áreas especializadas que desarrollan las investigaciones pertinentes y 

determinan la existencia, o no, de violaciones a los derechos humanos. Para ser Visitador es 

necesario, además de los mismos requisitos para ser Secretario Ejecutivo, según el artículo 

24, gozar de buena reputación. Como facultades y obligaciones que deberán tener los 

visitadores de la CEDH, la Ley 123, artículo 25, enumera las siguientes: 

I. Recibir, admitir o rechazar las quejas presentadas por los afectados, sus 

representantes o los denunciantes ante la Comisión;   

II.   Iniciar, a petición de parte, la investigación de las quejas que les sean 

presentadas o de oficio, discrecionalmente, aquéllas sobre denuncias de violación 
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a los derechos humanos que aparezcan en los medios de comunicación o se 

enteren por cualquier otro medio; realizar visitas a los Centros de Readaptación 

Social, Central de Arraigos, Instalaciones de la Policía Estatal Investigadora, 

Procuraduría General de Justicia del Estado, Comandancias de la Policía 

Municipal, Centros de Reclusión, Institutos de Tratamiento y Aplicación de 

Medidas para Adolescentes e Instituciones de Salud y adicciones, aunque sean 

particulares, y todos aquellos donde haya personas detenidas, privadas de su 

libertad o en algún tipo de internamiento, asimismo, donde se presuma la trata de 

personas o condiciones inhumanas o denigrantes de vida;   

III.   Realizar las actividades necesarias para lograr, por medio de la conciliación, la 

solución inmediata de las violaciones de derechos humanos que por su propia 

naturaleza así lo permitan;   

IV.  Realizar las investigaciones y estudios necesarios para formular los proyectos de 

recomendación o acuerdo, que se someterán al Presidente de la Comisión para su 

consideración;   

V. Elaborar informes especiales que le sean encomendados por el Presidente, 

solicitar informes de autoridad y realizar visitas a todas las dependencias públicas 

y privadas de cualquier índole, en especial aquellas que brinden atención a 

personas vulnerables y presenten un servicio público de salud, reclusión e 

internamiento de personas. Para la substanciación de la investigación serán 

aplicables las reglas y procedimientos contemplados en el Título III de esta ley; y    

VI.  Las demás que le señale la presente ley, su Reglamento y el Presidente de la 

Comisión, necesarias para el mejor cumplimiento de sus funciones. 

 

La Comisión podrá contar hasta con 3 visitadurías generales que bajo un criterio 

rotativo (I, II y III) atienden las quejas presentadas por la ciudadanía.86 No obstante, la 

Comisión tiene una cuarta Visitaduría especializada en asuntos penitenciarios. De acuerdo 

al Reglamento Interior, las Visitadurías General serán denominadas como Primera 

Visitaduría General, Zona Sur, Segunda Visitaduría General, Zona Norte, Tercera 

                                                           
86 Derivado de la reforma a la Ley 123 que crea la CEDH, la Legislatura local le otorgó facultades al Consejo 

para determinar el número de visitadurías que considerase necesarias para el óptimo desempeño de la 

Comisión.  
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Visitaduría General, Zona Sierra Costa y Cuarta Visitaduría General, Zona Noroeste 

(artículo 36). Los Visitadores Generales serán nombrados y removidos por el Presidente del 

organismo (artículo 35).  

El Reglamento Interior de la Comisión crea la figura de los visitadores adjuntos que 

serán designados por el Presidente del organismo a propuesta del Visitador titular. Cada 

una de las visitadurías generales tendrán dos visitadores adjuntos. Como requisitos 

indispensables para ser visitador adjunto se requiere poseer título legal de Licenciado en 

Derecho, ser mexicano, más de 21 años de edad y tener la experiencia suficiente, a Juicio 

de los visitadores, para cumplir con su trabajo (artículos 38 y 39). Los visitadores adjuntos 

auxiliarán a los visitadores generales con la tarea de la ñintegraci·n del expediente y su 

consecuente investigaci·nò (artículo 40). Esta tarea será inspeccionada por los visitadores 

generales. 

Las Visitadurías determinarán por acuerdo común los lineamientos jurídicos que 

habrán de ser observados en todos los trámites que realice la Comisión. Las áreas que 

auxiliarán a las Visitadurías son la Dirección General de Asuntos Jurídicos de la Comisión 

y la Dirección de Atención a Centros Penitenciarios, el Área Médica, Forense y 

Criminológica. La atribución más importante que tiene la primera de estas áreas es ejercer 

acción de anticonstitucionalidad cuando el Congreso apruebe leyes contrarias a lo dispuesto 

por la Constitución federal y la estatal (artículo 40, 1, III).  

 

f) Del Secretario Técnico 

 

La Ley 123 alude a este cargo en uno de sus párrafos donde se menciona por única 

vez que ñel Consejo contará con un Secretario Técnico que será designado por los propios 

consejeros a propuesta del Presidente de la Comisi·nò (artículo 18, párrafo 3). En cambio, 

en el Reglamento Interior se establece cuáles son las funciones u obligaciones del 

Secretario Técnico. Como obligaciones centrales del Secretario son, por un lado, enviar a 

los consejeros, mínimo con 72 horas de anticipación, el citatorio y el orden del día previsto 

para cada una de las sesiones; por el otro, hacer llegar todos los materiales que deban ser 

estudiados por los consejeros antes de que sea celebrada la sesión (artículo 19). 
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g) De la Dirección General de Administración 

 

La Comisión contará con la Dirección General de Administración, la cual dependerá 

directamente del Presidente de la Comisión. Según el Reglamente Interno, las atribuciones 

de esta Dirección son las siguientes. 

I. Someter a la consideración del Presidente el presupuesto anual de la Comisión; 

II. Planear, programar, presupuestar y evaluar las actividades y tareas del personal  

adscrito a la Comisión; 

III.  Adquirir, mantener y conservar los recursos materiales propios de la Comisión; 

IV.  Formular y actualizar el manual organizativo de la Comisión.   

V. Las demás que le sean conferidas en otras disposiciones legales (artículo 43). 

h) La Dirección General de Comunicación Social 

 

Según el Reglamento (artículo 44), esta Dirección dependerá igualmente del 

Presidente de la Comisión y tendrá dos atribuciones principalmente: I. Analizar y 

proporcionar a la Comisión la información que aparezca en los medios de comunicación en 

materia de Derechos Humanos; y, II. Coordinar y auxiliar en la preparación y difusión de 

los programas informativos y en las labores de relaciones públicas de la Comisión.   

Es importante mencionar que el marco jurídico que da sustento al Sistema Nacional 

No Jurisdiccional de Protección y Defensa de los Derechos Humanos ha ido progresando 

de forma constante en aras de un mejor funcionamiento y adecuación a la realidad social en 

la que está inmerso. El caso de Sonora no se encuentra alejado de dicha realidad, ya que en 

los 21 años que tiene de existencia, el legislativo local ha realizado sólo cinco reformas a su 

normatividad, todas ellas en el contexto de su fortalecimiento, pero intrascendentes para 

dotar de plena autonomía la Comisión y ampliar sus facultades.  
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Cuadro 3 

Reformas realizadas a la Ley 123 de la CEDH de Sonora 

 
Referencia Artículos 

reformados 

Objetivo de la reforma 

 

Fecha: 17 de 

diciembre de 

1998. 

 

Ley No. 101. 

Boletín Oficial 

No. 52, Sección I 

de fecha 28 de 

diciembre de 

1998. 

Reforma y 

adiciona los 

artículos 11, 16, 

fracción V y 53. 

Que la designación del Presidente de la CEDH la realice el 

Congreso del Estado. 

Que el Presidente acuda a rendir un informe anual 

directamente ante la Legislatura Local, a través de las 

Comisiones de Justicia y Derechos Humanos. 

 

Fecha: 25 de 

noviembre del 

2003 

Decreto No. 48. 

Boletín Oficial 

No. 48 Sección I, 

de fecha 15 de 

diciembre de 

2003.  

Reforma la 

fracción II del 

artículo 10.  

Eliminar el tope de edad de 65 años para ser Presidente de la 

CEDH. 

Fecha: 11 de 

marzo del 2005 

Decreto No. 202. 

Boletín Oficial 

No. 26 Sección II, 

de fecha 31 de 

marzo de 2005.  

Reforma los 

artículos 16, 

fracción V, 18, 

19, 20 y 53, 

párrafo primero.  

Fortalece las facultades del Consejo para que participe más 

activamente en la operación, control, vigilancia y definición de 

los lineamientos general que regirán la actuación de la CEDH.  

Se establece la obligación de remitir al Congreso un informe 

mensual de sus actividades. 

Se crea la figura de Secretario Técnico del Consejo.  

Se le otorga al Consejo las siguientes facultades: conocer un 

informe mensual del Presidente; obtener toda clase de 

información sobre el estado de las quejas que se encuentren en 

trámite; recibir informe anual que deberá rendir el Presidente 

sobre cumplimiento de estrategias y sobre el ejercicio 

presupuestal, además de  avances trimestrales del mismo; 

opinar sobre el proyecto de informe que se habrá de rendir; 

aprobar, revisar y modificar el reglamento interior y todas las 

normas administrativas de carácter interno.  

Se establece un procedimiento para la designación de los 

consejeros y se elimina la posibilidad de que servidores 

públicos integren el Consejo. 

Se establece que se celebrará sesión pública solemne en el 

Congreso del Estado, con la presencia de los representantes de 

los tres Poderes, durante la primera semana del mes de febrero 
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de cada año, para la presentación del informe del Presidente.  

Fecha: 4 de mayo 

del 2006. 

Decreto No. 271  

Boletín Oficial 

No. 39, Sección I, 

de fecha 15 de 

mayo de 2006.  

Reforma el 

Primer Párrafo 

del artículo 6. 

Le otorga al Consejo Consultivo la facultad de aprobar el 

número de visitadurías que respondan a las necesidades de la 

Comisión. 

Fecha:  

Ley 80, Boletín 

Oficial, No. 49, 

Sección V, de 

fecha 16 de 

diciembre de 

2010. 

Reforma que 

adiciona el 

párrafo 2 al 

artículo 19, y se 

recorren los 

subsecuentes 

párrafos del 

mismo para 

quedar como 

párrafos 3 y 4. 

También habrá un representante indígena como miembro del 

Consejo, el cual será designado en los términos establecidos en 

el artículo 13 de la Ley de Derechos de los Pueblos y 

Comunidades Indígenas de Sonora. 

Fecha: 13 de 

diciembre del 

2013 

Decreto No. 81, 

Boletín Oficial, 

No. 3, Sección IX, 

de fecha 9 de 

enero de 2014. 

 

Reforma los 

artículos 2o, 6o, 

7o, fracción XIII, 

10, fracciones V 

y VI, 12, 16, 

fracciones IX y 

X, 17, la 

denominación 

del capítulo III 

del Título II, 20, 

21, 23, fracción 

VII, 25, 

fracciones II y V, 

41, 45, 47, 49, 

51, 52, 56, 59 y 

64; asimismo, 

deroga los 

artículos 8o, 

fracción III, 10, 

fracción II y 63 y 

adiciona los 

artículos 2o Bis, 

7o, fracciones 

XIV a la 

XXXVII, 7o Bis, 

10, fracción VII, 

16, fracciones 

XI, XII y XIII, 

23, fracción VIII, 

25, fracción VI, 

37 Bis, 47 Bis, 

59 Bis, 66, 67, 

68 y 69. 

Entre las modificaciones y adiciones que se hicieron se 

encuentras las siguientes: 

Se amplía el objetivo de la Comisión quedando como sigue: 

Combatir la discriminación y la exclusión, como consecuencia 

del acto de una autoridad, persona o grupo. 

Divulgar, promover, estudiar y proteger los Derechos 

Humanos de todas las personas que radiquen en el Estado de 

Sonora. 

Fortalecer las convicciones humanísticas, Sociales y 

democráticas del estado constitucional de derecho. 

Establecer las garantías necesarias para que los Derechos 

Humanos de las personas que se encuentran en el territorio 

estatal sean efectivos, reales, equitativos. 

Se aclara qué debe entenderse por patrimonio propio de la 

Comisión, las partidas anuales que le autoriza el Congreso, los 

bienes y recursos que se le destinen para cumplir su objetivo, 

así como los ingresos que reciba por los conceptos a los que se 

refiere el artículo 64 de esta ley.  

Se le faculta a la Comisión para poner multas pecuniarias a las 

autoridades que se niegan a proporcionar información y que 

obstaculicen el trabajo de la Comisión en el ejercicio de sus 

labores. También podrá interponer denuncias ante el Ministerio 

Público cuando por motivo de una queja, compruebe que se 

han violado Derechos Humanos. 

Se elimina el requisito de 35 años de edad cumplidos para ser 

Presidente de la Comisión Estatal Derechos Humanos. 

Se adiciona que el aspirante al cargo de ombudsman no deberá 
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 haber ejercido cargo público, por lo menos con cuatro años de 

anterioridad a la fecha de elección; no ser o haber sido 

dirigente de algún partido político. 

Se extiende la Competencia de la Comisión para conocer de 

asuntos laborales.  

Se cambia el nombre del Consejo de la Comisión por el de 

Consejo consultivo.  

Cuando una autoridad no acepta o cumple una recomendación 

podrá ser citada por el Congreso del Estado, a juicio propio o a 

petición de la Comisión Estatal de Derechos Humanos, para 

que expliquen la razón de su negativa. 

Cuando una sanción sea desproporcional al daño causado, 

serán citadas ante el Congreso, por encargo de la CEDH, las 

autoridades encargadas de aplicar sanciones penales, 

administrativas o disciplinarias a los funcionarios públicos que 

cometieron alguna violación a los Derechos Humanos. 

 

Se deroga el artículo 64 que sometía al personal de la 

Comisión a las disposiciones de la Ley del Servicio Civil y 

que, además, les otorgaba el derecho de afiliación al Instituto 

de Seguridad Social y servicios Sociales de los Trabajadores 

del Estado de Sonora (ISSSTESON). Desaparece el concepto 

de ñtrabajadores de confianzaò para referirse al personal que 

labora en el organismo. 

            Fuente: Elaboración de Guillermo Noriega y propia con base en la Ley 123. 

 

En general, la Ley 123 es una ley promedio con respecto a la normatividad que regula 

el resto de los organismos públicos de derechos humanos del país, pues no se encuentra 

muy distante a los retos que enfrentan los organismos del resto de las entidades federativas. 

Hacen faltas reformas que modifiquen sustancialmente las atribuciones del organismo, para 

que pueda emitir resoluciones coactivas y pueda sancionar a las autoridades que incumplen 

las recomendaciones que emite. 

 

2.3.3. Reglamento Interno de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Sonora 

 

El Reglamento Interior regula los procedimientos institucionales (las quejas, 

conciliaciones, recomendaciones, orientaciones, etc.) de la CEDH para atender a la 

ciudadanía. Estos procedimientos se encuentran normados en el Título V de dicho 
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reglamento. Este documento ha sido reformado dos veces: 6 de mayo del 2010 y 3 de 

noviembre del 2014.87 

Una queja puede ser definida como una solicitud de intervención que realiza un 

ciudadano al organismo público de derechos humanos ante una posible violación a sus 

derechos fundamentales por actos u omisiones de servidores y autoridades públicas (Pulido 

2006b). 

 

a) De la orientación y recepción de quejas  

 

En primera instancia, según el artículo 45 del Reglamento Interior, ñtoda queja que se 

dirija a la Comisión deberá presentarse mediante escrito con la firma o huella digital del 

interesadoò (Reglamento Interno, artículo 45, párrafo primero). Se señalan como datos 

mínimos de identificación: nombre y apellido, domicilio, en su caso, número telefónico de 

la persona afectada y de quien presenta la queja. En casos de urgencia, las quejas podrán ser 

admitidas de forma no escrita formuladas mediante comunicación electrónica o por 

teléfono, conteniendo los datos mínimos de identificación anteriormente aludidos. El 

funcionario de la Comisión que reciba la queja está obligado a levantar un acta 

circunstanciada de la recepción de la queja (artículo 45, párrafo segundo). Es importante 

señalar que la misma Ley 123 establece la posibilidad de presentar quejas oralmente 

cuando los comparecientes no puedan escribir o sean menores de edad, previendo el 

servicio gratuito de traducción en caso de no hablar o entender correctamente el idioma 

español (artículo 30). 

La ñacumulaci·n de expedientesò se materializa en el supuesto del art²culo 49 del 

Reglamento, esto es cuando se reciben dos o más quejas por los mismos actos y omisiones 

que se atribuyen a la misma autoridad o servidor público, o cuando sea necesario no dividir 

una investigación. Ello toma relevancia al hacer el conteo de quejas recibidas y expedientes 

concluidos. 

Según la Ley 123, la queja ñsolo podr§ presentarse en el lapso de un año, a partir de 

que se hubiera iniciado la ejecución de los hechos que se estimen violatorios, o de que el 

                                                           
87 Reforma publicada en el Boletín Oficial del Gobierno del Estado, Tomo CLXXXV, número 36, Sección I, 

del 6 de mayo del 2010; reforma publicada en el Boletín Oficial del Gobierno del Estado, Tomo CXCIV, 

número 36, Sección II, del 3 de noviembre del 2014. Este par de reformas tuvieron lugar durante la gestión de 

Raúl Arturo Ramírez Ramírez. 
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quejoso hubiese tenido conocimiento de los mismosò (artículo 27). La excepción se 

encuentra en el caso de infracciones graves a los derechos humanos en los que se ampliará 

el plazo, o en el que no existirá plazo alguno de tratarse de hechos que puedan ser 

considerados violaciones de lesa humanidad.88 

b) De la calificación de las quejas 

 

La Dirección General de Quejas, Recomendaciones y Atención a Víctimas del Delito 

(DGQRyAVD), que no está reconocida formalmente en la Ley 123 ni en el Reglamento 

Interno, es la encargada de recibir, registrar y asignar un número de expediente y acuse de 

recibido. La queja es enviada a las visitadurías que, según el artículo 55 del Reglamento 

Interior, están obligadas a calificarla en un plazo no mayor a tres días, a partir de la fecha 

de turno y deberá emitir un acuerdo de calificación en la que determinará de manera 

razonada y fundamentada si procede o no a investigar el caso. 

Una queja se acepta como tal si el hecho denunciado es una presunta violación a los 

derechos humanos. Este es el primer criterio para calificar una queja como tal. El segundo 

criterio es que la Comisión no tenga competencia para conocer de la queja. El tercero es la 

incompetencia de la Comisión para conocer de la queja, pero con la necesidad de realizar 

una orientación jurídica. El cuarto criterio es por ñacuerdo de calificaci·n pendiente, debido 

a que la queja no re¼na los requisitos legales o reglamentarios, o sea confusaò (Reglamento 

Interior, artículo 56). 

                                                           
88 Los Crímenes de lesa humanidad o Cr²menes contra la humanidad son ñaqu®llos [actos] que ofenden, 

agravian, o injurian a la humanidad en su conjuntoò (Mora 2013, 100). Para que estos actos puedan ser 

calificados como tales deben reunir dos requisitos: que sea ñun ataque generalizado y sistem§tico contra una 

poblaci·n civil, y con conocimiento de dicho ataqueò. Es decir, estos actos son consecuencia de un plan o 

política preconcebidos por parte del Estado, grupo u organización. El Estatuto de Roma de la Corte Penal 

Internacional, aprobado el 17 de Julio de 1998, señala como actos inhumanos prohibidos a) el asesinato, b) el 

exterminio, c) la esclavitud, d) la deportación o traslado forzoso de población, e) encarcelamiento u otra 

privación grave de la libertad física en violación de normas fundamentales del derecho internacional, f) la 

tortura, g) la violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, esterilización forzada u 

otros abusos sexuales de gravedad comparable, h) persecución de un grupo o de una colectividad, i) 

desaparición forzadas de personas, j) el crimen de apartheid, k) otros actos inhumanos que provoquen grandes 

sufrimientos o atenten contra la integridad física o la salud mental (Abrisketa 2006). El Estatuto de Roma de 

la Corte Internacional fue firmado por México, durante la presidencia de Ernesto Zedillo Ponce de León, el 7 

de septiembre del 2000 y ratificado el 28 de octubre de 2005. El Estatuto entró en vigor en nuestro país el día 

1 de enero del 2006.  
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Es importante señalar que en los informes oficiales, en el apartado correspondiente a 

la clasificación, con frecuencia se hace referencia a otros rubros de no admisión. En el 

siguiente cuadro se describen sus significados: 

 

Cuadro 4 

Motivos de calificación de las quejas 

 
 

Calificación 

 

Significado 

 

Presunta violación a 

Derechos Humanos. 

 

Es posible que los hechos denunciados constituyan una violación a los 

derechos fundamentales. 

 

 

Incompetencia de la 

Comisión para conocer de 

la queja. 

 

 

No es competencia de la Comisión. De forma discrecional se determina 

si el solicitante requiere o no orientación jurídica. 

 

Incompetencia de la 

Comisión para conocer de 

la queja, con la necesidad 

de realizar orientación 

jurídica. 

 

Cuando la queja no reúna los requisitos legales o reglamentarios, o sea 

confusa. 

 

Acuerdo de calificación 

pendiente. 

Cuando la queja no reúna los requisitos legales o reglamentarios, o sea 

confusa. 

           Fuente: Elaboración propia en base a CEDH-SON (1992b). 

 

El proceso de calificación de una queja es un filtro que requiere mayor transparencia 

vía la definición de controles y criterios técnicos, ya que en esta etapa un importante 

número de quejas son rechazadas y, por ende, no son investigadas a fondo por la Comisión, 

quedando en la opacidad y lejos de toda fiscalización los temas, razones y motivos por las 

cuales son desechadas. Por ello, contar con un manual de calificación, aportaría certeza, 

transparencia y un mayor nivel de profesionalización. 

c) Del proceso de investigación 

 

Una vez aceptada la queja la Comisión deberá contactar a las autoridades señaladas 

como responsables, solicitándoles un informe sobre los actos, omisiones o resoluciones que 

se les atribuyan en la queja (Ley 123, artículo 37). El informe deberá ser presentado en un 

plazo máximo de 15 días naturales, pudiendo ser reducido a juicio de la Comisión (Ley 
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123, artículo 35). La reciente adición del artículo 37 a la Ley 123 subraya que desde el 

momento de admisión de una queja o se sepa de la posible violación a los derechos 

humanos, los Visitadores, Generales o Adjuntos, están facultados para presentarse a 

cualquier oficina administrativa o centro de reclusión para documentar y recoger las 

pruebas pertinentes, así como revisar a la persona recluida y dar fe de su estado físico y 

condici·n de reclusi·nò e iniciar el an§lisis de los archivos o documentos necesarios.  

Todas las autoridades están obligadas a proporcionar la información que la Comisión 

solicite, a fin de facilitar sus labores de investigación. En caso que éstas se nieguen a 

colaborar, la Comisión podrá presentar una denuncia ante su superior jerárquico en su 

contra, o ante la Visitaduría de la Procuraduría General de Justicia del Estado y/o del 

Órgano de Control Interno responsable, con independencia de las sanciones 

administrativas, penales, pecuniarias, amonestación que tengan lugar, según lo dispuesto 

por los artículos 56 y 62 de la ley en comento. Pero ñcuando a juicio del Presidente de la 

Comisión o del Consejo Consultivo, el acto u omisión en que haya incurrido la autoridad 

responsable pueda ser considerado como delito, según la ley penal aplicable, se presentará 

la denuncia correspondiente ante el Ministerio P¼blicoò (artículo 37 Bis, párrafo 4). 

El artículo 39 de la misma Ley establece que en dicho informe se deberá hacer 

constar los antecedentes del asunto, los fundamentos y motivaciones de los actos u 

omisiones impugnados, si efectivamente existieron, así como los elementos de información 

que consideren necesarios para la documentación del asunto. Si la autoridad no presentase 

el informe, lo hiciese tardíamente o no lo documentara de manera suficiente, además de la 

responsabilidad administrativa a la que pudiere ser objeto, en relación con el trámite de la 

queja, se tendrán por ciertos los hechos materiales de la misma, salvo prueba de lo 

contrario.   

De acuerdo con los artículos 40 y 41 de la Ley 123, los visitadores cuentan con cinco 

facultades para iniciar el proceso de investigación una vez que ha sido calificada la queja y 

desahogar las pruebas que sean pertinentes para determinar si el hecho denunciado por el 

peticionario es o no una violación grave a los derechos humanos. 

 

I. Pedir a las autoridades o servidores públicos a los que se imputen violaciones de 

derechos humanos, la presentación de informes o documentación adicionales; 
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II.  Solicitar de otras autoridades, servidores públicos o particulares, todo género de 

documentos e informes; 

III.  Practicar visitas e inspecciones, ya sea personalmente o por medio del personal 

técnico o profesional bajo su dirección, en términos de Ley; 

IV.  Citar a las personas que deban comparecer como peritos o testigos; 

V. Efectuar todas las demás acciones que conforme a derecho juzgue convenientes, 

para el mejor conocimiento del asunto.  

 

Como facultad adicional a las anteriores, el visitador podrá solicitar en cualquier 

momento a las autoridades competentes, que se tomen todas las medidas precautorias o 

cautelares necesarias para evitar la consumación irreparable de las violaciones denunciadas 

o reclamadas, o la producción de daños de difícil reparación a los afectados, así como 

solicitar su modificación cuando cambien las situaciones que las justificaron (Ley 123, 

artículo 40). La autoridades están obligadas a resolver las medidas cautelares que reciban 

de los visitadores en un plazo máximo de tres días.  De no ser aceptada una medida cautelar 

por la autoridad a quien fue dirigida, ésta estará obligada a fundamentar y explicar los 

motivos de su negativa, ñso pena de responsabilidad y, en su caso, ser llamado a 

comparecer ante el Congreso del Estado para que explique las razones de su omisión o 

negativaò (Ley 123, artículo 41, párrafo 3). 

Después de recibir las pruebas por parte de las autoridades y quejosos o bien que la 

misma Comisión requirió o recabó, el Visitador habrá de valorarlas en su conjunto, según el 

art²culo 42 de la Ley, ñ[é] de acuerdo con los principios de la lógica y de la experiencia y, 

en su caso, de la legalidad, a fin de que puedan producir convicción sobre los hechos 

materia de la quejaò. 

Concluida la investigación el Visitador habrá de formular un acuerdo de no 

responsabilidad o un proyecto de recomendación. En ambos documentos habrán de 

encontrarse los hechos, argumentos, pruebas y elementos de convicción y las diligencias 

que se hayan realizado con el fin de determinar si las autoridades o servidores públicos han 

violado o no los derechos humanos de los afectados.  

En el acuerdo de no responsabilidad habrá de incluir las razones por las cuales la 

Comisión determinó la no existencia de violaciones a los derechos humanos. Por su parte, 

en el proyecto de recomendación habrán de incluirse las medidas que procedan para la 



147 
 

efectiva restitución de los derechos humanos de los afectados, y si procede en su caso, para 

la reparación de los daños y perjuicios que se hubiesen ocasionado. 

 

d) De la conciliación  

 

De no tratarse de una posible violación a los derechos humanos de carácter grave,  el 

organismo desde el momento de aceptaci·n de la queja deber§ buscar la ñamigable 

composici·nò. Esta se refiere a la mediaci·n del Presidente, Visitadores o personal t®cnico 

de la Comisión en la búsqueda de la solución inmediata del caso.  

La tambi®n llamada ñconciliaci·nò es el instrumento m§s efectivo que tiene un 

Organismo Público para resolver problemas de Derechos Humanos y tiene como objetivo 

que a la brevedad le sean satisfechos al quejoso los motivos de la presentación de la queja. 

La Ley 123 ordena a la Comisión procurar la conciliación entre los quejosos y las 

autoridades señaladas como responsables, así como la inmediata solución de un conflicto 

planteado, cuando la naturaleza del caso lo permita y el quejoso lo acepte (Artículo 7, 

Fracción IV; artículo 25, Fracción III). 

El capítulo IV del Reglamento Interior de la CEDH está dedicado a este particular y 

establece como excepciones para esta herramienta que las presuntas violaciones no se 

refieran a violaciones a los derechos a la vida o a la integridad física o psíquica o a otras 

que se consideren especialmente graves por el número de afectados o por sus posibles 

consecuencias.  

La Comisión deberá presentar por escrito a la autoridad o servidor público una 

propuesta de conciliación donde se expongan las medidas conciliatorias. La autoridad 

contará con un plazo de siete días naturales para responder la propuesta y enviar las pruebas 

correspondientes. Si la autoridad no acepta la propuesta, la consecuencia inmediata será la 

preparación del proyecto de recomendación. De aceptar la propuesta, la autoridad o 

servidor público contará con 90 días naturales para cumplir en su totalidad con las medidas 

conciliatorias, de no hacerlo así el quejoso podrá hacerlo saber a la Comisión, misma que 

habrá de resolver sobre la reapertura del expediente. Desafortunadamente dar seguimiento 

al cumplimiento puntual de las Conciliaciones no le es posible a la Comisión, aunque si un 

ciudadano denuncia el incumplimiento se deberá valorar la reapertura del expediente.  
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e) De las recomendaciones 

 

La recomendación es el instrumento más fuerte que tiene la Comisión para exigir a la 

autoridad corregir o reestablecer los derechos humanos de algún o algunos ciudadanos y, en 

su caso, la reparación del daño. La Ley establece que debe ser pública y autónoma y que no 

tendrá carácter imperativo, es decir, que no es vinculatoria para la autoridad. La fuerza de 

las recomendaciones que emite un organismo público de derechos humanos radica en la 

autoridad moral de ésta y en la publicidad que se le da para mostrarle a la sociedad que una 

autoridad o servidor público ha violentado los derechos de algún habitante.  

Una vez concluida la investigación y habiendo agotado la posibilidad de amigable 

composición o conciliación, el Visitador enviará el proyecto de recomendación al 

Presidente del organismo para su consideración. Éste lo estudiará y formulará las 

observaciones, consideraciones y modificaciones que le resulten convenientes y, en su caso, 

la suscribirá.  

Las recomendaciones, según el artículo 87 del Reglamento interior, deben contener 

elementos como la descripción de los hechos que resultaron violatorios de derechos 

humanos, evidencias enumeradas, consecuencias de la violación en la situación jurídica, 

observaciones, pruebas y razonamientos lógico-jurídicos y de equidad en los que se soporte 

la convicción sobre la violación. Además, deberá enumerar recomendaciones específicas 

para que la autoridad las lleve a cabo con el fin de reparar la violación y sancionar a los 

responsables.  

Una vez recibida la recomendación, la autoridad o servidor público cuenta con quince 

días hábiles para informar si la acepta o no. Si la acepta contará con el mismo plazo para 

presentar las pruebas del cumplimiento de cada uno de los puntos de la recomendación, 

plazo que puede ser ampliado dependiendo del caso. Si las autoridades o servidores 

públicos señalados no aceptaran y cumplieran las recomendaciones, la Comisión podrá 

ejercer algunas facultades otorgadas por la reforma de la Ley 123 del 9 de enero del 2014, 

para presionar que éstas las acepten y cumplan. Antes de esta reforma, la Comisión no 

contaba con instrumento jurídico alguna para presionar a las autoridades en relación a la 

aceptación y cumplimiento de las recomendaciones. 

El nuevo cambio del ordenamiento legal, concede al titular de la CEDH la facultad de 

llamar a aquellos funcionarios públicos que no acepten o cumplan las recomendaciones, en 
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los tiempos señalados para ello, para que expliquen los motivos, fundamenten y hagan 

pública la razón de su negativa. Una segunda atribución del Presidente de la Comisión 

vinculada con las recomendaciones, se refiere a la facultad que éste tendrá para solicitar al 

Congreso del Estado, por medio de la Comisión de Justicia y Derechos Humanos, llame a 

cuentas a las autoridades que no aceptaron o cumplieron una recomendación, para que 

expliquen la razón de su negativa. El Congreso del Estado, por iniciativa propia, también 

podrá llamar a cuentas a las autoridades en relación con las recomendaciones. He aquí el 

texto que a la letra dice: 

 

Cuando las recomendaciones emitidas no sean aceptadas o cumplidas por las 

autoridades o servidores público en los tiempos legalmente instituidos para ello, éstos 

deberán fundar, motivar y hacer pública su negativa o incumplimiento; además, a 

petición del Presidente de la Comisión Estatal de Derechos Humanos o por decisión 

propia, el Congreso del Estado, a través de la Comisión de Justicia y Derechos 

Humanos, deberá llamar a las autoridades o servidores públicos responsables para 

que comparezcan ante dicho órgano legislativo, a efecto de que expliquen el motivo 

de su negativa o incumplimiento (artículo 47, párrafo 3). 

 

Previo a la reforma de la ley 123, que funda la CEDH del 9 de enero del 2014, la 

Comisión sólo podía dar seguimiento a las recomendaciones para verificar si estas eran 

cumplidas o no, pero no podía intervenir con la autoridad para que rindiera cuentas 

explicando por qué no aceptaba o cumplía una recomendación y obligarla a hacer pública 

su negativa, ni tampoco podía pedir la intervención del Congreso para tal efecto, menos aún 

podía ejercer presión ante las autoridades para que cumplieran las recomendaciones.  

La reforma faculta al Congreso del Estado llamar a comparecer, a petición del 

Presidente de la CEDH, ña las autoridades encargadas de aplicar las sanciones 

disciplinarias, penales o administrativas a los funcionarios públicos que cometieron una 

violación a los Derechos Humanos, cuando a juicio del Presidente resultara desproporcional 

la sanción al daño causado, a efecto de que expliquen el motivo de tal resolución o 

determinaci·nò (Ley 123, artículo 47, párrafo 4).  

Esta desproporción entre el ilícito cometido y la sanción aplicada es evidente en la 

li sta de sanciones que se reportan en algunos informes de actividades de la Comisión 
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Estatal de Derechos Humanos. Estas listas revelan que es práctica común que el abuso de 

autoridad cometido por agentes de la policía judicial sólo sea castigado con amonestación, 

o que, incluso, las autoridades encargadas de aplicar sanciones administrativas exoneren a 

los culpables.  

Con todas las modificaciones legales que supuso la citada reforma, no está claro qué 

pasará después de que una autoridad sea llamada a cuentas por el Congreso para que 

explique por qué rechazó aceptar o cumplir una recomendación. Es decir, la reforma no 

modificó el carácter no vinculatorio de las recomendaciones, lo que implica que su 

cumplimiento y aceptación continuará siendo opcional para la autoridad y nunca dará lugar 

a sanciones o castigos serios; a lo sumo, las autoridades recomendadas serán acreedoras a la 

reprobación moral de la sociedad.89  

 

Conclusión 

 

Como puntos conclusivos de este apartado cabe decir que existen algunas diferencias de 

contenido entre los tratados internaciones de los derechos humanos y la Constitución 

política de los Estados Unidos Mexicanos, mismas que han llevado a nuestro país a hacer 

algunas reservas e interpretaciones. Es decir, siguen existiendo resistencias del Estado 

Mexicano para aceptar plenamente el contenido de esos tratados. Por otro lado, la reforma a 

la Constitución Federal del 10 de junio del 2011 en materia de Derechos Humanos ha sido 

adaptada de manera tímida al marco legal estatal, al grado que después de tres años de 

haberse efectuado sigue sin ser aplicada en la mayoría de las entidades federativas, a pesar 

de que la reforma mandaba hacer dichas adecuaciones en el nivel subnacional en el plazo 

de un año. Derivado del análisis de la legislación en materia de Derechos Humanos es 

importante resaltar que las leyes fundacionales de las OPDH son dispares, no están 

homologadas. La falta de dientes dentro de las facultades normativas de la Comisión, 

                                                           
89 No debe confundirse las sanciones que impone la Contraloría General, como parte del cumplimiento de las 

acciones que sugiere la CEDH en las recomendaciones, con las sanciones que pudieran derivar del 

incumplimiento de las recomendaciones. Simplemente estas últimas no existen, porque las recomendaciones 

no son coercitivas; su aceptación y cumplimiento por parte de la autoridad sigue dependiendo de la 

legitimidad social y de la autoridad moral del Organismo Defensor de los Derechos Humanos, que dicho sea 

de paso, tampoco existe en nuestra entidad y en el país.  
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aunada a la cooptación interna de su autonomía,90 pone en evidencia que los cambios que se 

han dado en el ámbito formal no son suficientes ni han atacado las debilidades centrales de 

este organismo. Es más, los pocos cambios que se han dado en materia de derechos 

humanos no han transcendido más allá del papel. 

La legislación en los niveles nacional y subnacional tendría que experimentar serias 

reformas, dentro de las cuales se incluya la capacidad de sanción administrativa sobre las 

autoridades públicas para que su trabajo no sea en vano. Esto permitiría disuadir a las 

autoridades públicas de cometer atropellos a los derechos humanos, aunque es claro que las 

transformaciones en materia de derechos humanos en México tienen que provenir también 

por iniciativa de la sociedad organizada. Como se ha visto, la normatividad en los niveles 

anteriormente mencionados es pobre, ambigua y con grandes deficiencias. Estas 

deficiencias se advierten, primero, en la falta de homologación de las leyes en el nivel 

subnacional y la falta de precisión y claridad en las mismas, lo que abre una ventana de 

oportunidad para procedimientos discrecionales o arreglos informales que tienden a 

favorecer intereses privados y de partido en detrimento de la tutela de los derechos 

humanos de los ciudadanos. Una segunda deficiencia estriba en la falta de instrumentos 

para que las reformas realizadas recientemente al ordenamiento federal y a algunos 

ordenamientos locales aterricen con éxito en la práctica.  

Teniendo en cuenta lo anterior, se propone la homologación del marco legal nacional 

en materia de derechos humanos, para que no haya disparidad en el proceso de elección del 

ombudsman y del Consejo Consultivo. Esto conducirá también a que las facultades 

normativas que tengan los OPDH en nuestro país sean las mismas. Un elemento que debe 

contemplarse en todas las leyes en la materia es el obligatorio seguimiento de las 

recomendaciones del ombudsman. Además, es necesario que las leyes fundacionales 

estipulen la obligación que tienen las Comisiones de transparentar su trabajo y rendir 

cuentas a la ciudadanía informando de los avances de sus programas y el manejo de sus 

presupuestos so pena de sanciones ejemplares. En la normatividad subnacional tampoco 

                                                           
90 No se ha ciudadanizado el proceso de elección del ombudsman, sino que la elección de éste es el resultado 

de una negociación política entre las dos principales fuerzas políticas del Estado. Por otro lado, el edificio 

donde se encuentra la Comisión Estatal de Derechos Humanos es propiedad del Gobierno Estatal. Además, 

cada año el Ejecutivo del Estado hace un recorte al monto solicitado en el Anteproyecto de Egresos de la 

CEDH-SON, contrariando la Ley 123, artículo 65, la cual establece que Ejecutivo únicamente debe integrarlo 

al Presupuesto de Egresos del Estado para su evaluación y consiguiente aprobación en el Congreso. 
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hay un modelo estándar de informes de actividades que anualmente presentan los 

ombudsman, por lo que también debiera crearse un sólo modelo de informe con 

herramientas estadísticas que hagan posible el monitoreo y evaluación de su desempeño.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



153 
 

CAPÍTULO III  

LA INS TITUCIONALIZACIÓN  DE LOS DERECHOS HUMANOS EN MÉXICO 

 

 

Introducción 

 

El objetivo de este capítulo es estudiar los procesos político-sociales que precedieron la 

creación de los Organismos Públicos de Derechos Humanos (OPDH) en el ámbito nacional 

y subnacional, así como determinar si se ha politizado la defensa de los derechos humanos 

en nuestra entidad federativa. La pregunta de investigación que se plantea de entrada es si 

está politizada la defensa de los derechos humanos en el estado. La hipótesis que se ofrece 

como respuesta tentativa a la interrogante anterior es que efectivamente se ha politizado la 

defensa de los derechos humanos en la entidad, dado el fuerte control político que ejerce el 

Ejecutivo sobre el organismo. El trabajo de la Comisión Estatal de Derechos Humanos 

obedece a la política del gobierno en turno y del partido oficial, que utilizan al organismo 

para salvaguardar sus propios intereses en perjuicio de los derechos ciudadanos. Esto puede 

apreciarse por la actitud omisa del organismo ante los casos de flagrante violación a los 

derechos fundamentales de las personas. 

La estructura del presenta capítulo consta de tres apartados. En primer lugar, se 

expone de manera histórica la institucionalización de la defensa y promoción de los 

derechos humanos en México y en las entidades federativas, particularmente Sonora. En 

este apartado, se describe cómo la defensa de los derechos humanos apareció primero en el 

ámbito civil y luego en el ámbito no jurisdiccional. Esto quiere decir que previo a la 

institucionalización pública de los derechos humanos fue la institucionalización cívica de 

los mismos. En un segundo momento, se estudia el proceso de politización de los derechos 

humanos en nuestro estado, el cual impide la intervención de la CEDH en los casos graves 

de violación a los derechos fundamentales. Asimismo, se analiza el discurso político de los 

informes de gobierno en materia de derechos humanos, para contrastarlos luego con el 

contenido de los informes del Organismo Local. Por otro lado, es clara la nula relación de 

cooperación entre la Comisión Estatal y las Organizaciones de la Sociedad Civil (OSC), lo 

cual es indicativo de que el organismo se pone más de parte del gobierno que de los 
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ciudadanos, pese a que éstos últimos tienen menos recursos legales y financieros para 

defenderse de las violaciones perpetradas por aquéllos. En la última sección del capítulo se 

hace un estudio comparativo de la gestión que realizan, para el cumplimiento de las 

recomendaciones, los organismos defensores de cuatro entidades federativas, a saber, el 

Distrito Federal, Jalisco, San Luis Potosí y Sonora. Por último, se discute el tema de a 

quién debería importar los derechos humanos, para continuar luego con la propuesta de un 

modelo institucional de derechos humanos para el estado.  

 

3.1. Las instituciones defensoras de los derechos humanos 

 

En México, la institucionalización de los derechos humanos se dio primero en la 

arena de la defensa civil y luego en la arena pública. Las primeras organizaciones civiles de 

Defensa de los Derechos Humanos que surgieron en nuestro país fueron el Centro de 

Derechos Humanos Francisco de Vitoria, OP, la Academia Mexicana de Derechos 

Humanos, ambos creados en 1984, el Centro de Derechos Humanos Miguel Agustín Pro 

Juárez en 1988, la Comisión Mexicana de los Derechos Humanos y el Centro de Derechos 

Humanos Fray Bartolomé de las Casas fundados en 1989. El Registro Federal de la 

Comisión de Fomento a las Actividades de las Organizaciones de la Sociedad Civil estima 

que en el país existen 2,702 organismos civiles dedicados a la defensa y promoción de los 

derechos humanos. ñMientras que en 1984 exist²an s·lo cuatro organizaciones [é], para 

1990 el número aumentó a 200 organizacionesò(CNDH 2011a, 24).  

En cambio, la defensa no jurisdiccional de los derechos humanos en México dio 

inicio en 1990 con la creación de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos 

(CNDH), pero como un organismo subordinado al Estado. Sólo hasta 1992, el organismo 

alcanzaría rango constitucional con la reforma del artículo 102 Apartado B de la 

Constitución Federal. En este mismo año también empezaron a crearse organismos 

paralelos en cada uno de los estados de la República, incluido el Distrito Federal. La 

creación de una institución defensora de los derechos humanos en México se debió a las 

presiones internaciones que enfrentó el país durante la presidencia de Carlos Salinas de 

Gortari, en el marco de las negociaciones para la firma del Tratado de Libre Comercio de 

América del Norte (TLCAN) entre México, Estados Unidos y Canadá.  
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3.1.1. La Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH) 

 

Los primeros antecedentes históricos en nuestro país similares a la figura del 

ombudsman datan de mediados del siglo XIX y la segunda mitad del siglo XX. El 5 de 

marzo del año 1847 fue creada la Procuraduría de los Pobres en San Luis Potosí, por 

Decreto número 18 del Congreso local. Días después, el Gobernador Ramón Adame ordenó 

su publicaci·n ñen el n¼mero 74 del peri·dico potosino La Época, del 11 de marzo de 

1847, en plena guerra con los Estados Unidosò (Fern§ndez 1994, 129).91 Este es el 

antecedente más importante. En el pasado siglo, se crearon la Procuraduría Federal de 

Consumidor (1975), la Dirección para la Defensa de los Derechos Humanos de Nuevo 

León (1979), la Procuraduría de Vecinos de la ciudad de Colima (1983), la Defensoría de 

los Derechos Universitarios de la Universidad Nacional Autónoma de México (1985), la 

Procuraduría para la Defensa Indígena de Oaxaca (1986), la Procuraduría Social de la 

Montaña de Guerrero (1987), la Procuraduría de Protección Ciudadana del Estado de 

Aguascalientes (1988), la Procuraduría Social del Departamento del Distrito Federal y la 

Defensoría de los Derechos de los Vecinos del municipio de Querétaro (1989) (Carpizo 

2000; Ávila 2007).  

La institucionalización oficial de ombudsman en México comenzó a figurar en el 

ámbito nacional como una dependencia adscrita a la administración pública centralizada. Es 

así que surge La Dirección General de Derechos Humanos de la Secretaría de Gobernación. 

La creación de esta dependencia estaba contemplada en el artículo 15 del Reglamento 

Interior de esta secretaría, la cual fue dada a conocer en el Diario Oficial de la Federación el 

13 de febrero de 1989. Esta dependencia estaba lejos de ser un auténtico ombudsman, 

puesto que sus facultades se restringían a recibir y atender quejas, pero no tenía la 

capacidad de emitir recomendaciones. Por decreto presidencial del 6 de junio de 1990 fue 

sustituida esta dependencia por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH), 

creada como un organismo desconcentrado de la Secretaría de Gobierno.92 Entre las 

atribuciones de su titular se encontraban ñhacer recomendaciones y en su caso 

                                                           
91 La Procuraduría de Pobres fue el resultado de la aprobación del Congreso Constituyente del proyecto de 

Ley de la Procuraduría de Pobres, presentada por Don Ponciano Arriaga en 1847. A este ilustre abogado 

potosino se le conoce como el Padre de la Constitución de 1857. 
92 Secretaría de Gobernación. Decreto por el que se crea la Comisión Nacional de Derechos Humanos como 

un órgano desconcentrado de la Secretaría de Gobernación, 5 de junio de 1990. 
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observaciones que resulten pertinentes a las autoridades administrativas del país sobre 

violaciones a los derechos humanosñ (Fernandez 1994, 130). 

No obstante, a pesar de ser un organismo desconcentrado, la CNDH seguía 

dependiendo de la Secretaría de Gobernación, por lo que no se trataba de un ombudsman 

con autonomía. El 13 de diciembre de 1991, la Cámara de Diputados aprobó con ligeras 

modificaciones la iniciativa de reforma Constitucional presentada por el Presidente Salinas 

de Gortari, la cual pretendía elevar a rango constitucional a ese organismo público defensor 

de los derechos humanos. La Cámara de Senadores aprobó dicha propuesta de reforma el 

13 de diciembre de ese mismo año y para el 22 de enero de 1992 todas las legislaturas 

locales habían hecho lo propio en sus respectivos estados. La reforma fue publicada en el 

Diario Oficial de la Federación el 28 de enero de 1992. Pese a esta reforma, el texto 

constitucional reformado nada decía sobre dotar de autonomía al organismo, sino que como 

gesto simb·lico se limit· a decir ñque las recomendaciones del defensor de los derechos 

humanos deben ser óaut·nomasô, pero esto no implica nada con respecto a la autonom²a de 

la instituci·n mismaò (Ackerman 2007, 129). 

Contrario a lo que pudiera pensarse, dice Ackerman, la reforma constitucional de 

1992 limitó el ámbito de competencia del organismo nacional en materia electoral, laboral 

y jurisdiccional, lo cual contrasta con lo estipulado en el reglamento de 1990. Previo a la 

reforma, la institución recibía quejas y emitía recomendaciones, aunque no era su principal 

función. Es más, ni siquiera esta tarea estaba contemplada en el reglamento interno de 

1990, sino que la reforma de 1992 la convirtió en la principal labor del organismo 

burocratizando todo su trabajo. Dos ejemplos concretos de lo anterior es que, por un lado, 

ñen el reglamento de 1990 no hay prohibici·n global sobre el tratamiento de actos y 

omisiones administrativas en el Poder Judicialò; mientras que por el otro, ñel reglamento 

declaraba que la CNDH pod²a intervenir en disputas laborales donde una óautoridad 

administrativaô hubiera estado involucrada o cuando se hubieran violado ógarantíasô 

individuales o socialesò (Ackerman 2007, 130-131). 

En la reforma constitucional del 28 de enero de 1992, se cambió la denominación de 

la Comisión Nacional de los Derechos Humanos reconociéndosele como un organismo con 
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personalidad jurídica, desconcentrado de la Secretaría de Gobernación.93 No obstante, sólo 

con la reforma constitucional de 1999 se le daría autonomía jurídica a la CNDH, para que 

tanto la elección del presidente del organismo como la del consejo ciudadano 

correspondieran al Senado, previa consulta a las organizaciones de la sociedad civil.94 La 

urgencia de crear un organismo nacional defensor de los derechos humanos en nuestro país, 

se debió principalmente el incremento exponencial de violaciones a los derechos humanos 

cometidas por los ministerios públicos y policías federales responsables de combatir al 

narcotráfico.  

Entre los acontecimientos que indignaron a la sociedad mexicana y que dieron la 

vuelta al mundo, se encuentra ñel asesinato de la licenciada Norma Corona, distinguida 

luchadora de los derechos humanos en Sinaloa, [que] decidió al gobierno mexicano a tomar 

medidas de fondo con la finalidad de parar dichas violacionesò (Carpizo 2000, 28). Estas 

violaciones atrajeron la atención de algunos organismos internacionales que, junto al interés 

de México en las negociaciones del Tratado de Libre Comercio de América del Norte 

(TELECAM), presionaron para ñla creaci·n, en junio de 1990 de la Comisi·n Nacional de 

Derechos Humanos (CNDH)ò (Maza 2009, 27).95 

El organismo surgió dentro de un profundo clima de escepticismo social, que se 

disipó al año de su creación, por la importancia de las recomendaciones que emitía, como 

las referentes a los casos familia Quijano Santoyo, Rubén Oropeza Hurtado, la población de 

                                                           
93 La denominación original del organismo nacional era Comisión Nacional de Derechos Humanos. La 

reforma de 1992 modificó el nombre anteponiendo el art²culo ñlosò a Derechos Humanos, para quedar como 

la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, que es el nombre actual de la institución.  
94 Reforma constitucional del 13 de septiembre de 1999. En esta reforma también se dejó asentado que el 

Presidente del Organismo Nacional rindiera informes, no sólo al titular del Ejecutivo, sino ante los tres 

poderes del Estado. Además, se dejó en manos del Senado la elección del Presidente de la Comisión, que 

anteriormente correspondía al Ejecutivo. La reforma se quedó corta, porque no se  hizo de la CNDH un 

ñorganismo p¼blico aut·nomoò, sino s·lo un organismo que ñócuentaô con óautonom²a de gesti·n y 

presupuestaria, personalidad jur²dica y patrimonio propioôò (Ackerman 2007, 139). En las iniciativas de 

reformas presentadas por el PT, PRD, PAN, que no se aprobaron, otorgaban amplias facultades a la Comisión 

y le daban un mayor grado de autonomía, pero no fueron incorporadas a la versión final de la reforma de 

1999. Entre estas facultades estaban las de conocer de asuntos electorales, labores y administrativos del Poder 

Judicial, ñlas de investigar y ejercer acci·n penal cuando se trata de un delito de tortura que haya sido 

cometido por la Procuraduría General de la República (quien de otra manera sería responsable de investigar y 

consignar a sus propios miembros)ò (ib²d., 145). 
95 La creación de la CNDH se haría después de largos años de trabajo en favor de los derechos humanos 

realizado por organizaciones de la sociedad civil mexicanas, que documentaron los abusos perpetrados por el 

gobierno mexicano durante la ñguerra suciaò y en los a¶os posteriores. A comienzo de la d®cada de los 90ôs 

ñvarios defensores de los derechos humanos hab²an sido amenazados de muerteò (HWR 2008, 11). 
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Aguililla, Ricardo López Juárez, a diversos grupos de indígenas, el homicidio a periodistas, 

las cuales indicaron el camino que debía seguir el organismo nacional. En el segundo 

semestre del primer año de labores del organismo, se crearon diferente programas de gran 

trascendencia para la prevención de violaciones a los derechos humanos, como el programa 

especial de asuntos indígenas, programas de defensa a la niñez y de los trabajadores, 

programas sobre el sistema penitenciario. Entorno a los trabajos efectuados por la CNDH, 

ñun aspecto trascendente fue que las investigaciones se realizaban con profundidad y 

seriedad: asimismo las recomendaciones iban estructuradas y fundamentadas en estricto 

derecho; se cuidada incluso su redacci·nò (Carpizo 2000, 29). 

Durante toda su historia, el organismo nacional ha tenido cinco presidentes titulares y 

tres interinos que han conducido los trabajos de la institución durante toda su trayectoria. El 

primer Presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos fue el Dr. Jorge 

Carpizo McGregor, del 6 de junio de 1990 al 4 de enero de 1993. En orden cronológico, los  

siguientes ombudsman que lideraron al organismo nacional fueron el Lic. Jorge Madrazo 

Cuéllar, del 14 de enero de 1993 al 26 de noviembre de 1996 (con un periodo de licencia de 

junio a diciembre de 1994), la Dra. Mireille Roccatti Velázquez, del 8 de enero de 1997 al 

13 de noviembre de 1999, el Dr. José Luis Soberanes Fernández, del 16 de noviembre de 

1999 al 15 de noviembre de 2009 y el Dr. Raúl Plascencia Villanueva, del 16 de noviembre 

del 2009 al 15 de noviembre del 2014.  

Los presidentes que por diversas razones fungieron como interinos mientras se 

nombraba al titular definitivo, fueron el Lic. Jorge Madrazo, del 5 al 13 de enero de 1993, 

Lic. Carlos Rodríguez, de junio a diciembre de 1994 y el Lic. José Luis Ramos Rivera 

(CNDH 2014a). Provenientes del ámbito académico, algunos de ellos desempeñaron cargos 

públicos relacionados con la defensa pública de los derechos humanos, pero ninguno de 

ellos surgió de las organizaciones de la sociedad civil. Lo cual implica que uno de los 

elementos endebles de la CNDH sigue siendo el sistema de elección del ombudsman. 

El desempeño de la CNDH ha recibido serios cuestionamientos, que denuncian 

abiertamente cuáles son las debilidades institucionales del organismo. Los primeros 

organismos internacionales en realizar una crítica al trabajo ejercido por la institución 

nacional fueron el Observatorio de Derechos Humanos Human (HRW, por sus siglas en 

inglés) y Amnistía Internacional  (IA, por sus siglas en inglés). En un informe especial 
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emitido sobre el organismo nacional de los derechos humanos, Human Rights Watch 

reconoce el papel positivo que ha tenido la comisión en la defensa de los derechos 

humanos, pero también señala la tibieza con que el organismo da seguimiento a casos 

gravísimos de violación a los derechos humanos conocidos por todos.  

Estos casos paradigmáticos ponen de manifiesto las fallas que ha tenido el organismo 

para el esclarecimiento de los crímenes de la ñguerra suciaò en las d®cadas de los 60ôs  y 

70ôs, la represión en Guadalajara, la represión en Atenco, el homicidio de mujeres en 

Ciudad Juárez. En relación a lo anterior, la CNDH no dio un seguimiento activo a las 

recomendaciones emitidas por estos casos, a excepción del último, en que le dio un 

seguimiento mínimo ñpero, lamentablemente, esper· cinco a¶os para hacerloò (HRW 2008, 

42). El Observatorio de Derechos Humanos identificó que la CNDH no ejerce al máximo 

su mandato y tampoco impulsa las medidas necesarias que mejoren el pobre historial que 

tiene México en violaciones a los derechos humanos. No ha conseguido reformar políticas 

y prácticas que dan origen a esas violaciones para garantizar un recurso efectivo a la 

víctima (ibíd., 1).  

En el año 2010, Amnistía Internacional publicó un informe sobre el estado de los 

derechos humanos en el mundo, en el que exhibe las deficiencias del Estado Mexicano para 

hacer respetar los derechos humanos. En su informe, el organismo internacional indica que 

durante el periodo enero-diciembre del 2009, las policías federales, estatales y municipales 

continuaron cometiendo graves violaciones a los derechos humanos en diferentes estados. 

Organizaciones criminales secuestraron a miles de migrantes irregulares dando muerte a 

algunos de ellos. Las violaciones a las mujeres migrantes son frecuentes y ha ido en 

aumento el índice de violencia de género contra las mujeres, sin que dispongan de medios 

para acceder a la justicia. Los defensores de los derechos humanos, así como los periodistas 

han sido víctimas de cargos penales falsos, actos de acoso e, inclusive, homicidio. Las 

comunidades indígenas o agrupaciones de comunidades marginadas han corrido el riesgo 

de acoso, desalojo forzoso ño ver negado su derecho a ser  consultadas e informadas de 

manera adecuadaò (Amnistía Internacional 2010, 291). La comisión Interamericana ha 

emitido varias recomendaciones al Estado Mexicano por serias violaciones a los derechos 

humanos. 
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La Comisión Nacional de los Derechos Humanos ha sido limitada en cuanto a su 

alcance y burocratizada en sus procedimientos internos. También se le confinó a ser un 

organismo con autonomía legal, pero que no tiene capacidades de sanción y control. A 

pesar de que sigue teniendo altos niveles de confianza pública, existen indicadores 

concretos que muestran una historia distinta. Los altos presupuestos que recibe no se han 

traducido en mejoras significativas a su trabajo. Para mejorar la efectividad y proactividad 

en la defensa y promoción de los derechos humanos, el organismo nacional tiene que 

abrirse al escrutinio público e involucrar a actores sociales y políticos en la toma de 

decisiones institucionales, porque ñno parece haber una estrategia estructural coherente que 

rija la conducta de la institución. El ombudsman actúa burocráticamente por medio de una 

estrategia caso por casoò (Ackerman 2007, 183). 

Emma Maza, siguiendo a Stammers (1999), sostiene que actualmente México se 

encuentra sumergido en una paradoja institucional de los derechos humanos. La paradoja 

consiste en señalar que, en un momento dado, estos derechos pueden servir para desafiar o 

para sostener el poder en diferentes lugares y tiempos. En esta l²nea, ñen muchos casos las 

normas y compromisos políticos son vistos por la sociedad nacional e internacional como el 

fin, más que como el inicio para asegurar los derechos humanos, cuando se tienen muchas 

normas, pero no hay cambios, se traduce en una gran desilusi·nò (Maza 2009, 59).  

En este sentido, como lo señala Incalterra, es necesario que los derechos humanos 

superen el ámbito de la norma, para convertirse ellos mismos en una práctica diaria del 

Estado y de los ciudadanos. Lo anterior, en virtud de que todavía no se han realizado ñlos 

esfuerzos necesarios para que se conviertan en detonadores capaces de transformar, por las 

v²as institucionales, las realidades injustas que afectan la vida de las personas [é]ò 

(Incalterra 2008, 7). Esto implica reconocer que los derechos humanos no sólo son normas, 

sino que previo a ellas aparecen como el mínimo moral exigible a los gobiernos. No 

obstante, como todo comportamiento ético requiere del ejemplo, las autoridades del Estado 

deben ser los primeros en cumplirlos y hacerlos valer en el ejercicio de sus funciones. En el 

caso concreto de los organismos públicos nacional-locales de defensa de los derechos 

humanos, se enfrentan a la disyuntiva entre el campo de la ética y el de la política, pues la 

práctica común revela la imposición de un campo sobre otro, el político sobre el ético. Por 

esta razón, no pueden hacer un ejercicio pleno de la autonomía conferida legalmente, 
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puesto que ñde manera casi inevitable siguen siendo parte y est§n definidos y sometidos a 

las correlaciones políticas del momento y a sus relaciones con redes que, de manera directa 

o indirecta, se vinculan a los partidos pol²ticosò (Lachenal et al. 2009, 46).  

 

3.1.2. Los Organismos Públicos de Derechos Humanos (OPDH) 

 

La reforma del Aparatado B del Artículo 102 de la Constitución Federal del 28 de 

enero de 1992 que elevó a rango constitucional a la CNDH, dio lugar a la creación de los 

Organismos Públicos de Derechos Humanos en cada uno de los estados de la República 

Mexicana, ya que obligó al Congreso de la Unión y a las Legislaturas Locales a establecer 

ñorganismos de protección de los derechos humanos que ampara el orden jurídico 

mexicano, los que conocerán de quejas en contra de actos u omisiones de naturaleza 

administrativa provenientes de cualquier autoridad o servidor público, con excepción de los 

del Poder Judicial de la Federaci·n, que violen estos derechosò.96 Estos organismos 

aparecieron gradualmente, no debe pensarse que surgieron al mismo tiempo. Muchos de 

ellos emergieron en 1990 al surgir la CNDH (véase anexo 20). Los estados donde se 

crearon los primeros organismos similares al nacional en este mismo año fueron 

ñAguascalientes, Colima, Chihuahua, Guerrero, Nayarit y Veracruz [é], y un año después 

se establecieron en Baja California, Guanajuato y Tamaulipas. En su mayoría estas 

instituciones seguían el modelo establecido por la Comisión Nacional, en cuanto a su 

estructura y funcionamientoò (Estrada 1994, 64). 

Todos estos organismos persiguen como objetivo común la protección, promoción, 

observancia, estudio y divulgación de los derechos humanos, consagrados en la 

Constitución y en los Tratados Internacionales en materia de Derechos Humanos. Tienen la 

responsabilidad de proteger los derechos humanos de las personas ante las posibles 

violaciones de las autoridades estatales y municipales. La figura de los ombudsman 

mexicanos es colegiada, a diferencia de otros países en los que la figura es unipersonal. Por 

otro lado, nuestro país es el único en la región latinoamericana que tiene un ombudsman 

nacional y uno en cada estado; por si fuera poco, es también la nación que más recursos 

financieros destina al rubro de los derechos humanos en todo el mundo. 

                                                           
96 En Suecia, Finlandia y España, el ombudsman si tienen competencia para conocer de actos u omisiones de 

naturaleza administrativa provenientes del Poder Judicial. Todavía no existe un ombudsman judicial en 

nuestro país, lo cual sería deseable y necesario, véase Carpizo, 1992, citado en Rodríguez (2001, 74). 
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La Comisión de Defensa de los Derechos Humanos del Estado de Guerrero 

(CODDEHUM) fue instalada de manera oficial el 28 de septiembre de 1990 (CODDEHUM 

2014).97 El artículo 4 de la Ley que crea la Comisión de Defensa de los Derechos Humanos 

del Estado de Guerrero, describe a la instituci·n guerrerense como ñun organismo [é]; de 

integración plural, con la participación de la sociedad civil; [é], con relación directa con el 

titular del poder ejecutivo y sin intermediación alguna, para efectos de comunicación y 

auxilio material, pero sin estar sometido a su mandoò (artículo 4). 

La ley de la CODDEHUM presenta como única reforma la realizada el 22 de 

diciembre de 1992. Comparándosele con las leyes del resto de las comisiones estatales, es 

la que menos actualizaciones ha recibido. Además, no está armoniza con los recientes 

cambios aplicados en la federación en materia de derechos humanos. La falta de reformas a 

su ley, puede notarse en el hecho de que todavía el nombramiento del Presidente de la 

Comisi·n es atribuci·n del Ejecutivo del Estado, ñcon la aprobaci·n del Congreso, teniendo 

carácter inamovible hasta su jubilación, y sólo podrá ser removido conforme al Régimen de 

Responsabilidades de los Servidores P¼blicos del Estadoò (art²culo 13, p§rrafo segundo). 

Es importante resaltar que el ombudsman cuenta con facultades para interponer sanciones 

administrativas y pecuniarias a las autoridades públicas que, por negligencia o por dolo, no 

proporcionen la información que el organismo solicite en relación a las quejas (artículo 16). 

Estas capacidades de sanción deberían poseerlas también los demás organismos públicos, 

para que tengan dientes con qué cumplir el mandato que les da origen. Lo negativo de esta 

ley es que no existe un sistema de elección democrática del ombudsman, que asigne un 

plazo determinado para ejercer el cargo con posibilidad de relección. En 1990, el entonces 

gobernador del Estado, José Francisco Ruiz Massieu, nombró al licenciado Juan Alarcón 

Hernández como presidente del Organismo Estatal, cargo que desempeñaría hasta el 11 de 

diciembre del 2013.98 

La Comisión Estatal de los Derechos Humanos Chihuahua (CEDHCH) fue instaurada 

por decreto del gobernador del Estado, Lic. Fernando Baeza Meléndez, el 22 de noviembre 

de 1990. De este modo, nace esta Comisión como un órgano desconcentrado del Poder 

Ejecutivo. El 26 de septiembre de 1992 se decreta la descentralización del organismo del 

                                                           
97 La ley fue publicada en el Periódico Oficial, el 26 de septiembre de 1990. 
98 Fecha de su fallecimiento. 
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Poder Ejecutivo. El 22 de septiembre del 2012, se consagr· la instituci·n como ñun 

organismo público autónomo, creado por disposición expresa de la Constitución Política 

del Estado, con autonomía de gestión y presupuestaria, personalidad jurídica y patrimonio 

propiosò (Ley de la Comisi·n Estatal de los Derechos Humanos, art²culo 2). El Lic. Alfredo 

Cervantes García fue el primer ombudsman de esta Comisión (CEDHCH 2012). La última 

actualización a su ley fundacional se realizó el 22 de septiembre de 2012, la cual homologa 

su contenido con la reciente reforma constitucional federal en materia de derechos 

humanos.99 El actual Presidente de este organismo es el licenciado José Luis Armendáriz 

González. 

La Comisión de Derechos Humanos del Estado de Campeche (CODHECAM) fue 

creada en noviembre de 1990, por decreto del entonces gobernador del Estado, Abelardo 

Carrillo Zavala, ñcomo un ·rgano desconcentrado de la Secretar²a de Gobiernoò (Ćvila 

2007, 33). Con la publicación de la Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Estado 

de Campeche, el día 1 de enero de 1993, se elevó a rango constitucional (Huerta y Hurtado 

2003). Fue constituida como ñun organismo constitucional, con autonom²a de gesti·n y 

presupuestaria, personalidad jur²dica y patrimonio propiosò (art²culo 2). El 30 de agosto del 

2012, la LX Legislatura del Congreso del Estado expidió el Decreto Número 248 que 

armoniza la ley fundacional del organismo con la reforma Constitucional del 10 de junio 

del 2011.100 La Presidenta de esta Comisión Estatal es la maestra Ana Patricia Lara 

Guerrero.  

La Comisión de Derechos Humanos del Estado de Tamaulipas (CODHET) comenzó 

su existencia formal el 6 de diciembre de 1991 por decreto número 153 expedido por la 

Quincuagésima Cuarta Legislatura del Estado, que fue publicado en el Periódico Oficial 

Estatal el 21 de septiembre de este mismo año. El 6 de diciembre de 1993, la 

Quincuagésima Quinta Legislatura reformó los artículos 58 y 126 de la Constitución Local, 

elevando al nivel constitucional en el ámbito estatal a la CODHET. Por decreto número 76 

expedido el 6 de enero de 1994, esta última legislatura aprobó la Ley de la Comisión de 

Derechos Humanos del Estado de Tamaulipas derogando el anterior decreto de creación 

(CODHET 2014). La CODHET es definida por su ley fundacional como ñun organismo 

                                                           
99 Las cursivas son nuestras. La autonomía del organismo se promulgó mediante Decreto No. 807-2012 II 

P.O. publicado en el Periódico Oficial del Estado, No. 76, 22 de septiembre de 2012. 
100 Publicado en el Periódico Oficial del Estado, el 10 de junio del 2011. 
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p¼blico aut·nomo con personalidad jur²dica y patrimonio propioò (art²culo 2). La ¼ltima 

reforma que recibió esta ley fue publicada en el Diario Oficial el 15 de mayo del 2013, 

quedando armonizada con la última reforma federal en materia de derechos humanos. El 

ombudsman que actualmente está al frente de la comisión tamaulipeca es el maestro José 

Martín García Martínez. 

La Procuraduría de los Derechos Humanos y Protección Ciudadana del Estado de 

Baja California (PDHBC) fue el primero de los organismos públicos locales que logró 

institucionalizarse, de manera previa a la reforma de la Constitución Federal del 28 de 

enero de 1992. El entonces gobernador del Estado, Ernesto Ruffo Apel, envió a la XIII 

Legislatura estatal una iniciativa de ley para la creación de este organismo, oficio número 

545 del 1 de agosto de 1990, que fue aprobada el 31 de enero de 1991.101 La PDHBC ñes 

un organismo de carácter administrativo de participación ciudadana, dotado de autonomía 

plena, presupuestaria y reglamentaria, con personalidad jur²dica y patrimonio propiosò (Ley 

sobre la Procuraduría de los Derechos Humanos y Protección Ciudadana de Baja 

California, artículo 3).  

El Primer Ombudsman del organismo fue José Luis Pérez Canchola, elegido 

democráticamente y emanado de las propuestas realizadas por la sociedad civil. Los 

elementos que pueden destacarse del contenido de esta ley son dotar al organismo de plena 

autonomía, adelantándose a la reforma federal de 1999. Como hecho relevante, la ley no 

limita el alcance del organismo en relación a los actos de las autoridades del Poder Judicial, 

como sucede con los OPDH surgidos a partir de la reforma Constitucional de 1992 

(PDHBC 2014). La última reforma de esta ley data del 25 de agosto de 2006, faltando 

adicionarle las actualizaciones que ordena la normatividad nacional en materia de derechos 

humanos. El actual Procurador de los Derechos Humanos de Baja California es el 

licenciado Arnulfo de León Lavenant. 

La Comisión de Derechos Humanos del Estado de Colima (CDHECO) ñnaci· por 

mandato Constitucional, mediante decreto número 57 del H. Congreso del Estado, de fecha 

20 de mayo de 1992, y publicado en el Peri·dico Oficial óEl Estado de Colimaô, el 30 de 

                                                           
101 Publicada mediante Decreto No. 49 en el Periódico Oficial, el 10 de marzo de 1991. El licenciado Ernesto 

Ruffo Appel fue el primer gobernador emanado de las filas del Partido Acción Nacional (PAN), al ganar las 

elecciones para la gubernatura de Baja California en 1989. La última reforma fue publicada en el Periódico 

Oficial, Número 35, el 25 de agosto de 2006, por lo que no está armonizada con la reciente reforma de la 

Constitución Federal del 10 de junio del 2011.  
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ese mismo mes y a¶oò (CDHECO 2014). La Ley Orgánica de la Comisión de Derechos 

Humanos de Colima la constituye como un ñorganismo público descentralizado, con 

personalidad jurídica, patrimonio propio, de control constitucional, autónomo y con 

participaci·n de la sociedad civil, a trav®s de su consejoò (art²culo 3). La Ley Org§nica se 

homologó con la Constitución Federal en materia de los derechos humanos el 1 de febrero 

del 2014.102 El actual presidente del organismo es el Lic. Roberto Chapula de la Mora. 

La Procuraduría de los Derechos Humanos del Estado de Guanajuato (PDHEGTO) se 

creó gracias a la aprobación de su ley fundacional el 16 de octubre de 1992. El organismo 

ñestar§ dotado de plena autonom²a, personalidad jur²dica y patrimonio propiosò (Ley para 

la Protección de los Derechos Humanos en el Estado de Guanajuato, artículo 2). Esta 

Procuraduría inició sus labores el 3 de mayo de 1993 (PDHEGTO 2012). La última 

actualización a la Ley que Crea esta Procuraduría fue realizada por el Congreso local el 14 

de septiembre del 2012.103 Esta ley ya ha sido adecuada con la reforma federal del 10 de 

junio del 2011. El Procurador de los Derechos Humanos de este organismo en la actualidad 

es el licenciado Gustavo Rodríguez Junquera. 

La Comisión Estatal de los Derechos Humanos Chiapas (CEDHCHIS) fue fundada 

mediante la aprobación de su ley fundacional el 30 de noviembre de 1992, misma que fue 

publicada en el periódico oficial del Estado el 2 de diciembre de 1992 (Huerta y Hurtado 

2003). De acuerdo a la ley que lo crea, se trata de ñun organismo p¼blico aut·nomo con 

personalidad jur²dica y patrimonio propioò (Ley que crea la Comisi·n Estatal de los 

Derechos Humanos Chiapas, artículo 2). El 27 de diciembre del 2013 se modificó su 

normatividad, para homologarla con la reciente reforma federal en materia de derechos 

humanos.104 Quien preside al organismo es el licenciado Juan Oscar Trinidad Palacios. 

La Comisión Estatal de Derechos Humanos de Tabasco (CEDHTB) se reconoció en 

la Constitución Local el 8 de diciembre de 1992, fecha en que se aprobó la Ley de 

Derechos Humanos del Estado de Tabasco. Esta ley fue publicada el 6 de enero de 1993.105 

La naturaleza de la Comisi·n Estatal es ser ñun organismo constitucional, con autonomía 

                                                           
102 Periódico Oficial, No. 7, suplemento 1, Decreto Número 278. 
103 Última reforma publicada en el Periódico Oficial del Estado Número 148, tercer parte, de fecha 14 de 

septiembre de 2012. 
104 Última reforma publicada en el Periódico Oficial, Tomo III, Número 077, 2ª. Sección, 27, Decreto número 

308, diciembre de 2013. 
105 En el Diario Oficial del Estado de Tabasco. 
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org§nica funcional, de gesti·n y presupuestaria, personalidad jur²dica y patrimonio propioò 

(artículo 7). La más reciente actualización de la ley que funda la Comisión se llevó a cabo 

con la publicación de la reforma del 14 de mayo del 2014.106 Actualmente preside los 

trabajos de la Comisión como titular el Dr. Jesús Manuel Argáez de los Santos. 

La Comisión Estatal de los Derechos Humanos de Querétaro (CEDHQ) se conformó 

como una institución el 18 de diciembre de 1992, por aprobación de la Ley de la Comisión 

Estatal de Derechos Humanos del Estado Libre y Soberano de Querétaro de Arteaga, que 

fue publicada en el Peri·dico Oficial del Gobierno del Estado ñLa Sombra de Arteagaò, el 

24 de diciembre de 1992. La Ley fundacional de esta institucionalidad establece que la 

Comisi·n es ñun organismo que cuenta con autonom²a constitucional, personalidad jur²dica 

y patrimonio propio; con las atribuciones y obligaciones que le confieren esta Ley y los 

dem§s ordenamientos aplicablesò (art²culo 6). La ¼ltima reforma a esta ley fue publicada el 

3 de septiembre del 2010.107 Todavía no ha sido puesta al día con las últimas 

modificaciones realizadas a la Constitución Federal en materia de derechos humanos. El 

actual ombudsman del organismo es el licenciado José Adolfo Ortega Osorio.  

La Comisión Estatal de Derechos Humanos de Nuevo León (CEDHNL) fue creada 

mediante la publicación de su ley fundacional el 28 de diciembre de 1992. Es ñun 

organismo público descentralizado, autónomo, con personalidad jurídica y patrimonio 

propioò (Ley de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Nuevo León, artículo 2). La 

última actualización a su ley fundacional data del 11 de junio del 2014. 108 No se le han 

hecho las modificaciones que demanda la reforma federal del 10 de junio del 2011. La 

doctora Minerva Martínez Garza es la actual titular de la Comisión regiomontana.  

La Comisión de Derechos Humanos del Estado de Hidalgo (CDHEH) aparece el 15 

de enero de 1992, por medio de la aprobación del proyecto que adicionaba el artículo 9 bis 

a la Constitución Política del Estado de Hidalgo. El 30 de junio de ese mismo año, el 

Congreso del Estado emitió la Ley Orgánica de la Comisión de Derechos Humanos del 

Estado de Hidalgo (Considerando n¼mero 4). Lo cre· como ñun organismo público, con 

personalidad jurídica y patrimonio propios, tendrá autonomía técnica y de gestión en el 

                                                           
106 Periódico Oficial del Estado de Tabasco, Extraordinario No. 111, Decreto 090. 
107 En el Peri·dico Oficial del Estado ñLa Sombra de Arteagaò, N¼mero 43. 
108 Se reforma el primer párrafo del artículo 4, Periódico Oficial del Estado, Decreto No. 159, 11 de junio de 

2014. 
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ejercicio de sus atribuciones y podrá decidir sobre su organización interna y 

funcionamiento, en los t®rminos que disponga la Leyò (art²culo 17). La m§s reciente 

actualización de esta Ley Orgánica, se publicó el 22 de octubre de 2012, misma que hace 

las adecuaciones ordenadas por la Constitucional Federal en materia de derechos 

humanos.109 El presidente del organismo es el licenciado Alejandro Straffon Ortiz. 

La Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila (CODHEC) se fundó el 

30 de junio de 1992 al aprobarse su normatividad, publicada posteriormente el 17 de julio 

de 1992.110 La Ley de la Comisión de los Derechos Humanos del Estado de Coahuila de 

Zaragoza, establece que se trata de ñun organismo p¼blico aut·nomo con personalidad 

jur²dica y patrimonio propiosò (art²culo 3). La última reforma data del 12 de abril del 2013, 

que la adecúa con la reciente modificación de la legislación nacional. El ombudsman de la 

comisión guerrerense es el licenciado Xavier Díez de Urdanivia. 

La Comisión Estatal de Derechos Humanos del Estado de San Luis Potosí 

(CEDHSLP) fue creada por decreto del entonces gobernador interino del Estado de San 

Luis Potosí, Gonzalo Martínez Corbalá, en septiembre de 1992. Sin embargo, algunas 

turbulencias políticas generadas en ese estado por el movimiento social denominado 

ñNavismoò, dificultaron la administraci·n gubernamental retrasando la instalaci·n 

inmediata del organismo. Por esta raz·n, ñno fue sino hasta abril de 1993 que el sustituto de 

aquél, Teófilo Torres Corzo, nombró al Titular del organismo comenzando, así, a 

funcionarò (Faz 2008, 3). La instituci·n fue constituida como ñun organismo p¼blico 

autónomo de participación ciudadana, dotado de plena autonomía presupuestal, técnica y de 

gesti·nò (Ley de la Comisi·n Estatal de Derechos Humanos del Estado de San Luis Potos², 

artículo 3). Este reglamento se actualizó el 28 de junio del 2014, misma que pone sus 

artículos a la vanguardia de los recientes cambios efectuados en la Constitución Federal.111 

El licenciado Jorge Vega Arrollo es quien encabeza la oficina del ombudsman potosino. 

La Comisión de los Derechos Humanos del Estado de Quintana Roo (CDHEQROO) 

fue creada el 30 de septiembre de 1992, mediante decreto número 96 expedido por la IV 

Legislatura del Estado. No obstante, la Comisión iniciaría sus funciones hasta enero de 

                                                           
109 En el Periódico Oficial del Estado de Hidalgo. 
110 En el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Coahuila. 
111 Publicada en el Periódico Oficial. 
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1993 (CDHEQROO 2014).112 La Ley que crea la Comisi·n, la instituye como ñun 

organismo público, con autonomía de gestión y presupuestaria, personalidad jurídica y 

patrimonio propioò (art²culo 2). El 27 de febrero de 2014 se public· la reforma que 

actualiza esta ley con la reciente reforma de la Constitución nacional del 11 de junio de 

2011.113 En toda su historia el organismo ha tenido siete presidentes. El actual ombudsman 

de la CDHEQROO es el licenciado Harley Sosa Guillén, quien asumiera el cargo en abril 

del 2014.  

La Comisión Estatal de Derechos Humanos de Sonora (CEDH-SON) fue creada el 8 

de octubre de 1992, con la aprobación de la Ley Número 123, publicada en el Boletín 

Oficial (BO) por conducto del gobernador del estado, licenciado Manlio Fabio Beltrones 

Rivera.114 Sin embargo, el organismo comenzaría sus funciones hasta el 17 de noviembre 

de ese mismo año. El 17 de diciembre de 1998 se modificó la ley fundacional del 

organismo, pasando la elección del Presidente de la Comisión a manos del Congreso del 

Estado. Desde sus inicios se dise¶· la instituci·n ñcomo un organismo p¼blico, de car§cter 

aut·nomo, dotado de personalidad jur²dica y patrimonio propiosò (Ley N¼mero 123, que 

crea la Comisión Estatal de Derechos Humanos, artículo 2). Los presidentes que han estado 

al frente de la CEDH son José Antonio García Ocampo (1992-1996), Miguel Ángel 

Bustamante Maldonado (1996-2004), Jorge Sáenz Félix (2004-2009) y Raúl Arturo 

Ramírez Ramírez (2010-2018) (Lagunes y Noriega 2012). La última reforma a su 

normatividad fue aprobada el 13 de diciembre del 2013 y publicada en el Boletín Oficial 

del Estado el 9 de enero del 2014, misma que contiene los cambios introducidos en la 

reforma federal del 10 de junio del 2011. 

 La Comisión de Derechos Humanos del Estado de México (CODHEM) se constituyó 

como tal mediante la promulgación de su ley fundacional el 16 de octubre de 1992, la cual 

fue publicada el 20 de octubre de 1992. La CODHEM es ñun organismo p¼blico de car§cter 

permanente, con autonomía de gestión y presupuestaria, personalidad jurídica y patrimonio 

propiosò (Ley de la Comisi·n de Derechos Humanos del Estado de México, artículo 3). La 

última reforma a esta ley se realizó el 30 de marzo del 2011 modificando substancialmente 

                                                           
112 Decreto número 99, publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 
113 Periódico Oficial del Estado. 
114 Boletín Oficial del Estado de Sonora, Número 29, Sección I, Tomo CL, 8 de octubre de 1992. 
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el contenido de la misma, para ponerla en consonancia con los últimos cambios hechos a la 

reforma federal en materia de derechos humanos.  

La Comisión Estatal de Derechos Humanos de Baja California Sur (CEDHBCS) fue 

creada el 3 de diciembre de 1992, mediante la aprobación de la Ley de la Comisión Estatal 

de Derechos Humanos de Baja California Sur. Esta ley fundacional fue publicada el 20 de 

diciembre de 1992.115 La más reciente reforma tuvo lugar el 22 de febrero del 2005 que se 

publicó el 20 de marzo. Su normatividad aún no se adecúa a la reciente reforma federal en 

materia de derechos humanos. El ombudsman actual es el licenciado Ramón Meza 

Verdugo. 

La Comisión de Derechos Humanos del Estado de Puebla (CDHP) se creó con la 

publicación de su ley fundacional el 18 de diciembre de 1992.116 Sin embargo, la institución 

iniciaría sus funciones hasta el 6 de septiembre de 1993 (CDHP 2014). La ley de la 

Comisi·n establece que ñes un organismo p¼blico aut·nomo, con personalidad jur²dica y 

patrimonio propios. Estará dotado de autonomía operativa, de gestión, decisión y 

presupuestariaò (art²culo 2). La ¼ltima reforma a la Ley de la CDHP sali· publicada el 19 

de marzo de 2014, pero no presenta las modificaciones exigidas por la Constitucional 

nacional. El actual presidente del organismo es el Maestro Adolfo López Badillo. 

La Comisión de Derechos Humanos del Estado de Zacatecas (CDHEZ) se creó por la 

publicación del decreto número 15, a cargo del gobernador Arturo Romo Gutiérrez, 

aprobado por la Quincuagésima Cuarta Legislatura del Estado el 17 de enero de 1993 

(CDHEZ 2014). Esta legislaci·n establece que la CDHEZ es ñun organismo aut·nomo, con 

personalidad jur²dica y patrimonioò (Ley de la Comisi·n de Derechos Humanos del Estado 

de Zacatecas, artículo 3). Las últimas adiciones realizadas a la ley fundacional de esta 

Comisión tienen por fecha el 17 de febrero de 2013. En ellas se han incorporaron los 

cambios constitucionales más recientes en materia de derechos humanos en el ámbito 

federal. 

La Defensoría de los Derechos Humanos del Pueblo de Oaxaca (DDHPO) se creó el 

28 de enero de 1993 con la publicación de la Ley de la Defensoría de los Derechos 

Humanos del Pueblo de Oaxaca (Huerta y Hurtado 2003). Este documento lo erige como 

                                                           
115 Boletín Oficial del Gobierno del Estado de Baja California Sur, Decreto 888. 
116 Periódico Oficial del Estado de Puebla. 
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ñun organismo p¼blico, aut·nomo, ciudadanizado, con personalidad jur²dica y patrimonio 

propio. Que se rige por los principios de universalidad, integralidad, exigibilidad y 

progresividadò (art²culo 3). Esta normatividad fue armonizada con la ¼ltima reforma federal 

en la materia el 14 de febrero de 2012.117 

La Comisión Estatal de los Derechos Humanos de Michoacán (CEDHM) nació como 

institución el 8 de febrero de 1993, gracias al decreto legislativo número 96, publicado en el 

Diario Oficial del Estado durante la gestión del gobernador Ausencio Chávez Hernández 

(CEDHM 2014). La ley de la Comisión Estatal de los Derechos Humanos le otorga el rango 

de un organismo ñcon autonom²a de gesti·n y presupuestaria, personalidad jur²dica y 

patrimonio propiosò (art²culo 2). La ¼ltima reforma a su ley fundacional se public· el 28 de 

diciembre de 2011, que contiene ya las modificaciones realizadas en materia de derechos 

humanos a la Carta Fundamental.118 El actual presidente de la Comisión es el doctor José 

María Cázares Solórzano.  

La Comisión Estatal de Derechos Humanos de Tlaxcala (CEDHTLAX) fue creada 

por decreto número 5, expedido por la LIV Legislatura del Estado de Tlaxcala el 16 de 

febrero de 1993, publicado el 24 de febrero de este mismo año (CEDHTLAX 2014). La ley 

Estatal de la Comisión de Derechos Humanos de Tlaxcala señala que la CEDHTLAX ñes 

un organismo autónomo, con personalidad jurídica y patrimonio propio, con 

independenciaò (art²culo 2). La reforma m§s reciente a esta ley salió publicada el 25 de 

septiembre de 2006.119 No obstante, sigue careciendo de los cambios substanciales que 

exige la reforma del 10 de junio del 2011 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. El sistema de elección del ombudsman es distinto a la del resto de los OPDH. 

El mismo Consejo Consultivo, elige de sus integrantes, al presidente de la Comisión 

(artículo 10). En el trayecto de su historia, la institución ha tenido diez presidentes, uno por 

año. El actual ombudsman es el licenciado Francisco Mixcoatl Antonio.  

La Comisión Estatal de los Derechos Humanos de Sinaloa (CEDHS) fue constituida 

el d²a 7 de abril de 1993, como ñun organismo descentralizado, representativo de 

composici·n plural, con autonom²a, personalidad jur²dica y patrimonio propiosò (Ley 

Orgánica de la Comisión Estatal de Derechos Humanos del Estado de Sinaloa, artículo 2). 

                                                           
117 Periódico Oficial, Tomo XCIV, Decreto Número 823, publicado en el 14 de febrero de 2012. 
118 Diario Oficial del Estado de Michoacán, Decreto Legislativo No. 409. 
119 Publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 
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La última reforma que se hizo a su ley fundacional data del 4 de julio del 2001. Aún no se 

armoniza con la reforma federal. 

La Comisión de Defensa de los Derechos Humanos para el Estado de Nayarit 

(CDDHN) se constituyó en una institución pública defensora de los derechos humanos, 

gracias a la publicación del decreto de la Ley Orgánica de la Comisión de Defensa de los 

Derechos Humanos para el Estado de Nayarit el 13 de julio de 1993 (Huerta y Hurtado 

2003). En esta normatividad, se le reconoce como ñun organismo p¼blico aut·nomo con 

personalidad jurídica y patrimonio propios, dotado de autonomía de gestión, presupuestaria, 

t®cnica y operativa y con participaci·n de la sociedad civilò (art²culo 3). La más reciente 

modificación de la ley fundacional de este organismo se hizo el 8 de marzo del 2014, 

misma que la adecúa con la reforma federal en materia de derechos humanos.120 El 

presidente de la Comisión de Derechos Humanos es el maestro Guillermo Huicot Rivas 

Álvarez. 

La Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal (CDHDF) se creó el 30 de 

septiembre de 1993.121 ñEs el m§s joven de los organismos p¼blicos de defensa de los 

derechos humanos que existen en M®xicoò (CDHDF 2014b). La Ley creacional de la 

CEDHDF especifica que es un ñorganismo p¼blico aut·nomo con personalidad jur²dica y 

patrimonios propiosò (art²culo 2). Esta ley no ha sido armonizada con la reforma federal en 

la materia, pero su contenido es de avanzada en relación a la defensa y promoción de los 

derechos humanos. La última reforma se publicó el 14 de mayo del 2014.122 En opinión de 

Monsiváis, es la Comisión con el mejor desempeño en México (Monsiváis 2010). La actual 

presidenta de la Comisión del Distrito Federal es la doctora Perla Gómez Gallardo 

(CDHDF 2014a). 

La Comisión Estatal de Derechos Humanos de Jalisco (CEDHJ) se creó mediante la 

aprobación de su ley fundacional el 23 de diciembre de 1997, publicada el 20 de enero de 

1998. La ley que crea este organismo explicita que es ñun organismo p¼blico, dotado de 

plena autonomía, con personalidad jurídica y patrimonio propio, de carácter permanente, de 

participaci·n ciudadana y de servicio gratuitoò (Ley de la Comisión Estatal de Derechos 

Humanos Jalisco, artículo 3). La última reforma hecha a su normatividad se publicó el 24 

                                                           
120 Publicada en el Periódico Oficial del Estado de Nayarit. 
121 Su ley fundacional se publicó en el Diario Oficial de la Federación el 22 de junio de 1993. 
122 En la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
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de junio de 1999. Todavía no ha sido adaptada con la reforma federal del 10 de junio del 

2011. El presidente del organismo estatal es el doctor Felipe de Jesús Álvarez Cibrián.  

La Comisión Estatal de Derechos Humanos de Durango (CEDHDGO) se creó con la 

aprobación de la Ley Orgánica de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Durango,  

el 15 de diciembre del 2001; esta ley fue publicada el 30 de diciembre de ese mismo año.123 

La CEDHDGO ñes un organismo p¼blico, con personalidad jur²dica y patrimonio propio, 

dotado de autonomía técnica, de gesti·n y presupuestariaò (artículo 2). La última reforma a 

su ordenamiento se publicó el 11 septiembre de 2008, por lo que aún no se ha adaptado a 

los recientes cambios en materia de derechos humanos que se han realizado a nivel federal. 

El titular actual de la oficina del ombudsman duranguense es el licenciado Felipe de Jesús 

Martínez Rodarte. 

La Comisión de Derechos Humanos del Estado de Morelos (CDHM) se 

institucionaliza con la publicación de la Ley de la Comisión de Derechos Humanos del 

Estado de Morelos el 9 de febrero de 2000.124 Se conform· como ñun Organismo P¼blico, 

con autonomía de gestión y de presupuesto, dotada de personalidad jurídica y patrimonio 

propioò (art²culo 3). La ¼ltima actualizaci·n hecha a su ley fundacional data del 20 de mayo 

del 2009. En consecuencia, no se ha adecuado todavía con la reciente reforma a la Carta 

Magna en el rubro de los derechos humanos.125 La actual presidenta del organismo es la 

licenciada Lucero Ivonne Benítez Villaseñor.  

La Comisión de Derechos Humanos del Estado de Yucatán (CODHEY) fue 

institucionalizada gracias a la publicación de la Ley que la crea, el 22 de mayo del 2002 

(Huerta y Hurtado 2003). Este documento normativo describe a la CODHEY, como ñun 

organismo público, autónomo, con personalidad jurídica y patrimonio propio, de carácter 

permanente, de participaci·n ciudadana y de servicio gratuitoò (Ley de la Comisión de 

Derechos Humanos del Estado de Yucatán, artículo 5). La armonización de esta ley local 

con la reforma Constitución nacional fue publicada recientemente, el 25 de febrero del 

2014. Al tiempo presente, dirige las funciones del organismo el doctor Jorge Alfonso 

Victoria Maldonado. 

                                                           
123 En el Periódico Oficial del Gobierno Constitucional del Estado.  
124 Publicada en el Peri·dico Oficial del Estado ñTierra y Libertadò. 
125 Decreto No. 1204, publicado en el Periódico Oficial ñTierra y Libertadò No. 4709. 
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La Comisión Estatal de Derechos Humanos de Aguascalientes (CEDHA), se creó 

gracias a la publicación de su normatividad fundacional el 10 de febrero del 2003. En este 

ordenamiento, se entiende por CEDHA ñun ·rgano aut·nomo en su gesti·n y presupuesto, 

con personalidad jurídica y patrimonio propiosò (Ley de la Comisión Estatal de Derechos 

Humanos Aguascalientes, artículo 6). El 10 de Junio del 2013, se publicó la última 

modificación a esta ley en la Primera Sección del Periódico Oficial del Estado de 

Aguascalientes, que nivela su contenido de acuerdo a las modificaciones recientes de la 

Carta Magna Federal. El presidente del organismo en la actualidad es el licenciado Jesús 

Eduardo Martín Jáuregui.  

 La Comisión Estatal de Derechos Humanos de Veracruz (CEDHV) nació como un 

organismo dependiente de la administración pública estatal el 18 de diciembre de 1990, 

mediante decreto que se publicó en la Gaceta Oficial del Estado, número 151. El 10 de 

enero de 1991 se realizó la ceremonia de instalación de la Comisión en la Sala de Banderas 

del Palacio de Gobierno del Estado de Veracruz-Llave, durante la cual tomó posesión como 

primer presidente, el Lic. Luis Rafael Hernández Palacios Mirón. Con la reforma federal 

del 28 de enero de 1992, los OPDH nacional y locales adquieren rango constitucional. El 

26 de septiembre de este año, se publicó la Ley de la Comisión Estatal de Derechos 

Humanos para el Estado de Veracruz-Llave, en la que se le reconoce como ñun organismo 

autónomo de Estado, con personalidad jurídica y patrimonio propios, goza de autonomía 

t®cnica y presupuestalò (art²culo 2).126   

No obstante el claro objetivo que persigue la comisión veracruzana, Zavaleta ha 

documentado con claridad la subordinación a la que se encuentra sometida por parte de los 

gobernadores del estado y del partido oficial (PRI), hecho que explica el actual retroceso 

institucional que experimenta el organismo (Zavaleta 2010). Los presidentes que han 

encabezado los trabajos de la CEDHV después de constitucionalizarse son Margarita 

Herrera Ortiz (1993-2000), Jorge Luis Rivera Huesca (2001-2003), Nohemí Quirasco 

Hernández (2003-2011) y Luis Fernando Pérez Escamilla (2011 a la fecha). La ley 

fundacional ha sido adaptada el 1 de abril del 2010,127 por lo que no ha sido armonizada 

con la última legislación nacional en materia de derechos humanos (CEDHV 2013). 

                                                           
126 Gaceta Oficial del Estado Número 14, Decreto número 351. 
127 Publicada en la Gaceta Oficial del Estado. 
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 Los documentos normativos en los que se describen a las Comisiones de Derechos 

Humanos como un ñorganismo público autónomoò son los de Chihuahua, Tamaulipas, 

Chiapas, Coahuila, San Luis Potosí, Sonora, Baja California Sur, Oaxaca 

(ñciudadanizadoò), Nayarit, Distrito Federal y Yucatán; un ñorganismo público 

descentralizadoò, Colima (ñcon participaci·n de la sociedad civil, a trav®s de su consejoò), 

Nuevo León (ñaut·nomoò) y Sinaloa. Está ñdotado de plena autonom²aò, Jalisco (ñy de 

servicio gratuitoò), Guanajuato y San Luis Potosí; ñorganismo p¼blico de car§cter 

administrativoò, el Estado de México. Están constituidos como un ñorganismo p¼blico 

autónomoò de ñparticipaci·n ciudadanaò, San Luis Potosí y Baja California; tienen, 

además, un ñcar§cter permanenteò y ñde servicio gratuitoò, Jalisco y Yucatán. Es ñun 

organismo autónomo de Estadoò el de Veracruz. Morelos, Durango, Hidalgo, 

Aguascalientes y Quintana Roo reciben únicamente la denominación de ñorganismo 

p¼blicoò sin hacer alusión a la autonomía. Es un ñorganismo autónomoò el de Zacatecas y 

Tlaxcala (ñcon independenciaò); es un ñorganismo constitucionalò, Tabasco y Campeche; 

el de Guerrero es un ñorganismo [é] de integraci·n pluralò, que también cuenta ñcon 

participación de la sociedad civilò.  

Es importante subrayar que las leyes fundaciones de los organismos de derechos 

humanos, especifican que éstos tienen personalidad jurídica, patrimonio propio, autonomía 

presupuestaria y de gestión. Todas estas leyes indican que dichas instituciones tienen por 

objeto la defensa, protección, observancia, promoción, estudio y divulgación de los 

derechos humanos establecidos por el orden jurídico mexicano y por los instrumentos 

internacionales de derechos humanos.128 Sumado a lo anterior, dieciséis de ellos 

(Michoacán, Veracruz, Tabasco, Querétaro, Campeche, Hidalgo, Nayarit, Sonora, Oaxaca, 

Zacatecas, Aguascalientes, San Luis Potosí, Distrito Federal, Coahuila, Estado de México y 

Chiapas) tienen por objetivo erradicar y combatir toda forma de discriminación social por 

causas de raza, posición social, cultural, preferencia sexual, género, creencia religiosa, 

ideología, edad, enfermedad, discapacidad, por señalar las más importantes. 

 

                                                           
128 Las leyes fundacionales de los OPDH que también reconocen como fuente de los derechos humanos los 

tratados, convenidos y pactos internacionales firmados por México, son aquellas que recientemente han 

reformado su contenido, para armonizarlo con la última reforma federal en materia de derechos humanos, de 

fecha 10 de junio del 2011.  
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3.1.3. Las Organizaciones de la Sociedad Civil (OSC) 

 

El incremento paulatino de organizaciones dedicadas a los derechos humanos, 

representa el creciente activismo social en esta materia de agrupaciones que, sin fines de 

lucro, luchan para que el Estado respete los derechos de toda persona. En nuestro país, las 

primeras en defender y promover los derechos humanos fueron las Organizaciones de la 

Sociedad Civil (OSC). Estas organizaciones comenzaron a surgir en la década de los 90ôs, 

con un papel más o menos protagónico. En orden cronológico, a nivel nacional, las 

primeras en surgir fueron la Academia Mexicana de Derechos Humanos (AMDH) y el 

Centro de Derechos Humanos Francisco de Vitoria (Centro Vitoria o CDHFFV) en 1984; le 

siguió el Centro de Derechos Humanos Miguel Agustín Pro Juárez (Centro Prodh) en 1988; 

el Centro de Derechos Humanos Fray Bartolomé de las Casas (Frayba) y la Comisión 

Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos (CMDPDH) en 1989. En 

México hay más de 2702 organizaciones, cifra que contrasta con el escaso número de OSC 

existentes en 1984. No obstante, el número de estas organizaciones aumentó 

exponencialmente a partir del año 1990. El trabajo que realizan ha sido fundamental para la 

defensa de los derechos humanos en nuestro país. 

La labor de las OSC es de suma importancia, pues representan una fuerte presión 

social para el gobierno, que es quien viola los derechos humanos de los ciudadanos; fungen, 

además, como observatorios ciudadanos en relación a estas violaciones. Un grupo 

numeroso de ellas, quizás las más importantes del país (74 OSC de 22 estados), han 

conformado la Red Nacional de Organismos Civiles de Derechos Humanos ñTodos los 

derechos para Todas y Todosò A. C. Como parte del arduo trabajo de difusión que realizan 

en materia de derechos humanos, emiten informes alternativos con recomendaciones sobre 

la situación de los derechos humanos en México. Algunos informes han sido presentados 

en audiencia ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH). Otros informes 

documentan a detalle casos de violación a los derechos humanos en los cuales el Estado 

Mexicano ha sido partícipe (Acteal, Atenco, Tribu Yaqui) o tratan casos tales como el 

esclarecimiento y sanción de los crímenes cometidos en el pasado en el sexenio 2000-2006, 

la represión a la que han sido sujetos los defensores de los derechos humanos en el país, el 

problema migratorio, la desaparición forzada, las ejecuciones extrajudiciales, prisión por 
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motivos políticos y, en general, los crímenes de lesa humanidad perpetrados por el gobierno 

mexicano. 

Las OSC han manifestado abiertamente que el país enfrenta un retroceso en materia 

de derechos humanos. Todo lo anterior tiene lugar en el contexto de la imposición social de 

las políticas económicas neoliberales imperialistas, que han legitimado una excesiva 

militarización para combatir los supuestos ñenemigosò internos al Estado, que no son m§s 

que enemigos fabricados discursivamente por el gobierno para asegurar la expansión y 

profundización de dichas políticas neoliberales. Estas políticas son de control social. De 

acuerdo a un informe de la Acción Urgente para Defensores de Derechos Humanos, A. C., 

existen en México tres formas de paramilitarismo. La primera tiene lugar cuando la Marina 

o el Ejército atacan a la población civil  de manera coordinada con el narcotráfico; la 

segunda se da cuando los paramilitares son conformados por desertores del ejército con 

financiamiento del narcotráfico; la tercera forma es conformada por mercenarios o militares 

que dan entrenamiento a algunos miembros de la población civil, los cuales cometen toda 

serie de crímenes en contra de la población en general (ACUDDEH 2013). 

Es sabido que el narcotráfico es uno de los pilares fundamentales de la economía 

neoliberal, es parte de la econom²a mundial y estatal, que ñen el discurso, es el enemigo a 

vencer e, incluso, es la fuente de todos los males del pa²sò (ACUDDEH 2013, 16). Este 

sirve de pretexto al Estado para legitimar políticas de seguridad nacional que son 

violatorias de los derechos humanos. Lo que realmente se pretende es extender el control 

social de la población civil. De esta manera, se criminaliza la acción de los defensores de 

los derechos humanos y de toda persona o grupo que se oponga a los intereses neoliberales, 

con el único objetivo de asegurar el control de la clase dominante.  

En este sentido, las políticas calderonistas de seguridad pública fueron exitosas pues 

no buscaban acabar con el negocio de la droga, sino fortalecer el control social que permite 

ese comercio. Las políticas de seguridad peñistas buscan el mismo objetivo, pero la 

estrategia empleada es diferente. Éstas no ponen énfasis en los procesos, sino en los 

resultados. El narcotr§fico, por un lado, ñes fuente de financiamiento para las guerras 

imperialistas, y por otro, también es el pretexto de los Estados capitalistas para incrementar 

la industria militar e incluso para generar guerras en las cuales se busca el control, ya no 
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sólo del narcotráfico, sino de los recursos geoestratégicos necesarios para mantener la 

hegemonía económica sobre otros Estadosò (ĉdem). 

Es amplia y abundante la producción literaria de estas organizaciones en materia de 

derechos humanos. Abajo se enlistan los más importantes informes y documentos emitidos 

por algunas de ellas, con el respaldo de la Red Nacional de Organismos Civiles de 

Derechos Humanos ñTodos los derechos para Todas y Todosò A. C. Lo anterior con el 

propósito de ilustrar el arduo trabajo que realizan estas asociaciones a favor de los derechos 

humanos. 

 

a) Sierra, Jorge, Rafaél Ruiz y José Barragán. 1991. La Comisión Nacional de 

Derechos Humanos. Una visión no gubernamental. México: Comisión Mexicana de 

Defensa y Promoción de los Derechos Humanos, A. C. 

b) Ramírez, Gloria (coordinadora). 2007. Ombudsman y sociedad civil: retos y 

propuestas. Informes alternativos sobre la situación de los derechos humanos en 

México. México: Academia Mexicana de los Derechos Humanos, A. C. 

c) Represión y hostigamiento en México a Defensores de Derechos Humanos (octubre 

2001).  

d) Los Derechos Humanos en el primer año de la administración de Felipe Calderón 

(Febrero 2008). 

e) Informe colaborativo de violaciones a los derechos humanos. 12 presos por la 

defensa de la Tierra. Es tiempo de su libertad (Mayo 2010). 

f) Esclarecimiento y sanción a los delitos del pasado en el sexenio 2000-2006: 

compromisos quebrantados y justicia aplazada.  

g) Defender los derechos humanos en México: el costo de la dignidad. Junio de 2012 a 

mayo de 2013. 

h) Migrantes en Prisión: la incriminación de migrantes en México. Otro destino 

trágico (Septiembre 2014). 

i) Derechos Humanos y protesta social en México: Audiencia temática presentada 

ante la CIDH (octubre 2014). 

j) La defensa de los derechos humanos en México: una lucha contra la impunidad. 

Junio de 2013 a mayo de 2014. 
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k) El derecho a defender los derechos humanos en México: informe sobre la situación 

de las personas defensoras (2011-2013). 

l) Informe preliminar del proceso de consulta a la Tribu Yaki. A un año de la 

Sentencia de la SCJN (mayo 2014). 

m) Los derechos humanos a debate: entre el cinismo oficial y la Dignidad de los 

Pueblos (octubre 2014). 

 

En Veracruz se creó la Comisión para la Defensa de los Derechos Humanos, A. C. en 

el año de 1985. Ésta fue una de las primeras OSC a nivel local en México.129 En el Estado 

de Sonora existe una organización que se denomina Asociación Estatal para la Defensa de 

los Derechos Humanos, que es una Institución de Asistencia Pública (IAP), por lo que 

recibe recursos del gobierno (Núñez y Mujer Sonora 2014). No obstante, el título de la 

institución le viene grande en relación con el único derecho que defiende en la práctica: 

proporcionar desayunos a niños de escasos recursos. Las organizaciones no 

gubernamentales defensoras de derechos humanos que existen en nuestra entidad son 

escasas. Por otro lado, ninguna defiende los derechos humanos de manera integral, es decir, 

no luchan por cualquier derecho humano vulnerado, sino por casos específicos de derechos 

humanos. La única organización que ha tenido un papel destacado, protagónico, no sólo a 

nivel local, sino también en el ámbito nacional es Sonora Ciudadana, A. C. 

Sonora Ciudadana (en adelante SC) nació en el año 2005. Está integrada por cuatro 

personas: Guillermo Alejandro Noriega Esparza (Director General); Artemiza Michel 

Reyna (Subdirectora), Tomás Abarca Reyes (Director de Comunicación Institucional) y 

Betzabel García Ovalle (Administración y Desarrollo de programas). Desde el comienzo de 

su trabajo, SC se orientó a defender los derechos de acceso a la información pública y de 

acceso a la salud pública, con algunos casos de éxito a nivel local.130 Lo que ellos realizan 

                                                           
129 Entrevista a María Monserrat Díaz, Directora del Colectivo Feminista de Xalapa, 29 de agosto de 2013. 
130 El ñcaso Abel Montenegroò (Noriega y Jaime 2009) y ñcaso La Rebeli·n de los Enfermosò, Nuevo Le·n 

(Noriega 2012). Estos casos fueron documentados en los siguientes trabajos de investigación publicados por 

la organización: Discriminación y acceso a los servicios de salud y Auditoría Ciudadana: la discriminación 

en el ISSSTELEON. Véase también una síntesis de ambos casos en Non-Discrimination, Article & 

Govermentô Budgets. Discriminatory expenditures based on health status. http://internationalbudget.org/wp-

content/uploads/ND-Discrimination-in-expenditures-due-to-health-status.pdf (recuperado el 20 de noviembre 

de 2014); ñLa Rebeli·n de los Enfermos: acceso a los servicios m®dicos sin discriminaci·nò, cap²tulo de libro 

publicado en Rendición de cuentas social en México: evaluación y control desde la sociedad civil, obra 

coeditada por Secretaría de la Contraloría y Transparencia Gubernamental del Gobierno del Estado de Oaxaca 

http://internationalbudget.org/wp-content/uploads/ND-Discrimination-in-expenditures-due-to-health-status.pdf
http://internationalbudget.org/wp-content/uploads/ND-Discrimination-in-expenditures-due-to-health-status.pdf
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es lo que se conoce como litigación estratégica, con apoyo de Fundar, Centro de Análisis e 

Investigación, A. C. El litigio estratégico consiste en tomar un caso paradigmático de 

violación a los derechos humanos, en este caso de acceso a la salud, que conduzca a 

reformar aquellos reglamentos de las instituciones de seguridad social que sean 

discriminatorias, por ende, anticonstitucionales.  

Esta organización ha documentado las constantes prácticas discriminatorias que 

impiden el acceso a la seguridad social por enfermedad del Instituto de Seguridad y 

Servicios de los Trabajadores del Estado de Sonora (Isssteson). El caso más sonado a nivel 

local es el de Abel Montenegro, un profesor a quien durante 11 años le fue negado el 

derecho de acceso a la salud pública por padecer una enfermedad crónica degenerativa 

(hipertensión arterial), a pesar de que esta institución descontaba quincenalmente de su 

sueldo la cuota correspondiente a la prestación de los servicios de salud. El señor 

Montenegro acudió ante SC para solicitar su intervención ante las instancias respectivas. 

Este organismo tomó el caso e inició las investigaciones con el auxilio de las leyes de 

acceso a la información pública. El par de objetivos propuestos por el organismo desde que 

tomó el caso fueron, por un lado, buscar el amparo de la justicia federal para restablecer los 

derechos vulnerados del ciudadano y, por el otro, alcanzar un precedente que conduzca a la 

eliminación de dicha práctica en el país. Para ello, el organismo pidió la colaboración del 

área de litigio estratégico de Fundar, con el propósito de conseguir el amparo federal. Dos 

años después de iniciar la intervención de los organismos, ñla Primera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación (SCJN) ha otorgado el amparo al señor Montenegro, dando 

así la razón a los argumentos de anticonstitucionalidad y lo discriminatorio de exigir buena 

salud como condicionante para acceder a los servicios m®dicosò (Noriega y Jaime 2009, 7). 

La organización civil SC logró documentar que a pesar de que el derecho de acceso a 

la seguridad social se encuentra garantizado en la Constitución Federal y en los Tratados 

Internacionales, lo común en nuestro pa²s es la existencia de ñuna pr§ctica gubernamental 

generalizada que limita el acceso a este derecho en aras de la óeficiencia financieraô de una 

instituci·n. En otras palabras, se violentan derechos por óahorrarô recursosò (Ídem). Así la 

                                                                                                                                                                                 
y la Secretaría de la Función Pública del Gobierno Federal. Esta obra puede descargarse de 

http://www.sonoraciudadana.org.mx/Content/publicaciones/rdc.pdf (recuperado el 20 de noviembre de 2014). 

 

http://www.sonoraciudadana.org.mx/Content/publicaciones/rdc.pdf
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organización demostró que el Isssteson discrimina y viola los derechos humanos de las 

personas que intentan afiliarse a la dependencia de gobierno. 

El señor Montenegro ingresó al servicio público municipal el primero de agosto de 

1998. Tiene 62 años de edad y padece hipertensión arterial, una enfermedad crónica 

degenerativa que es totalmente tratable con medicamentos y que no lo ha incapacitado para 

desempeñar sus funciones en el Ayuntamiento de Hermosillo. Después de un mes de 

ingresar a la función pública, se le informó que podía pasar a afiliarse al Isssteson. No 

obstante, el 22 de septiembre de 1998, fecha en la que le entregarían la credencial del 

instituto como derechohabiente, le comunicaron por escrito que no era apto para afiliarse, 

puesto que no cumplía con lo que prescribe la Ley de Servicio Civil del Estado de Sonora 

(artículo 4). Aunque la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios de los Trabajadores del 

Estado de Sonora (Ley 38) no exige el requisito de demostrar buena salud para ser afiliado, 

el Reglamento de Servicios Médicos sí lo establece. 

El análisis de las leyes que regulan el acceso al derecho a la salud pública muestran 

que el requisito de gozar de buena salud, como establece el Reglamento Interno del 

Isssteson (artículo 6), es discriminatorio, puesto que viola la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos (artículos 1, 2, 4 y 123, apartado B, fracción XI). Estos artículos 

claramente señalan que nadie puede ser discriminado por motivos de salud, ni por ninguna 

otra causa, que toda persona tiene derecho al trabajo digno y a la salud. Asimismo, los 

Tratados Internacionales como la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 

Hombre (artículo XVI), el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales (artículo 3) y el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (artículos 1 y 2) 

reconocen de manera explícita el derecho de toda persona a la seguridad social. El estudio 

realizado por SC determinó que Sonora no es el único estado en el país cuyos institutos de 

seguridad tienen leyes discriminatorias para acceder a los servicios de salud, pues ñotras 13 

entidades se encuentran en la misma situación, sin contar a¼n a los municipios del pa²sò 

(Noriega y Jaime 2009, 16).131 

                                                           
131 En total son catorce los estados de la república (casi el 44 por ciento de los estados del país) que 

contemplan el requisito de gozar de buena salud para ser afiliado a la institución de seguridad social, como 

consta en El Reglamento de la Ley del Seguro Social en Materia de Afiliación, Clasificación de empresas, 

Recaudación y Fiscalización, artículos 81, 82 y 85. Zacatecas, Yucatán, San Luis Potosí, Querétaro, Morelos, 
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Del 2001 al 2008, la organización detectó que el Isssteson mantuvo un repunte en el 

número de solicitudes de afiliación rechazadas, pues ñen los ¼ltimos siete a¶os, el Isssteson 

le ha negado el servicio a 404 servidores p¼blicos por no tener óbuena saludôò (ibíd., 18). 

No obstante, la afectación también se extiende a los familiares de los afectados. Si se tiene 

en cuenta que el promedio de hijos por familia en Sonora es de 3.4, el número de personas a 

las que se les niega el acceso a la salud se incrementa considerablemente.132 La causa 

común por las que sufrieron discriminación las personas a las que les fue negada la 

afiliación al instituto en comento fueron por enfermedades crónico degenerativas, entre las 

que destacan por el número de recurrencia la diabetes melitus, la hipertensión arterial, la 

cardiopatía, padecimiento pulmonar, aortoesclerosis, cardiomegalia, obesidad mórbida, 

diabetes melitus tipo 2, insuficiencia renal, entre 29 padecimientos más. Lo paradójico es 

que ñen el 2008 el Isssteson neg· la afiliaci·n a personas enfermas de c§ncer y con 

obesidad, padecimientos que en 2007 aseguraban no estar dentro de las causales para negar 

la afiliaci·nò (ib²d., 20). 

El 24 de junio del 2008, la organización interpuso un amparo ante el Juzgado de 

Distrito en el Estado de Sonora, el cual fue rechazado por el Juez Jorge Raúl Valencia Ruiz. 

Por esta razón, ante la solicitud de las organizaciones civiles SC y Fundar, el 19 de 

noviembre del 2008 la SCJN atrajo el caso, por considerar que el asunto cumplía con los 

requisitos de interés y trascendencia. El 18 de marzo de 2009, los magistrados del máximo 

tribunal de justicia del país determinaron que era inconstitucional el requisito exigido por el 

Isssteson, para poder afiliar a los servidores, por lo que resolvió a favor del afectado el 

amparo número 44/2009 interpuesto por las organizaciones demandantes (Noriega 2012). 

El 29 de junio del 2009, SC logró la afiliación del señor Montenegro, como fruto de la 

sentencia dictada por la Primera Sala de la SCJN. Esta resolución establece un precedente 

                                                                                                                                                                                 
Jalisco y Colima tienen subrogados sus servicios de salud al IMSS. En cambio, Veracruz, Oaxaca, Campeche, 

Michoac§n y Aguascalientes comparten la afiliaci·n de servidores p¼blicos dentro de ñun esquema mixtoò 

IMSS e ISSSTE Federal (Noriega y Jaime 2009, 23). Los estados que tienen subrogado su servicios de salud 

al IMSS son ñColima, Jalisco, Morelos Quer®taro, san Luis Potos², Yucat§n y Zacatecasò (Noriega y Jaime 

2009, 27). El Estado de Nuevo León cuenta con una institución propia, el Isssteleón, que replica esta misma 

práctica discriminatoria al exigir a los servidores públicos del estado y municipios el requisito de gozar de 

buena salud para ser afiliados al instituto. 
132 En el supuesto que la familia esté integrada por el papá, la mamá y los 3.4 hijos (5.4 personas afectadas por 

familia). Al  multiplicar 4.4 x 404 el resultado es de 1776.6 personas que no recibieron atención médica por 

parte del Isssteson durante el periodo 2001-2008. 
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en el ámbito nacional, ya que se trata de un tema que nunca había sido abordado en los 

tribunales (Noriega y Jaime 2009). 

El problema pendiente de resolver es que el amparo sólo vale para el caso de Abel, de 

manera que para hacerse extensivo a todas las personas se deberá modificar la normatividad 

que restringe el derecho a la salud por el sólo hecho de tener una enfermedad crónica 

degenerativa, lo cual es discriminatorio y, en consecuencia, inconstitucional. Mientras el 

Isssteson no quite dicha restricción, los trabajadores del Estado que padezcan alguna 

enfermedad crónica no podrán ingresar a los servicios de salud que otorga el instituto. Sólo 

si los juzgados de Distrito y la Suprema Corte emiten cinco amparos consecutivos sobre 

casos similares, se alcanzaría la jurisprudencia necesaria para que quede prohibido en todo 

el país la exigencia de buena salud como requisito para ingresar a las instituciones públicas 

que brindan servicios médicos. 

En relación al papel que desempeñó en este caso la Comisión Estatal de los Derechos 

Humanos, la organización civil SC describe su intervención en los términos de desarrollar 

sus actividades en el secreto, de darle poca publicidad a una recomendación que denunciaba 

estos hechos (No. 05/2006) y de no ejercer su facultad de proponer modificaciones 

legislativas para erradicar esta práctica que impide el derecho humano a la salud, por lo que 

ñla irregularidad persistióò (ib²d., 35). Por último, se reconoce la importancia de hacer uso 

del derecho a la información pública (transparencia) como un medio para hacer posible la 

realización de otros derechos humanos. En el caso del señor Montenegro, la utilización del 

derecho al acceso a la información pública condujo a la realización del derecho de acceso a 

la salud. Es relevante mencionar que ñgracias a la campa¶a La Rebeli·n de los Enfermos, 

que congrega a trabajadores discriminados y sus familias, el Congreso del Estado de Sonora 

reform· la ley para prohibir cualquier tipo de discriminaci·n y erradicar la disposici·nò 

(Noriega 2012, 2).  

Esta misma lucha se extendió al Estado de Nuevo León donde la ley que crea el 

Isssteleón niega el acceso a los servicios de salud a las personas que hayan cumplido 50 

años de edad o por padecer una enfermedad crónico degenerativa (artículo 4, fracciones IV 

y V). Este es el único estado donde la práctica continúa vigente. La organización SC 

documentó que en el periodo 2000-2011, el 30 por ciento de los trabajadores del estado y 

municipios que solicitaron los servicios de salud fueron rechazados por padecer 
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enfermedades de preexistencia, mientras que el 70 por ciento restante se les negó ese 

derecho a causa de la edad. La excusa que han dado las instituciones de salud en México es 

la financiera, pues justifican los requisitos discriminatorios para acceder a los servicios de 

salud en aras de evitar un impacto negativo a sus finanzas. 

Empero, tomando en cuenta que el mayor número de personas rechazadas por el 

Isssteleón se presentó durante el 2011 (277) y que el presupuesto otorgado para la 

institución en este año fue de 5 mil millones de pesos, el impacto es mínimo o limitado 

puesto que el número de personas rechazadas equivale al 0.6 por ciento del total de 

personas afiliadas al instituto (122 mil 500) (Noriega 2012). De acuerdo con Artemiza 

Michel, subdirectora de SC, la excusa de la incosteabilidad financiera en el caso del 

Isssteson, no se sostiene porque se ha demostrado que ñel Gobierno del Estado había 

gastado en un número artístico en un festival cultural más de 4 millones de pesos, y el 

argumento se utilizó públicamente para cuestionar a un gobierno que negaba servicios de 

salud a los enfermos por ser costosas sus enfermedades, pero sí gastaba a manos llenas en 

festivales art²sticosò (Michel 2013, 58). 

 

3.2. La politización de los derechos humanos en Sonora 

 

En esta sección se estudia el modo en que algunas violaciones de derechos humanos 

llegan a politizarse. Para lograrlo será necesario examinar el tipo de discursos que elabora 

el gobierno local referente a los derechos humanos, los tipos de mecanismos de 

cooperación que se dan entre las Organizaciones de la Sociedad y la Comisión Estatal de 

Derechos Humanos de Sonora. La revisión de los informes de gobierno de Manlio Fabio 

Beltrones, Armando López Nogales, Eduardo Bours Castelo y Guillermo Padrés Elías 

permite analizar el tipo de discursos emitidos por el gobierno local entorno a los derechos 

humanos. En cambio, el estudio de los informes de actividades anuales de la CEDH y las 

entrevistas a miembros de organizaciones civiles, coadyuvarán a determinar si este 

organismo ha creado lazos de cooperación con organizaciones de la sociedad civil para la 

promoción y difusión de los derechos humanos o esta relación es más bien nula. Por último, 

se expondrán tres casos de violaciones a los derechos humanos en nuestro estado 

(Guardería ABC, China de Guaymas y Gisela), como prueba de la politización que enfrenta 

el Organismo Local.  
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3.2.1. El discurso de los gobernadores locales sobre los derechos humanos 

 

Antes de comenzar a analizar el discurso de los gobernadores del Estado de Sonora a 

cerca de los derechos humanos en los informes de gobierno, es menester ubicarlos de modo 

cronológico dentro de los periodos de su gestión. Manlio Fabio Beltrones Rivera fue 

gobernador del Estado de Sonora del 22 de octubre de 1991 al 21 de octubre de 1997, 

Armando López Nogales del 22 de octubre de 1997 al 12 de septiembre de 2003, Eduardo 

Bours Castelo del 13 de septiembre de 2003 al 12 de septiembre del 2009 y Guillermo 

Padrés Elías del 13 de septiembre de 2009 al 12 de septiembre de 2015 (Pineda 2010; 

Lagunes 2011). Los primeros dieciséis años de historia de la Comisión Estatal de los 

Derechos Humanos se insertan en el marco de tres sexenios de gobiernos priistas; los cinco 

años restantes han tenido lugar en el ámbito de la alternancia. El candidato del Partido 

Acción Nacional (PAN), Guillermo Padrés Elías, ganó la gubernatura del Estado de Sonora 

en los comicios electorales del 5 de julio del 2009, tras la derrota de su más cercano 

contendiente, Alfonso Elías Serrano, candidato del Partido Revolucionario Institucional 

(PRI). 

En los informes de los gobernadores Manlio Fabio Beltrones y Armando López 

Nogales, se introducía la cuestión de los derechos humanos dentro de la sección 

ñprocuraci·n de justiciaò del apartado ñDesarrollo socialò, pero no hab²a una secci·n 

especial dedicada a los derechos humanos. En los informes de Eduardo Bours Castelo, por 

primera vez en la historia de los informes, aparece una sección, la sexta o séptima, 

denominada ñderechos humanos y atenci·n integral a v²ctimas de delitoò dentro del primer 

apartado titulado ñNada ni nadie por encima de la leyò. En cambio, en los informes de 

Guillermo Padrés Elías, esta misma sección cambia de nombre y de lugar en el informe; 

ahora esta secci·n, la primera, se llama ñRespeto a garant²as y derechos humanosò que se 

encuentra dentro del quinto apartado ñSonora Seguroò y del tercer sub apartado ñEstado de 

Derechoò.  

Los gobernadores locales manejan el tema de los derechos humanos dentro del marco 

de la procuración de Justicia. Para el Caso de la CEDH de Sonora vale lo que Zavaleta 

(2010) aplica al caso de la CEDH de Veracruz: la utilización de un doble discurso por parte 

de los gobernadores. Por un lado dicen respetar la autonomía de la Comisión y, por el otro, 

usan al Congreso para nombrar a los ombudsman. En los informes de gobierno se habla 
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más de fortalecer el Estado de Derecho, que dicho sea de paso no existe en México, 

modernizando normatividades, que mejorar la seguridad pública, en general, el frágil 

sistema de procuración de justicia del país, con sus cuerpos policiacos, ministerios 

públicos, juzgados, tribunales, y centros penitenciarios que, paradójicamente, son las 

autoridades que más lesionan los derechos humanos de los ciudadanos.133 Para el gobierno, 

la Comisión es una fuente de legitimación de policías, jueces, que ante los constantes 

abusos de poder emplean como escudo protector al organismo local, para simular que se 

defienden los derechos humanos consagrados en los tratados internacionales, en la 

Constitución Federal y en la local, pero nada más alejado de la práctica cotidiana.  

Los informes gubernamentales no dicen nada sobre las recomendaciones que no se 

aceptan o las que no se cumplen. La Comisión no informa al gobierno, y si lo hace no se 

sabe, porque en estos documentos oficiales no se alude al estado que guardan, por lo 

menos, las recomendaciones turnadas a la Procuraduría de Justicia del Estado. Más bien, 

puede verse que en ellos se da prioridad a mostrar datos de recepción de quejas, 

recomendaciones, conciliaciones, sin hacer mención de cómo fueron cumplidas éstas o por 

qué no fueron cumplidas las que fueron aceptadas. Las afirmaciones que se hallan en los 

informes están redactadas en términos de una elegante retórica, pero vaciadas de contenido 

sustantivo. En todo caso, la lógica institucional que se sigue para el caso de la Comisión 

sonorense es la misma que describe Zavaleta para el caso veracruzano: ñsi se recomienda 

no se acepta; si se acepta no se cumple, y si se cumple no se hace daño. La condena moral 

de los responsables de violaciones que pertenecen a estas instituciones no pasa en la 

mayoría de los casos de simples recomendaciones sin efectos jurisdiccionalesò (Zavaleta 

2010, 421).  

En el Primer Informe de Gobierno de Manlio Fabio Beltrones (1993) se habla del 

aprecio que tienen los sonorenses por su seguridad y por la justicia, como si fuera una 

cuestión que no interesara a todo ciudadano o algo extraordinario observado pocas veces. 

El documento se refiere a la violencia y la inseguridad como fenómenos sociales ajenos a 

nuestra entidad, pues se les coloca espacialmente a estos fenómenos en otras entidades del 

                                                           
133 Las autoridades que más vulneran los derechos humanos son aquellas que tienen la responsabilidad o la 

obligación de procurar su defensa. O dicho de otra manera, el Estado que es el principal responsable en 

defender y promover los derechos fundamentales de las personas es el que más los viola en la práctica. Esta es 

la paradoja. Con ello descuida su tarea principal que es la de preservar la seguridad pública de cada ciudadano 

y mantener el orden social.  
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país y del mundo entero, pero no en el nuestro, omisión hecha para continuar con la retórica 

de que en el estado se respetan los derechos ciudadanos y el Estado de Derecho. Por otro 

lado, los gobernadores sostienen que es suficiente cambiar normatividades para modificar 

la cuestión de hecho en relación a las frecuentes violaciones a los derechos humanos 

cometidas por las autoridades públicas, como es el caso de este informe en el que se habla 

de modernización de leyes y de la creación de la Comisión Estatal de los Derechos 

Humanos.  

 

Reconozco la vocación y aprecio que los sonorenses tienen por la justicia y la 

seguridad pública, así como la responsabilidad que en ello le es inherente al Estado, 

sobre todo hoy en día que observamos al fenómeno de la inseguridad y la violencia 

campeando impunemente en muchas entidades hermanas de nuestro país y en el 

mundo entero. 

Por ello, hemos hecho todo lo humana y materialmente posible asignando recursos 

crecientes, modernizando los ordenamientos legales, [é] En esa perspectiva se cre· 

también la Comisión Estatal de los Derechos Humanos, que desde la fecha de su 

instalación ha recibido 565 quejas, de las cuales han concluido 479 con 65 propuestas 

de conciliación y la emisión de 42 resoluciones, de las cuales, sólo una de ellas no ha 

sido aceptadaò (Gobierno del Estado de Sonora 1993, 20). 

 

Los únicos resultados que se muestran del trabajo realizado por la Comisión Estatal 

en los informes de gobierno, son números a cerca de la recepción de quejas, propuestas de 

conciliación y resoluciones, pero nunca se menciona cuántas recomendaciones fueron 

cumplidas y cómo cumplieron las autoridades las recomendaciones que tienen el estado de 

totalmente cumplidas. Esta omisión es grave, si se toma en cuenta que la emisión de 

recomendaciones tiene un fin correctivo, es decir, restituir a la víctima en el goce de sus 

derechos humanos. Sin embargo, en el discurso de los informes se maneja la aceptación de 

recomendaciones como información suficiente, cuando se trata más bien de una 

información parcial que nada dice sobre la restitución de los derechos vulnerados. Esta 

insuficiencia, desde luego, refleja el poco compromiso del gobierno con los derechos 

humanos.  
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La misma situación se presenta también en el Primer Informe de Gobierno de 

Armando López Nogales (1998), en el que se habla del tema de los derechos humanos de 

manera retórica y superficial. Por ejemplo, se dice del propósito que tiene su gobierno de 

hacer realidad la defensa de los derechos humanos en los términos de justicia social, 

mediante el ñconstante seguimiento a los asuntos en los que han intervenido elementos de 

la institución del Ministerio Público, a fin de que se deslinden responsabilidades conforme 

al procedimiento respectivo, y así prevenir la reiteración de acciones que vulneren los 

derechos humanosò (Gobierno del Estado de Sonora 1998, 89).  

No obstante, la praxis es distinta a la anterior aseveración al revisarse los informes de 

resultados de la Comisión Estatal de Derechos Humanos. En ellos se denuncia 

reiteradamente que no fueron sancionadas las policías que practicaron la tortura, el abuso 

de autoridad, la dilación en la procuración de justicia, la violación a los derechos de los 

reclusos, entre otras faltas graves, que no fueron sancionadas conforme lo señala la ley, 

aplicándose sanciones demasiado leves que no disuaden a sus autores de repetirlas, tales 

como la amonestación y el apercibimiento. Por si fuera poca la simulación del gobierno en 

relación a este tema, en este informe se dice de manera literal que ñla Policía Judicial del 

Estado ha puesto de inmediato a disposición de las autoridades competentes a quienes por 

algún motivo se han visto involucrados en delitos, dándose prioridad a la información que 

se solicita, en vía de quejas, por el actuar de la policía. A la fecha se han recibido 53 quejas, 

de las cuales cuatro han sido de recomendación, ocho acuerdo de No Responsabilidad y 

cinco propuestas de conciliaciónò (ibíd., 90). 

En contraposición a esta postura retórico triunfalista que caracteriza al discurso 

oficial, los informes de actividades de los tres primeros ombudsman han denunciado 

abiertamente este hecho, que no ha sido ventilado en los informes de gobierno. No todos 

los informes de la Comisión tematizan esta denuncia, pero algunos de ellos como es el caso 

del segundo y cuarto informes de José Antonio García Ocampo se alude, por el contrario, a 

la preocupante posición de las autoridades que investigan de manera superficial los casos 

de torturas denunciadas en las recomendaciones, sin que por ello se ejerza la acción penal 

en contra de las autoridades involucradas, ni se apliquen sanciones conforme a la 

normatividad por estos graves delitos. En el segundo informe de actividades de José 

Antonio García Ocampo se señala esta deplorable situación en los términos siguientes:  
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Pero más preocupante es la postura que asumen algunas autoridades que en respuesta 

a nuestros requerimientos presentan investigaciones superficiales que sólo ponen de 

relieve el ánimo de proteger las conductas transgresoras de servidores públicos 

incapaces y arbitrarios. Desde luego, es más preocupante porque con ello se observa 

que la impunidad se fomenta por quienes tienen el compromiso original de 

combatirla. Tan incongruente actitud ha sido observada en el seguimiento de las 

recomendaciones 16/93, 25/93, 38/93, 41/93, 46/93, 51/93, 53/93, 04/94, situación 

que delatamos ante el superior jerárquico de dichas autoridades: Procurador General 

de Justicia del Estado y Presidente Municipal de Cajeme; de todos estos casos sólo 

obtuvimos respuesta positiva en las precisiones formuladas a la 16/93 (CEDH-SON 

1994, 107). 

 

El cuarto informe de José Antonio García Ocampo describe este mismo hecho, por un 

lado, denunciando la complicidad de las autoridades responsables de investigar, enjuiciar y 

aplicar sanciones con las autoridades involucradas (policías) en casos de abusos graves en 

contra de los derechos humanos de las víctimas. Por el otro, el organismo refiere que pese a 

que se han impuesto sanciones ñdebe quedar claro que en muchos de estos casos, 

especialmente en los delatados como graves, las sanciones impuestas no cumplen las 

expectativas de la Comisi·nò (CEDH-SON 1996a, 165). En cambio, oponiéndose a la 

consolidación del Estado de Derecho mediante el respeto de los derechos humanos, 

ñalgunos sectores de la administración pública reinciden en políticas equívocas que rayan 

en un inexplicable proteccionismo del servidor público que transgrede el orden jur²dicoò 

(ibíd., 166). A este respecto, el informe refiere que: 

 

De las 10 Recomendaciones emitidas desde la fecha de la instalación de la Comisión 

a la actual, por el delito de tortura, 4 corresponden al presente periodo. Del total, en 2 

no se ejerció acción penal; 1 se consideró tácitamente no aceptada; 3 casos con 

cumplimiento negligente; en 1 se hizo la consignación a la autoridad judicial en base 

a indagatorias superficiales que propiciaron la negativa de la orden de aprehensión; 

en 1 caso no se aceptó la Recomendación; en 2 casos se encuentran dentro del 

término legal para ser cumplida; en ningún caso se ha obtenido sentencia 

condenatoria contra el servidor público involucrado (ibíd., 165). 
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Existe un hecho relevante digno de atención. Las afirmaciones sostenidas en los 

informes de gobierno de Eduardo Bours Castelo reconocen de manera implícita las 

deficiencias de sus predecesores en materia de derechos humanos. En el primer informe de 

su gobierno (2004), resalta la importancia de fortalecer el Estado de Derecho, garantizar la 

procuración de justicia y el respeto a las garantías individuales; informa que no se había 

dado seguimiento a las recomendaciones emitidas a su gobierno por la Comisión Local y la 

Nacional, situación que lo llevó a crear la Dirección de la Defensoría de Oficio para que 

fuera la instancia encargada de atender las resoluciones recibidas. Con la creación de esta 

dirección fue posible llenar ñun enorme vac²o en la atenci·n de las recomendaciones 

emitidas por las Comisiones de Derechos Humanos, ya que anteriormente quedaban sin 

seguimiento, referencia o registro. De esa manera, se podrá dar respuesta inmediata a los 

ciudadanos que vean violentados sus derechos y se establecieron las bases para ser más 

expeditos en la atenci·n de tales recomendacionesò (Gobierno del Estado de Sonora 2004, 

24). 

Este informe de Eduardo Bours deja entrever que no se les daba seguimiento a las 

recomendaciones en años anteriores, lo cual pone en evidencia la retórica de los gobiernos, 

como se ha dicho anteriormente, de enarbolar un eficientismo inexistente en la procuración 

de justicia y, de manera particular, en la defensa de los derechos humanos. Este 

eficientismo queda manifiesto en este primer informe al sostenerse que ñaun cuando en este 

primer año de gobierno se han atendido al 100 por ciento las recomendaciones de la 

Comisión Estatal de los Derechos Humanos, la acción gubernamental no debe limitarse a su 

cumplimiento estadísticoò (ĉdem).  

Esta retórica eficientista que da prioridad a la cantidad que a la calidad, queda al 

descubierto con los mismos datos proporcionados por la Comisión Estatal de Derechos 

Humanos que acentúan la falta de compromiso de las autoridades responsables de 

investigar y sancionar las violaciones de derechos humanos, pues aunque en el año 2004 no 

hubo informe, los informes de actividades y las respuestas a las solicitudes de acceso a la 

información pública del organismo sobre el modo en que fueron cumplidas las 

recomendaciones de los años 1993 hasta el 2012, reflejan la falta de seriedad e interés por 

parte del gobierno en proteger los derechos humanos de los ciudadanos. Esto se da en todos 

los informes sin excepción y exhibe la debilidad institucional de las instituciones 
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encargadas de la procuración de justicia y la defensa de los derechos humanos, cuando 

presumen haber cumplido las recomendaciones como si eso bastara. La pregunta 

fundamental que deben responder los gobiernos en sus informes es la siguiente: ¿Se 

lograron restituir los derechos humanos vulnerados de las víctimas con el cumplimiento de 

las acciones sugeridas en cada recomendación? Una respuesta negativa equivale a decir que 

las autoridades públicas están por encima de la ley y en contra del Estado de Derecho. 

Que en los informes de gobierno se diga que se han cumplido todas las 

recomendaciones, de ninguna manera quiere decir que se han restituido los derechos 

vulnerados de las víctimas, que es lo más importante del cumplimiento de una 

recomendación. El hecho es que se omite decir de qué manera las autoridades han cumplido 

los puntos recomendatorios sugeridos en las recomendaciones por la CEDH. Desde luego 

que es una omisión intencional, pues poner esta información en el informe de gobierno 

evidenciaría que el cumplimiento de las recomendaciones no resarce los derechos 

vulnerados de las víctimas, toda vez que no hay sanciones que los restituyan. En pocas 

palabras, esta acción pondría de manifiesto que tanto las autoridades públicas como la 

propia Comisión simulan que se cumplen las recomendaciones. En el primer informe de 

gobierno de Guillermo Padrés Elías es por demás temeraria la sentencia de que ñen el 

ámbito de los derechos humanos, hemos dado cumplimiento a nuestra obligación de velar 

por la legalidad, como uno de los principios fundamentales que rigen la sana convivencia 

social, al proteger los intereses individuales y sociales, y salvaguardar los derechos de las 

personasò (Gobierno del Estado de Sonora 2010, 165).  

La lógica discursiva presente en los informes anteriores se repite en los informes de 

Guillermo Padr®s El²as, quien presume de haber ñaceptado y cumplido las 

recomendaciones, propuestas de conciliación, solicitudes de información y solicitudes de 

colaboración provenientes de la Comisión Nacional de Derechos Humanos y de la 

Comisión Estatal de Derechos Humanosò (Gobierno del Estado de Sonora 2010, 165). Sin 

embargo, en una respuesta de la CEDH en relación a la solicitud de acceso a la información 

pública sobre el estado actual que guardan las recomendaciones del año 2010, se informa 

que la recomendación número 22 del 2010 es la única que no ha sido cumplida totalmente, 

pues aparece con el estado de cumplimiento parcial. Esta recomendación fue dirigida a la 
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Subprocuraduría de Justicia del Estado, Delegación Ciudad Obregón, Sonora.134 La 

delegación forma parte de la administración pública estatal, lo que hace responsable al 

Gobierno del Estado de velar por su cumplimiento. Este dato proporcionado por la 

Comisión desdice la información proporcionada por el gobernador sonorense en relación al 

cumplimiento de las recomendaciones durante el primer año de su administración. 

A diferencia de los tres ombudsman anteriores que delataban a las autoridades que no 

aceptaban, cumplían u obstaculizaban el trabajo de la Comisión en la investigación de los 

casos de violaciones a los derechos humanos, los informes de Raúl Arturo Ramírez 

Ramírez se han caracterizado por adular al actual gobierno en materia de derechos humanos 

y a exaltar los resultados conseguidos por el organismo en este rubro desde que tomó el 

cargo. En su primer informe de actividades correspondiente al año 2010 se lee lo siguiente: 

ñpor lo anterior, hoy por hoy, podemos presumir que estamos, con trabajo firme, decidido y 

con resultados, recobrando la confianza de la gente. Lo anterior, no hubiese sido posible si 

en Sonora no existiese un Gobierno respetuoso y comprometido con los derechos humanos. 

Mi más sincero reconocimiento al titular del Poder Ejecutivo, por hacer del Estado de 

Sonora, tierra f®rtil para la promoci·n y difusi·n de las garant²as individualesò (CEDH-

SON 2010b, 9-10). 

Sin embargo, la realidad es distinta cuando se miran los hechos, pues nada más 

contrario a los derechos humanos que obstaculizar la realización de los mismos cuando su 

defensa atenta contra los interés políticos o de grupo. Este ha sido el comportamiento del 

gobierno estatal, por lo menos, en tres casos de violaciones graves a los derechos humanos, 

los cuales dos de ellos fueron calificados primero por la Comisión Estatal de no violatorios 

a los derechos humanos y de violatorios a los mismos por la Comisión Nacional después de 

ejercer su facultad de atracción. Esto sin duda pone en evidencia el juego político al que se 

prestan estos casos en los que se politiza la defensa de los derechos humanos.135 

                                                           
134 Respuesta de la CEDH/UETOM/43/2014 del 29 de septiembre del 2014 a la solicitud de acceso a la 

información pública vía infomex Sonora, folio 600814 del 22 de septiembre del 2014 (véase anexo 5). 
135 El caso de la China de Guaymas y de Gisela, la empleada doméstica de la Casa de Gobierno que se verán 

en la secci·n 2.2.3. La politizaci·n, siguiendo a don Luis F. Aguilar, ñocurre cuando, por meras razones 

políticas ïen el sentido menor de obtener, mantener e incrementar el poder de un partido o grupoï, los 

partidos intervienen en el análisis y la gestión administrativa y alteran arbitrariamente su ejercicio y 

resultados, distorsionando el análisis que sustenta las decisiones y desordenando el proceso de gestión que se 

encarga de llevar a efecto las decisiones, con el resultado de ocasionar da¶os socialesò (Aguilar 2009, 141, 

nota 2). 
































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































